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SECRETARIA DE ECONOMIA 
REGLAMENTO de la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 
facultad que me confiere el artículo 89, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
y con fundamento en los artículos 13 y 34 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 20 y 22 
de la Ley Federal de Protección al Consumidor, he tenido a bien expedir el siguiente 

REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 

CAPÍTULO I 

De las disposiciones generales 

Artículo 1.- El presente ordenamiento tiene por objeto reglamentar la Ley Federal de Protección al 
Consumidor, sin perjuicio de la aplicación de otros reglamentos sobre materias específicas. 

La aplicación del presente Reglamento corresponde a la Procuraduría Federal del Consumidor. 

Artículo 2.- Además de las definiciones referidas en el artículo 2 de la Ley Federal de Protección al 
Consumidor, para los efectos de este Reglamento se entiende por Ley, a la Ley Federal de Protección al 
Consumidor. 

Cuando se haga referencia a productos se entenderá respecto a bienes muebles. 

Para los efectos del artículo 92, cuarto párrafo de la Ley, se entenderá por bien o producto nuevo aquél 
que sea de primer uso. 

En el caso de un vehículo nuevo, éste se entenderá como el automotor de procedencia nacional o 
extranjera, destinado al transporte terrestre de personas o bienes que el proveedor comercializa por primera 
vez, con no más de 1,000 kilómetros recorridos. En la reclamación de vehículo nuevo, se tomará en cuenta el 
plazo y supuestos previstos en el artículo 105, fracción I de la Ley. 

Artículo 3.- La Procuraduría será competente para conocer de aquellos actos que realicen las 
instituciones financieras, cuando éstas provean bienes, productos o servicios que no estén contemplados en 
leyes de naturaleza financiera. 

Artículo 4.- Las personas morales a que alude el artículo 2, fracción I, párrafo segundo de la Ley, podrán 
acreditar estar constituidas como microempresas o microindustrias, con la documentación o constancia que 
emita la autoridad competente en términos de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa y de la Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Actividad 
Artesanal, sus respectivos reglamentos y los acuerdos o criterios emitidos por la Secretaría o, en su defecto, 
con la expedida por el Instituto Mexicano del Seguro Social. 

Artículo 5.- El proveedor acreditará el cumplimiento de la obligación impuesta en los artículos 7 BIS y 57 
de la Ley, referente a informar al consumidor el monto total a pagar por los bienes, productos o servicios 
mediante documentos, anuncios, avisos, medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología; así como 
en cualquier otra forma que de manera clara, legible, e indubitable y en lugar visible informen o exhiban, al 
alcance de cualquier consumidor, el monto total a pagar por los bienes, productos o servicios que se desee 
adquirir o contratar, atendiendo a los supuestos aplicables de cada precepto de la Ley. 

Artículo 6.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 1, párrafo tercero, fracción III; 7 BIS; 43; 66, 
fracción III; 73 BIS, fracción IX; 73 TER, fracción VII y demás relativos de la Ley, se entiende por precio total, 
costo total o monto total a pagar, al precio, costo o monto, relativo a operaciones al contado o a crédito que 
incluya, según corresponda, los conceptos siguientes: impuestos, comisiones, intereses, seguros y cualquier 
otro costo, cargo, gasto o erogación adicional que se requiera cubrir con motivo de la adquisición o 
contratación respectiva, tales como los relativos a investigación, apertura de crédito, avalúos, administración y 
envío. 

En la celebración de operaciones a crédito, incluyendo las operaciones de compraventa a plazo, de pagos 
diferidos y de exhibiciones periódicas, antes de la contratación correspondiente, el proveedor deberá informar 
al consumidor el Costo Anual Total aplicable a la operación, expresado en términos porcentuales anuales. 
Para efectos de este artículo, el Costo Anual Total es el costo de financiamiento que para fines informativos y 
de comparación, incorpora la totalidad de los costos y gastos del crédito. El referido Costo Anual Total se 
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calculará utilizando la metodología establecida por el Banco de México para el tipo de crédito de que se trate, 
vigente en la fecha del cálculo respectivo. 

En la publicidad y en cualquier medio por el cual se proporcione información relativa al precio de los 
bienes, productos o servicios que los proveedores ofrezcan, deberá señalarse de manera notoria el precio 
total, costo total o monto total a pagar relativo a operaciones al contado, según corresponda y, tratándose de 
operaciones a crédito, también deberá señalarse de manera notoria el Costo Anual Total respectivo. 

Asimismo, para dar cumplimiento a la obligación prevista en el artículo 12 de la Ley, el proveedor 
entregará la factura, recibo o comprobante, a través de medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra 
tecnología, a elección del consumidor. 

CAPÍTULO II 

De las medidas de apremio y medidas precautorias 

Sección Primera 

Medidas de apremio 

Artículo 7.- Se entiende por medida de apremio aquélla que la Procuraduría impone para hacer cumplir 
coactivamente los actos administrativos por ella ordenados mediante oficios, acuerdos o resoluciones, así 
como los convenios ante ella celebrados. 

El acuerdo o el acta en el que se imponga la medida de apremio deberá indicar la o las disposiciones que 
se presuman violadas o infringidas por el proveedor, así como los elementos que soporten la imposición de 
dicha medida. 

Artículo 8.- La aplicación de las medidas de apremio contenidas en el artículo 25 de la Ley se realizará 
conforme a las disposiciones establecidas en la Ley y el presente Reglamento. 

Artículo 9.- Las medidas de apremio se aplicarán en función de la gravedad de la conducta u omisión en 
que hubiere incurrido el proveedor, sin existir alguna prelación específica en cuanto a su imposición. 

Artículo 10.- Para los efectos del presente Reglamento, se entiende por apercibimiento la prevención que 
la Procuraduría formula al proveedor con el objeto de que éste se abstenga de incurrir en actos u omisiones 
que impidan la ejecución de un acto administrativo por ella ordenado. 

El apercibimiento será incluido en el cuerpo de los oficios, acuerdos, o resoluciones, en los que se ordene 
la ejecución de algún acto administrativo. Dicho apercibimiento informará al proveedor respecto de la multa 
que corresponda, del auxilio de la fuerza pública o, en su caso, arresto administrativo hasta por treinta y seis 
horas, como medidas de apremio ante sus acciones u omisiones, que impidan llevar a cabo los actos 
ordenados por la Procuraduría con motivo del ejercicio de sus atribuciones. El apercibimiento también podrá 
prevenir a los proveedores sobre la aplicación de medidas precautorias. 

Artículo 11.- El apercibimiento se notificará previo a la emisión de las medidas de apremio o en algunos 
casos, las medidas precautorias, al formular el requerimiento de información o documentación, así como 
cuando proceda en términos de la Ley, de este Reglamento y de otras disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 12.- La medida de apremio a que se refiere la fracción I del artículo 25 de la Ley se aplicará en 
los siguientes casos: 

I. Cuando un proveedor no se presente a la audiencia conciliatoria, no atienda la audiencia vía 
telefónica o por otro medio idóneo, conforme al artículo 111 de la Ley; no rinda el informe 
correspondiente o no presente el extracto de este último; 

II. Cuando el presunto infractor no dé cumplimiento a la medida precautoria de suspender la 
información o publicidad, o a la medida precautoria de suspender la comercialización de bienes, 
productos o servicios, ordenadas por la Procuraduría; 

III. Cuando, ante orden de la Procuraduría, el proveedor omita indicar, en la publicidad o 
información que difunda, que la veracidad de la misma no ha sido comprobada ante la  propia 
autoridad; 

IV. Cuando no se haya dado cumplimiento a los convenios celebrados por las partes y aprobados 
por la Procuraduría, salvo que la falta de cumplimiento sea responsabilidad del consumidor; 

V. Cuando el infractor no dé cumplimiento a la resolución que ordene la destrucción de los 
productos, en términos de lo dispuesto por el artículo 128 QUATER de la Ley; 
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VI. Cuando no se dé cumplimiento a los requerimientos contenidos en los oficios, acuerdos o 
resoluciones, dentro del plazo otorgado, y 

VII. En los demás casos que procedan en términos de la Ley, de este Reglamento y de otras 
disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 13.- La aplicación de medidas de apremio consistentes en multa con motivo de actos u omisiones 
que impidan llevar a cabo los actos ordenados por la Procuraduría, se realizará con proporcionalidad 
considerando la condición económica del proveedor. 

Asimismo, para los efectos de las multas diarias a las que se refiere el artículo 25, fracción IV de la Ley, 
las mismas se computarán a partir del día en el que se reitere el incumplimiento del mandato respectivo y 
hasta que se acredite su cumplimiento. 

Las multas impuestas como medida de apremio, por su naturaleza jurídica, son independientes a las 
multas impuestas como sanciones económicas, que se imponen con motivo del incumplimiento a las 
disposiciones de la Ley, sin ser las primeras, accesorias de ningún procedimiento previsto en la Ley. 

Artículo 14.- El auxilio de la fuerza pública previsto en la fracción II del artículo 25 de la Ley, se solicitará 
para llevar a cabo la ejecución del acto administrativo ordenado por la Procuraduría, cuando: 

I. Existan acciones u omisiones que impidan llevar a cabo los actos ordenados por la 
Procuraduría, o 

II. Por la naturaleza de los actos ordenados por la Procuraduría, la ejecución de los mismos 
implique riesgos para la integridad física o seguridad personal de los servidores públicos 
encargados de realizar dicha ejecución o de cualquiera otra persona que intervenga en la 
diligencia correspondiente, a juicio de la autoridad emisora del acto. 

Cuando se hubiere ordenado la práctica de alguna diligencia, el servidor público autorizado para 
practicarla, levantará, en su caso, constancia de la renuencia u oposición por parte de la persona con quien se 
haya pretendido entender dicha diligencia ante dos testigos, que deberán firmarla, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables; la constancia servirá como base documental que fundamente la solicitud del 
auxilio de la fuerza pública. 

Los testigos serán propuestos por la persona con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la 
practique si aquélla se hubiere negado a proponerlos, en caso de negarse a firmar no afectará la validez de la 
diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el servidor público haga constar tal 
circunstancia en la propia constancia. 

En tales casos, deberá girarse oficio a la autoridad de seguridad pública local o federal competente, con el 
objeto de que proporcione las facilidades necesarias para que la Procuraduría ejecute el acto administrativo 
correspondiente. 

Artículo 15.- El arresto administrativo hasta por treinta y seis horas previsto en la fracción III del artículo 
25 de la Ley, se llevará a cabo cuando: 

I. En más de una ocasión el proveedor no haya dado cumplimiento a lo ordenado  por la 
Procuraduría; 

II. Se realicen acciones violentas que impidan llevar a cabo los actos ordenados por la 
Procuraduría, que pongan en riesgo la integridad física o seguridad personal de los servidores 
públicos encargados de realizarlos o de cualquiera otra persona que intervenga en la diligencia 
correspondiente, a juicio de la autoridad emisora del acto; 

III. El proveedor no comparezca o no desahogue algún requerimiento de información que por 
escrito solicite la Procuraduría, o documentación, relacionada con bienes, productos o servicios 
que afectan o puedan afectar la vida, salud, seguridad o economía del consumidor; 

IV. El proveedor desacate la orden de suspensión de información o publicidad a que se refiere el 
artículo 35, fracción I de la Ley, sin que medie causa justificada acreditada ante la Procuraduría, 
y 

V. Se obstaculicen o impidan las acciones de verificación de conformidad con el artículo 13 de la 
Ley, así como el procedimiento administrativo de ejecución que ordene la Procuraduría. 

En cualquiera de los casos previstos en este artículo, deberá solicitarse apoyo a la autoridad de seguridad 
pública local o federal competentes, para ejecutar el arresto. 

Sección Segunda 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      60 

 

 

Medidas precautorias 

Artículo 16.- La Procuraduría podrá imponer medidas precautorias con motivo del incumplimiento de las 
disposiciones de la Ley o de las normas oficiales mexicanas aplicables, en términos del artículo 25 BIS de la 
Ley. El acuerdo o el acta correspondiente en el que se imponga la medida precautoria deberá indicar la o las 
disposiciones que se consideren violadas o infringidas por el proveedor y los demás elementos pertinentes. 

Artículo 17.- Las medidas precautorias se aplicarán conforme a los criterios que expida el Procurador 
mediante Acuerdo, el cual deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación. 

Los criterios deberán contener, al menos, lo siguiente: 

I. La descripción de los supuestos generales conforme a los cuales se aplicará cada una de las 
medidas precautorias; 

II. Los elementos necesarios para circunstanciar en el acta la imposición de la medida dentro del 
procedimiento correspondiente; 

III. En lo relativo a los sellos de inmovilización o a los sellos e información de advertencia, la 
descripción de dichos sellos, y 

IV. Los requisitos para el levantamiento de las medidas precautorias impuestas, en los casos en 
que proceda. 

Artículo 18.- Se entiende que un bien, producto o servicio afecta o puede afectar la vida, la salud o la 
seguridad de las personas, cuando su consumo interrumpa o pueda interrumpir la vida, o ponga o pueda 
poner en riesgo la continuidad de la misma, o suspenda o pueda suspender el buen funcionamiento del 
organismo humano, bien sea por sus características corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, inflamables, 
radiactivas o biológico-infecciosas, o porque implique el uso de mecanismos, instrumentos o aparatos 
peligrosos en sí mismos por la velocidad que desarrollen, por la energía que conduzcan o por otras causas 
análogas. 

Tratándose de la medida precautoria establecida en el artículo 25 BIS, fracción VII de la Ley, considerando 
la especialidad del producto de que se trate, la Procuraduría, antes de emitir las alertas respectivas a los 
consumidores, o de ordenar el llamado a revisión de bienes o productos, cuando presenten defecto o daños 
que ameriten ser corregidos, reparados o reemplazados y los proveedores hayan informado esta circunstancia 
a la Procuraduría, ésta se asegurará que tales bienes o productos, efectivamente sean defectuosos o dañinos, 
que pongan en riesgo la vida, la salud, la seguridad o la economía del consumidor, a través de los medios de 
verificación con que cuenta la institución, además de solicitar información, documentación y otros elementos 
necesarios a diferentes autoridades nacionales e internacionales, siempre y cuando se trate de productos 
comercializados en México y, a su vez, se trate de productos iguales en sus características y contenido. En 
todo caso, la Procuraduría deberá incorporar como propias, las alertas emitidas por otras autoridades 
respecto de dichos productos. 

Artículo 19.- Se entiende que se afecta o se puede afectar la economía de una colectividad de 
consumidores cuando en virtud de la comisión de conductas o prácticas comerciales abusivas o por el 
incumplimiento de normas oficiales mexicanas, se perjudican los derechos de los consumidores  en forma 
generalizada. 

Artículo 20.- Se consideran conductas o prácticas comerciales abusivas, además de las previstas en el 
artículo 25 BIS de la Ley, las siguientes: 

I. La manipulación de precios y tarifas como consecuencia de fenómenos naturales, 
meteorológicos o contingencias sanitarias; 

II. La realización de actos sin consentimiento previo y expreso del consumidor, cuando así lo exija 
la Ley; 

III. El cobro de cargos no autorizados por el consumidor o que no se deriven del contrato 
correspondiente; 

IV. La falta de exhibición de precios o tarifas en términos de lo previsto por la Ley; 

V. La falta de entrega de comprobantes de las operaciones realizadas, por parte del proveedor; 

VI. La negativa del proveedor de vender bienes, productos o servicios de consumo generalizado; 

VII. La negativa del proveedor de entregar al consumidor un bien o producto, o de prestarle un 
servicio, después de que éste hubiere pagado por ellos, y 
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VIII.  Las demás que violen los derechos que la Ley otorga a los consumidores en virtud de su 
realización de manera engañosa, excesiva, arbitraria o indebida. 

Artículo 21.- El aseguramiento de los bienes previsto por los artículos 25 BIS, fracción II y 98 TER de la 
Ley, procederá cuando los mismos no cumplan con lo dispuesto en la Ley, en las normas oficiales mexicanas 
o en otras disposiciones jurídicas aplicables, cuyo cumplimiento corresponda verificar a la Procuraduría. 

Artículo 22.- El procedimiento que regule el aseguramiento a que se refiere el artículo anterior, será 
expedido por el Procurador mediante Acuerdo que deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación. En 
dicho procedimiento se establecerán, entre otros, los criterios para determinar los casos en los que la 
Procuraduría transferirá los bienes en cuestión al Servicio de Administración y Enajenación de Bienes, de 
conformidad con las disposiciones relativas de la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes 
del Sector Público y las demás disposiciones jurídicas que resulten aplicables. 

CAPÍTULO III 

De la privacidad de la información y de la publicidad 

Artículo 23.- Para efectos de lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley, la petición del consumidor y la 
respuesta a éste, respecto de la información solicitada, podrán hacerse por cualquier medio comprobable y 
legalmente aceptado. Una vez que el consumidor hubiere solicitado la corrección de la información por ser 
inexacta o errónea, podrá interponer la reclamación respectiva ante la Procuraduría si el proveedor no la 
corrige dentro del plazo señalado por la Ley. 

Artículo 24.- Para efectos del primer párrafo del artículo 32 de la Ley, el proveedor podrá acreditar la 
veracidad de la información a través de documentación emitida por organismos nacionales o internacionales 
de probada capacidad científica y técnica, cuando no existan regulaciones específicas aplicables en el 
territorio nacional. 

Artículo 25.- Para efectos de lo dispuesto por el cuarto párrafo del artículo 32 de la Ley, se entiende por 
evidencia científica, objetiva y fehaciente, los estudios técnicos y científicos que contengan un informe que 
describa los resultados originales de una investigación, conformándose por los siguientes elementos mínimos: 

I. Título, nombre del autor o autores; 

II. Documento del cual se adviertan sus conocimientos técnicos y su experiencia; 

III. Planteamiento del problema o propósito de la investigación; 

IV. Resumen del estudio o investigación; 

V. Justificación científica del estudio o investigación; 

VI. Materiales y métodos empleados para el estudio o investigación; 

VII. Conclusión del estudio o investigación; 

VIII. Los resultados y datos arrojados por el estudio o investigación, con un análisis estadístico de 
los mismos, y 

IX. La crítica o análisis de los resultados y, en su caso, las referencias y los reconocimientos 
otorgados por la elaboración del estudio o investigación. 

La información presentada deberá permitir identificar su trazabilidad y vinculación con el bien, producto o 
servicio en cuestión. 

Se entenderá la trazabilidad como la serie de procedimientos que permiten rastrear el origen y proceso de 
análisis al que se ha sometido un bien o producto determinado. 

Los estudios, protocolos o métodos deben incluir procedimientos, o referencias científicas validadas, 
confiables o reconocidas nacional o internacionalmente de probada capacidad científica y técnica, así como 
seguir una metodología científica, con un análisis de resultados, con una muestra representativa, en su caso, 
y con un criterio para la evaluación del producto acorde con el propósito de la prueba. 

Asimismo, el proveedor, las sociedades o asociaciones profesionales deberán poner a disposición del 
consumidor, por cualquier medio, una versión pública del documento que soporte con evidencia científica, 
objetiva y fehaciente de las cualidades o propiedades del bien, producto o servicio objeto del aval, aprobación, 
reconocimiento o certificación. 

Artículo 26.- La Procuraduría podrá requerir a los colegios, sociedades o asociaciones de profesionistas, 
la documentación e información que soporte con evidencia científica, objetiva y fehaciente las cualidades o 
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propiedades del bien, producto o servicio objeto del aval, aprobación, reconocimiento o certificación del 
producto o servicio de que se trate, conforme a lo establecido en los términos del artículo 13 de la Ley. 

Artículo 27.- La documentación a que se refieren los artículos 24, 25 y 26 de este Reglamento, deberá 
presentarse en original o, en su caso, en copia certificada. Tratándose de documentos e información de 
procedencia extranjera, deberán presentarse apostillados o legalizados, por autoridad competente y cuando 
se encuentren redactados en un idioma distinto al español, se deberá adjuntar a éstos su traducción hecha 
por perito autorizado, sin perjuicio de lo dispuesto en otras leyes, reglamentos o normatividad aplicable. 

Artículo 28.- Se entiende por publicidad comparativa a aquélla que coteja, confronta o compara a dos o 
más bienes, productos o servicios similares o idénticos entre sí, sean o no de una misma marca. 

Para efectos de realizar publicidad comparativa por parte de los proveedores, éstos podrán utilizar los 
resultados de las investigaciones, encuestas y monitoreos publicados por la Procuraduría, siempre y cuando 
se presenten completos al consumidor, y se indique de manera visible, clara, veraz y comprobable, el medio y 
la fecha de publicación. 

Artículo 29.- Cuando la Procuraduría tenga conocimiento de posibles infracciones a la Ley en materia de 
información y publicidad, iniciará el procedimiento respectivo, con relación a su veracidad, en términos del 
último párrafo del artículo 35 de la Ley. 

La orden a que se refiere el último párrafo del artículo 35 de la Ley, podrá ser decretada en cualquier 
momento de la sustanciación del referido procedimiento. 

CAPÍTULO IV 

De la revisión voluntaria de la publicidad 

Artículo 30.- Para los efectos del último párrafo del artículo 32 de la Ley, deberá entenderse como 
diagnóstico publicitario, a la herramienta preventiva mediante la cual se analiza la publicidad que someten a 
consulta los proveedores, previo a su difusión, por cualquier medio, emitiendo una opinión no vinculante, es 
decir, no constituyen ningún tipo de autorización, permiso o visto bueno para el cumplimiento de las 
disposiciones legales en materia de publicidad. 

La solicitud podrá realizarse por escrito o por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología y 
deberá cumplir con los siguientes requisitos: 

I. Adjuntar la pieza o pauta publicitaria completas y en idioma español y precisar en qué medios 
será difundida, y 

II. Que la pieza o pauta publicitaria que se somete a diagnóstico, sea inédita, es decir que nunca 
se haya publicitado. 

La información que se presente, será protegida como confidencial, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

Sólo procederá la solicitud de diagnóstico publicitario, por una ocasión por pauta publicitaria. 

Las autoridades de la Procuraduría, emitirán su opinión dentro de los diez días hábiles siguientes a su 
presentación por cada pauta publicitaria, siempre y cuando se adviertan los elementos necesarios para el 
análisis correspondiente. 

Artículo 31.- Para efectos del artículo 32 de la Ley, en relación con el primer párrafo del artículo 13 de la 
Ley, se entenderá por monitoreo, el análisis que realiza la Procuraduría a la información y publicidad dirigida a 
los consumidores y difundida por los proveedores en los diversos medios de comunicación, los cuales son de 
libre acceso y se encuentran al alcance de cualquier persona, ello con la finalidad de constatar el debido 
cumplimiento de la Ley. 

CAPÍTULO V 

De las operaciones inmobiliarias 

Artículo 32.- El registro y cancelación de los modelos de contratos de adhesión en materia inmobiliaria a 
que se refiere el artículo 73 de la Ley, se regirá por los capítulos VIII, X y demás disposiciones relativas de la 
Ley, así como por lo previsto en el Capítulo VII de este Reglamento. 

Artículo 33.- El proveedor deberá comunicar al consumidor que tiene derecho a consultar la información a 
que se refiere el artículo 73 BIS de la Ley y, para tal efecto, la pondrá efectivamente a su disposición, 
previamente a que de cualquier manera asuma el compromiso de adquirir el inmueble correspondiente. 

Artículo 34.- La maqueta a que se refiere el artículo 73 BIS, fracción I de la Ley deberá exhibirse desde la 
promoción del inmueble y hasta que el proveedor entregue el mismo al consumidor. 
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Por maqueta se entiende la representación física o virtual, es decir, por medios ópticos o electrónicos, que 
tiene por objeto mostrar las características generales, distribución y dimensiones del bien inmueble objeto de 
la compraventa y, en su caso, el desarrollo habitacional en donde se encuentre éste. 

Artículo 35.- El proveedor hará del conocimiento del consumidor, por escrito y previamente a la 
celebración del contrato respectivo, los casos en que éste deba cubrir honorarios, comisiones o gastos 
adicionales al precio del inmueble que sean determinados por terceros, necesarios para recibir el inmueble en 
los términos y condiciones ofrecidos y acordados. 

El proveedor no tendrá responsabilidad con respecto a los honorarios, gastos y otros costos derivados de 
la contratación de bienes o servicios, incluyendo créditos, que el consumidor elija y contrate libremente. 

Artículo 36.- El contrato de compraventa deberá señalar las condiciones a que se sujete la entrega del 
inmueble en la fecha pactada. Cumplidas tales condiciones, el proveedor deberá entregar el inmueble en 
dicha fecha. 

Asimismo, el contrato de compraventa deberá señalar aquellos casos, causas o situaciones que, sin 
contravenir las disposiciones legales aplicables, puedan resultar en un retraso en la entrega del inmueble sin 
responsabilidad para el proveedor. 

Artículo 37.- En los casos de reclamaciones derivadas de defectos o vicios ocultos respecto de bienes 
inmuebles, se estará a lo dispuesto en el contrato correspondiente y en la legislación civil aplicable. 

Artículo 38.- Los promotores y asesores inmobiliarios deberán cumplir los requisitos señalados en el 
artículo 73 BIS de la Ley en lo que les resulte aplicable, conforme a los actos que realicen y al objeto del 
contrato. 

CAPÍTULO VI 

De la bonificación o compensación 

Artículo 39.- La bonificación o compensación es el derecho que tiene el consumidor de recibir un pago 
extraordinario en los supuestos establecidos en los artículos 37, 41, 50, 60, 61, 82, 92 y 92 BIS de la Ley, en 
términos del artículo 92 TER de la misma, así como aquélla a la que se refiere el artículo 73 QUINTUS de la 
Ley. 

Artículo 40.- El consumidor podrá exigir la bonificación o compensación mediante la presentación de la 
reclamación correspondiente, ante la Procuraduría, o bien, ante la autoridad judicial competente, sin perjuicio 
de lo establecido en el artículo 93 de la Ley. 

Artículo 41.- Una vez admitida una reclamación por parte de la Procuraduría, los conciliadores deberán 
analizar si la misma está vinculada con alguna de las causales de la bonificación o compensación previstas 
por la Ley y señaladas en el artículo 39 de este Reglamento, con objeto de informarle durante la audiencia 
correspondiente tanto al consumidor como al proveedor del derecho que la Ley le otorga a aquél a efecto de 
que pueda hacerlo valer. 

Artículo 42.- En el caso de que un consumidor solicite al proveedor el pago de la bonificación o 
compensación correspondiente, el conciliador deberá asentarlo en el acta respectiva y solicitará al proveedor 
que manifieste lo que a su derecho convenga. 

Artículo 43.- Cuando el consumidor y el proveedor acuerden una conciliación respecto de la reclamación 
de aquél y, en su caso, de la bonificación o compensación respectiva, una vez que se acredite por cualquiera 
de las partes el cumplimiento del convenio correspondiente, la Procuraduría emitirá un acuerdo decretando el 
procedimiento conciliatorio como asunto total y definitivamente concluido, sin que ello implique que se exima 
al proveedor de ser sancionado por infracciones a la Ley, de ser procedente. 

Artículo 44.- En el caso de que no se llegue a una conciliación entre las partes y el proveedor se niegue a 
pagar la bonificación o compensación correspondiente al consumidor, el conciliador solicitará la emisión del 
dictamen respectivo y el inicio del procedimiento por infracciones a la Ley. 

Artículo 45.- La bonificación o compensación a que se refiere el artículo 95 de la Ley, deberá exigirse ante 
la autoridad judicial competente. 

CAPÍTULO VII 

De los contratos de adhesión y del Registro Público de Contratos de Adhesión 

Artículo 46.- Para efectos de la publicación de los modelos de contratos de adhesión a que se refiere el 
artículo 87 BIS de la Ley, se considerarán también los previstos en los artículos 63 y 73 de la misma. 
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Artículo 47.- El proveedor deberá presentar el aviso a que se refiere el primer párrafo del artículo 87 BIS 
de la Ley, ya sea por escrito o por vía electrónica, antes de que utilice el modelo de contrato correspondiente 
en sus operaciones con los consumidores. 

Artículo 48.- En el Registro Público de Contratos de Adhesión se inscribirán los modelos de contratos que 
los proveedores propongan utilizar con los consumidores, siempre y cuando cumplan con la Ley y la 
normatividad correspondiente. Asimismo, se inscribirán los modelos de contratos respecto de los cuales los 
proveedores hubieren presentado el aviso de adopción a que se refiere el artículo 87 BIS de la Ley. 

Asimismo, en el Registro a que se refiere el párrafo anterior, podrán inscribirse los modelos de contratos 
que una cámara u otro género de agrupación de proveedores de una rama industrial o comercial elaboren y 
propongan para su adopción por sus agremiados y otros participantes en la industria, siempre y cuando 
cumplan con la Ley y la normatividad correspondiente. 

Los proveedores pertenecientes a dicha rama industrial o comercial podrán adoptar el o los modelos de 
contrato respectivos mediante simple aviso en los términos del artículo 87 BIS de la Ley y en cualquiera de las 
formas previstas por el artículo anterior. 

La inscripción de un modelo de contrato de adhesión será intransferible. 

Artículo 49.- El registro de un modelo de contrato será obligatorio cuando lo exija la Ley o una norma 
oficial mexicana; en caso contrario, los proveedores podrán solicitar el registro de su modelo de contrato de 
manera voluntaria. 

Para efectos del otorgamiento del registro de los contratos de adhesión a que se refiere el artículo 65 BIS 
de la Ley, la Procuraduría sólo registrará aquellos modelos en los que los bienes que se señalen como 
garantía prendaria cumplan con dicha calidad en los términos de la legislación aplicable. 

Artículo 50.- En caso de que los proveedores otorguen crédito al consumidor para la adquisición de 
inmuebles, en el contrato de adhesión respectivo se podrán determinar las cantidades de dinero que se deban 
cubrir en salarios mínimos, Unidades de Medida y Actualización, en unidades de inversión o de cualquier otra 
manera lícita, indicando los criterios para su conversión a cantidades en moneda nacional. Para el registro de 
los contratos de adhesión se deberá prever lo dispuesto en este artículo. 

Artículo 51.- Con relación a lo dispuesto en el artículo 86, segundo párrafo de la Ley, las normas oficiales 
mexicanas podrán ordenar que en los contratos de adhesión se incluya una cláusula por la que se determine 
el monto, el plazo y la forma del pago. 

Artículo 52.- Los proveedores solicitarán el registro de sus modelos de contrato de adhesión en los plazos 
previstos en la norma oficial mexicana que corresponda o, en su defecto, a más tardar dentro de los treinta 
días siguientes de su entrada en vigor. 

Artículo 53.- Para los efectos del artículo 86 BIS de la Ley, se entenderán como servicios adicionales, 
especiales o conexos, aquéllos ofrecidos por el proveedor, diferentes al básico o no previstos al inicialmente 
contratado, y por los que el consumidor deba emitir su consentimiento en forma previa y expresa, ya sea por 
escrito o por vía electrónica. 

El proveedor no podrá proporcionar un servicio adicional, especial o conexo, basado en la circunstancia de 
que el consumidor no le hubiese efectuado manifestación alguna ante el ofrecimiento que aquél  le hubiere 
hecho. 

Artículo 54.- A las disposiciones o cláusulas contenidas en los contratos que debiendo registrarse no 
hayan sido registrados y que contravengan los intereses o derechos de los consumidores, les será aplicable lo 
dispuesto por el artículo 87, segundo párrafo de la Ley. 

Artículo 55.- La Procuraduría efectuará modificaciones al modelo de contrato publicado en el Diario Oficial 
de la Federación, cuando las prácticas comerciales lo requieran, o bien, cuando la Ley o la norma oficial 
mexicana correspondiente, hubiere sido modificada o adicionada. En estos casos, la Procuraduría publicará 
dichas modificaciones en el medio de difusión oficial referido. 

Los proveedores que hubieren adoptado un modelo publicado que posteriormente sea modificado, podrán 
adoptar el nuevo modelo o solicitar el registro conforme a lo dispuesto en el artículo 87 de la Ley. 

Artículo 56.- En aquellos casos en que el proveedor solicite modificar el modelo de contrato de adhesión 
que tenga registrado ante la Procuraduría, ésta procederá conforme a lo dispuesto por el artículo 87 de la Ley 
y, en caso de que lo autorice, se registrará como un nuevo contrato y se le asignará un número de registro 
diferente. 
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Artículo 57.- La cancelación del registro de un modelo de contrato de adhesión a que se refiere el artículo 
90 BIS de la Ley, procederá una vez que la resolución emitida en el procedimiento por infracciones a la Ley 
haya quedado firme, ya sea por no haber sido impugnada o por haberse agotado los medios de impugnación 
correspondientes. 

Artículo 58.- La cancelación del registro de un modelo de contrato de adhesión implicará que el proveedor 
no pueda seguir utilizándolo, teniendo la obligación de presentar a la Procuraduría un nuevo modelo, el cual 
sólo podrá utilizar hasta que aquélla lo autorice y registre conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. 

Sólo procederá la obligación a que se refiere el párrafo anterior cuando las normas oficiales mexicanas 
correspondientes así lo dispongan. 

Artículo 59.- El Procurador emitirá los lineamientos que regulen la organización y funcionamiento del 
Registro Público de Contratos de Adhesión, mediante Acuerdo que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación. 

CAPÍTULO VIII 

Del Registro Público de Consumidores 

Artículo 60.- El Registro Público de Consumidores, al que hacen referencia los artículos 18 y 18 BIS de la 
Ley, tiene por objeto: 

I. Inscribir, los números telefónicos, correos electrónicos u otro medio electrónico, óptico o de 
cualquier otra tecnología de los consumidores que lo soliciten a la Procuraduría y que no 
deseen recibir publicidad de bienes, productos o servicios, y 

II. Proporcionar a los proveedores que así lo soliciten, los datos inscritos en el Registro Público de 
Consumidores, previo pago de la tarifa correspondiente. 

Cuando un consumidor otorgue su consentimiento de forma expresa, por medios físicos, electrónicos, 
ópticos o cualquier otra tecnología a determinado proveedor o empresa para recibir publicidad, este 
consentimiento prevalecerá sobre la inscripción en el registro mencionado en el párrafo anterior, únicamente 
respecto a la publicidad del proveedor que recabó el consentimiento. 

Dicho consentimiento puede ser revocado por el consumidor en cualquier momento. 

Artículo 61.- La Procuraduría recibirá y tramitará las denuncias que presenten los consumidores, por 
posibles violaciones a lo establecido en el artículo 18 BIS de la Ley. 

Las denuncias antes referidas, no procederán cuando: 

I. El consumidor hubiese otorgado su consentimiento expreso para recibir publicidad sin haberlo 
revocado; 

II. El número telefónico, correo electrónico u otro medio electrónico, óptico o de cualquier otra 
tecnología, del consumidor, no se encuentre inscrito en el Registro Público de Consumidores o 
que no haya transcurrido el plazo de treinta días naturales siguientes a la inscripción para que 
surta efectos la misma, y 

III. El envío de información no tenga fines mercadotécnicos o publicitarios, o se realice para ofrecer 
servicios que no sean competencia de la Procuraduría en términos del artículo 5 de la Ley. 

Artículo 62.- En caso de incumplimiento del artículo 18 BIS de la Ley, la Procuraduría podrá, de oficio, 
iniciar el procedimiento por infracciones a la Ley establecido en el artículo 123 de la misma. 

CAPÍTULO IX 

Del Registro de Políticas de Compensación por Demoras y Retrasos de Vuelos atribuibles a los 
Concesionarios o Permisionarios del Transporte Aéreo de Pasajeros 

Artículo 63.- Para efectos de lo establecido en el artículo 47 BIS, fracción V de la Ley de Aviación Civil, la 
Procuraduría, contará con un Registro de Políticas de Compensación por Demoras y Retrasos de Vuelos 
atribuibles a los Concesionarios o Permisionarios del Transporte Aéreo de Pasajeros, lo anterior con la 
finalidad de registrar las compensaciones que habrán de otorgarse a los pasajeros afectados por demoras o 
retrasos, superiores a una hora e inferiores a cuatro. 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      66 

 

 

En el Registro de referencia, se podrán inscribir las compensaciones e indemnizaciones que otorguen los 
concesionarios o permisionarios, por demoras o retrasos mayores a cuatro horas, en caso de cancelación y 
sobreventa. 

El otorgamiento del Registro de Políticas de Compensación por Demoras y Retrasos de Vuelos atribuibles 
a los Concesionarios o Permisionarios del Transporte Aéreo de Pasajeros, no exime al concesionario o 
permisionario, del cumplimiento de las mismas en los términos que establece el Capítulo X BIS de la Ley de 
Aviación Civil, relativo a los derechos y obligaciones de los pasajeros. 

En caso de que las políticas de compensación presentadas por los concesionarios o permisionarios no 
cumplan con los mínimos previstos en el artículo 47 BIS, fracción V de la Ley de Aviación Civil, se negará su 
registro, y se procederá a iniciar un procedimiento por infracciones a la Ley. 

Artículo 64.- El Registro de Políticas de Compensación por Demoras y Retrasos de Vuelos atribuibles a 
los Concesionarios o Permisionarios del Transporte Aéreo de Pasajeros, tiene vigencia de seis meses, 
contados a partir de su registro. 

Los concesionarios o permisionarios del transporte aéreo de pasajeros deberán solicitar por lo menos diez 
días hábiles antes de la expiración de la vigencia del registro, su renovación o modificación.  

La Procuraduría emitirá resolución dentro de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de presentación 
de la solicitud de registro o de renovación o modificación del mismo. Una vez transcurrido el plazo señalado, si 
la autoridad no da respuesta a la solicitud, se entenderá que la misma es en sentido afirmativo. 

En caso de ser aprobadas las políticas respecto de las cuales se solicita su renovación o modificación, el 
nuevo registro surtirá sus efectos a partir del día siguiente a aquél en que expiró el registro previamente 
otorgado. 

A cada registro otorgado se le asignará un nuevo número conforme al año de registro, con fecha de inicio 
y expiración de vigencia. 

En caso de que no se presente la solicitud de renovación o modificación de registro, dentro del plazo 
señalado en el segundo párrafo del presente artículo, o bien, no se informe a la Procuraduría la suspensión de 
actividades como aerolíneas regulares para pasajeros, se entenderá que éstos siguen ofreciendo el servicio, 
sin contar con registro vigente y se iniciará procedimiento por infracciones a la Ley, en términos del artículo 
123 de la Ley. 

En caso de que algún concesionario o permisionario del servicio de transporte aéreo de pasajeros, sea 
omiso en solicitar su registro inicial, y la Procuraduría detecte de oficio o a través de alguna denuncia o 
reclamación, su actividad comercial, se iniciará procedimiento por infracciones a la Ley, en términos del 
artículo 123 de la Ley. 

CAPÍTULO X 

De las reglas procedimentales 

Artículo 65.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 101 de la Ley, son reclamaciones notoriamente 
improcedentes, las siguientes: 

I. Las que promuevan los proveedores; 

II. Las que incumplan con los requisitos señalados en el artículo 99 de la Ley; 

III. Cuando el servicio objeto de la reclamación esté comprendido en alguna de las excepciones del 
artículo 5 de la Ley; 

IV. Las presentadas en forma extemporánea; 

V. Cuando no se acredite relación contractual con proveedor alguno; 

VI. Cuando la reclamación se presente en contra del cobro de precios o tarifas establecidos o 
registrados por autoridad competente, y 

VII.  Las que se promuevan sin agotar algún medio alternativo de solución de controversias pactado 
en el contrato respectivo. 

Artículo 66.- Las notificaciones efectuadas en los supuestos a que se refiere el artículo 104, tercer párrafo 
de la Ley, surtirán sus efectos de conformidad con lo establecido por las disposiciones relativas del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. 
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Artículo 67.- Cuando no se pueda efectuar al proveedor la notificación a que se refiere el artículo 104, 
fracción I de la Ley, por no corresponder su domicilio con el señalado por el consumidor o por el indicado en el 
comprobante de la operación respectiva, la Procuraduría requerirá al consumidor para que proporcione otro 
domicilio y, en su caso, solicitará dicha información a las autoridades competentes en términos de lo dispuesto 
por los artículos 4 y 13 de la Ley. 

La Procuraduría podrá concluir el procedimiento correspondiente por imposibilidad de su notificación, 
cuando: 

I. El consumidor no proporcione otro domicilio o el que señale tampoco coincida con el del 
proveedor, o 

II. Las autoridades no otorguen una respuesta en un plazo de treinta días naturales, u otorgada, 
éstas no proporcionen un domicilio cierto. 

Artículo 68.- Para efectos de lo dispuesto en el artículo 113, segundo párrafo de la Ley, en el caso de que 
el proveedor hubiere suspendido la prestación del servicio con posterioridad a la presentación de la 
reclamación respectiva y previo a su notificación, la Procuraduría lo exhortará para que lo restablezca. 

En los casos en que el proveedor ya hubiere sido notificado de la reclamación, la Procuraduría le requerirá 
el restablecimiento del servicio correspondiente, aplicando, en su caso, las medidas de apremio o sanciones 
que procedan. 

Artículo 69.- Tratándose de la verificación del cumplimiento de normas oficiales mexicanas, las 
notificaciones correspondientes se harán de conformidad con las disposiciones relativas de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo. 

Artículo 70.- La Procuraduría en ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 24, fracción 
XXIII y 25 BIS, fracción VII de la Ley, podrá emitir alertas dirigidas a los consumidores y dar a conocer las de 
otras autoridades o agencias, así como ordenar y difundir llamados a revisión dirigidos a proveedores, a 
través de cualquier medio, respecto de los productos o prácticas en el abastecimiento de bienes, productos o 
servicios defectuosos, dañinos o que pongan en riesgo la vida, salud, seguridad o economía de los 
consumidores. Los llamados a revisión se realizarán respecto de bienes o productos, cuando presenten 
defecto o daño que ameriten ser corregidos, reparados o reemplazados, y los proveedores hayan informado 
previamente esta circunstancia a la Procuraduría. 

La determinación de la procedencia de las alertas o llamados a revisión, se efectuará con base en alguno 
de los siguientes elementos: 

I. Cuando exista notificación voluntaria e inmediata por parte de los proveedores a la 
Procuraduría, al detectar que los productos, bienes o servicios afectan o pueden afectar la vida, 
la salud, la seguridad o la economía de los consumidores, debiendo aportar las características 
físicas y técnicas del producto, así como imágenes para la identificación clara e indubitable del 
bien, producto o servicio reportado sobre el que se emitirá el llamado a revisión. 

 Asimismo, el proveedor deberá informar a la Procuraduría las medidas adicionales que 
adoptará para hacer del conocimiento del consumidor la situación a que se refiere el párrafo 
anterior, así como los medios de contacto y atención al consumidor y el procedimiento a seguir 
para la reparación o sustitución total o parcial del producto, bien o servicio con las mismas o 
similares características, además de la bonificación o compensación a la que tiene derecho el 
consumidor de conformidad con los artículos 92, 92 BIS y 92 TER de la Ley; 

II. En razón de la verificación o monitoreo, así como de las investigaciones, estudios y análisis de 
carácter técnico-científico realizados por la Procuraduría, sobre las características y calidad de 
los bienes, productos o servicios que se ofrecen en el mercado, con objeto de dictaminar 
técnicamente lo conducente respecto al cumplimiento de la Ley, de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización, de las normas oficiales mexicanas y demás normatividad aplicable, 
de los que se desprendan un incumplimiento sobre las especificaciones de seguridad o 
elementos que pongan en riesgo la vida, salud, seguridad o economía de los consumidores; 

III. Derivado de dictámenes emitidos por peritos o laboratorios acreditados, respecto de bienes, 
productos o servicios que, por su costo, precio, dimensiones, proceso de traslado y términos de 
la garantía, hayan sido objeto de un análisis especializado, determinado por la Procuraduría, al 
no contar con los elementos o herramientas necesarios para llevarlo a cabo por sí misma; 

IV. A consecuencia de alertas emitidas por otras autoridades nacionales o extranjeras sobre 
riesgos identificados en productos de consumo, respecto de bienes o productos que se 
comercialicen en territorio nacional, iguales o similares sobre de los cuales emitió la alerta la 
autoridad extranjera; 
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V. Cuando exista algún antecedente derivado de la información relativa a bienes, productos o 
servicios que afectan o puedan afectar la vida, salud, seguridad o economía del consumidor 
proporcionada por otras autoridades, agencias de protección al consumidor, proveedores o a 
través de sus cámaras o asociaciones, fabricantes, o los consumidores, o del ejercicio de las 
atribuciones de esta Procuraduría; 

VI. Derivado de los requerimientos de información a los proveedores, que efectúe la Procuraduría 
cuando advierta incumplimiento relativo a las especificaciones de seguridad en bienes, 
productos y servicios que se oferten en el mercado o cuando éstos tienen elementos que 
pongan en riesgo la vida, salud, seguridad o economía de los consumidores. 

 La información proporcionada por los proveedores deberá estar acreditada de manera 
documental, por medios electrónicos, ópticos o de cualquier otra tecnología, respecto de la cual, 
la Procuraduría ordenará las diligencias y actuaciones que estime conducentes para comprobar 
su veracidad, de acuerdo a lo establecido en la Ley, y 

VII. Cuando se afecte la vida, salud, seguridad o economía de los consumidores, en los casos 
siguientes: 

a) Por el incumplimiento de una oferta o promoción; 

b) Como resultado de una información o publicidad engañosa o abusiva; 

c) Como consecuencia de conductas o prácticas comerciales abusivas, o 

d) Derivado de conductas discriminatorias o ilícitas en perjuicio de los consumidores. 

Artículo 71.- Se entenderá por alerta, el aviso o advertencia dirigida a la población consumidora en 
general, difundida a través de cualquier medio de comunicación, relativa a la comercialización de productos, 
bienes y servicios, defectuosos, dañinos o que pueden poner en peligro la vida, la salud, la seguridad o la 
economía del consumidor. 

Artículo 72.- El llamado a revisión es la comunicación, difundida por cualquier medio de comunicación, a 
través de la cual se informa al consumidor la existencia de bienes, productos o servicios defectuosos, dañinos 
o que puedan poner en riesgo la vida, la salud, la seguridad o la economía de los consumidores, emitida con 
la finalidad de que se revise, repare y, en su caso, reemplace aquel bien, producto o servicio que genere los 
riesgos antes señalados, derivada de la información que de esa circunstancia proporcionen a la Procuraduría 
los proveedores. 

Artículo 73.- Si después de analizar los elementos a que se refiere el artículo 70 del presente 
Reglamento, la Procuraduría determina que el bien, producto o servicio resulta defectuoso, dañino o riesgoso 
para la vida, salud, seguridad o economía del consumidor, procederá a hacerlo del conocimiento del 
proveedor para que, dentro del plazo de tres días hábiles, contados a partir de la notificación, exhiba los 
documentos y manifieste los razonamientos que considere pertinentes. 

Una vez analizada la documentación proporcionada por el proveedor, la Procuraduría emitirá en un plazo 
máximo de tres días hábiles la resolución correspondiente, la cual notificará al proveedor y, en su caso, 
ordenará la emisión de la alerta o llamado a revisión de manera inmediata. 

Cuando se determine fehacientemente que los bienes, productos o servicios ponen en riesgo la vida, 
salud, seguridad o economía del consumidor, la Procuraduría ordenará al proveedor su retiro del mercado o, 
en su caso, la destrucción de los mismos, a fin de evitar que sean comercializados, de conformidad con el 
artículo 24, fracciones XXIV y XXV de la Ley. Al mismo tiempo, ordenará al proveedor su sustitución o 
reparación de los mismos o la devolución de la cantidad pagada por ellos en favor del consumidor, de 
conformidad con el artículo 92 de la Ley. 

Para este último caso, el proveedor tendrá la obligación de entregar a la Procuraduría el proceso y 
cronograma conforme al cual se llevará a cabo la reparación, acreditando técnicamente su 
reacondicionamiento, mismo que podrá ser evaluado mediante pruebas de laboratorio. 

Artículo 74.- Las alertas o llamados a revisión que se emitan deberán contener al menos los siguientes 
elementos: 

I. Nombre del bien, producto o servicio; 

II. Descripción del bien, producto o servicio; 

III. Lugar y medio en que se comercializa el bien, producto o servicio; 

IV. Fecha de emisión; 

V. Autoridad que la emite y datos para su contacto; 
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VI. Fundamentos jurídicos, así como los hechos y razones que originaron su emisión, y 

VII. Recomendación para los consumidores. 

Además de los elementos señalados, para el caso de los llamados a revisión, éstos también deberán 
llevar los datos del etiquetado del producto y el número total de productos afectados. 

Artículo 75.- Una vez que se haya acreditado ante la Procuraduría, que cesó la causa que originó la 
emisión del llamado a revisión o la emisión de la alerta, se procederá al levantamiento de tales medidas, así 
como de las demás impuestas. 

CAPÍTULO XI 

De la verificación y vigilancia 

Artículo 76.- En caso de inconformidad del visitado con el resultado de los análisis efectuados por la 
Procuraduría en términos de lo dispuesto por la fracción II del artículo 97 TER de la Ley, avisará a la misma el 
retiro de los sellos de la muestra en su poder, a fin de realizar el análisis correspondiente, de conformidad con 
lo previsto por la fracción III de dicho precepto. 

Artículo 77.- En los casos en que se hubieren recogido muestras, los dictámenes que respecto de ellas se 
emitan, serán considerados como pruebas. Asimismo, la Procuraduría podrá solicitar los soportes técnicos 
que estime necesarios para que el proveedor, en su caso, acredite el cumplimiento de información relacionada 
con las muestras que se hubieren tomado. 

Artículo 78.- La destrucción de las muestras, en los casos a que se refiere la fracción V del artículo 97 
TER de la Ley, podrá efectuarse por la unidad administrativa de la Procuraduría que esté desahogando el 
procedimiento administrativo correspondiente o, en su caso, por aquélla que tuviere a su cargo las muestras 
con motivo del análisis que hubiera practicado sobre las mismas. 

Artículo 79.- En caso de que el visitado no acuda a recoger las muestras que estén a su disposición 
después de treinta días, a partir de la notificación respectiva, éstas serán destruidas, siempre y cuando la 
unidad administrativa competente de la Procuraduría hubiese emitido el dictamen correspondiente. 

En todo caso deberá levantarse el acta de destrucción de las muestras respectivas. 

Artículo 80.- Para el ejercicio de las atribuciones que los artículos 24, fracción XXI, 92, último párrafo y 98 
BIS de la Ley confieren a la Procuraduría, ésta emitirá la orden respectiva como uno de los puntos resolutivos 
del procedimiento por infracciones a la Ley. La información que los proveedores deban proporcionar a los 
consumidores en términos de lo dispuesto por dichos preceptos deberá ser clara, adecuada y suficiente. 

Para efectos de la información que se deba proporcionar a los consumidores, en términos del artículo 24, 
fracción XXI de la Ley, los proveedores, de considerarlo necesario, podrán solicitar confirmación de criterio 
respecto de tal información a la Procuraduría, a fin de cumplir de manera precisa con lo ordenado. Dicha 
confirmación se emitirá dentro de los tres días hábiles siguientes a su solicitud. 

Artículo 81.- Para efectos de las comprobaciones a que se refiere el artículo 94 de la Ley y a falta de 
norma oficial mexicana aplicable, la Procuraduría deberá considerar en primer lugar lo previsto por las normas 
mexicanas correspondientes. 

Artículo 82.- Para la verificación de los bienes a que se refiere el artículo 98 TER de la Ley, la 
Procuraduría aplicará las disposiciones relativas de la Ley, de este Reglamento, de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización, el reglamento de ésta y el procedimiento correspondiente emitido por el 
Procurador. 

Artículo 83.- La verificación de bienes y productos que se transporten en vehículos automotores, se 
realizará de conformidad con lo dispuesto por la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, la Ley Federal 
de Procedimiento Administrativo y las normas oficiales mexicanas aplicables. 

La Procuraduría también verificará los instrumentos de medición incorporados a los vehículos a que se 
refiere el párrafo anterior. 

CAPÍTULO XII 

Del dictamen 
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Artículo 84.- El conciliador de la Procuraduría podrá, de oficio o a petición del consumidor, requerir la 
elaboración del dictamen a que se refiere el artículo 114 de la Ley en cualquier etapa del procedimiento 
conciliatorio. El acuerdo por el cual el conciliador solicite la elaboración del dictamen deberá estar 
debidamente fundado y motivado. 

Artículo 85.- Para los efectos señalados en el artículo anterior, el conciliador tomará en consideración, 
entre otros elementos, la o las posibles infracciones a la Ley, y la viabilidad de las propuestas del proveedor 
para resolver la reclamación planteada por el consumidor. 

Artículo 86.- El conciliador turnará copia del expediente correspondiente a la unidad administrativa 
competente de la Procuraduría, a fin de que ésta elabore el dictamen respectivo en un plazo no mayor a 
quince días hábiles, a partir de que reciba el expediente debidamente integrado. 

La unidad administrativa que elabore el dictamen deberá tomar en consideración los elementos que 
establece el artículo 114 BIS de la Ley. 

Artículo 87.- El dictamen se deberá hacer del conocimiento de las partes para que formulen las 
observaciones que conforme a su derecho estimen convenientes. 

Artículo 88.- En caso de no existir acuerdo entre las partes, el conciliador, en la última diligencia del 
procedimiento conciliatorio, entregará al consumidor el dictamen correspondiente, así como una copia del 
mismo al proveedor, debiendo conservar en el expediente un tanto original del mismo. En dicha diligencia se 
acordará también dejar a salvo los derechos de las partes. En caso de posibles infracciones a la Ley, se 
iniciará el procedimiento administrativo correspondiente. 

CAPÍTULO XIII 

De las sanciones 

Artículo 89.- Para los efectos del artículo 132 de la Ley se entenderá que: 

I. Se acreditará la gravedad de una infracción cuando la conducta del infractor haya sido 
intencionalmente dirigida a producir consecuencias negativas, o tentativamente a querer 
producirlas, afectando con ellas a un consumidor o a un grupo específico y determinado de 
consumidores. 

 En los casos de infracciones a las disposiciones relativas a pesas, medidas y contenidos netos 
expresados en unidades de masa o volumen, podrá acreditarse la gravedad en función de la 
cantidad o porcentaje que exceda a la tolerancia permitida conforme a la norma oficial 
mexicana respectiva o a las disposiciones aplicables, y del detrimento o afectación que ello 
implique a la economía de los consumidores. 

 En su caso, se tomará en consideración el monto de la reclamación respectiva; 

II.  El perjuicio al consumidor es la afectación a sus derechos cuando se deduzca del agravio o 
daño ocasionado con la conducta infractora del proveedor. 

 El perjuicio a la sociedad en general se acredita cuando los proveedores importen, produzcan, 
fabriquen o comercialicen productos, o presten servicios, que no cumplan con las disposiciones 
de la Ley y otras aplicables; 

III. El carácter intencional de la infracción se acredita cuando el infractor importe, produzca, 
fabrique o comercialice productos, o preste servicios, con conocimiento de las consecuencias 
patrimoniales o jurídicas derivadas del incumplimiento de las obligaciones contraídas o de las 
disposiciones de la Ley y demás aplicables; 

IV. Existe reincidencia cuando el mismo infractor incurra en dos o más violaciones del mismo 
precepto legal durante el transcurso de tres años, contado a partir del día en que se cometió la 
primera infracción. Para tal efecto, se considera que existe infracción cuando así haya sido 
establecido en resolución administrativa, y 

V.  La condición económica consiste en evaluar las posibilidades del infractor para responder a la 
sanción impuesta de manera que sea equitativa, y será considerada con base en la información 
proporcionada por el proveedor y, en su caso, los datos asentados en el acta de visita de 
verificación. 

Durante el procedimiento, la Procuraduría podrá solicitar la información o documentación necesaria al 
presunto infractor, a efecto de determinar su capacidad económica. 
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Dicha capacidad la evaluará la Procuraduría tomando en cuenta, entre otras cosas, si se trata de personas 
físicas, microempresas, pequeñas empresas, medianas empresas o grandes empresas, de conformidad con 
la clasificación establecida por la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana 
Empresa y la Ley Federal para el Fomento de la Microindustria y la Actividad Artesanal, así como los 
acuerdos emitidos por la Secretaría y, en su caso, los datos asentados. 

Artículo 90.- Los criterios que expida el Procurador para la aplicación de sanciones deberán publicarse en 
el Diario Oficial de la Federación y contener, al menos, los siguientes elementos: 

I.  Las reglas de acumulación de sanciones; 

II.  El mecanismo de graduación, considerando los elementos a que se refiere el artículo 132 de la 
Ley, así como para la cuantificación de los respectivos montos de multa, y 

III.  En materia de clausuras, el mecanismo para la determinación de los días que correspondan a 
dicha sanción. 

En los casos de sanciones impuestas con motivo de actos de verificación y vigilancia de normas oficiales 
mexicanas, en el ámbito de competencia de la Procuraduría, los criterios a que se refiere este artículo 
deberán ser compatibles con las disposiciones aplicables a sanciones establecidas por la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización. 

Artículo 91.- En la imposición de multas debe darse el mismo trato a quienes se coloquen en situación 
similar y sancionar con distinta medida a quienes tienen diferente capacidad económica, además de tomar en 
consideración, al individualizar la sanción, los supuestos contenidos en el artículo 132 de la Ley. 

Artículo 92.- La clausura sólo se aplicará como sanción temporal por la comisión de las infracciones 
particularmente graves a que se refiere el artículo 128 TER de la Ley. 

Artículo 93.- Para la determinación del número de días que deba clausurarse un establecimiento, se 
considerará la gravedad de la conducta infractora y el número de reclamaciones o denuncias presentadas en 
contra de un proveedor, así como la afectación general que hubiere causado a los consumidores. 

Artículo 94.- Los supuestos a que se refiere el artículo 128 TER, fracciones III y IV de la Ley, se podrán 
acreditar cuando las conductas respectivas consistan, entre otras, en el notorio incremento de precios; el 
acaparamiento, almacenamiento u ocultamiento de bienes o productos, o la negación de la prestación de los 
servicios. 

Artículo 95.- La clausura puede ser total o parcial. Es total, cuando se impida la actividad comercial de 
todo el establecimiento del infractor; es parcial, cuando se limite a determinadas áreas, lugares o instalaciones 
del establecimiento respectivo. 

Artículo 96.- La clausura parcial procederá cuando se den los supuestos a que se refiere la fracción III del 
artículo 128 TER de la Ley. 

Artículo 97.- La clausura será total cuando se den los supuestos a que se refieren las fracciones I, II, VII, 
VIII, IX, X y XI del artículo 128 TER de la Ley. 

Artículo 98.- En el caso de lo dispuesto por las fracciones IV, V y VI del artículo 128 TER de la Ley, la 
autoridad competente podrá ordenar clausura parcial o total, atendiendo al número y a la gravedad de las 
infracciones a la Ley. 

Artículo 99.- La prohibición de la comercialización de bienes o productos y de servicios procederá en los 
términos del artículo 128 QUATER de la Ley. 

La autoridad que hubiere prohibido la comercialización de bienes o productos, podrá ordenar la 
destrucción de éstos, ya sea por sí o a costa del infractor. En este último caso, la Procuraduría apercibirá al 
infractor para que, dentro del término de diez días naturales acredite que procedió a la destrucción de los 
mismos. 

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, la autoridad competente de la Procuraduría deberá emitir un 
dictamen en el que se indiquen los elementos técnicos y jurídicos que le permitan concluir que no pueda 
realizarse la comercialización de los bienes, productos o servicios de que se trate. 

Cuando se hubiere prohibido la comercialización de los bienes o productos y no sea posible su 
acondicionamiento, reproceso, reparación o sustitución, el proveedor podrá darles un destino distinto a su 
destrucción, siempre que durante el procedimiento se haya desprendido de los dictámenes de laboratorio que 
los mismos no representan riesgos para la vida, la salud o la seguridad del consumidor. El proveedor deberá 
acreditar el destino que le dé a los bienes o productos. 
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Artículo 100.- Cuando una multa impuesta al proveedor por la Procuraduría, no se pague en los términos 
establecidos en la Ley, dará lugar a iniciar en su contra el procedimiento administrativo de ejecución, previsto 
en el Código Fiscal de la Federación y su reglamento. 

Los mecanismos referidos en el segundo párrafo del artículo 134 BIS de la Ley, serán los adecuados para 
que el proveedor sancionado pueda cumplir con su obligación de pago a través de los medios previstos en el 
Código Fiscal de la Federación. 

Para efecto de lo anterior y para el uso de los mecanismos aludidos en el párrafo precedente, la 
Procuraduría podrá coordinarse a través de convenios con otras autoridades exactoras de los niveles Federal, 
Estatal y Municipal. 

TRANSITORIOS 

Primero.- El presente Reglamento entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  
de la Federación. 

Segundo.- Se abroga el Reglamento de la Ley Federal de Protección al Consumidor publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el tres de agosto del año dos mil seis. 

Tercero.- Las disposiciones administrativas emitidas por la Procuraduría que no se opongan al presente 
Reglamento, continuarán vigentes hasta en tanto se emitan las que las sustituyan. 

Cuarto.- Las erogaciones que se deriven para la aplicación del presente Decreto se realizarán con cargo 
al presupuesto de la Procuraduría Federal del Consumidor y no requerirán recursos adicionales, ni se 
incrementará su presupuesto regularizable en materia de servicios personales. 

Dado en la Residencia Oficial del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, a 18 de diciembre de 
2019.- Andrés Manuel López Obrador.- Rúbrica.- La Secretaria de Economía, Graciela Márquez  Colín.- 
Rúbrica. 

ACUERDO por el que se otorga habilitación a la ciudadana Karla Madrazo Villarreal como Corredor Público 
número 25 en la Plaza del Estado de Baja California. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Normatividad Mercantil. 

La Secretaría de Economía, a través de la Dirección General de Normatividad Mercantil, en observancia a 
lo establecido en los artículos 12, último párrafo, de la Ley Federal de Correduría Pública, 19 de su 
Reglamento y 38, fracción XIII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, da a conocer el 
siguiente Acuerdo por el que se modifica el diverso publicado el 20 de septiembre de 2012, para quedar como 
a continuación se indica: 

“… 

“El Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría de Economía otorga habilitación a la  C. 
Licenciada en Derecho Karla Madrazo Villarreal para ejercer la función de Corredor Público 
con número 25 en la plaza del Estado de Baja California, con fundamento en los artículos 
2o., 3o., fracción III de la Ley Federal de Correduría Pública y 18 del Reglamento de la 
propia Ley, en virtud de haber cumplido con los requisitos que establece el artículo 8o. del 
citado ordenamiento legal. Lo que hago de su conocimiento, para efecto del fiel desempeño 
de sus funciones conforme a lo dispuesto por los ordenamientos aplicables.” 

Con fundamento en el artículo 12, último párrafo, de la Ley Federal de Correduría Pública, la licenciada 
Karla Madrazo Villarreal podrá ejercer sus funciones a partir de la fecha de publicación del presente acuerdo 
en el Diario Oficial de la Federación.” 

Ciudad de México, a 9 de diciembre de 2019.- El Director General de Normatividad Mercantil, Benjamín 
Reyes Torres.- Rúbrica.- Revisó: el Director de Correduría Pública, Juan Carlos Hurtado Savage.- Rúbrica.- 
Elaboró: el Jefe de Departamento de Habilitaciones de Correduría Pública, Ignacio Urbina  Avellaneda.- 
Rúbrica. 
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NORMA Oficial Mexicana NOM-116-SCFI-2018, Industria automotriz-Aceites lubricantes para motores a 
gasolina y diésel-Especificaciones, métodos de prueba e información comercial (cancela a la NOM-116-SCFI-1997). 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SE.- Secretaría de 
Economía.- Dirección General de Normas. 

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-116-SCFI-2018, INDUSTRIA AUTOMOTRIZ- ACEITES LUBRICANTES PARA 

MOTORES A GASOLINA Y DIÉSEL-ESPECIFICACIONES, MÉTODOS DE PRUEBA E INFORMACIÓN COMERCIAL 

(CANCELA A LA NOM-116-SCFI-1997) 

ALFONSO GUATI ROJO SÁNCHEZ, Director General de Normas y Presidente del Comité Consultivo 
Nacional de Normalización de la Secretaría de Economía (CCONNSE), con fundamento en los artículos 34 
fracciones II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 39 fracción V, 40 
fracciones I, II y XII, 47 fracción IV de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, 34 de su Reglamento 
y 22 fracciones I, IV, IX y XXV del Reglamento Interior de esta Secretaría, y 

CONSIDERANDO 

Que con fecha 8 de noviembre de 2017 el Comité Consultivo Nacional de Normalización de la Secretaría 
de Economía, aprobó la publicación del Proyecto de Norma Oficial Mexicana PROY-NOM-116-SCFI-2017, 
Industria automotriz - Aceites lubricantes para motores a gasolina y diésel-Especificaciones, métodos de 
prueba e información comercial, la cual se realizó en el Diario Oficial de la Federación el 8 de junio de 2018, 
con objeto de que los interesados presentaran sus comentarios; 

Que, conforme al procedimiento descrito en el artículo 45 de la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización, el proyecto estuvo a disposición del público general para su consulta; y que, dentro del plazo 
de 60 días naturales contados a partir del día siguiente de la fecha de publicación de dicho Proyecto, los 
interesados presentaron comentarios sobre el contenido del mismo y que fueron analizados por el grupo de 
trabajo, realizándose las modificaciones conducentes a éste; 

Que, el Análisis de Impacto Regulatorio a que se refiere el Capítulo Tercero de la Ley General de Mejora 
Regulatoria estuvo a disposición del público en general para su consulta; y que, los interesados presentaron 
comentarios sobre el mencionado análisis y el contenido del citado Proyecto, mismos que fueron analizados 
por el grupo de trabajo, realizándose las modificaciones conducentes a éste; Por lo que la presente Norma 
cumplió con lo referente al procedimiento de mejora regulatoria establecido en la Ley General de Mejora 
Regulatoria, como lo muestra su Dictamen Total Final emitido el 24 de junio de 2019 por la Comisión Nacional 
de Mejora Regulatoria. 

Que, con fecha 27 de noviembre de 2018, el Comité Consultivo Nacional de Normalización de la 
Secretaría de Economía aprobó la norma referida y el 4 de junio de 2019, el Comité aprobó la modificación de 
su prefacio; 

Que la Ley Federal sobre Metrología y Normalización establece que las Normas Oficiales Mexicanas se 
constituyen como el instrumento idóneo para la protección de los intereses del consumidor, expide la 
siguiente: Norma Oficial Mexicana NOM-116-SCFI-2019, Industria automotriz - Aceites lubricantes para 
motores a gasolina y diésel - Especificaciones, métodos de prueba e información comercial (Cancela a la 
NOM-116-SCFI-1997). SINEC-20181115180912999. 

Ciudad de México, a 5 de julio de 2019.- El Director General de Normas y Presidente del Comité 
Consultivo Nacional de Normalización de la Secretaría de Economía, Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-116-SCFI-2018, INDUSTRIA AUTOMOTRIZ-ACEITES  
LUBRICANTES PARA MOTORES A GASOLINA Y DIÉSEL-ESPECIFICACIONES, MÉTODOS  DE 

PRUEBA E INFORMACIÓN COMERCIAL (CANCELA A LA NOM-116-SCFI-1997) 

Prefacio 

La elaboración de la presente Norma Oficial Mexicana es competencia del Comité Consultivo Nacional de 
Normalización de la Secretaría de Economía (CCONNSE) integrado por: 

● Secretaría de Economía 

● Secretaría de Salud 

● Secretaría del Trabajo y Previsión Social 

● Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales 

● Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural 

● Secretaría de Comunicaciones y Transportes 
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● Secretaría de Turismo 

● Secretaría de Bienestar 

● Secretaría de Gobernación 

● Secretaría de Energía 

● Comisión Federal de Competencia Económica 

● Cámara Nacional de la Industria de Transformación 

● Confederación de Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo 

● Confederación de Cámaras Industriales de los Estados Unidos Mexicanos 

● Asociación Nacional de Tiendas de Autoservicio y Departamentales 

● Asociación Nacional de Importadores y Exportadores de la República Mexicana 

● Cámara Nacional de Comercio, Servicios y Turismo (Canaco) de la Ciudad de México 

● Consejo Nacional Agropecuario 

● Universidad Nacional Autónoma de México 

● Instituto Politécnico Nacional 

● Centro Nacional de Metrología 

● Instituto Mexicano del Transporte 

● Procuraduría Federal del Consumidor 

● Comisión Federal de Mejora Regulatoria 

● Sociedad Mexicana de Normalización y Certificación S.C. 

● Instituto Mexicano de Normalización y Certificación 

● Asociación de Normalización y Certificación 

● Instituto Nacional de Normalización Textil 

● Organismo Nacional de Normalización y Certificación de la Construcción y Edificación 

● Normalización y Certificación NYCE, S.C. 

● Consejo para el Fomento de la Calidad de la Leche y sus Derivados 

● Centro de Normalización y Certificación de Productos 

● Cámara Nacional de la Industria del Hierro y del Acero 

● Consejo Nacional de Normalización y Certificación de Competencias Laborales 

● Petróleos Mexicanos 

● Comisión Federal de Electricidad 

● Onexpo Nacional, A.C. 

Con objeto de elaborar la presente Norma Oficial Mexicana, se constituyó un Grupo de Trabajo con la 
participación voluntaria de los siguientes actores: 

● Afton Chemical de México, S.A de C.V. 

● Asociación Mexicana de la Industria Automotriz, A.C. 

● Asociación Nacional de Empresas de Lubricantes y Aditivos, A.C. 

● Asociación Nacional de la Industria Química, A.C. 

● Asociación Nacional de Productores de Autobuses Camiones y Tractocamiones, A.C. 

● Bardahl de México, S.A de C.V. 

● Castrol México, S.A. de C.V. 

● Comercial Importadora, S.A. de C.V. 

● Comercial Roshfrans, S.A. de C.V. 

● Distribuidora de Aceites Mexicanos ACEIMEX, S.A de C.V. 

● ExxonMobil México, S.A. de C.V. 

● Infineum México, S. de R.L. de C.V. 

● LAW & NOM, S.A. de C.V. 

● Lubrizol de México Comercial, S. de R.L. de C.V. 
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● Mexicana de Lubricantes, S.A. de C.V. 

● Normalización y Certificación NYCE, S.C. 

● Productos Chevron México S. de R.L. de C.V. 

● Total México, S.A. de C.V. 

Los lubricantes sugeridos por los fabricantes de equipo original en aplicaciones para motores a gasolina y 
a diésel, satisfacen especificaciones en cuanto a propiedades físico-químicas y de desempeño tales como: 

i) Un reducido factor de pérdida por evaporación, con lo cual se disminuye el efecto de consumo de 
aceite y rellenos innecesarios que incrementan costos; 

ii) No afectación al elemento reductor de emisiones de combustión del motor (catalizador en gasolina, 
trampa de particulados y recirculación de gases en diésel), contribuyendo a cumplir con las normas 
ambientales vigentes relativas a emisiones, y acorde al uso de combustibles mejorados como 
gasolina sin plomo y diésel de bajo azufre, y 

iii) Períodos extendidos de cambio de aceite, reduciendo la generación de aceite usado y,  en 
consecuencia, el impacto ambiental y los costos asociados por disposición y manejo  (ver Apéndice 
F). 

El uso de lubricantes no sugeridos por los fabricantes de equipo original en motores, resulta en deméritos 
para el consumidor y usuario final, al medio ambiente y consumo energético. 

Con base en los análisis realizados en el Grupo de Trabajo que elaboró la Norma Oficial Mexicana, se 
cuenta con los elementos técnicos suficientes y adecuados para determinar las especificaciones y los 
métodos de prueba aplicables, que deben cumplir los aceites lubricantes. 

Con el objeto de dar cumplimiento a los artículos 6, 7, fracciones I, IV, V, IX y XI, 8, fracciones I, II, III, VII, 
IX, X, XII, XIII, XIV y XV y 78 de la Ley General de Mejora Regulatoria (LGMR), relativos a la mejora 
regulatoria, simplificación de trámites, servicios y reducción de costos, esta Dirección General de Normas a 
través de la plataforma del Sistema Integral de Normas y Evaluación de la Conformidad (SINEC), podrá 
recibir, tramitar y desahogar de manera electrónica los dos trámites siguientes: 

Clave del trámite Nombre del trámite 

SE-04-012 
Obtención del visto bueno para la celebración de acuerdos de reconocimiento 
mutuo. 

SE-04-020 
Autorización para utilizar o aplicar materiales, equipos, procesos, métodos de 
prueba, mecanismos, procedimientos o tecnologías alternativas en las normas 
oficiales mexicanas competencia de la Secretaría de Economía. 

 

Con lo anterior, se da cumplimiento a los preceptos de simplificación regulatoria. 

ÍNDICE DEL CONTENIDO 

1. Objetivo y campo de aplicación 

2. Referencias normativas 

4. Clasificación 

5. Especificaciones 

6. Métodos de prueba 

7. Información comercial 

8. Procedimiento para la evaluación de la conformidad 

9. Vigilancia 

10. Concordancia con normas internacionales 

Apéndice A (Normativo) Documentación técnica 

Apéndice B (Normativo) Clasificación y recomendaciones de uso según API 

Apéndice C (Normativo) Clasificación y recomendaciones de uso según ACEA, vigentes 

Apéndice D (Normativo) Clasificación y recomendaciones de uso según fabricante del equipo original o 
del motor 

Apéndice E (Informativo) Carta del fabricante de aditivos 
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Apéndice F (Informativo) Recomendaciones al consumidor para el cambio de lubricante monogrado a 
multigrado 

11. Bibliografía 

Artículos transitorios 

1. Objetivo y campo de aplicación 

1.1 Objetivo 

Esta Norma Oficial Mexicana tiene por objeto establecer las especificaciones y métodos de prueba que 
deben cumplir los aceites lubricantes, que son utilizados en los motores de vehículos que utilizan gasolina o 
diésel; además de la información comercial de los aceites lubricantes, que se comercialicen en territorio 
nacional. 

1.2 Campo de aplicación 

Esta Norma Oficial Mexicana es aplicable para las personas físicas y morales que produzcan, importen y 
comercialicen aceites lubricantes para motores a gasolina de cuatro tiempos y/o, aceites lubricantes para 
motores a diésel de dos y cuatro tiempos en territorio nacional. 

Esta Norma Oficial Mexicana excluye a los aceites lubricantes que se utilicen en embarcaciones, 
motocicletas y cuatrimotos con motores a gasolina, así como a los aceites lubricantes utilizados en las 
locomotoras y barcos con motores a diésel. 

Esta Norma Oficial Mexicana excluye a los aceites lubricantes en presentación a granel. 

2. Referencias normativas 

Los siguientes documentos referidos o los que le sustituyan, son indispensables para la aplicación de esta 
Norma Oficial Mexicana. 

2.1. NOM-008-SCFI-2002, Sistema General de Unidades de Medida. Publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de noviembre de 2002. 

2.2. NOM-030-SCFI-2006, Información comercial-Declaración de cantidad en la etiqueta-Especificaciones. 
Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de noviembre de 2006. 

2.3. ASTM D445-12, Standard Test Method for Kinematic Viscosity of Transparent and Opaque Liquids 
(and Calculation of Dynamic Viscosity). 

2.4. ASTM D7042-16e3, Standard Test Method for Dynamic Viscosity and Density of Liquids by Stabinger 
Viscometer (and the Calculation of Kinematic Viscosity). 

2.5. ASTM D2270-10(2016), Standard Practice for Calculating Viscosity Index from Kinematic Viscosity at 
40°C and 100°C. 

2.6. ASTM D5293-17e1, Standard Test Method for Apparent Viscosity of Engine Oils and Base Stocks 
Between -10°C and -35°C Using Cold-Cranking Simulator. 

2.7. ASTM D4684-17, Standard Test Method for Determination of Yield Stress and Apparent Viscosity of 
Engine Oils at Low Temperature. 

2.8. ASTM D5800-15a, Standard Test Method for Evaporation Loss of Lubricating Oils by the Noack 
Method. 

2.9. ASTM D892-13e1, Standard Test Method for Foaming Characteristics of Lubricating Oils. 

2.10. ASTM D2896-15, Standard Test Method for Base Number of Petroleum Products by Potentiometric 
Perchloric Acid Titration. 

2.11. ASTM D4951-14, Standard Test Method for Determination of Additive Elements in Lubricating Oils by 
Inductively Coupled Plasma Atomic Emission Spectrometry. 

2.12. ASTM D5185-13e1, Standard Test Method for Multielement Determination of Used and Unused 
Lubricating Oils and Base Oils by Inductively Coupled Plasma Atomic Emission Spectrometry (ICP-AES). 

2.13. ASTM D6595-17, Standard Test Method for Determination of Wear Metals and Contaminants in Used 
Lubricating Oils or Used Hydraulic Fluids by Rotating Disc Electrode Atomic Emission Spectrometry. 

2.14. NMX-CC-9001-IMNC-2015, Sistemas de gestión de la calidad- Requisitos. Declaratoria de vigencia 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 3 mayo de 2016. 

3. Términos, definiciones y abreviaturas 
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Para los propósitos de esta Norma Oficial Mexicana, se aplican los términos, definiciones y abreviaturas 
siguientes: 

3.1 aceite lubricante para motor a gasolina y/o a diésel. 

Producto derivado del petróleo o de síntesis petroquímicas, que tiene principalmente la propiedad de 
reducir la fricción y el desgaste entre las partes en movimiento del motor, reforzándose para ello de aditivos. 

3.2 ACEA 

Asociación Europea de Fabricantes Automotrices (por sus siglas en francés). 

3.3 aditivo 

Componente químico que imparte o mejora las propiedades de un aceite lubricante. 

3.4 aceite monogrado 

Aceite que cumple con los requisitos de un solo grado SAE de viscosidad. 

3.5 aceite multigrado 

Aceite que cumple con los requisitos de más de un grado SAE de viscosidad. 

3.6 ampliación de titularidad 

Extensión de la propiedad y responsabilidad que el titular del certificado de conformidad tiene y otorga, a 
una persona física o moral, que el titular designe. 

3.7 ampliación o reducción del certificado de conformidad 

Cualquier modificación a los datos indicados en el certificado de conformidad durante su vigencia, siempre 
y cuando se cumpla con la agrupación de familia. 

3.8 ASTM 

Sociedad Americana para Pruebas y Materiales (por sus siglas en inglés). 

3.9 categorías de servicio 

Niveles de calidad de aceites lubricantes para motores a diésel y a gasolina indicados en las Tablas 1 y 2, 
y en los Apéndices B y C. 

3.10 cancelación del certificado de conformidad 

Acto por medio del cual la Secretaría deja sin efectos, de modo definitivo el certificado de conformidad. 

3.11 certificado de conformidad 

El documento mediante el cual un organismo de certificación acreditado y aprobado hace constar que los 
productos cumplen con esta Norma Oficial Mexicana, bajo el esquema de certificación que se señale. 

3.12 certificado del sistema de gestión de la calidad 

El documento mediante el cual un organismo de certificación para sistemas de gestión de la calidad, hace 
constar que un determinado fabricante cumple con los requisitos establecidos en las Normas Mexicanas de 
sistemas de gestión de la calidad de la serie CC, y que incluye, dentro de su alcance, la fabricación los 
productos a certificar. 

3.13 contenido de fósforo 

Cantidad específica de este elemento que forma parte de la formulación de un lubricante. 

3.14 comercialización 

Es la puesta a disposición por el fabricante, importador o comercializador (puesta en el mercado) de los 
productos objeto de esta Norma Oficial Mexicana, con vistas a su distribución, venta o uso en territorio 
nacional. 

3.15 comercializador 

Es la persona física o moral que pone a la venta o distribución los productos objeto de esta Norma Oficial 
Mexicana en territorio nacional. 

3.16 consumidor final 

La persona que adquiere, realiza o disfruta como destinatario final, los aceites lubricantes terminados a 
que se refiere la presente Norma Oficial Mexicana. 
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3.17 envase individual 

Contenedor de cualquier producto lubricante en un tamaño tal que permita su manejo o venta individual. 

3.18 espuma 

Formación de burbujas dentro de un líquido o en la superficie del mismo en el cual el aire es el mayor 
componente sobre una base volumétrica. 

3.19 estabilidad de la espuma 

Cantidad de espuma remanente cuando se deja de suministrar aire, que transcurre en un tiempo que se 
especifica. 

3.20 etiqueta 

Cualquier rótulo, marbete, inscripción, imagen u otra materia descriptiva o gráfica, escrita, impresa, 
estarcida, marcada, grabada en alto o bajo relieve, adherida o sobrepuesta al producto a su envase individual. 

3.21 fabricante de lubricante 

Responsable de la fabricación, o bien, quien transforma o modifica el aceite lubricante o cambia el uso 
previsto del mismo, con fin de comercializarlo en los Estados Unidos Mexicanos. 

3.22 fabricante del equipo original o del motor 

Responsable de la fabricación y/o diseño del motor o vehículo en el cual será utilizado el aceite lubricante 
objeto de esta Norma Oficial Mexicana. 

3.23 familia de producto 

Conjunto de modelos de diseño común, construcción, partes, o conjuntos esenciales que aseguran la 
conformidad con los requisitos aplicables. 

3.24 granel 

Cualquier contenedor de producto lubricante de un volumen superior a 20 litros. 

3.25 importador 

La persona física o moral que introduce legalmente un producto extranjero a los Estados Unidos 
Mexicanos. 

3.26 índice de viscosidad 

Número adimensional que se utiliza para medir la variación de la viscosidad cinemática de un producto 
derivado del petróleo o de síntesis petroquímicas con respecto a la temperatura. 

3.27 informe de resultados 

Es el documento que emite un laboratorio de pruebas acreditado y, en su caso, aprobado mediante el cual 
se hacen constar los resultados obtenidos de las pruebas realizadas a un producto, conforme a las 
especificaciones establecidas en esta Norma Oficial Mexicana. 

3.28 laboratorio de pruebas 

Es la persona acreditada y aprobada en los términos establecidos por la Ley Federal sobre Metrología y 
Normalización y su Reglamento, que tiene por objetivo realizar pruebas (ensayos). 

3.29 muestra tipo 

Espécimen o especímenes de producto representativo según el esquema de certificación de que se trate. 

3.30 número base 

Cantidad de ácido perclórico que se expresa en términos del número equivalente de miligramos de 
hidróxido de potasio que se requieren para titular 1 g de muestra disuelta en solvente a punto de inflexión 
específico. 

3.31 organismo de certificación de producto (OCP) 
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La persona moral, acreditada y aprobada conforme a la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y su 
Reglamento, que tenga por objeto realizar funciones para certificar los productos sujetos a esta Norma Oficial 
Mexicana. 

3.32 organismo de certificación de sistemas de gestión de la calidad 

La persona moral, acreditada conforme a la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y su 
reglamento, que tenga por objeto realizar funciones para certificar los sistemas de gestión de la calidad. 

3.33 pérdida por evaporación (volatilidad) 

Masa de vapores volátiles de aceite que se pierde cuando el aceite se calienta en un crisol de prueba a 
través de la cual pasa un flujo de aire constante. 

3.34 pruebas de tipo 

Las realizadas a una muestra tipo para fines de certificación o seguimiento. 

3.35 SAE 

Sociedad de Ingenieros Automotrices (por sus siglas en inglés). 

3.36 Secretaría 

La Secretaría de Economía. 

3.37 seguimiento 

Evaluación de los procesos y productos mediante inspección ocular, muestreo, pruebas, investigación de 
campo o revisión documental y evaluación de los sistemas de gestión de la calidad, posterior a la expedición 
del certificado, para comprobar el cumplimiento con esta Norma Oficial Mexicana; así como, las condiciones 
bajo las cuales se otorgó dicho certificado. 

3.38 servicios de certificación 

Actividad realizada por un organismo de certificación o la Secretaría, para otorgar, mantener, ampliar, 
reducir, suspender y cancelar la certificación. 

3.39 solicitante (interesado) 

Persona moral o física, que solicita la certificación de los productos que se encuentran en el campo de 
aplicación de la presente Norma Oficial Mexicana. 

3.40 superficie principal de exhibición 

Es aquella área que se determina conforme a lo establecido en el inciso 4.3 de la NOM-030-SCFI-2006 
(ver 2.2). 

3.41 superficie de información 

Cualquier área del envase distinta a la superficie principal de exhibición. 

3.42 suspensión del certificado de conformidad 

Acto mediante el cual el Organismo de Certificación de Producto interrumpe la validez, de manera 
temporal, parcial o total, del certificado de conformidad. 

3.43 tendencia de la espuma 

Cantidad de espuma que se determina a partir de las mediciones que se realizan inmediatamente después 
de cortar el suministro de aire a una temperatura determinada. 

3.44 unidad de verificación 

La persona física o moral que realiza actos de verificación. 

3.45 validez del certificado de conformidad 

Los certificados de conformidad tendrán validez cuando sean emitidos por Organismos de Certificación 
acreditados y aprobados, o bien por la Secretaría de Economía, en términos de la Ley Federal sobre 
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Metrología y Normalización, y durante su vigencia, sirvan como medio para demostrar el cumplimiento con la 
presente Norma Oficial Mexicana. 

3.46 vehículo 

Es un automóvil, camión, autobús o un vehículo automotor para propósitos especiales, sin incluir 
motocicletas. 

3.47 verificación 

Es la constatación ocular o comprobación mediante muestreo, medición, pruebas de laboratorio, o examen 
de documentos que se realizan para evaluar la conformidad en un momento determinado. 

3.48 viscosidad 

Medida de la resistencia de un fluido al flujo a una temperatura determinada. La unidad métrica común de 
la viscosidad absoluta es el Poise, que se define como la fuerza en dinas requerida para mover una superficie 
paralela a la velocidad de un centímetro por segundo, con las superficies separadas por una película de fluido 
de un centímetro de espesor. 

3.49 viscosidad aparente a baja temperatura 

Viscosidad que a diferentes temperaturas modifica su esfuerzo al corte. 

3.50 viscosidad de bombeo a baja temperatura 

La capacidad del lubricante para permitir el fácil arranque del motor a bajas temperaturas. 

3.51 viscosidad cinemática 

La viscosidad absoluta de un fluido dividido por su densidad a la misma temperatura de medición. Es la 
medida de la resistencia de un fluido a fluir bajo gravedad a una temperatura determinada. 

4. Clasificación 

Los aceites lubricantes para motores de combustión interna de uso automotriz se clasifican en dos 
categorías: 

a) “G”. - Para motores a gasolina (ver Tabla 1) 

b) “D”. - Para motores a diésel (ver Tabla 2) 

Cuando en un lubricante aplique el sistema de clasificación de categoría tanto para gasolina como para 
diésel, de acuerdo con las tablas 1 y 2, la primera categoría es la mandatoria para su descripción; es optativa 
la descripción de las otras categorías que aparezcan, siempre y cuando cumplan con sus requerimientos 
técnicos que justifiquen todas las categorías enunciadas. 

Tabla 1.- Categorías de servicio “G” de los aceites lubricantes para motores a gasolina 

CATEGORÍA RECOMENDACIÓN DE USO 

GJ Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos del año 2001 y 
anteriores. 

GL Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos del año 2004 y 
anteriores. 

GM Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos del año 2010 y 
anteriores. 

GN Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos último modelo y años 
anteriores. 

GN Plus Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos último modelo y años 
anteriores con protección adicional contra la preignición a bajas velocidades.” 

NOTA 1. Estas categorías se pueden utilizar en vehículos con y sin convertidor catalítico. 

NOTA 2. En tanto no exista una categoría de servicio superior a la GN, se recomienda el uso de esta para 
motores de vehículos último modelo y años anteriores. 

NOTA 3. Las recomendaciones de uso y categorías, pueden ser de acuerdo con lo establecido por: API 
(ver Apéndice B) o ACEA (ver Apéndice C), siempre y cuando cuenten con el licenciamiento o 
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CATEGORÍA RECOMENDACIÓN DE USO 

requerimiento correspondiente. 

NOTA 4. Estas recomendaciones de uso y categorías, pueden variar de acuerdo con los criterios del 
fabricante del equipo original o del motor (ver Apéndice D).” 

 

Tabla 2.- Categorías de servicio “D” de los aceites lubricantes para motores a diésel 

CATEGORÍA RECOMENDACIÓN DE USO 

DF Recomendado para motores a diésel de 4 tiempos modelo 2009 y anteriores, que 
permiten el uso de viscosidades SAE monogrado. No se recomienda en motores donde 
se propone el uso de categorías con viscosidades SAE multigrado. 

DF-2 Recomendado para motores a diésel de 2 tiempos modelo 2009 y anteriores, que 
permiten el uso de viscosidades SAE monogrado. No se recomienda en motores donde 
se propone el uso de categorías con viscosidades SAE multigrado. 

DF-4 Recomendado para motores a diésel de cuatro tiempos modelo 2009 y anteriores, 
diseñados para el uso de lubricantes con viscosidades SAE multigrado y puede sustituir 
a la categoría DF. 

DG-4 Recomendado para motores a diésel de cuatro tiempos modelo 2009 y anteriores, 
diseñados para el uso de lubricantes con viscosidades SAE multigrado y puede sustituir 
a las categorías DF y DF-4. 

 

DH-4 

 

Recomendado para motores de alta velocidad con ciclos de cuatro tiempos, diseñados 
para cumplir las normas de emisiones de gases de escape del año 1998. Formulados 
para su uso con combustibles diésel con un contenido de azufre de hasta 0.5% en peso 
y puede sustituir a las categorías DF, DF-4 y DG-4. 

 

DI-4 

 

Recomendado para motores diésel de cuatro tiempos, diseñados para cumplir con las 
normas de emisiones de gases de escape del año 2004. Mantiene la durabilidad del 
motor cuando se emplean sistemas de recirculación de gases de escape (EGR), 
diseñados para ser utilizados con diésel con un contenido de azufre de hasta 0.5% en 
peso y puede sustituir a las categorías DF, DF-4, DG-4, y DH-4.  

DI-4 PLUS Recomendado para motores diésel de cuatro tiempos, diseñados para cumplir con las 
normas de emisiones de gases de escape del año 2004. Mantiene la durabilidad del 
motor cuando se emplean sistemas de recirculación de gases de escape (EGR), 
diseñados para ser utilizados con diésel con un contenido de azufre de hasta 0.5% en 
peso ofreciendo mejor control de hollín y puede sustituir a las categorías DF, DF-4,  DG-
4, DH-4 y DI-4. 

 

DJ-4 

 

Recomendado para motores diésel de cuatro tiempos, con sistema de post tratamiento, 
al utilizarse diésel con un contenido de hasta 0.05% en peso de azufre y puede sustituir 
a las categorías DF-4, DG-4, DH-4, DI-4 y DI-4 Plus. Consultar recomendación del 
fabricante del motor, para el periodo de cambio, si el contenido de azufre en el diésel es 
mayor a 0.0015% en peso de azufre 

DK-4 

 

Recomendado para motores a diésel de 4 tiempos modelo 2017 anteriores y en 
adelante, con sistema de control de emisiones y post tratamiento (filtro de partículas) 
que usan diésel con un contenido de hasta 0.05% en peso de azufre y puede sustituir a 
las categorías DH-4, DI-4, DI-4 PLUS y DJ-4. Consultar recomendación del fabricante 
del motor para el periodo de cambio, si el contenido de azufre en el diésel es mayor a 
0.0015% en peso de azufre. 

DFA-4 

 

Recomendado para motores a diésel de 4 tiempos modelo 2017 y en adelante, que 
cumplen con los estándares de emisiones de gases de efecto invernadero, cuentan con 
un sistema de control de emisiones y post tratamiento (filtro de partículas), requiriendo 
lubricantes con viscosidades SAE XW-30 con mayor economía de combustible y 
usando diésel con un contenido de hasta 0.0015% en peso de azufre, consultar 
recomendación del fabricante del motor para el periodo de cambio, si el contenido es 
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mayor. Esta categoría no puede sustituir a las categorías DH-4, DI-4, DI-4 PLUS,  DJ-4 
y DK-4. 

NOTA 5. En tanto no exista una categoría superior en calidad a la categoría DFA-4, se recomienda el uso 
de ésta para motores de cuatro tiempos en vehículos modelo 2017 en adelante. 

NOTA 6. Para la categoría DK-4 se recomienda el uso de ésta para motores de cuatro tiempos en 
vehículos modelo 2017, anteriores y en adelante. 

NOTA 7. Las recomendaciones de uso y categorías, pueden ser de acuerdo con lo establecido por: API 
(ver Apéndice B) o ACEA (ver Apéndice C), siempre y cuando cuenten con el licenciamiento o 
requerimiento correspondiente. 

NOTA 8. Las recomendaciones de uso y categorías, pueden variar de acuerdo a los criterios del fabricante 
del equipo original o del motor (ver Apéndice D). 

 

5. Especificaciones 

Los aceites lubricantes contenidos en las tablas 1 y 2, deben dar cumplimiento con lo establecido en la 
tabla 3 (ver tabla 3), de acuerdo con las siguientes propiedades físicas: 

a) Viscosidad aparente a baja temperatura 

b) Viscosidad de bombeo a baja temperatura 

c) Viscosidad cinemática a 100°C 

d) Índice de viscosidad 

Los aceites lubricantes contenidos en la tabla 1 deben dar cumplimiento con lo establecido en la tabla 4 
(ver tabla 4), de acuerdo con las siguientes propiedades físicas y químicas: 

a) Pérdida por evaporación del aceite lubricante (NOACK) 

b) Características espumantes del aceite lubricante 

c) Número Base (BN) 

d) Contenido de fósforo 

Los aceites lubricantes contenidos en la tabla 2 deben dar cumplimiento con lo establecido en la tabla 5 
(ver tabla 5), de acuerdo con las siguientes propiedades físicas y químicas: 

a) Pérdida por evaporación del aceite lubricante (NOACK) 

b) Características espumantes del aceite lubricante 

c) Número Base (BN) 

d) Contenido de fósforo 

Tabla 3.- Límites de especificación de propiedades físicas respecto a grados SAE, aplicables a 
cualquier categoría de aceite lubricante para motores a gasolina y/o a diésel 

 Grado de 

viscosidad 

SAE 

Viscosidad 

Aparente a 

baja 

temperatura 

mPa●s, (°C) 

Viscosidad de 

Bombeo a baja 

temperatura 

mPa●s (°C) 

Viscosidad 

Cinemática a  100°C, 

mm2/s 

Índice de viscosidad

 
Límite máx. Límite máx. Límite  mín.

Límite 

máx. 
Límite mín. 

 8 - - 4.0 <6.1 85 

 12 - - 5.0 <7.1 85 
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 16 -  6.1 <8.2 85 

 20 - - 6.9 <9.3 85 

 30 - - 9.3 <12.5 85 

 40 - - 12.5 <16.3 85 

 50 - - 16.3 <21.9 85 

 60 - - 21.9 <26.1 85 

 0W 6200 (-35) 60000 (-40) 3.8 - 85 

 5W 6600 (-30) 60000 (-35) 3.8 - 85 

 10W 7000 (-25) 60000 (-30) 4.1 - 85 

 15W 7000 (-20) 60000 (-25) 5.6 - 85 

 20W 9500 (-15) 60000 (-20) 5.6 - 85 

 25W 13000 (-10) 60000 (-15) 9.3 - 85 

 0W-XX* 6200 (-35) 60000 (-40) ** ** 110 

 5W-XX* 6600 (-30) 60000 (-35) ** ** 110 

 10W-XX* 7000 (-25) 60000 (-30) ** ** 110 

 15W-XX* 7000 (-20) 60000 (-25) ** ** 110 

 20W-XX* 9500 (-15) 60000 (-20) ** ** 100 

 25W-XX* 13000 (-10) 60000 (-15 ** ** 100 

* Los valores que toma la sección “XX” del identificador de los aceites multigrados son: 8, 12, 16, 20, 30, 

40, 50 y 60. Las combinaciones resultantes en cada fila, deben cumplir las especificaciones que se 

establecen en cada una de ellas. 

** Los valores límite mínimo y máximo de viscosidad cinemática a 100 °C se toman de 8, 12, 16, 20, 30, 

40, 50 y 60 según corresponda la combinación. 

NOTA 1. Ejemplo de combinación: 10W-20,10W-30,10W-40, 10W-50 y 10W-60. 

Tabla 4.- Límites de especificación de propiedades físicas y químicas de aceites  lubricantes 
monogrado y multigrado para motor a gasolina, de acuerdo con las  categorías que se establecen en la 

tabla 1 

 GJ GL GM GN 
GN 

PLUS 
API ACEA OEM 

 Pérdida por evaporación de aceites lubricantes 

Todas las viscosidades % 

masa [máx.] a 250 °C (1 h) 
22 15 15 15 15 15* 15 15 

 Características espumantes de aceites lubricantes 
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Secuencia I 

(tendencia/estabilidad) mL/mL 

[máx.] 

10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 

Secuencia II 

(tendencia/estabilidad) mL/mL 

[máx.] 

50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 

Secuencia III 

(tendencia/estabilidad) mL/mL 

[máx.] 

10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 

 

 Número base (BN) 

(mg KOH/g) [mín] 4 4 5 5 5 4 5 4 

 Determinación del contenido de fósforo  

(% MASA) [máx.] 0.10*** 0.10*** 0.081 0.081 0.081 0.10 ** ** 

(% MASA) [mín.] 0.06 0.06 0.06 0.06 0.06 0.06 ** ** 

  

1Aplica únicamente para viscosidades 0W-16, 0W-20, 0W-30, 5W-16, 5W-20, 

5W-30 y 10W-30 y para otros grados de viscosidad se aplica hasta 0.20% en 

peso [máx]. 

*Para el caso de categoría API SJ, el valor será 22. 

** Reportar de acuerdo a estándares vigentes. 

***Solo para viscosidades 0W-20, 5W-20, 5W-30, y 10W-30,
 
y para otros grados 

de viscosidad se aplica hasta 0.20% en peso [máx]. 

Tabla 5.- Límites de especificación de propiedades físicas y químicas de aceites lubricantes 
monogrado y multigrado para motor a diésel de acuerdo con las  categorías que se establecen en la 

tabla 2 

 DF DF-2 DF-4 DG-4 DH-4 DI-4 
DI-4 

PLUS
DJ-4 DK-4 DFA-4 API ACEA OEM 

Pérdida por evaporación de aceites lubricantes    

Todas las 

viscosidades 

% 

MASA[Máx.]a250°

C (1h) 

20 20 20 20 20 15 15 15 13 13 20 13 20 

Características espumantes de aceites lubricantes    

Secuencia I 

(tendencia/estabili

dad) 

mL/mL [Máx.] 

10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 
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Secuencia II 

(tendencia/estabili

dad) 

mL/mL [Máx.] 

50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 50/0 

Secuencia III 

(tendencia/estabili

dad) 

mL/mL [Máx.] 

10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 10/0 

Número base (BN) 

(mg KOH /g) [Mín.] 4 4 6 7 7 7 7 7 7 7 6* 6 6 

Determinación del contenido de fósforo 

(% masa) [Máx.] N/A N/A N/A N/A N/A N/A N/A 0.12 0.12 0.12 N/A N/A N/A 

 * Valor 4 para categorías CF y CF-2. 

 

6. Métodos de prueba 

Para verificar las especificaciones de los aceites lubricantes referidos en las Tablas 3, 4 y 5 deben 
utilizarse los métodos de la Tabla 6. 

Tabla 6.- Métodos de prueba 

Nombre Método de Prueba 

Viscosidad cinemática a 100 °C 
ASTM D445-12 (ver 2.3) o 

ASTM D7042-16e3 (ver 2.4) 

Cálculo de índice de viscosidad ASTM D2270-10 (2016) (ver 2.5) 

Determinación de la viscosidad aparente para aceites de 
motor a baja temperatura 

ASTM D5293-17e1 (ver 2.6) 

Determinación de viscosidad de bombeo a baja 
temperatura 

ASTM D4684-17 (ver 2.7) 

Pérdida por evaporación de aceites lubricantes ASTM D5800-15a  (ver 2.8) 

Características espumantes de aceites lubricantes ASTM D892-13e1 (ver 2.9) 

Número base ASTM D2896-15 (ver 2.10) 

Determinación del contenido de fósforo 

ASTM D4951-14 (ver 2.11) o 

ASTM D5185-13e1 (ver 2.12) o 

ASTM D6595-17 (ver 2.13) 

 

7. Información comercial 

7.1. Consideraciones generales 

Cada uno de los envases debe ostentar una etiqueta legible en idioma español, la cual debe contener 
información veraz y no inducir al error al consumidor con respecto a la naturaleza y características del 
producto. 

7.2. Requisitos específicos 

La información que se ostente en las etiquetas de los envases individuales debe: 

a) Expresarse en idioma español. 

b) Expresarse en términos comprensibles y legibles, de manera tal que el tamaño y tipo de letra 
permitan al consumidor su lectura a simple vista. 

 NOTA 1. Lectura a simple vista es aquélla efectuada bajo condiciones normales de iluminación y que 
la información impresa sea cuando menos de 1,5 mm de altura. 

c) Cumplir con lo que establece la NOM-030-SCFI 2006 (ver 2.2). 
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d) Presentarse fijada de manera tal que permanezca disponible hasta el momento de su uso o consumo 
en condiciones normales, y 

e) En la superficie principal de exhibición, al menos debe señalarse la siguiente información: 

i. Nombre genérico del producto. 

ii. Contenido neto. 

iii. Categoría de servicio en motores a gasolina y/o diésel, con base a lo indicado en las tablas 1  y 
2. 

iv. Grado de viscosidad 

f) En la superficie de información, al menos debe ostentar la siguiente información: 

i. Nombre, denominación o razón social y domicilio fiscal del fabricante o responsable de la 
fabricación para productos nacionales y del importador en el caso de productos importados, así 
como la marca registrada. 

ii. La leyenda o símbolo de "Hecho en México" o, en su caso, país de origen; 

iii. Número de lote en cualquier presentación. 

iv. Recomendación de uso, de conformidad con las tablas 1 y 2. 

v. La leyenda “No contamine, No tire el aceite” o cualquier leyenda que indique protección del 
ambiente y disposición responsable del aceite usado. 

7.3. Cumplimiento 

La información comercial se evaluará por las Unidades de Verificación acreditadas y aprobadas, en 
términos de lo dispuesto por la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y su Reglamento y de 
conformidad con lo descrito en el presente capítulo, y dicho cumplimiento se comprobará con una Constancia 
de Conformidad o Dictamen de Cumplimiento. 

8. Procedimiento para la evaluación de la conformidad 

La evaluación de la conformidad de los productos objeto de la presente Norma Oficial Mexicana, se debe 
llevar a cabo por personas acreditadas y aprobadas o por la dependencia competente, en términos de lo 
dispuesto por la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y su Reglamento y de conformidad  con lo 
descrito en el presente capítulo. 

8.1 Disposiciones generales 

8.1.1 Fase preparatoria de las solicitudes de servicios de certificación 

Para obtener el certificado de conformidad con esta Norma Oficial Mexicana los solicitantes deben 
considerar lo siguiente: 

a) El solicitante, pide al OCP o a la Secretaría los procedimientos, requisitos o la información necesaria 
para iniciar el servicio de certificación correspondiente. 

b) Para el caso de solicitudes de certificación por modelo o por familia, el solicitante debe recurrir a los 
servicios de un laboratorio de prueba, con objeto de someter a pruebas de laboratorio una muestra 
tipo. Las pruebas se realizan bajo la responsabilidad del solicitante de la certificación y del 
laboratorio. 

c) Una vez que el interesado ha analizado la información proporcionada por el OCP presenta la solicitud 
debidamente requisitada, firmado por una sola ocasión en original y por duplicado el contrato de 
prestación de servicios de certificación que celebre con el OCP. El contrato debe firmarlo el 
representante legal o apoderado de la empresa solicitante de servicios de certificación. Para 
acreditar dicha representación se debe presentar copia simple del acta constitutiva y, poder notarial 
de dicho representante en caso que dicho poder no se incluya en el acta constitutiva, y copia de 

identificación oficial. En caso de personas físicas se debe presentar copia de identificación oficial. 

d) El requisito del contrato y cualquier documentación de tipo administrativo es presentado por única 

ocasión, a menos que cambien las condiciones o personas originales a la firma del contrato. 
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e) Los solicitantes de otros países deben anexar a la solicitud de certificación, el contrato de prestación 
de servicios que celebre con el OCP, copia simple del documento de la legal constitución de la 
persona moral que solicite el servicio acompañado de su correspondiente traducción al español y, 
tratándose de personas físicas, copia simple de una credencial o identificación oficial con fotografía. 

8.1.2 Fase de evaluación de las solicitudes de servicios de certificación 

Para obtener el certificado de conformidad por un OCP se está a lo siguiente: 

a) El fabricante, comercializador o importador o el representante legal de cualquiera de ellos, debe 
entregar los requisitos o documentación al OCP, según corresponda, dicho organismo verifica, dentro 
del término de 5 días hábiles siguientes, que se presenten los requisitos e información necesaria, en 
caso de detectar alguna deficiencia en la misma, devolver al interesado la documentación, junto con 
una constancia en la que se indique con claridad la deficiencia que el solicitante debe subsanar. En 
caso de subsanar las deficiencias detectadas por el OCP, el solicitante vuelve a proceder según este 
inciso, tantas veces como sea necesario. La documentación o requisitos deben ser entregados en 

español. 

b) Una vez entregada la información por parte del solicitante, el tiempo de respuesta del OCP debe ser 

en un plazo máximo de cinco días hábiles. 

c) En caso de que, durante la etapa de análisis de las solicitudes, el OCP emita un comunicado en el 
que se informe de desviaciones en la documentación o requisitos presentados, el solicitante tiene un 
plazo de 60 días naturales, a partir del día siguiente de que ha sido notificado. En caso de que no se 
ha subsanado las deficiencias manifestadas, en el plazo establecido, el OCP genera un registro en el 
cual manifieste el motivo por el cual no otorgó la certificación o servicio de certificación 

correspondiente, dando por terminado el trámite. 

d) En caso de que el producto no cumpla con la presente Norma Oficial Mexicana, el OCP genera un 

documento, en el cual manifieste el motivo del incumplimiento. 

e) En caso de que el producto cumpla con la presente Norma Oficial Mexicana, el OCP deberá expedir 
el certificado de conformidad correspondiente, en un plazo máximo de 10 días hábiles a partir de la 

fecha de conclusión de la evaluación en los puntos 8.1 y 8.2. 

Los OCP deben mantener permanentemente informada a la Secretaría de Economía de los certificados de 
conformidad que expidan. Éstos se expiden por producto o familia a solicitud del interesado. Pueden ser 
titulares de dichos certificados las personas físicas o morales que sean mexicanos o fabricantes nacionales de 
otros países, con representación legal en los Estados Unidos Mexicanos. 

8.2 Esquema de certificación con seguimiento del producto en fábrica o bodega 

Se presenta el siguiente esquema de certificación, con la finalidad de dotar certeza jurídica al consumidor, 
en torno a la autenticidad, seguridad, calidad mínima e información comercial en etiqueta, requerida para los 
productos objetos de la presente Norma Oficial Mexicana. 

Una vez finalizada la fase de evaluación de las solicitudes de servicios de certificación, el solicitante debe 
cumplir con los requisitos estipulados en este inciso. 

El esquema de certificación con seguimiento del producto en fábrica o bodega se basa en el procedimiento 
de prueba de tipo. Un OCP acreditado y aprobado debe evaluar la conformidad con la prueba de tipo en un 
plazo no mayor a 10 diez días hábiles y, de ser el caso, emitir un certificado de conformidad. 

Este proceso debe contemplar los aspectos siguientes: 

Los documentos necesarios para ingresar la solicitud de certificación, son los siguientes: 

a) Documentación técnica (Apéndice A). 

b) Informe de resultados. 

 NOTA 1. El informe de resultados puede presentarse en idioma inglés, siempre y cuando cumpla con 
las especificaciones de los métodos de prueba contenidos en los incisos primarios, correspondientes. 
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c) Carta compromiso en la que se señale y asuma la responsabilidad de que la muestra tipo presentada 
es representativa del producto a certificar. El interesado es responsable de informar de cualquier 
cambio en el producto, una vez que sea certificado. El interesado puede optar por presentar 
muestras tipo por duplicado para su uso como muestra testigo, con objeto de utilizarse en caso de 
duda o para realizarse nuevamente las pruebas tipo. 

d) Etiqueta del producto. 

 NOTA 2. Se podrá presentar el dictamen de cumplimiento o constancia de conformidad, respecto al 
capítulo 7 “Información comercial” de la presente Norma Oficial Mexicana. 

Con base en los requisitos anteriores, el OCP procede con el proceso de certificación, conforme  a lo 
siguiente: 

a) Determinación de los requisitos por medio de pruebas tipo y evaluación. 

b) Evaluación del informe de resultados. 

c) Revisión de etiquetado. 

d) Decisión sobre la certificación. 

e) Autorización del uso del certificado de cumplimiento conforme a la presente Norma Oficial Mexicana. 

f) Expedición del certificado de conformidad conforme a la presente Norma Oficial Mexicana. 

Los certificados emitidos por los OCP deben contener la categoría del producto conforme al inciso 
correspondiente. 

8.3 Vigencia de los certificados de conformidad 

La vigencia de los certificados de conformidad obtenidos mediante el esquema de certificación con 
seguimiento del producto en fábrica o bodega, será de 2 (dos) años y pueden renovarse por el mismo periodo, 
tantas veces como sea solicitado, siempre y cuando cumplan con lo establecido en esta Norma Oficial 
Mexicana. Tendrá un seguimiento previo al término de la vigencia del certificado, según lo establecido en el 
8.4 de la presente Norma Oficial Mexicana. 

La vigencia de los certificados de conformidad obtenidos mediante el esquema de certificación con 
seguimiento del producto en fábrica o bodega, podrá ser de tres años, cuando el interesado cuente con un 
certificado de gestión de la calidad aplicado a la línea de producción del aceite lubricante emitido por un 
organismo de certificación de sistemas de gestión acreditado. Tendrá un seguimiento previo al término de la 
vigencia del certificado, según lo establecido en el 8.4 de la presente Norma Oficial Mexicana. 

8.4 Seguimiento 

Los certificados de conformidad, así como las ampliaciones de titularidad otorgados, están sujetos a visita 
de seguimiento, para estos casos se deberá verificar que los productos siguen cumpliendo, tanto en las 
pruebas de laboratorio como en la información comercial por parte de las personas acreditadas y aprobadas 
de acuerdo con el esquema de certificación, y dentro del periodo de vigencia del certificado. 

Para el caso de los productos que cuenten con licenciamiento API, ACEA y/o aprobación de fabricante de 
equipo original, deberán mostrar al OCP que continua vigente dicha aprobación y demostrar mediante carta 
bajo protesta de decir verdad, que no han sido sujetos de sanciones por infracciones a la presente Norma 
Oficial Mexicana. 

En caso de queja que evidencie algún incumplimiento, se deben efectuar los siguientes pasos necesarios 
adicionales para evaluar el cumplimiento del producto. 

a) Para el esquema de certificación con seguimiento del producto en fábrica o bodega, se hace una 
revisión documental durante la vigencia del certificado de conformidad, siempre y cuando no se haya 
reportado alguna modificación de impacto para el cumplimiento de las especificaciones establecidas 
en los capítulos 5 y 7, ya que de ser el caso se realizarán nuevamente todas las pruebas. El 
solicitante debe manifestar bajo protesta de decir verdad que las condiciones que dieron origen al 
certificado inicial se mantienen. Asimismo, presentarán información técnica sobre los controles y 
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diseño en línea de producción, demostrando que no hubo variaciones en el proceso, que demeriten 
la calidad del aceite lubricante, así como irregularidades en la producción, después de haber 
obtenido el certificado inicial. 

b) Si el solicitante cuenta con un certificado del sistema de gestión de la calidad aplicado a su línea de 
producción, deberá presentarlo como evidencia. Esta alternativa permitirá probar que el producto 
continúa cumpliendo. 

8.5 Agrupación por familias 

Los lineamientos descritos a continuación permiten clasificar en familias los productos que se sujetan a las 
pruebas establecidas en esta Norma Oficial Mexicana; al criterio en materia de certificación que en su 
momento se realice por todos los OCP acreditados y aprobados junto con la Secretaría. 

a) Mismo tipo de producto, 

b) Mismo fabricante, 

c) Mismo funcionamiento. 

Para efectos de esta Norma Oficial Mexicana, una familia de productos se considera cuando diferentes 
productos, ostentan en la etiqueta cumplimiento simultáneo de una categoría de servicio (de acuerdo con las 
Tablas 4 y 5) y una clasificación SAE (de acuerdo con la Tabla 3). 

Ejemplos: 

Familia A, productos que cumplen categoría GN y SAE 15W-40 

Familia B, productos que cumplen categoría GN y SAE 20W-50 

Familia C, productos que cumplen categoría GL y SAE 40 

Familia D, productos que cumplen categoría GL y SAE 15W-40 

Familia E, productos que cumplen categoría DJ-4 y SAE 15W-40 

Familia F, productos que cumplen categoría DFA-4 y SAE 5W-30 

NOTA 3. Se debe tomar en cuenta que para cada mismo tipo de producto se deben definir los requisitos 
aplicables en cada uno de ellos. 

8.6 Ampliación o modificación del certificado de conformidad 

El titular del certificado puede ampliar la titularidad de los certificados a los interesados que designen. Para 
obtener una ampliación de titularidad, tanto los titulares como los beneficiarios de la ampliación de los 
certificados deben aceptar su corresponsabilidad, en los mismos términos que las características del producto 
certificado. 

Los certificados de conformidad de producto emitidos como consecuencia de una ampliación de titularidad 
quedarán condicionados a la corresponsabilidad adquirida que derive del certificado ampliado. 

Los certificados de conformidad de producto emitidos como consecuencia de una ampliación de titularidad 
podrán contener la totalidad de categorías y marcas del certificado base, o bien una parcialidad de éstos. 

La vigencia de los certificados de la conformidad de producto que se expidan por ampliación de titularidad 
estará sujeta al resultado de la visita de seguimiento del certificado del cual se originaron, de acuerdo a lo 
establecido en el inciso 8.3. 

En caso de que el producto sufra alguna modificación de impacto para el cumplimiento de las 
especificaciones establecidas en el capítulo 4 y 5 de la presente Norma Oficial Mexicana, el titular del 
certificado deberá notificarlo al OCP, para que se compruebe que se siga cumpliendo con la presente Norma 
Oficial Mexicana. Aquellos particulares que cuenten con una ampliación de titularidad, la perderán 
automáticamente en caso de que modifiquen las características originales del producto y no lo notifiquen al 
OCP. 
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Una vez otorgado el certificado de conformidad, éste se puede ampliar, reducir o modificar en su alcance, 
a petición del titular del certificado, siempre y cuando se demuestre que se cumple con los requisitos de la 
presente Norma Oficial Mexicana, mediante análisis documental y, de ser el caso, pruebas tipo. 

El titular puede ampliar, modificar o reducir en sus certificados de conformidad: modelos, accesorios o 
domicilios, entre otros, siempre y cuando se cumpla con los criterios generales en materia de certificación y 
correspondan a la misma familia de productos. 

Los certificados de conformidad que se expidan por solicitud de ampliación son vigentes hasta la misma 
fecha que los certificados NOM a que correspondan. 

Para ampliar, modificar o reducir el alcance de la certificación, se deben presentar los documentos 
siguientes: 

● Información técnica que justifiquen los cambios solicitados y que demuestre el cumplimiento con la 
presente Norma Oficial Mexicana, con los requisitos de agrupación de familia y con los esquemas de 
certificación de producto descritos en el presente documento. 

NOTA 4: En tanto no existan los criterios generales en materia de certificación, para propósitos de la 
evaluación de la conformidad de la presente Norma Oficial Mexicana se establecen los criterios para la 
agrupación de modelos de productos similares como una familia de productos que se señalan en el inciso 
correspondiente. 

Sólo para productos nuevos, los titulares de los certificados de conformidad, pueden ampliar la titularidad 
de los certificados a las personas mexicanas, ya sea física o moral, que designen. Para obtener una 
ampliación de titularidad, tanto los titulares como los beneficiarios de la ampliación de los certificados deben 
aceptar su corresponsabilidad. 

Los documentos que debe presentar el solicitante, para fines de una ampliación de titularidad, son: 

a) Copia del certificado; 

b) Solicitud de ampliación; 

c) Declaración escrita con firma autógrafa del titular de la certificación en la que señale ser responsable 
solidario del uso que se le da al certificado solicitado y, en su caso, que va a informar oportunamente al OCP, 
cualquier anomalía que detecte en el uso del certificado de conformidad por sus importadores, distribuidores o 
comercializadores.” 

Los titulares de la certificación deben informar por escrito cuando cese la relación con sus importadores, 
distribuidores y comercializadores para la cancelación de las ampliaciones de los certificados respectivos. 

8.7 Suspensión y cancelación de los certificados de conformidad 

Sin perjuicio de las condiciones contractuales de la prestación del servicio de certificación, se deben 
aplicar los supuestos siguientes para suspender o cancelar un certificado de la conformidad de producto. 

Se procederá a la suspensión del certificado: 

a) Por inexactitud en la información comercial de los productos objeto de la presente Norma Oficial 
Mexicana. 

b) Cuando el seguimiento no pueda llevarse a cabo por causas imputables al titular del certificado. 

c) Cuando el titular del certificado no presente al OCP la evidencia documental requerida derivado de 
los seguimientos 30 días dentro la vigencia del certificado de conformidad del producto. 

d) Por cambios o modificaciones a las especificaciones o diseño de los productos certificados que no 
hayan sido evaluados por causas imputables al titular del certificado. 

e) Cuando la dependencia lo determine con base en el artículo 112, fracción V de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización y 102 de su Reglamento. 

La suspensión debe ser notificada al titular del certificado, otorgando un plazo de 30 días naturales para 
hacer las aclaraciones pertinentes o subsanar las deficiencias del producto o del proceso de certificación. 
Pasado el plazo otorgado y en caso de que no se hayan subsanado los incumplimientos, la Secretaría 
procederá a la cancelación inmediata del certificado de la conformidad del producto. 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      91 

 

 

Se procederá a la cancelación inmediata del certificado: 

a) En su caso, por cancelación del certificado del sistema de gestión de la calidad de la línea de 
producción. 

b) Cuando se detecte falsificación o alteración de documentos relativos a la certificación. 

c) A petición del titular del certificado, siempre y cuando se hayan cumplido las obligaciones 
contractuales en la certificación, al momento en que se solicita la cancelación. 

d) Cuando se incurra en declaraciones engañosas en el uso del certificado de la conformidad del 
producto. 

e) Por incumplimiento con especificaciones de la presente Norma Oficial Mexicana, que no sean 
aspectos de marcado o información. 

f) Una vez notificada la suspensión, no se corrija el motivo de ésta, en el plazo establecido. 

g) Cuando la Secretaría lo determine con base en el artículo 112, fracción V de la Ley Federal sobre 
Metrología y Normalización y 102 de su Reglamento. 

h) Cuando se hayan efectuado modificaciones al producto sin haber notificado al OCP correspondiente. 

i) No se cumpla con las características y condiciones establecidas en el certificado de conformidad de 
producto. 

j) Los informes de resultados pierdan su utilidad o se modifiquen o dejen de existir las circunstancias 
que dieron origen al mismo, previa petición de parte. 

En todos los casos de cancelación se procede a dar aviso a las autoridades correspondientes, informando 
los motivos de ésta. El OCP mantendrá el expediente de los productos con certificados de la conformidad de 
producto cancelados por incumplimiento con la presente Norma Oficial Mexicana. 

8.8 Cumplimiento 

Para demostrar el cumplimiento conforme la presente Norma Oficial Mexicana, los solicitantes deben: 

a) Presentar ante la Secretaría u OCP acreditado y aprobado conforme a la Ley Federal de Metrología y 
Normalización, la documentación correspondiente requerida en esta Norma Oficial Mexicana, con la 
finalidad de obtener el certificado de conformidad. 

b) El OCP a través de los laboratorios de pruebas acreditados y/o subcontratados emitirá los informes 
de resultados relacionados con cada uno de los requisitos en la presente Norma Oficial Mexicana y 
en su caso emitirá el certificado de conformidad. 

c) Tratándose de productos importados, el certificado de conformidad debe obtenerse previo a la 
importación definitiva. 

d) Tratándose de productos fabricados en territorio nacional, previo a la colocación de los productos en 
los centros de comercialización para su venta al público en general. 

9. Vigilancia 

La vigilancia de la presente Norma Oficial Mexicana está a cargo de la Secretaría de Economía y de la 
Procuraduría Federal del Consumidor, conforme a sus respectivas atribuciones. 

10. Concordancia con normas internacionales 

Esta Norma Mexicana no es equivalente (NEQ) con ninguna Norma Internacional, por no existir esta última 
al momento de elaborarla. 

Apéndice A 

(Normativo) 

Documentación técnica 

A.0 Generalidades 

El titular del certificado debe construir un expediente electrónico o impreso con la documentación técnica 

del producto. 
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La documentación técnica depende de la naturaleza del producto, incluirá la documentación necesaria, 

desde el punto de vista técnico, para identificar plenamente y demostrar la conformidad del producto con las 

normas particulares aplicables. 

El expediente estará a disposición de las autoridades competentes para fines de inspección y control y de 

los organismos de certificación para fines de evaluación de la conformidad. 

Todo titular de la certificación o aquel responsable de la comercialización de un producto en el mercado 

mexicano, debe disponer del expediente con la documentación técnica de fabricación o tener la garantía de 

poder presentarlo a la mayor brevedad en caso de requerimiento motivado. 

Deberá mantenerse durante un periodo de 5 años tras la última fecha de fabricación, importación o 

comercialización del producto. 

A.1 Contenido del expediente documentación técnica del producto 

Según lo especificado anteriormente, el expediente deberá contener, al menos, los elementos siguientes: 

1) Descripción general del producto. 

2) Normas aplicadas total o parcialmente. 

3) Informes técnicos con los resultados de las pruebas efectuadas obtenidos de un laboratorio 

acreditado y aprobado. 

4) Documentación técnica. 

5) Fotografías del producto. 

6) Homogeneidad de la producción. Todas las medidas necesarias adoptadas por el fabricante para que 

el proceso de fabricación garantice la conformidad de los productos manufacturados (aplica para 

procedimientos donde se contemple la fase de producción). 

A.2 Descripción general del producto 

El expediente con la documentación técnica de fabricación debe contener toda la información con una 

descripción del producto. Para ello, se debe incluir toda la información necesaria que ayude a comprender el 

tipo de aceite lubricante. Entre la documentación necesaria, se debe incluir, al menos, las recomendaciones 

de uso del producto y las especificaciones técnicas dependiendo del tipo de producto a certificar, mismas que 

deben cumplir con lo establecido en las Tablas 1 y 2. 

A.3 Normas aplicadas total o parcialmente 

Según se señala en la presente Norma Oficial Mexicana, el producto debe cumplir con los requisitos 

generales del capítulo 2, 6 y 7. 

A.4 Informes de resultados 

Es el documento que emite un laboratorio de pruebas acreditado y, en su caso, aprobado mediante el cual 

se hacen constar los resultados obtenidos de las pruebas realizadas a un producto, con base en lo 

establecido en el capítulo 6 de la presente Norma Oficial Mexicana, con el objeto de dar cumplimiento a las 

especificaciones contenidas en las tablas 3, 4 y 5. 

Si el aceite lubricante presenta un licenciamiento o requerimiento vigente API, ACEA y/o aprobación de 

fabricante de equipo original, las especificaciones contenidas en las Tablas 3, 4 y 5 serán comprobadas 

mediante el documento expedido por los organismos antes mencionados. 

A.5 Documentación técnica 
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El expediente con la documentación técnica para comprobar la autenticidad del producto declarado en el 

A.2 debe contener lo siguiente: 

a) Documentación que garantice la integridad fisicoquímica evidenciando su balance de materiales 

nuevos de acuerdo con su formulación, soportados por una carta del fabricante de aditivos, que 

detalle la tecnología utilizada en la elaboración del aceite lubricante, así como el tipo de aceites 

básicos empleados en la aprobación original del lubricante en las pruebas de motor, conforme al 

Apéndice E. 

b) El inciso anterior, no es aplicable para los solicitantes que exhiban su licenciamiento vigente API, 

ACEA y/o aprobación de fabricante de equipo original. 

A.6 Fotografías del producto 

Presentar fotografías legibles del producto final o familia de productos, envasado. Las fotografías deben 

ser de superficie principal de exhibición y de la superficie de información. 

A.7 Homogeneidad de la producción 

El interesado debe asegurar la homogeneidad de la producción, de modo que todos los productos 

fabricados cumplan al igual que aquel sobre el que se realizaron las pruebas para satisfacer los requisitos 

generales de la presente Norma Oficial Mexicana. 

Mediante este requisito, el fabricante debe implantar en su cadena de producción una serie de controles 

que garanticen esta homogeneidad de la producción; pudiendo llegar a ser controles intermedios en la cadena 

de producción, al final del proceso o incluso durante la fase de compra de materias primas. 

NOTA 1: La implantación de un sistema de calidad suele satisfacer las necesidades de este requisito. 

Para demostrar el cumplimiento de la homogeneidad de la producción el interesado puede presentar la 

documentación, descrita en alguna de las siguientes alternativas: 

1. Certificado vigente del sistema de gestión de la calidad que incluya en su alcance la línea de 

producción o del proceso de manufactura, pudiendo ser éste de un organismo acreditado en el 

extranjero o país de origen. 

2. Informe de validación del sistema de Homogeneidad de la línea de producción emitido por el OCP, 

OCS o personal de un organismo acreditado en el extranjero o país de origen durante la evaluación 

en sitio, el cual debe considerar los incisos 8.2.2. Determinación de los requisitos para los productos 

y servicios, 8.4 Control de los procesos, productos y servicios suministrados externamente, 8.5 

Producción y provisión del servicio, 8.6 Liberación de los productos y servicios, 8.7 Control de las 

salidas no conformes de la norma mexicana NMX-CC-9001-IMNC-2015 (ver 2.13), o su equivalente 

internacional o extranjero. 

Apéndice B 

(Normativo) 

Clasificación y recomendaciones de uso según API 

Tabla B.1.- Categorías de servicio “S” de los aceites lubricantes para motores a gasolina 
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CATEGORÍA RECOMENDACIÓN DE USO 

SJ Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos del año 2001 y 

anteriores. 

SL Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos del año 2004 y 

anteriores. 

SM Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos del año 2010 y 

anteriores. 

SN Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos último modelo y 

años anteriores. 

SN Plus Recomendado para el servicio de motores a gasolina de vehículos último modelo y 

años anteriores con protección adicional contra la preignición a bajas velocidades. 

NOTA 1. Estas categorías se pueden utilizar en vehículos con y sin convertidor catalítico. 

NOTA 2. En tanto no exista una categoría de servicio superior a la SN, se recomienda el uso de ésta para 

motores de vehículos último modelo y años anteriores.  

 

Tabla B.2.-  Categorías de servicio “C” de los aceites lubricantes para motores a diésel 

CATEGORÍA RECOMENDACIÓN DE USO 

CF Recomendado para motores a diésel de 4 tiempos modelo 2009 y anteriores, que 

permiten el uso de viscosidades SAE monogrado. No se recomienda en motores donde se 

propone el uso de categorías con viscosidades SAE multigrado. 

CF-2 Recomendado para motores a diésel de 2 tiempos modelo 2009 y anteriores, que 

permiten el uso de viscosidades SAE monogrado. No se recomienda en motores donde se 

propone el uso de categorías con viscosidades SAE multigrado. 

CF-4 Recomendado para motores a diésel de cuatro tiempos modelo 2009 y anteriores, 

diseñados para el uso de lubricantes con viscosidades SAE multigrado y puede sustituir a 

la categoría CF. 

CG-4 Recomendado para motores a diésel de cuatro tiempos modelo 2009 y anteriores, 

diseñados para el uso de lubricantes con viscosidades SAE multigrado y puede sustituir a 

las categorías CF y CF-4. 

 

CH-4 

 

Recomendado para motores de alta velocidad con ciclos de cuatro tiempos, diseñados 

para cumplir las normas de emisiones de gases de escape del año 1998. Formulados para 

su uso con combustibles diésel con un contenido de azufre de hasta 0.5% en peso y 

puede sustituir a las categorías CF, CF-4 y CG-4. 
 

 

CI-4 

Recomendado para motores diésel de cuatro tiempos, diseñados para cumplir con las 

normas de emisiones de gases de escape del año 2004. Mantiene la durabilidad del motor 

cuando se emplean sistemas de recirculación de gases de escape (EGR), diseñados para 
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 ser utilizados con diésel con un contenido de azufre de hasta 0.5% en peso y puede 

sustituir a las categorías CF, CF-4, CG-4, y CH-4.  

CI-4 PLUS Recomendado para motores diésel de cuatro tiempos, diseñados para cumplir con las 

normas de emisiones de gases de escape del año 2004. Mantiene la durabilidad del motor 

cuando se emplean sistemas de recirculación de gases de escape (EGR), diseñados para 

ser utilizados con diésel con un contenido de azufre de hasta 0.5% en peso ofreciendo 

mejor control de hollín y puede sustituir a las categorías CF, CF-4, CG-4, CH-4 y CI-4. 

CJ-4 Recomendado para motores diésel de cuatro tiempos, con sistema de postratamiento, al 

utilizarse diésel con un contenido de hasta 0.05% en peso de azufre y puede sustituir a las 

categorías CF-4, CG-4, CH-4, CI-4 y CI-4 Plus. Consultar recomendación del fabricante 

del motor, para el periodo de cambio, si el contenido de azufre en el diésel es mayor a 

0.0015% en peso de azufre 
 

CK-4 

 

Recomendado para motores a diésel de 4 tiempos modelo 2017 anteriores y en adelante, 

con sistema de control de emisiones y postratamiento (filtro de partículas) que usan diésel 

con un contenido de hasta 0.05% en peso de azufre y puede sustituir a las categorías CH-

4, CI-4, CI-4 PLUS y CJ-4. Consultar recomendación del fabricante del motor para el 

periodo de cambio, si el contenido de azufre en el diésel es mayor a 0.0015% en peso de 

azufre.” 

FA-4 

 

Recomendado para motores a diésel de 4 tiempos modelo 2017 y en adelante, que 

cumplen con los estándares de emisiones de gases de efecto invernadero, cuentan con 

un sistema de control de emisiones y postratamiento (filtro de partículas), requiriendo 

lubricantes con viscosidades SAE XW-30 con mayor economía de combustible y usando 

diésel con un contenido de hasta 0.0015% en peso de azufre, consultar recomendación 

del fabricante del motor para el periodo de cambio, si el contenido es mayor. Esta 

categoría no puede sustituir a las categorías CH-4, CI-4, CI-4 PLUS, CJ-4 y CK-4. 

NOTA 3. En tanto no exista una categoría superior en calidad a la categoría FA-4, se recomienda el uso de 

ésta para motores de cuatro tiempos en vehículos modelo 2017 en adelante. 

NOTA 4. Para la categoría CK-4 se recomienda el uso de ésta para motores de cuatro tiempos en 

vehículos modelo 2017, anteriores y en adelante. 

APÉNDICE C 

(Normativo) 

Clasificación y recomendaciones de uso según ACEA, vigentes 
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Tabla C.1.- Categorías de servicio de los aceites lubricantes para motores a gasolina y a diésel 

CATEGORIA RECOMENDACION DE USO 

A3/B3 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel, 

diseñados para usar lubricantes con alto contenido de CSPS, funcionando bajo servicio 

severo y periodos extendidos de cambio de aceite definidos por el fabricante del motor. 

A3/B4 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel (de ID), 

diseñados para usar lubricantes con alto contenido de CSPS, permitiendo periodos 

extendidos de cambio de aceite definidos por el fabricante del motor, y puede sustituir a 

la categoría A3/B3. 

A5/B5 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel, 

diseñados para usar lubricantes con alto contenido de CSPS y baja viscosidad con 

HTHS entre 2.9 y 3.5 mPa-s, permitiendo periodos extendidos de cambio de aceite. 

Consultar el manual del fabricante del vehículo en caso de duda. 

C1 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel (de ID), 

que utilizan convertidor catalítico o sistemas de postratamiento de emisiones, 

requiriendo lubricantes con el más bajo contenido de CSPS, baja viscosidad con HTHS 

mínimo de 2.9 mPa.s y permitiendo periodos extendidos de cambios de aceite. Consulte 

el manual del fabricante del vehículo en caso de duda. 
 

C2 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel (de ID) 

que utilizan convertidor catalítico o sistemas de postratamiento de emisiones, 

requiriendo lubricantes con un contenido medio de CSPS, baja viscosidad con HTHS 

mínimo de 2.9 mPa.s y permitiendo periodos extendidos de cambios de aceite. Consulte 

el manual del fabricante del vehículo en caso de duda. 

C3 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel (de ID) 

que utilizan convertidor catalítico o sistemas de postratamiento de emisiones, 

requiriendo lubricantes con un contenido medio de CSPS, viscosidad con HTHS mínimo 

de 3.5 mPa.s y permitiendo periodos extendidos de cambios de aceite. Consulte el 

manual del fabricante del vehículo en caso de duda. 

C4 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel (de ID), 

que utilizan convertidor catalítico o sistemas de postratamiento de emisiones, 

requiriendo lubricantes con bajo contenido de CSPS, viscosidad con HTHS mínimo de 

3.5 mPa.s y permitiendo periodos extendidos de cambios de aceite. Consulte el manual 

del fabricante del vehículo en caso de duda. 

C5 

Recomendado para autos ligeros y vagonetas con motores a gasolina o a diésel (de ID), 

que utilizan convertidor catalítico o sistemas de postratamiento de emisiones, 

requiriendo lubricantes con un contenido medio de CSPS, viscosidad con HTHS mínimo 

de 2.6 mPa.s y permitiendo periodos extendidos de cambios de aceite. Consulte el 

manual del fabricante del vehículo en caso de duda. 
 

E4 Recomendado para camiones con motores a diésel que cumplen con los requerimientos 

de emisiones Euro II, III, IV, y V que no cuentan con filtro de partículas y para algunos 
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motores con sistema EGR o reducción de NOx, que funcionan bajo condiciones severas 

de operación implicando periodos extendidos de cambios de aceite de acuerdo con las 

recomendaciones del fabricante del motor. Consultar el manual del fabricante en caso 

de duda. 

E6 

Recomendado para camiones con motores a diésel que cumplen con los requerimientos 

de emisiones Euro II, III, IV, V y VI que cuentan con sistema EGR, con o sin filtro de 

partículas, o con sistemas de reducción de NOx, y que operan bajo condiciones severas 

implicando periodos extendidos de cambios de aceite de acuerdo con las 

recomendaciones del fabricante del motor. Categoría altamente recomendada en el 

caso de motores con filtro de partículas que usan combustible diésel con bajo azufre. 

Consultar el manual del fabricante en caso de duda. 

E7 

Recomendado para camiones con motores a diésel que cumplen con los requerimientos 

de emisiones Euro II, III, IV y V que no cuentan con filtro de partículas y para la mayoría 

de motores con sistema EGR o con reducción de NOx, que funcionan bajo condiciones 

severas de operación implicando periodos extendidos de cambios de aceite de acuerdo 

con las recomendaciones del fabricante del motor. Consultar el manual del fabricante en 

caso de duda. 

E9 

Recomendado para camiones con motores a diésel que cumplen con los requerimientos 

de emisiones Euro II, III, IV, V y VI con o sin filtro de partículas y para la mayoría de 

motores con sistema eGr y reducción de NOx, que funcionan bajo condiciones severas 

de operación implicando periodos extendidos de cambios de aceite de acuerdo con las 

recomendaciones del fabricante del motor. Categoría altamente recomendada en el 

caso de motores con filtro de partículas que usan combustible diésel con bajo azufre. 

Consultar el manual del fabricante en caso de duda. 

CSPS: Cenizas Sulfatadas, Fósforo (P), Azufre(S) 

HTHS: Alta temperatura, Alto corte por sus siglas en inglés (High temperature, High Shear) 

ID: Inyección Directa 

EGR: Recirculación de gases de escape, por sus siglas en inglés (Exhaust Gas Recirculation) 

 

Apéndice D 

(Normativo) 

Clasificación y recomendaciones de uso según fabricante del equipo original o del motor 

La carta del fabricante del equipo original o del motor, debe contener al menos la siguiente información: 

a) Nombre del fabricante del OEM 

b) Descripción del aceite lubricante 

c) Nombre de la especificación técnica (categoría y recomendación de uso) con la que cumple el aceite 

lubricante para su uso. 

d) Fecha del documento 

e) Firma del fabricante del OEM 

Apéndice E 
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(Informativo) 

Carta del fabricante de aditivos 

E.0. Generalidades. 

La carta del fabricante de aditivos membretada y con su nombre, debe contener al menos la siguiente 
información: 

a) Nombre de la Compañía de Fabricante de Lubricante. 

b) Nombre de los productos lubricantes del cliente a elaborar con tecnología propietaria de aditivos. 

c) Tecnología de aditivo a ser utilizada y su código de fórmula, registrado bajo protocolos apropiados 
correspondientes, que respalden el desempeño de la formulación del lubricante terminado. 

d) Tasa de tratamiento del aditivo (en % en volumen o peso). 

e) Categoría que cumple el producto lubricante terminado, respaldada por protocolos reconocidos que 
impliquen pruebas en motores de combustión interna (a gasolina o a diésel). 

f) Base lubricante utilizada para formular el producto 

 NOTA 1. Se recomienda el uso de la clasificación API (Grupo I, Grupo II, Grupo III, Grupo IV). 

g) Mejorador de viscosidad utilizado en su caso para formular productos multigrado, y su tasa de 
tratamiento (en % volumen o peso). 

h) Al final de la carta, firma del responsable técnico comercial. 

 

E.1. Ejemplo de la carta del fabricante de aditivos: 

HOJA MEMBRETADA 

LOGO CÍA. FABRICANTE DE ADITIVOS 

Asunto. CARTA SOPORTE DE TECNOLOGIA DE ADITIVO PARA LUBRICANTES 

NOMBRE DE “EL CLIENTE” A QUIEN SE EXTIENDE LA CARTA 

Dirección del Cliente, Ciudad, Teléfono 

Attn. (Nombre) Gerente Técnico del Cliente 

Presente 

La Compañía (XXX) proveedor de aditivos y EL CLIENTE, manifiestan tener entre ambos un convenio 
previo de confidencialidad de información. Se considera que el contenido de la presente carta es una 
extensión del mismo. También, cualquier entidad o autoridad que tenga acceso a la presente, se compromete 
a mantener bajo reserva y confidencialidad la información comprendida en ella, para efectos del cumplimiento 
de la NOM-116-SCFI-2018 Industria automotriz - Aceites lubricantes para motores a gasolina y diésel–
Especificaciones, métodos de prueba e información comercial. 

La Compañía (XXX) proveedor de aditivos establece que EL CLIENTE usa voluntariamente y sin objeción 
la fórmula (Código de fórmula XXX) como parte de su tecnología propietaria del aditivo XXX para la 
elaboración de lubricantes para obtener la clasificación XXX (API, ACEA, OEM, etc), en conjunto con las 
bases lubricantes XXX (Grupo I, Grupo II, etc.) para elaborar el(los) aceite(s) de viscosidad(es) SAE XXX, bajo 
el nombre comercial de XXXX. 

El uso del paquete de aditivo XXX en el % recomendado (volumen o peso) para el nivel de servicio 
requerido, tiene el soporte técnico para el cumplimiento de las pruebas de motor y de banco requeridas y 
reconocidas por los entes certificadores de la clasificación XXX (API, ACEA, OEM, etc.), para la cual está 
diseñado el lubricante, en el momento cuando fue solicitada y/u otorgada dicha certificación por los entes 
correspondientes. 

Se extiende la presente para los fines que al interesado convengan, en la Ciudad de XXXX, el XX de 
XXXX del 20XX, con una vigencia de XX meses. 
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Apéndice F 

(Informativo) 

Recomendaciones al consumidor para el cambio de lubricante monogrado a multigrado 

F.0. Introducción 

Se emiten las siguientes recomendaciones con el objeto de coadyuvar a la mejora del medio ambiente, 
evitando la continua emisión de partículas en suspensión de contaminantes de carbón (hollín) y neutralizando 
los ácidos orgánicos; y así mejorando en los motores que utilizan combustible diésel y lubricante monogrado, 
lo siguiente: 

a) Protección contra la oxidación. 

b) Disminuye la corrosión. 

c) Aumenta el rendimiento en cualquier temperatura. 

d) Mantiene la limpieza interna del motor. 

e) Disminuye el desgaste al arranque en los motores. 

F.1. Consideraciones iniciales 

No importa el año o kilometraje para realizar el cambio de lubricante monogrado por multigrado siempre y 
cuando se observen las siguientes características y recomendaciones. 

Las condiciones del motor deberán ser óptimas, es decir, haber realizado los mantenimientos preventivos 
con regularidad (como son los cambios de aceite y filtros), no presentar un consumo excesivo de lubricante o 
contaminación en éste (combustible o anticongelante) y no tener variaciones de presión (PSI) en el motor. 

Se deberá realizar un diagnóstico pormenorizado por un especialista y NO podrá realizarse el cambio de 
lubricante monogrado a multigrado sin observar las condiciones anteriores o presentar alguna falla el motor. 

F.2. Elección del lubricante multigrado y sus filtros 

Para la elección del lubricante, se sugiere que el motor conserve la viscosidad cinemática en grado SAE a 
cien grados centígrados como el lubricante monogrado, ya que, a mayor grado de viscosidad el lubricante, 
presentará mayor resistencia a fluir o desplazarse. 

Los filtros de aire, combustible y lubricante deberán ser para uso multigrado en su conjunto. 

El cambio de grado de viscosidad, debe ser recomendado por un experto en lubricación, atendiendo las 
condiciones del motor y no por el año del vehículo, ni su kilometraje. 

La elección de la marca del lubricante es muy importante, sólo los fabricantes autorizados por la presente 
norma te ofrecen seguridad y certeza en sus productos, evita consumir lubricantes usados o sin autorización 
para su venta al público en general. 

F.3. Instrucciones de cambio 

Es recomendable que el procedimiento de cambio de lubricante de monogrado a multigrado, se realice 
bajo las instrucciones y supervisión de un experto en lubricación por las reacciones que pueda observar el 
motor, así como, la disposición final del lubricante usado. No se recomienda efectuar el cambio de lubricante 
en casa. 

F.4. Reacciones que podrás observar en tu motor al cambiar de lubricante monogrado a multigrado 
y debes atender 

Tabla F.1.- Reacciones en el cambio de lubricante de monogrado a multigrado 

Reacción Causa Recomendaciones Observaciones 

Humo gris-
azuloso 

Des-carbonización interna del 
motor. Los sellos de carbón se 
reemplazan por el paquete de 
aditivos. 

Seguir las instrucciones del 
técnico en lubricación. 
No olvide revisar el estado 
del lubricante y filtros. 

Los cambios de lubricante 
podrán acortarse por el 
proceso de acoplamiento 
entre lubricante y motor. 

Ruidos 
(golpeteo 
interno) 

Des-carbonización interna del 
motor. 
Los sellos de carbón se 
reemplazan por el paquete de 
aditivos. 

Seguir las instrucciones del 
técnico en lubricación. 
No olvide revisar el estado 
del lubricante y filtros. 

Los cambios de lubricante 
podrán acortarse por el 
proceso de acoplamiento 
entre lubricante y motor. 

Cambio de 
presión en 
el  motor 

La variación de viscosidad en el 
lubricante. 

Seguir las instrucciones del 
técnico en lubricación. 
No olvide revisar el estado 
del lubricante y filtros. 

Los factores son en estos 
casos diversos, por tal 
motivo, sólo el técnico en 
lubricación deberá realizar 
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un diagnóstico. 

11. Bibliografía 

● NMX-Z-013-SCFI-2015, "Guía para la Estructuración y Redacción de Normas". Declaratoria de 
vigencia publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre de 2015, así como su 
aclaración publicada en el Diario Oficial de la Federación el 16 de junio 2016. 

● Ley Federal sobre Metrología y Normalización. Publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de 
julio de 1992 y sus reformas. 

● Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización. Publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 14 de enero de 1999 y sus reformas. 

Artículos transitorios 

Primero. La presente Norma Oficial Mexicana una vez que sea publicada en el Diario Oficial de la 
Federación como norma definitiva entrará en vigor a los 180 días naturales contados a partir del día natural 
inmediato siguiente al día de su publicación. 

Segundo. Cuando la presente Norma Oficial Mexicana, sea publicada en el Diario Oficial de la Federación 
como norma definitiva y entre en vigor, cancelará a la Norma Oficial Mexicana NOM-116-SCFI-1997 publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 4 de mayo de 1998. 

Tercero. En tanto no existan laboratorios de prueba acreditados y aprobados, en términos de la Ley 
Federal sobre Metrología y Normalización y su Reglamento, para comprobar las especificaciones de la 
presente Norma Oficial Mexicana se utilizarán laboratorios preferentemente acreditados, nacionales o 
extranjeros, tal como se prevé en el artículo 91 párrafo segundo de dicha Ley. 

Cuarto. Las categorías CF, CF-2, CF-4 y CG-4 continuarán fabricándose por un plazo de 1 año, contado a 
partir de la entrada en vigor de la presente Norma Oficial Mexicana, siempre y cuando sean sujetos a lo 
señalado en los capítulos 5 y 6. 

Quinto. Los fabricantes de las categorías CF, CF-2, CF-4 y CG-4 deben sustituir su denominación en el 
periodo de un año por DF, DF-2, DF-4 y DG-4, respectivamente. Asimismo, estas categorías dejarán de 
fabricarse y comercializarse dentro de los 3 años siguientes a la entrada en vigor de la presente Norma Oficial 
Mexicana. 

Ciudad de México, a 5 de julio de 2019.- El Director General de Normas y Presidente del Comité 
Consultivo Nacional de Normalización de la Secretaría de Economía, Alfonso Guati Rojo Sánchez.- Rúbrica. 

 

 

DECLARATORIA de vigencia de la Norma Mexicana NMX-A-259/2-INNTEX-2018. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Normas. 

DECLARATORIA DE VIGENCIA DE LA NORMA MEXICANA NMX-A-259/2-INNTEX-2018, “INDUSTRIA TEXTIL-
DETERMINACIÓN DEL pH DEL EXTRACTO ACUOSO-PARTE 2-pH DE PRODUCTOS HIGIÉNICOS DESECHABLES-
MÉTODO DE ENSAYO (CANCELA A LA NMX-A-259/2-INNTEX-2009)”. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 3 fracción X, 51-A, 54 y 66 fracción V de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 45 y 46 del 
Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y 36 fracciones I, IX y XII del Reglamento 
Interior de esta Secretaría y habiéndose satisfecho el procedimiento previsto por la ley de la materia para 
estos efectos, expide la Declaratoria de Vigencia de la Norma Mexicana que se enuncia a continuación, 
misma que ha sido elaborada, aprobada y publicada como Proyecto de Norma Mexicana bajo la 
responsabilidad del Organismo Nacional de Normalización denominado “Instituto Nacional de Normalización 
Textil, A. C. (INNTEX)", lo que se hace del conocimiento de los productores, distribuidores, consumidores y 
del público en general. 

El texto completo de la Norma que se indica puede ser adquirido en la sede de dicho Organismo ubicado 
en Tolsá número 54 B, Colonia Centro, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06040, Ciudad de 
México, teléfono 5588 0572 y/o al correo electrónico: rpineda@inntex.org.mx o consultarlo gratuitamente en la 
Dirección General de Normas de esta Secretaría, ubicada en Calle Pachuca número 189, Piso 7, Colonia 
Condesa, Determinación Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06140, Ciudad de México. 
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La presente Norma Mexicana NMX-A-259/2-INNTEX-2018 entrará en vigor 60 días naturales contados a 
partir del día natural inmediato siguiente de la publicación de esta Declaratoria de Vigencia en el Diario Oficial 
de la Federación. SINEC- 20181218133819088. 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DE LA NORMA MEXICANA 

NMX-A-259/2-INNTEX-2018 Industria textil-Determinación del pH del extracto acuoso-Parte 2-pH 
de productos higiénicos desechables-Método de ensayo (Cancela a 
la NMX-A-259/2-INNTEX-2009).  

Objetivo y campo de aplicación 

Esta Norma Mexicana especifica un método de ensayo diseñado para determinar el valor del pH en el 
extracto acuoso de pañales, toallas (higiénicas, de incontinencia, gineco-obstétricas), apósitos de celulosa 
y protectores de lactancia, desechable, utilizando un potenciómetro.  

Concordancia con Normas Internacionales 

Esta Norma Mexicana no es equivalente (NEQ) con ninguna Norma Internacional, por no existir esta última 
al momento de su elaboración.  

Bibliografía 

- NOM-008-SCFI-2002, Sistema General de Unidades de Medida, fecha de publicación en el Diario 
Oficial de la Federación el 27 de noviembre de 2002. 

 

Atentamente 

Ciudad de México, a 2 de diciembre de 2019.- El Director General de Normas y Secretariado Técnico de la 
Comisión Nacional de Normalización, Alfonso Guati Rojo.- Rúbrica. 

 

 

AVISO de consulta pública del Proyecto de Norma Mexicana PROY-NMX-A-197/2-INNTEX-2019. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Dirección General de Normas. 

AVISO DE CONSULTA PÚBLICA DEL PROYECTO DE NORMA MEXICANA PROY-NMX-A-197/2-INNTEX-2019, 
“INDUSTRIA TEXTIL-TELA DE CALADA-POPELINA-PARTE 2-MEZCLA ALGODÓN/POLIÉSTER-ESPECIFICACIONES”. 

La Secretaría de Economía, por conducto de la Dirección General de Normas, con fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 34 fracciones II, XIII y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 3 fracción X, 51-A, 54 y 66 fracción III de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 43, 44 y 
46 del Reglamento de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización y 36 fracciones I, IX y XII del 
Reglamento Interior de esta Secretaría, publica el Aviso de Consulta Pública del Proyecto de Norma Mexicana 
que se enuncia a continuación, mismo que ha sido elaborado y aprobado por el Organismo Nacional de 
Normalización denominado “Instituto Nacional de Normalización Textil, A. C. (INNTEX)". 

De conformidad con el artículo 51-A de la Ley Federal sobre Metrología y Normalización, este Proyecto de 
Norma Mexicana, se publica para Consulta Pública a efecto de que dentro de los siguientes 60 días naturales 
los interesados presenten sus comentarios ante el Organismo Nacional de Normalización denominado 
"Instituto Nacional de Normalización Textil, A.C. (INNTEX)”, que lo propuso, ubicado en Tolsá número 54 B, 
Colonia Centro, Demarcación Territorial Cuauhtémoc, Código Postal 06040, Ciudad de México o al correo 
electrónico rpineda@inntex.org.mx. 

El texto completo del documento puede ser consultado gratuitamente en la Dirección General de Normas 
de esta Secretaría, ubicada en Calle Pachuca número 189, Piso 7, Colonia Condesa, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06140, en la Ciudad de México. SINEC-20190422110803375. 

CLAVE O CÓDIGO TÍTULO DEL PROYECTO DE NORMA MEXICANA 

PROY-NMX-A-197/2-INNTEX-2019 Industria textil-Tela de calada-Popelina-Parte 2-Mezcla 
algodón/poliéster-Especificaciones.  

Síntesis 

Este Proyecto de Norma Mexicana establece las especificaciones mínimas de calidad para la tela popelina 
en sus mezclas de algodón con poliéster. Se emplea generalmente para la confección de uniformes y otros 
artículos. 
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Atentamente 

Ciudad de México, a 5 de diciembre de 2019.- El Director General de Normas y Secretariado Técnico de la 
Comisión Nacional de Normalización, Alfonso Guati Rojo.- Rúbrica. 

NOTIFICACIÓN de la actualización por inflación de los montos mínimos relativos a las inversiones en obras y 
trabajos mineros, y para el valor de los productos minerales obtenidos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- ECONOMÍA.- Secretaría 
de Economía.- Subsecretaría de Minería.- Dirección General de Minas. 

NOTIFICACIÓN DE LA ACTUALIZACIÓN POR INFLACIÓN DE LOS MONTOS MÍNIMOS RELATIVOS A LAS 

INVERSIONES EN OBRAS Y TRABAJOS MINEROS, Y PARA EL VALOR DE LOS PRODUCTOS MINERALES 

OBTENIDOS. 

DOCTOR EDUARDO ENRIQUE FLORES MAGÓN Y LÓPEZ, Director General de Minas de la Secretaría 
de Economía, en términos de lo dispuesto por los artículos 27, párrafos cuarto y sexto de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 34 fracción XXVII, XXVIII y XXIX de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal; 1, 7 fracciones I, IX y XVII, 27 fracción I, 28, párrafo primero, 29 y 30 de la Ley 
Minera, 59 y 60 de su Reglamento, así como 2 apartado A, fracción II, numeral 40, 3 segundo párrafo, 12, 
fracciones X, XXVIII y XXIX y 56 fracciones II, III del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía y, 

CONSIDERANDO 

Que en términos de lo dispuesto por el artículo 60 del Reglamento de la Ley Minera, las cuotas a que se 
refiere el artículo 59 del mismo ordenamiento legal, se actualizarán anualmente, multiplicándolas por el factor 
de actualización correspondiente al año por comprobarse, y que tal factor se calculará dividiendo el valor en 
puntos del Índice Nacional de Precios al Consumidor correspondiente al mes de octubre del año inmediato 
anterior al año por comprobarse, entre el valor en puntos del índice mencionado correspondiente al mes de 
octubre de 2019. 

Así como que, para que surta efectos la actualización descrita en el párrafo anterior, ésta deberá 
publicarse en el Diario Oficial de la Federación durante el mes de diciembre del año inmediato anterior al año 
por comprobarse, se emite la siguiente: 

NOTIFICACIÓN DE LA ACTUALIZACIÓN POR INFLACIÓN DE LOS MONTOS MÍNIMOS RELATIVOS A 
LAS INVERSIONES EN OBRAS Y TRABAJOS MINEROS, Y PARA EL VALOR DE LOS PRODUCTOS 

MINERALES OBTENIDOS. 

ÚNICO. Conforme al artículo 60 del Reglamento a la Ley Minera, los montos mínimos relativos a las 
inversiones por obras y trabajos mineros, y para el valor de los productos minerales obtenidos a aplicarse en 
las concesiones respectivas, a partir del mes de enero de 2020, serán: 

 CONCESIÓN MINERA 

Rango Superficie  (Has.) 
Cuota Fija  

2020  (Pesos 
MXN) 

Cuota adicional 2020 por hectárea (pesos MXN por 
hectárea) 

1° año 2° a 4° año 5° a 6° año 7° año en adelante

hasta 30 359.00 14.34 57.42 86.16 87.53

mayor a 30 y hasta 100 718.07 28.67 114.89 172.34 172.35

mayor a 100 y hasta 500 1,436.13 57.42 172.34 344.66 344.66

mayor a 500 y hasta 1000 4,308.40 53.14 164.18 344.66 689.34

mayor a 1000 y hasta 5000 8,616.83 48.83 157.97 344.66 1,378.69

mayor a 5000 y hasta 50000 30,158.91 44.53 152.24 344.66 2,757.38

mayor a 50000 287,227.72 40.21 143.61 344.66 2,757.38

 

TRANSITORIO 
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La presente actualización de cuotas surtirá efecto a partir del primero de enero de 2020 y tendrá vigencia 
hasta el 31 de diciembre del mismo año. 

Atentamente 

Naucalpan de Juárez, Estado de México, a 9 de diciembre de 2019.- El Director General de Minas, 
Eduardo Enrique Flores Magón y López.- Rúbrica. 

DECISIÓN del Panel, relativo a la revisión de la Resolución Final de la Investigación Antidumping sobre las 
Importaciones de Sulfato de Amonio originarias de los Estados Unidos de América y de la República Popular 
China, independientemente del país de procedencia. 

 

REVISIÓN ANTE UN PANEL BINACIONAL  DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO 1904  DEL TRATADO DE LIBRE 
COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE 

 

EN EL CASO: 

RESOLUCIÓN FINAL DE LA INVESTIGACIÓN 
ANTIDUMPING SOBRE LAS IMPORTACIONES DE 
SULFATO DE AMONIO ORIGINARIAS DE LOS ESTADOS 
UNIDOS DE AMÉRICA Y DE LA REPÚBLICA POPULAR 
CHINA, INDEPENDIENTEMENTE DEL PAÍS DE 
PROCEDENCIA. ESTA MERCANCÍA SE CLASIFICA EN LA 
FRACCIÓN ARANCELARIA 3102.21.01 DE LA TARIFA DE 
LA LEY DE LOS IMPUESTOS GENERALES DE 
IMPORTACIÓN Y DE EXPORTACIÓN.  

EXPEDIENTE DEL SECRETARIADO: 

MEX-USA-2015-1904-01 

 

INTEGRANTES DEL PANEL BINACIONAL 

Andrea Bjorklund 

Oscar Cruz Barney 

David Cohen 

Jorge Nacif Íñigo 

Hugo Perezcano Díaz, Presidente 

29 de noviembre de 2019 

Índice 

Índice 

Glosario de definiciones, abreviaturas y acrónimos 

Procedimientos de la UPCI referidos en la presente Decisión 

Informes de la OMC referidos en la presente Decisión 

Decisiones de paneles binacionales establecidos conforme al artículo 1904 del TLCAN referidas en la 
Decisión 

I. INTRODUCCIÓN 

II. PARTICIPANTES 

A. Reclamantes 

B. Autoridad Investigadora 

C. Participante en apoyo a los alegatos esgrimidos en la reclamación de AdvanSix e Isaosa 

D. Participantes en oposición a los alegatos esgrimidos en la reclamación de AdvanSix e Isaosa 

III. ANTECEDENTES PROCESALES 

A. De la investigación administrativa 

B. Del procedimiento de revisión ante el Panel Binacional 
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IV. CRITERIO DE REVISIÓN 

V. ANÁLISIS DEL PANEL 

A. Excepciones preliminares de la autoridad investigadora 

1. La Reclamante solicita que el Panel Binacional declare la nulidad de la Resolución Final. 

2. La falta de motivación y fundamentación no es una causal de ilegalidad aplicable. 

B. Análisis del alegato de que la Autoridad Investigadora dio inicio a la investigación antidumping 
sin disponer de pruebas suficientes sobre la existencia del dumping, en violación del artículo 5.3 
del Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles 
Aduaneros y Comercio de 1994 

1. Posición de las Partes 

2. Decisión del Panel Binacional 

C. Análisis del alegato de que la Resolución Final es ilegal toda vez que el daño se limita a un solo 
productor, por lo que no puede considerarse representativo de la industria nacional en 
contravención a lo dispuesto por el artículo 63 del RLCE.  

1. Posición de las Partes 

2. Decisión del Panel Binacional 

D. Análisis del alegato sobre el cumplimiento de la Autoridad Investigadora con el artículo 3.1 del 
Acuerdo Antidumping 

1. Posición de las Partes 

2. Decisión del Panel Binacional 

E. Análisis del alegato sobre la presunta violación del artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping  

1. Posición de las Partes 

2. Decisión del Panel Binacional 

F. Análisis del Alegato de que la Resolución Final es incompatible con el artículo 3.3 del Acuerdo 
Antidumping dado que la Autoridad Investigadora procedió a acumular las importaciones de los 
Estados Unidos de América y las importaciones de China, no obstante que la acumulación no 
era apropiada a la luz de las condiciones de competencia entre dichas importaciones 

1. Posición de las Partes 

2. Decisión del Panel Binacional. 

G. Análisis de la reclamación relativa a que la Resolución Final es ilegal, toda vez se negó el 
derecho a interrogar durante la Audiencia Pública de la Investigación a una de las empresas 
productoras en la que se sustenta el mal desempeño de la industria nacional. 

1. Posición de las Partes 

2. Decisión del Panel Binacional 

VI. Resolutivo 

VII. ORDEN DEL PANEL Binacional 

Glosario de definiciones, abreviaturas y acrónimos 

Término Definición 

  

Acuerdo Antidumping Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo 
General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994. 

AdvanSix AdvanSix Resins & Chemicals LLC, antes Honeywell Resins 
Chemicals LLC. 

Agrogen Agrogen S.A. de C.V. 
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Agrosur Agrofertilizantes del Sureste, S.A. de C.V. 

Audiencia Pública Audiencia Pública de esta revisión ante Panel Binacional, MEX-
USA-2015 1904-01, celebrada el 25 de junio de 2018.  

Audiencia Pública de la 
Investigación 

Audiencia pública en el marco de la investigación antidumping 
realizada por la UPCI sobre las importaciones de sulfato de 
amonio originarias de Estados Unidos y China, celebrada el 17 de 
junio de 2015. 

 

Autoridad Investigadora o UPCI Unidad de Prácticas Comerciales Internacionales de la Secretaría 
de Economía. 

CAS Chemical Abstract Service de la American Chemical Society. 

CFF Código Fiscal de la Federación. 

China República Popular China. 

Convención de Viena Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 23 de 
mayo de 1969, Decreto de Promulgación publicado en el DOF el 
14 de febrero de 1975. 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

DOF Diario Oficial de la Federación. 

Estados Unidos Estados Unidos de América. 

Expediente Administrativo Expediente administrativo 06/14 correspondiente a la 
Investigación. 

Green Markets Green Markets Fertilizer News, Pricing, Regulation and Supply 
Chain 

Honeywell Honeywell Resins & Chemicals LLC (hoy AdvanSix). 

Investigación Investigación antidumping realizada por la UPCI sobre las 
importaciones de sulfato de amonio originarias de Estados Unidos 
y China, iniciada el 12 de agosto de 2014 y finalizada el 09 de 
octubre de 2015, expediente administrativo 06/14. 

Isaosa ISAOSA S.A. de C.V. 

LCE Ley de Comercio Exterior. 

LFPCA Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
 

Memorial (por referencia a AdvanSix) Memorial de AdvanSix conforme a la Regla 57 (1) de las Reglas 
de Procedimiento en contra de la Resolución Final de la 
investigación antidumping sobre las importaciones de sulfato de 
amonio, originarias de los Estados Unidos de América y de la 
República Popular China, presentado el 7 de marzo de 2016. 

Memorial (por referencia a Agrogen y 
Met-Mex) 

Memorial de Agrogen y Met-Mex conforme a la Regla 57 (2) de 
las Reglas de Procedimiento, presentado el 4 de mayo de 2016. 

Memorial (por referencia a Isaosa) Memorial de Isaosa conforme a la Regla 57 (1) de las Reglas de 
Procedimiento en contra de la Resolución Final de la investigación 
antidumping sobre las importaciones de sulfato de amonio, 
originarias de los Estados Unidos de América y de la República 
Popular China, presentado el 7 de marzo de 2016 

Memorial (por referencia a la 
Autoridad Investigadora) 

Memorial de la Autoridad Investigadora conforme a las Reglas 55, 
57(2), 59(1) y 59 (2) de las Reglas de Procedimiento, en oposición 
a los presentados por las Reclamantes, presentado el 4 de mayo 
de 2016. 

Memorial de Contestación (por 
referencia a AdvanSix) 

Memorial de Contestación de AdvanSix conforme a la Regla 57 
(3) de las Reglas de Procedimiento en contra de la Resolución 
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Final de la investigación antidumping sobre las importaciones de 
sulfato de amonio, originarias de los Estados Unidos de América y 
de la República Popular China, presentado el 19 de mayo de 
2016. 

Memorial de Contestación (por 
referencia a Isaosa) 

Memorial de Contestación de Isaosa conforme a la Regla 57 (3) 
de las Reglas de Procedimiento en contra de la Resolución Final 
de la investigación antidumping sobre las importaciones de sulfato 
de amonio, originarias de los Estados Unidos de América y de la 
República Popular China, presentado el 19 de mayo de 2016. 

 

Met-Mex Metalúrgica Met-Mex Peñoles S.A. de C.V.  

Número CAS Número de registro en el Chemical Abstract Service de la 
American Chemical Society. 

OMC Organización Mundial del Comercio. 

Plastitec Plásticos y Tecnología S.A. de C.V. 

Pronamex Promotora Nacional Agropecuaria S.A. de C.V.  

Rama de Producción Nacional La rama de producción nacional según la definió la Autoridad 
Investigadora en el numeral 149 de la Resolución Final. 

Reclamación de AdvanSix Reclamación de AdvanSix conforme al artículo 1904 del Capítulo 
XIX del TLCAN y la Regla 39 de las Reglas de Procedimiento, en 
contra de la Resolución Final de la Investigación Antidumping 
sobre las importaciones de sulfato de amonio, originarias de los 
Estados Unidos de América y de la República Popular China, 
presentada el 07 de diciembre de 2015. 

Reclamación de Isaosa Reclamación de Isaosa conforme al artículo 1904 del Capítulo XIX 
del TLCAN y la Regla 39 de las Reglas de Procedimiento, en 
contra de la Resolución Final de la Investigación Antidumping 
sobre las importaciones de sulfato de amonio, originarias de los 
Estados Unidos de América y de la República Popular China, 
presentada el 07 de diciembre de 2015. 

Reclamante o Reclamantes AdvanSix o Isaosa en lo individual o conjuntamente, según 
corresponda. 

Reglas de Procedimiento Reglas de Procedimiento del artículo 1904 del TLCAN relativas a 
la Revisión ante un Panel Binacional 

 

Resolución de Inicio Resolución por la que se acepta la solicitud de parte interesada y 
se declara el inicio de la investigación antidumping sobre las 
importaciones de sulfato de amonio, originarias de los Estados 
Unidos de América y de la República Popular China, mercancía 
que ingresa por la fracción arancelaria 3102.21.01 de la Tarifa de 
la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de 
Exportación. 

Publicada en el DOF el 12 de agosto de 2014. 

Resolución Final  Resolución Final de la investigación antidumping sobre las 
importaciones de sulfato de amonio, originarias de los Estados 
Unidos de América y de la República Popular China, 
independientemente del país de procedencia. Esta mercancía 
ingresa por la fracción arancelaria 3102.21.01 de la Tarifa de la 
Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación. 

Publicada en el DOF el 9 de octubre de 2015. 

Resolución Preliminar Resolución preliminar de la investigación antidumping sobre las 
importaciones de sulfato de amonio, mercancía clasificada en la 
fracción arancelaria 3102.21.01 de la Tarifa de la Ley del 
Impuesto General de Importación, originarias de los Estados 
Unidos de América, independientemente del país de procedencia. 

Publicada en el DOF el 19 de febrero de 2015. 

RLCE Reglamento de la Ley de Comercio Exterior. 
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Solicitantes Agrogen y Met-Mex 

Solicitud de Inicio Solicitud de Inicio de la investigación antidumping sobre las 
importaciones de sulfato de amonio originarias de los Estados 
Unidos de América y de la República Popular China presentada el 
25 de abril de 2014 por Agrogen y Met-Mex. 

TFJA Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

TLCAN Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 

Univex Univex, S.A. 

 

Procedimientos de la UPCI referidos en la presente Decisión 

Caso Procedimiento de investigación 

Cables Coaxiales de China Investigación antidumping sobre las importaciones de cable 

coaxial del tipo RG (Radio Guide o Guía de Radio), con o sin 

mensajero, originarias de la República Popular China. 

Resolución final publicada en el DOF el 10 de agosto de 2012. 

Resolución final del examen de vigencia de la cuota 

compensatoria publicada en el DOF el 4 de octubre de 2018 

Carne de Bovino de Estados Unidos Investigación antidumping sobre las importaciones de carne y 

despojos comestibles de bovino, originarias de los Estados 

Unidos de América. 

Resolución final publicada en el DOF el 28 de abril de 2000. 

Cepillos de Dientes de China Investigación antidumping sobre las importaciones de cepillos de 

dientes, originarias de la República Popular China, expediente 

administrativo 37/04. 

Resolución preliminar que puso fin al procedimiento publicada en 

el DOF el 28 de diciembre de 2005. 

Manzanas de EUA Investigación antidumping sobre las importaciones de manzanas, 

originarias de los Estados Unidos de América, expediente 

administrativo 16/14. 

Resolución preliminar publicada en el DOF el 6 de enero de 2016. 

Resolución final publicada en el DOF el 7 de junio de 2016. 

Sulfato de Amonio (1997) Investigación antidumping sobre las importaciones de sulfato de 

amonio, mercancía clasificada en la fracción arancelaria 

3102.21.01 de la Tarifa de la Ley del Impuesto General de 

Importación, originarias de los Estados Unidos de América, 

independientemente del país de procedencia. 

Resolución preliminar publicada en el DOF el 4 de septiembre de 

1996. 
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Resolución final publicada en el DOF el 26 de octubre de 1997. 

Resolución final del primer examen de vigencia publicada en el 

DOF el 12 de diciembre de 2003. 

Resolución final del segundo examen de vigencia publicada en el 

DOF el 28 de agosto de 2008. 

Resolución final del tercer examen de vigencia publicada en el 

DOF el 17 de octubre de 2013. 

 

Informes de la OMC referidos en la presente Decisión 

Título abreviado Título completo y referencia 

Argentina–Derechos antidumping sobre 
los pollos 

Informe del Grupo Especial, Argentina–Derechos antidumping 
definitivos sobre los pollos procedentes del Brasil, WT/DS241/R, 
adoptado el 19 de mayo de 2003. 

CE–Elementos de fijación (China)  Informe del Órgano de Apelación, Comunidades Europeas–
Medidas antidumping definitivas sobre determinados elementos 
de fijación de hierro o acero procedentes de China, (párrafo 5 
del artículo 21–China), WT/DS397/AB/R, adoptado el 12 de 
febrero de 2016. 

CE–Ropa de cama Informe del Órgano de Apelación, Comunidades Europeas–
Derechos antidumping sobre las importaciones de ropa de cama 
de algodón originarias de la India, WT/DS141/AB/R, adoptado el 
12 de marzo de 2001. 

CE–Salmón (Noruega) Informe del Grupo Especial, Comunidades Europeas–Medida 
antidumping sobre el salmón de piscifactoría procedente de 
Noruega, WT/DS337/R y Corr.1, adoptado el 15 de enero de 
2008. 

CE–Accesorios de tubería  Informe del Órgano de Apelación, Comunidades Europeas–
Derechos antidumping sobre los accesorios de tubería de 
fundición maleable procedentes del Brasil, WT/DS219/AB/R, 
adoptado el 18 de agosto de 2003. 

China–GOES Informe del Órgano de Apelación, China–Derechos 
compensatorios y antidumping sobre el acero magnético 
laminado plano de grano orientado procedente de los Estados 
Unidos, WT/DS414/AB/R, adoptado el 16 de noviembre de 
2012. 

 

China–Aparatos de rayos X Informe del Grupo Especial, China–Derechos antidumping 
definitivos sobre los aparatos de rayos X para inspecciones de 
seguridad procedentes de la Unión Europea, WT/DS425/R y 
Add.1, adoptado el 24 de abril de 2013. 

China–Automóviles (Estados Unidos) Informe del Grupo Especial, China–Medidas en materia de 
derechos antidumping y compensatorios sobre determinados 
automóviles procedentes de los Estados Unidos, WT/DS440/R, 
adoptado el 18 de junio de 2014. 

China–Productos de pollo de engorde Informe del Grupo Especial, China–Medidas en materia de 
derechos antidumping y compensatorios sobre los productos de 
pollo de engorde procedentes de los Estados Unidos, 
WT/DS427/R y Add.1, adoptado el 25 de septiembre de 2013. 
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Corea–Determinado papel  Informe del Grupo Especial, Corea–Derechos antidumping 
sobre las importaciones de determinado papel procedentes de 
Indonesia, WT/DS312/R, adoptado el 28 de noviembre de 2005. 

Egipto–Barras de refuerzo de acero Informe del Grupo Especial, Egipto–Medidas antidumping 
definitivas aplicadas a las barras de refuerzo de acero 
procedentes de Turquía, WT/DS211/R, adoptado el 1 de octubre 
de 2002. 

Estados Unidos–Acero laminado en 
caliente 

Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos–Medidas 
antidumping sobre determinados productos de acero laminado 
en caliente procedentes del Japón, WT/DS184/AB/R, adoptado 
el 23 de agosto de 2001. 

Estados Unidos–Gasolina   Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos–Pautas para 
la gasolina reformulada y convencional, WT/DS2/AB/R, 
adoptado el 20 de mayo de 1996. 

 

Estados Unidos–Investigación en 
materia de derechos compensatorios 
sobre los DRAM 

Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos–Investigación 
en materia de derechos compensatorios sobre los 
semiconductores para memorias dinámicas de acceso aleatorio 
(DRAM) procedentes de Corea, WT/DS296/AB/R, adoptado el 
20 de julio de 2005. 

Estados Unidos–Cordero Informe del Órgano de Apelación, Estados Unidos–Medidas de 
salvaguardia respecto de las importaciones de carne de cordero 
fresca, refrigerada o congelada procedentes de Nueva Zelandia 
y Australia, WT/DS177/AB/R, WT/DS178/AB/R, adoptado el 16 
de mayo de 2001. 

Guatemala–Cemento II Informe del Grupo Especial, Guatemala–Medida antidumping 
definitiva aplicada al cemento Portland gris procedente de 
México, WT/DS156/R, adoptado el 17 de noviembre de 2000. 

México–Jarabe de Maíz Informe del Grupo Especial, México–Investigación antidumping 
sobre el jarabe de maíz con alta concentración de fructosa 
(JMAF) procedente de los Estados Unidos, WT/DS132/R y 
Corr.1, adoptado el 24 de febrero de 2000. 

México–Medidas antidumping sobre el 
arroz 

Informe del Órgano de Apelación, México–Medidas antidumping 
definitivas sobre la carne de bovino y el arroz, WT/DS295/AB/R, 
adoptado el 20 de diciembre de 2005. 

México–Tuberías de acero Informe del Grupo Especial, México–Derechos antidumping 
sobre las tuberías de acero procedentes de Guatemala, 
WT/DS331/R, adoptado el 24 de julio de 2007. 

 

Decisiones de paneles binacionales establecidos conforme al artículo 1904 del TLCAN referidas en la 
Decisión 

  

Éter Monobutílico 

 

Decisión Final del 26 de noviembre de 2015 emitida por el Panel 
Binacional encargado del caso MEX-USA-2012-1904-02, por el que 
se realizó la revisión de la resolución final de la investigación 
antidumping sobre las importaciones de éter monobutílico del 
etilenglicol originarias de los Estados Unidos de América, 
independientemente del país de procedencia. 

Jarabe de Maíz Decisión Final del 3 de agosto de 2001 emitida por el Panel Binacional 
encargado del caso MEX-USA-98-1904-01, por el que se realizó la 
revisión de la resolución final de la investigación antidumping sobre 
las importaciones de jarabe de maíz de alta fructuosa (sic) originarias 
de los Estados Unidos de América, independientemente del país de 
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procedencia. 

 

I. INTRODUCCIÓN 

1. Este Panel Binacional ha sido constituido de conformidad con el Artículo 1904.2 del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (TLCAN) y está facultado para revisar la Resolución final de la investigación 
antidumping sobre las importaciones de sulfato de amonio, originarias de los Estados Unidos de América y de 
la República Popular China, independientemente del país de procedencia, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de los Estados Unidos Mexicanos (DOF) el 9 de octubre de 2015 (la “Resolución Final”). Dicha 
resolución estableció las siguientes cuotas compensatorias definitivas para las importaciones de las 
mercancías investigadas originarias de Estados Unidos de América (los “Estados Unidos”)1: 

a. para las importaciones provenientes de Honeywell Resins Chemicals LLC (“Honeywell”, ahora 
AdvanSix), $0.0759 dólares por kilogramo; 

b. para las importaciones de las demás exportadoras, $0.1619 dólares por kilogramo; 

2. El Panel emite la presente Decisión de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1904.8 del 
TLCAN y la Parte VII de las Reglas de Procedimiento del artículo 1904 del TLCAN relativo a las Revisiones 
ante Paneles Binacionales (las “Reglas de Procedimiento”). 

II. PARTICIPANTES 

A. Reclamantes 

 AdvanSix Resins & Chemicals LLC (“AdvanSix”, antes Honeywell). 

 ISAOSA, S.A. de C.V. (“Isaosa”). 

B. Autoridad Investigadora 

Unidad de Prácticas Comerciales Internacionales de la Secretaría de Economía (“UPCI” o la 
“Autoridad Investigadora”). 

C. Participante en apoyo a los alegatos esgrimidos en la reclamación de AdvanSix e Isaosa 

Promotora Nacional Agropecuaria S.A. de C.V. (“Pronamex”). 

D. Participantes en oposición a los alegatos esgrimidos en la reclamación de AdvanSix e 
Isaosa 

 Agrogen S.A. de C.V. (“Agrogen”). 

 Metalúrgica Met-Mex Peñoles S.A. de C.V. (“Met-Mex”). 

III. ANTECEDENTES PROCESALES 

A. De la investigación administrativa 

3. El 12 de agosto de 2014, se publicó en el DOF la Resolución de Inicio de la investigación 
antidumping sobre las importaciones de sulfato de amonio originarias de los Estados Unidos de América y de 
la República Popular China (la “Resolución de Inicio”). Se fijó como periodo de investigación el comprendido 
de enero a diciembre de 2013 y como periodo de análisis el comprendido de enero de 2011 a diciembre de 
2013. 

4. El 19 de febrero de 2015, se publicó la Resolución preliminar de la investigación antidumping sobre 
las importaciones de sulfato de amonio, mercancía clasificada en la fracción arancelaria 3102.21.01 de la 
Tarifa de la Ley del Impuesto General de Importación, originarias de los Estados Unidos de América, 
independientemente del país de procedencia (la “Resolución Preliminar”), en la cual se determinó continuar 
con la investigación e imponer cuotas compensatorias provisionales. 

5. El 9 de octubre de 2015, fue publicada la Resolución Final de la investigación antidumping sobre las 
importaciones de sulfato de amonio, originarias de los Estados Unidos de América y de la República Popular 
China, independientemente del país de procedencia. Esta mercancía ingresa por la fracción arancelaria 
3102.21.01 de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación (la “Resolución 
Final”), la cual concluyó que existían elementos suficientes que sustentaban que las importaciones de sulfato 
de amonio originarias de los Estados Unidos se efectuaron en condiciones de discriminación de precios 

                                                 
1 Resolución Final, numeral 224. 
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durante el periodo investigado y causaron daño material a la rama de producción nacional de la mercancía 
similar (la “Rama de Producción Nacional”), por lo que se determinó la imposición de cuotas compensatorias 
definitivas. 

B. Del procedimiento de revisión ante el Panel Binacional 

6. El 6 de noviembre de 2015, AdvanSix solicitó la conformación de un Panel Binacional para revisar la 
Resolución Final. 

7. El 30 de noviembre de 2015 se publicó en el DOF el “Aviso relativo a la primera solicitud para la 
revisión ante un Panel de la Resolución final de la investigación antidumping sobre las importaciones de 
sulfato de amonio, originarias de los Estados Unidos de América y de la República Popular China, 
independientemente del país de procedencia. Esta mercancía se clasifica en la fracción arancelaria 
32012.21.01 de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación”. 

8. El 7 de diciembre de 2015, AdvanSix e Isaosa presentaron sus correspondientes escritos de 
reclamación de conformidad con la Regla 39 de las Reglas de Procedimiento del Artículo 1904 del TLCAN  (la 
“Reclamación de AdvanSix” y la “Reclamación de Isaosa”, respectivamente). 

9. El 17 de diciembre de 2015, Agrogen y Met-Mex presentaron su Aviso de Comparecencia de 
conformidad con la Regla 3 de las Reglas de Procedimiento. 

10. El 21 de diciembre de 2015, la Autoridad Investigadora presentó su Aviso de Comparecencia de 
acuerdo con el artículo 1904.14 del TLCAN y de los numerales 40(1) (a) y (d) (ii) y 55 de las Reglas  de 
Procedimiento. En la misma fecha, Pronamex presentó, ad cautelam, un Aviso de Comparecencia de 
conformidad con la Regla 40(1) de las Reglas de Procedimiento. 

11. El 26 de febrero de 2016, la Autoridad Investigadora presentó una petición incidental sobre la 
comparecencia de Pronamex. 

12. El 7 de marzo de 2016, AdvanSix e Isaosa (las “Reclamantes”) presentaron sus respectivos 
Memoriales conforme a la Regla 57 (1) de las Reglas de Procedimiento en contra de la Resolución Final de la 
investigación antidumping sobre las importaciones de sulfato de amonio, originarias de los Estados Unidos de 
América y de la República Popular China (el “Memorial” de AdvanSix y el de Isaosa, respectivamente). En la 
misma fecha, Pronamex presentó la respuesta a la petición incidental de la Autoridad Investigadora relativa a 
su comparecencia. 

13. El 9 de marzo de 2016, la Autoridad Investigadora presentó una petición incidental para que el Panel 
Binacional ordenara a AdvanSix que cumpliera con su obligación de notificar sus actuaciones en tiempo y 
forma a los demás participantes. 

14. El 11 de marzo de 2016, Isaosa presentó una petición incidental para que el Panel Binacional 
ordenara a la UPCI la recuperación de cierta documentación de carácter confidencial y cumplir con su 
obligación de no divulgar este tipo de información. 

15. El 22 de marzo de 2016, la Autoridad Investigadora dio respuesta a la petición incidental presentada 
por Isaosa. En la misma fecha AdvanSix dio respuesta a la petición incidental presentada por la Autoridad 
Investigadora. 

16. El 4 de mayo de 2016, la Autoridad Investigadora presentó su Memorial conforme a las Reglas 55, 
57(2), 59(1) y 59 (2) de las Reglas de Procedimiento, en oposición a los presentados por las Reclamantes  (el 
“Memorial” de la Autoridad Investigadora). En la misma fecha Agrogen y Met-Mex presentaron su Memorial 
conforme a la Regla 57 (2) de las Reglas de Procedimiento, presentado el 4 de mayo de 2016 (el “Memorial” 
de Agrogen y Met-Mex). 

17. El 19 de mayo de 2016, Isaosa y AdvanSix presentaron sus respectivos Memoriales de Contestación 
conforme a la Regla 57 (3) de las Reglas de Procedimiento en contra de la Resolución (el “Memorial de 
Contestación” de AdvanSix y el de Isaosa, respectivamente). 

18. El 3 de abril de 2017, este Panel Binacional quedó constituido con los panelistas que lo integran 
actualmente. 

19. El 14 de septiembre de 2017, la Autoridad Investigadora presentó una petición incidental mediante la 
cual puso a disposición, para conocimiento de este Panel Binacional, la decisión final del Panel que resolvió la 
controversia sobre las importaciones de pierna y muslo de pollo de los Estados Unidos de América, por 
considerarla relevante para esta revisión. 
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20. El 25 de septiembre de 2017, Isaosa dio respuesta a la petición incidental presentada por la 
Autoridad Investigadora. 

21. El 27 de octubre de 2017, AdvanSix presentó una petición incidental para notificar el cambio de su 
denominación social por “AdvanSix Resins & Chemicals, LLC”. 

22. El 9 de noviembre de 2017, este Panel Binacional expidió la “Orden del Panel sobre la petición 
incidental presentada por Honeywell Resins & Chemicals LLC”. 

23. El 22 de junio de 2018, este Panel Binacional expidió la “Orden del Panel sobre la petición incidental 
de la autoridad investigadora mediante la cual solicita que se declare improcedente la comparecencia de 
Pronamex”. 

24. El 25 de junio de 2018, este Panel Binacional expidió la “Orden del Panel Binacional sobre la petición 
incidental presentada por Pronamex e Isaosa relativa a la confidencialidad de ciertos documentos”. 

25. La audiencia pública de este procedimiento ante el Panel Binacional (la “Audiencia Pública”) se 
realizó de conformidad con las Reglas 65 y 67 de las Reglas de Procedimiento, en la Ciudad de México, el 25 
de junio de 2018. En dicha audiencia las partes tuvieron plena oportunidad para presentar sus argumentos. 

26. El 2 de julio de 2018, AdvanSix, Isaosa y la Autoridad Investigadora dieron respuesta a la solicitud 
que formuló este Panel Binacional para presentar las referencias al expediente sobre la distinción entre el 
sulfato de amonio granular y el sulfato de amonio estándar. 

IV. CRITERIO DE REVISIÓN 

27. Conforme al artículo 1904.3 del TLCAN, un panel binacional debe aplicar “los criterios de revisión 
señalados en el Anexo 1911 y los principios generales de derecho que de otro modo un tribunal de la Parte 
importadora aplicaría para revisar una resolución de la autoridad investigadora competente”. El Anexo 1911 
establece un criterio de revisión distinto para cada una de las Partes del TLCAN. En el caso de México señala 
que el criterio de revisión aplicable será el “establecido en el Artículo 238 del Código Fiscal de la Federación 
(CFF), o cualquier ley que lo sustituya, basado solamente en el expediente”. Esta disposición del CFF fue 
sustituida por el artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo (LFPCA) 
publicada el 1 de diciembre de 2005 en el DOF y que entró en vigor el 1 de enero de 2006, el cual establece: 

Artículo 51. Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestre 
alguna de las siguientes causales: 

I. Incompetencia del funcionario que la haya dictado, ordenado o tramitado el procedimiento 
del que deriva dicha resolución. 

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, siempre que afecte las 
defensas del particular y trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la 
ausencia de fundamentación o motivación, en su caso. 

III. Vicios del procedimiento siempre que afecten las defensas del particular y trasciendan al 
sentido de la resolución impugnada. 

IV. Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en 
forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó 
de aplicar las debidas, en cuanto al fondo del asunto. 

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales no 
corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades. 

… 

Los órganos arbitrales y de otra naturaleza, derivados de mecanismos alternativos de 
solución de controversias en materia de prácticas desleales, contenidos en tratados y 
convenios internacionales de los que México sea parte, no podrán revisar de oficio las 
causales a que se refiere este artículo. 

28. En consecuencia, este Panel Binacional debe examinar el asunto que tiene ante sí y aplicar el criterio 
de revisión previsto en el Artículo 51 de la LFPCA, de acuerdo con la litis fijada en la Reclamación. 

V. ANÁLISIS DEL PANEL2 

                                                 
2 Hemos considerado cuidadosamente todos los argumentos presentados por todas las partes. El hecho de que no hagamos referencia 
explícita a un alegato en particular no significa que no lo hayamos considerado junto con todos los argumentos al tomar nuestra decisión. 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      113 

 

 

A. Excepciones preliminares de la autoridad investigadora 

29. La Autoridad Investigadora argumenta que los actos administrativos —como lo es la Resolución 
Final— nacen a la vida jurídica con una presunción de legalidad. Afirma que el orden jurídico en principio 
preserva los actos administrativos de manera que, aun si estuviesen afectados por vicios, no cualquiera 
produciría su invalidez en la medida en que no se traduzcan en un perjuicio para el particular. Se refiere a 
éstos como “ilegalidades no invalidantes”. 

30. Opone una serie de excepciones generales a la totalidad de los alegatos de las Reclamantes sobre la 
base de diversas causales de inoperancia. Solicita que el Panel Binacional las analice de manera preliminar: 

A.- La Reclamante no señala cuál es el perjuicio que se le causa y/o presenta meras 
afirmaciones sin sustento. 

B.- La Reclamante sólo cita artículos o precedentes sin explicar por qué son aplicables y de 
qué manera se violaron. 

C.- La Reclamante alega la falta de fundamentación y motivación, pero no señala de qué 
manera se afectaron sus defensas o cómo trascendió el supuesto vicio en el sentido de la 
demanda. 

D.- La Reclamante solicita considerar información que no obra en el expediente 
administrativo. 

E.- El alegato de la Reclamante es ambiguo o contradictorio. 

F.- La Reclamante alega cuestiones que no hizo valer en el curso de la investigación. 

G.- La Reclamante solicita al Panel determinar la nulidad de la resolución3. 

31. La Autoridad Investigadora no articula con claridad su argumento ni las consecuencias que deben 
desprenderse de éste. Considera que las causales de inoperancia aludidas “afectan a todos los reclamos 
señalados en el memorial de Honeywell [hoy AdvanSix], por lo que la totalidad de ese memorial es 
inoperante”4. Enumera cinco problemas que observa en el Memorial de AdvanSix5 (en contraste con las siete 
causales listadas en el numeral 68 de su Memorial), pero, salvo por lo que se refiere a la solicitud de las 
Reclamantes de que el Panel Binacional declare la nulidad de la Resolución Final, no es claro si la Autoridad 
Investigadora pide que el Panel Binacional desestime la totalidad del Memorial de AdvanSix sin entrar siquiera 
al análisis de fondo de sus alegatos, o bien que desestime solamente ciertos argumentos de la Reclamante 
que estarían afectados por las inoperancias que alega. Por ejemplo, asevera que AdvanSix presentó 
argumentos ambiguos o contradictorios, pero no es claro si lo que solicita es que el Panel Binacional deseche 
íntegramente el Memorial de la Reclamante siendo que, según afirma, la causal de inoperancia invocada lo 
afecta en su totalidad; o bien que desestime solamente aquellos argumentos que pudieran ser ambiguos o 
contradictorios. 

32. En efecto, la Autoridad Investigadora incurre en el mismo defecto del que se queja. Con excepción de 
la petición de nulidad de la Resolución Final, no ha expresado con claridad la causa petendi de las 
inoperancias que alega. 

33. El Panel Binacional abordará solamente las cinco causales generales de inoperancia que la 
Autoridad Investigadora identificó en el numeral 136 de su Memorial y desarrolló a partir de ahí. Abordará las 
causales relativas a los argumentos de la Reclamante sobre falta de motivación y fundamentación 
conjuntamente por la estrecha relación que guardan entre sí. 

34. Desecha las demás excepciones generales que la Autoridad Investigadora opuso, toda vez que no 
las desarrolló debidamente, de forma que el Panel Binacional pudiera entrar a su análisis. 

1. La Reclamante solicita que el Panel Binacional declare la nulidad de la 
Resolución Final. 

35. La Autoridad Investigadora argumenta que “la causa petendi expresada” por AdvanSix “consiste en 
que el Panel determine la nulidad o corrección de la Resolución Final”. Añade que, “[d]ado que la “corrección” 
implica una “nulidad para efectos” o “nulidad relativa”, entonces la petición… necesariamente significa que 
está pidiendo al Panel que resuelva la nulidad absoluta de dicha Resolución con base en el artículo 51 

                                                 
3 Memorial de la Autoridad Investigadora, numeral 68, pp. 31-32. 
4 Íd., numeral 133, p. 70. 
5 

Íd., numeral 136, pp. 71-72. 
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fracción IV de la LFPCA”6. Afirma que el Panel Binacional no tiene las mismas facultades que el CFF otorga al 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA) para anular un acto administrativo, ni tiene facultades para 
ordenar a la Autoridad Investigadora que anule por sí misma un acto administrativo propio, por lo que la 
solicitud es inatendible. En consecuencia, solicita que el Panel Binacional desestime la petición de que se 
declare la nulidad de la Resolución Final7. 

36. Sobre esta cuestión, no parece haber un desacuerdo entre las partes. En su Memorial de 
Contestación, AdvanSix aclaró que, “cuando Honeywell [hoy AdvanSix] le solicita a ese H. Panel, la 
“corrección” o “nulidad para efectos” de la Resolución Final, se refiere a las facultades que este H. Panel 
Binacional tiene para devolverle dicha Resolución a la propia Secretaría para que se adopten medidas no 
incompatibles con su decisión de conformidad con lo establecido en el Artículo 1904.8 del TLCAN”8. 

37. De tal manera, parece ser que la diferencia estriba en una cuestión de nomenclatura, pero ambas 
partes coinciden en que el Panel Binacional solamente tiene las facultades previstas en el artículo 1904(8) del 
TLCAN. En cualquier caso, el Panel Binacional lo confirma: no tiene facultades de declarar la nulidad de la 
Resolución Final. Sus facultades se limitan a “confirmar la resolución definitiva o devolverla a la instancia 
anterior con el fin de que se adopten medidas no incompatibles con su decisión”, tal como lo estipula el 
artículo 1904(8). 

2. La falta de motivación y fundamentación no es una causal de ilegalidad 
aplicable. 

a. Posición de las partes 

i. La Autoridad Investigadora 

38. La Autoridad Investigadora señala que AdvanSix alegó en el apartado de Cuestiones en Litigio de su 
Memorial que la Resolución Final presenta problemas de fundamentación o de motivación, pero, afirma que: 

a. la Reclamante no mencionó los problemas de motivación y fundamentación en su Reclamación9; 

b. esta causal de ilegalidad no es aplicable al procedimiento de revisión ante un Panel Binacional 
porque no está prevista en el criterio de revisión10; 

c. la Reclamante presenta argumentos ambiguos o contradictorios11; y 

d. la Reclamante no explica por qué, si se determina que la Resolución Final viola algún precepto 
jurídico, automáticamente implica que su motivación o fundamentación es inadecuada12. 

39. El Panel Binacional aborda estas excepciones conjuntamente por la estrecha relación que guardan 
entre sí. 

40. La Autoridad Investigadora señala que el artículo 51 de la LFPCA establece el criterio de revisión 
(sobre lo cual no hay disputa) y observa que AdvanSix sustentó sus reclamaciones en la fracción IV de dicho 
precepto. Argumenta, sin embargo, que ésta no incorpora violaciones a la garantía de legalidad que, en 
esencia, requiere que los actos de autoridad estén debidamente fundados y motivados. Señala que AdvanSix 
no explicó cómo es que el artículo 51, fracción IV constituye el fundamento para alegar que la Resolución 
Final no estuvo debidamente motivada y fundada13. Asevera también que los argumentos de la Reclamante 
son ambiguos o contradictorios pues “alega simultáneamente que en la Resolución Final no hubo 
fundamentación y [sic] motivación y que hubo ausencia de debida fundamentación y motivación”. De tal 
manera, AdvanSix “está alegando la existencia de dos aspectos que son excluyentes” entre sí y “no se sabe 
cuál de ellos es el que considera aplicable”14. Añade que la Reclamante supone que, si se determina que la 
Resolución Final viola algún precepto jurídico, automáticamente implica que su motivación o fundamentación 
es inadecuada. Sin embargo, AdvanSix no explicó por qué15. Afirma que, de conformidad con las reglas 7 y 39 

                                                 
6 Íd., numeral 140, pp. 73-74. 
7 Íd., numeral 142, p. 74. 
8 Memorial de Contestación de AdvanSix, p. 41. 
9 Memorial de la Autoridad Investigadora, Parte IV (B.1) (2). 
10 Íd., Parte IV (B.1) (3). 
11 Íd., Parte IV (B.1) (4). 
12 Íd., Parte IV (B.1) (5). 
13 Íd., numerales 150 y 154-159, pp. 78 y 80-82. 
14 Íd., numerales 163 y 164, p. 83. 
15 Íd., numerales 174 y 178, pp. 89 y 90. 
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de las Reglas de Procedimiento, el procedimiento de revisión ante el Panel Binacional se limita a los alegatos 
de error de hecho o de derecho comprendidos en las Reclamaciones presentadas ente el Panel, de manera 
que, si algún alegato presentado en los memoriales no fue incluido en la reclamación, estaría fuera de la litis y 
debe desecharse16.  En consecuencia, la Autoridad Investigadora solicita que el Panel Binacional deseche los 
alegatos de la Reclamante sobre fundamentación y motivación. 

ii. AdvanSix 

41. AdvanSix no parece disputar que el criterio de revisión no incluye la causal de ilegalidad por indebida 
fundamentación o motivación del acto que se reclama. Parece que argumentó una falta de motivación y de 
fundamentación de la Resolución Final con objeto de “hacerle notar a ese H. Panel la ilegalidad de la 
Resolución Final, tomando en consideración la legislación aplicable de la Parte Importadora… [y] demostrarle 
a ese H. Panel que las actuaciones de la Secretaría fueron dictadas en contravención a principios 
constitucionales establecidos en el máximo ordenamiento de México, con objeto de dar todos los elementos 
jurídicos para concluir que se está en presencia de una causal de nulidad indicada en el criterio de revisión”17. 
Éste es el argumento que permea a lo largo de su contestación a las excepciones que la Autoridad 
Investigadora opuso en relación con la falta de fundamentación y motivación, salvo por lo que se refiere a que 
AdvanSix no incluyó sus argumentos sobre la motivación y fundamentación en su Reclamación. La 
Reclamante no dio respuesta a esta última excepción. 

b. Decisión del Panel Binacional 

42. El Panel Binacional concluye que no hay disputa entre las partes sobre el criterio de revisión. 
Independientemente de cuál haya sido el propósito de la Reclamante al alegar que la Resolución Final carece 
de la debida motivación y fundamentación, la revisión de este Panel Binacional se limita al criterio previsto en 
la fracción IV del artículo 51 de la LFPCA —que fue el único que la Reclamante invocó. En esta medida 
únicamente, el Panel Binacional sostiene las excepciones de la Autoridad Investigadora. El criterio previsto en 
el artículo 51, fracción IV de la LFPCA será el que el Panel Binacional aplicará a la revisión. Por lo mismo, el 
Panel Binacional estima innecesario resolver las demás excepciones que la Autoridad Investigadora opuso. 

43. En cuanto a las consecuencias de que el Panel Binacional resuelva que se actualiza la causal de 
ilegalidad invocada, El Panel ya determinó en el apartado V.A.1 de esta Decisión que sus facultades se limitan 
a lo dispuesto en el artículo 1904(8). 

B. Análisis del alegato de que la Autoridad Investigadora dio inicio a la investigación 
antidumping sin disponer de pruebas suficientes sobre la existencia del dumping, 
en violación del artículo 5.3 del Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del 
Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994 

1. Posición de las Partes 

a. AdvanSix e Isaosa 

44. AdvanSix e Isaosa argumentan que el sulfato de amonio granular y estándar son productos distintos. 
Explican que el tamaño de sus respectivas partículas es diferente, que tiene usos distintos y precios 
diferentes.  Alegan que la Autoridad Investigadora dio inicio a la investigación sin disponer de pruebas 
suficientes de dumping, toda vez que no distinguió entre el sulfato de amonio granular y el estándar en su 
Resolución de Inicio, siendo que el granular tiene un precio significativamente más alto que el estándar. 
Afirman que Agrogen y Met-Mex (las “Solicitantes”) utilizaron el precio de la región “Mid Cornbelt” de la 
publicación especializada Green Markets Fertilizer News, Pricing, Regulation and Supply Chain (“Green 
Markets”) como referencia del precio interno del sulfato de amonio en Estados Unidos para el cálculo del valor 
normal. Para calcular el precio de exportación, consideraron la totalidad de las importaciones en México por la 
fracción arancelaria 3102.21.01. 

45. Las Solicitantes reconocieron en su Solicitud de inicio de la investigación antidumping sobre las 
importaciones de sulfato de amonio originarias de los Estados Unidos de América y de la República Popular 
China presentada el 25 de abril de 2014 (la “Solicitud de Inicio”) que el sulfato de amonio se divide en granular 
y estándar, dependiendo del tamaño de las partículas. Admitieron que no necesariamente tienen el mismo 
uso. Sin embargo, manifestaron que se trata del mismo producto, pero en distintas presentaciones y no 
distinguieron el precio de uno y otro. 

                                                 
16 Íd., numerales 143-146, pp. 75-76. 
17 Memorial de Contestación de AdvanSix, p. 19. 
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46. AdvanSix argumenta que el precio en Estados Unidos del sulfato de amonio granular es 
significativamente más alto —aproximadamente en un 40%— que el precio del estándar, y los precios 
publicados en Green Markets para la región “Mid Cornbelt” corresponden a este tipo de producto. Añade que 
los precios de esta región tienden a ser más altos que en otras partes de Estados Unidos porque no hay 
grandes productores y ello les permite incrementar los precios en el equivalente del costo del flete interno en 
embarques de otras regiones. 

47. En contraste, los precios de exportación corresponden a un precio promedio ponderado de todas las 
importaciones y fueron predominantemente de sulfato de amonio estándar. De tal manera, se calculó un 
margen de dumping artificial al comparar el valor normal para un tipo de producto más caro, con el precio de 
exportación que correspondió fundamentalmente a un tipo de producto distinto más barato. Utilizó ese margen 
para justificar el inicio de la investigación. 

48. Señala que la Autoridad Investigadora también tenía conocimiento que el sulfato de amonio granular 
y estándar eran distintos en cuanto al tamaño de sus partículas, los usos y sus precios, cuando impuso cuotas 
compensatorias en 1997 sobre el producto objeto de la investigación como resultado de una investigación 
previa, mismas que se mantuvieron vigentes tras dos revisiones quinquenales sucesivas que concluyeron en 
diciembre de 2003 y agosto de 2008, donde la Autoridad Investigadora reconoció que “en el precio de venta, 
el sulfato de amonio granular es mayor al del estándar”18. En su Memorial de Contestación, AdvanSix 
manifestó que la Autoridad Investigadora estaba consciente del diferencial de precios entre el sulfato de 
amonio granular y estándar, pero no lo consideró al calcular el margen de dumping para determinar si había 
pruebas suficientes que justificaran el inicio de la investigación: 

Además, como Honeywell manifestó en su Memorial, desde hace alrededor de veinte años 
la Secretaría ha tenido la convicción de que los precios del sulfato de amonio granular son 
mayores que los precios del sulfato de amonio estándar puesto que en la resolución final de 
la investigación original de 1997 (cuando la Secretaría de Economía era conocida como la 
Secretaria de Comercio y Fomento Industrial o “SECOFI”) declaró que: 

“Existen dos tipos de sulfato de amonio el de “grado estándar'' y el “grado granular”; sus 
diferencias radican, por una parte, en el tamaño de sus partículas, ya que el “grado 
estándar'' tiene partículas cuyo diámetro es de 100 milímetros, mientras que las de 
grado granular miden 205 milímetros; por otra parte, en el precio de venta. el del sulfato 
de amonio granular es mayor al del estándar (énfasis añadido [en el original]).”19 

49. Alega, por tanto, que no se hizo una comparación equitativa como lo requiere el artículo 2.4 del 
Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio 
de 1994 (el “Acuerdo Antidumping”). Argumenta que, dado que Green Markets es muy clara en que existen 
dos tipos de sulfato de amonio distintos que tienen precios significativamente diferentes, la Autoridad 
Investigadora debió haberse percatado del problema de la comparación de precios antes de concluir que 
existían pruebas suficientes de dumping para dar inicio a la investigación. En consecuencia, la Autoridad 
Investigadora violó el artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping. 

b. Autoridad Investigadora 

50. La Autoridad Investigadora manifestó que las Solicitantes no distinguieron entre el sulfato de amonio 
granular y el estándar en su Solicitud de Inicio para propósitos del cálculo del margen de dumping. En 
consecuencia, para el inicio de la investigación, la Autoridad Investigadora no contó con pruebas de que se 
tratara de dos tipos de producto distintos y no fue necesario hacer un análisis diferenciado para cada 
presentación. Los consideró un mismo producto. 

51. La Autoridad Investigadora admite que no tiene un rol pasivo en un procedimiento de investigación 
que la ate a las afirmaciones que las solicitantes hagan en su solicitud de inicio. Por el contrario, explica que 
su papel consiste en evaluar la información que le presenten las solicitantes, reunir más información por sus 
propios medios cuando lo considera necesario, evaluar ese cúmulo de información para adoptar las 
decisiones que estime pertinentes y, si tiene pruebas idóneas que corroboren que el dicho de las solicitantes 
es incorrecto, la Autoridad Investigadora debe dar un mayor peso probatorio a esos otros medios de 
convicción que al simple dicho de las solicitantes. 

52. Sin embargo, alega que AdvanSix no explicó cómo es que el distinto tamaño de las partículas del 
sulfato de amonio granular y estándar resulta en que uno y otro tengan distintos usos, consumidores y precios 
finales tal que la Autoridad Investigadora tendría que haber tomado en cuenta esas diferencias para decidir 

                                                 
18.

 Resolución final de Sulfato de Amonio de publicada en 1997 en el caso Sulfato de Amonio (1997), numeral 7. 
19 Memorial de Contestación de AdvanSix, p. 61. 
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sobre el inicio de la investigación antidumping realizada por la UPCI sobre las importaciones de sulfato de 
amonio originarias de Estados Unidos y China, iniciada el 12 de agosto de 2014 y finalizada el 09 de octubre 
de 2015, expediente administrativo 06/14 (la “Investigación”). Añade que tampoco explicó cómo es que las 
Solicitantes hubiesen desacreditado las determinaciones que hizo sobre la naturaleza del producto 
investigado en su Resolución de Inicio, que se basaron en pruebas positivas. 

53. La Autoridad Investigadora afirma que su determinación se basó en pruebas pertinentes que fueron 
suficientes para dar inicio a la Investigación. Explica que el sulfato de amonio tiene las mismas características, 
una sola fórmula química, la misma masa molecular, un solo registro en el Chemical Abstract Service de la 
American Chemical Society (CAS) y, además, tiene los mismos usos, por lo que se trata de un solo producto. 
No son dos variedades distintas, sino que se ofrece en dos diferentes presentaciones. 

54. La Autoridad Investigadora argumenta que en el expediente administrativo 06/14 correspondiente a la 
Investigación (el “Expediente Administrativo”) no hay pruebas de que el sulfato de amonio granular y estándar 
sean productos distintos y añade que, en todo caso, no dispuso de esa información en la etapa previa al inicio 
de la investigación. Explica que el estándar para el inicio de la investigación es muy distinto al aplicable para 
emitir la resolución preliminar o la resolución final, pues existe una clara diferencia entre la calidad y cantidad 
de las pruebas que constituyen la base para iniciar la investigación, y las que constituyen la base para emitir 
una determinación preliminar o final. 

55. También señala que, como determinó que el sulfato de amonio granular y estándar son un mismo 
producto, la selección de la región para efectos de obtener los precios para establecer el valor normal no 
presenta un problema en relación con la comparabilidad de los precios y tampoco procedía realizar ajuste 
alguno por ese motivo. Añade que nada en el Acuerdo Antidumping le impedía haber considerado los precios 
de una región en particular para propósitos de resolver sobre el inicio de la investigación. 

56. La Autoridad Investigadora señala que AdvanSix se limitó a argumentar que debía haber llevado a 
cabo un análisis diferenciado del sulfato de amonio estándar y el granular, pero no explicó por qué el no haber 
hecho ese análisis viola el artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping. 

57. En cuanto al argumento de que la Autoridad Investigadora, al haber realizado con anterioridad 
investigaciones diversas sobre el mismo producto, tenía conocimiento de que el sulfato de amonio granular y 
estándar tenían precios distintos, la Autoridad Investigadora responde que no está obligada jurídicamente a 
seguir sus propios precedentes y, por lo tanto, sus decisiones previas al respecto “no tienen absolutamente 
ninguna pertinencia en este caso”. 

2. Decisión del Panel Binacional 

58. El artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping prevé: 

Las autoridades examinarán la exactitud y pertinencia de las pruebas presentadas con la 
solicitud para determinar si existen pruebas suficientes que justifiquen la iniciación de una 
investigación. 

59. La pregunta pertinente al inicio de la investigación, por tanto, es una de suficiencia de las pruebas 
exhibidas con la solicitud para justificar el inicio de la investigación. Una vez que la investigación inicia, las 
pruebas que obran ante la autoridad investigadora serán complementadas y la autoridad investigadora tendrá 
que revisar sus determinaciones iniciales a la luz de todas la pruebas y argumentos ofrecidos en el curso de la 
investigación antidumping por todas las partes interesadas. La autoridad investigadora entonces tendrá que 
emitir su resolución preliminar y, eventualmente, su resolución final habiendo considerado debidamente todas 
las pruebas y argumentos ante sí. Es un proceso progresivo. Esa es la naturaleza de una investigación. 

60. En efecto, el Acuerdo Antidumping requiere que la existencia, el grado y los efectos del supuesto 
dumping se determine a través de una investigación (artículo 5.1) en el que todas las partes interesadas 
tendrán plena oportunidad para defender sus intereses (artículo 6.2); se les dé amplia oportunidad para 
presentar por escrito todas las pruebas que consideren pertinentes por lo que se refiere a la investigación de 
que se trate (artículo 6.1); y se les otorgue la oportunidad de exponer tesis opuestas y argumentos refutatorios 
(artículo 6.2.). 

61. Naturalmente, antes de que una investigación inicie, las pruebas de dumping, daño y relación causal 
entre las importaciones objeto del supuesto dumping y daño que obran ante la autoridad investigadora son 
más limitadas, pero no se restringen exclusivamente a aquéllas presentadas por los solicitantes. La Autoridad 
Investigadora misma así lo admitió específicamente en relación con su consideración de la Solicitud de Inicio: 

…[E]n un procedimiento de investigación, la Al no tiene un rol pasivo, sino todo lo contrario. 
Su papel consiste en evaluar la información que se le presenta, reunir más información por 
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sus propios medios, cuando lo considera necesario, y evaluarla, para adoptar las decisiones 
que estime pertinentes…20 

62. Esta admisión de la Autoridad Investigadora es congruente con la conclusión del Grupo Especial en 
el caso Guatemala–Cemento II de “que las autoridades investigadoras no tienen que contentarse 
necesariamente con la información facilitada en la solicitud, sino que pueden reunir información por propia 
iniciativa con el fin de cumplir la norma de la suficiencia de pruebas para la iniciación establecida en el párrafo 
3 del artículo 5” del Acuerdo Antidumping21. 

63. La labor de una autoridad investigadora antes del inicio de una investigación es examinar la exactitud 
y pertinencia de las pruebas presentadas con la solicitud para determinar si existen pruebas suficientes que 
justifiquen iniciar la investigación. El Grupo Especial en CE–Ropa de cama determinó: 

A nuestro entender, un grupo especial sólo puede determinar si la autoridad encargada de 
la investigación ha examinado la exactitud y pertinencia de la información presentada con la 
solicitud basándose en la determinación a la que ha de contribuir ese examen, es decir, la 
determinación de si hay pruebas suficientes que justifiquen la iniciación. En otras palabras, 
si la autoridad encargada de la investigación determinó adecuadamente que había pruebas 
suficientes que justificaban la iniciación, la determinación sólo pudo haberse hecho sobre la 
base de un examen de la exactitud y pertinencia de la información presentada con la 
solicitud y (en su caso) de otras pruebas de que la autoridad dispusiera.22 

64. El Panel Binacional concuerda. 

65. “Pruebas”, desde luego, se refiere a las “pruebas de la existencia de: a) dumping; b) un daño en el 
sentido del artículo VI del GATT de 1994 según se interpreta en el presente Acuerdo y c) una relación causal 
entre las importaciones objeto de dumping y el supuesto daño”, según prevé el artículo 5.2 del Acuerdo 
Antidumping. El Grupo Especial en México–Tuberías de acero determinó: 

Si bien el párrafo 3 del artículo 5 no contiene ninguna referencia expresa a pruebas de la 
existencia de “dumping”, “daño” o “relación causal”, cabe incorporar en esa norma, por 
deducción basada en el párrafo 2, la prueba de los tres elementos necesarios para la 
imposición de medidas antidumping. En particular, el párrafo 2 exige que la solicitud 
contenga pruebas de la existencia de dumping, daño y relación causal, y el párrafo 3 obliga 
a la autoridad investigadora a cerciorarse de la exactitud y pertinencia de “las pruebas 
presentadas con la solicitud” para determinar que son suficientes para justificar la iniciación 
de una investigación. Por consiguiente, al interpretar el párrafo 3 del artículo 5 en el 
contexto de su párrafo 2, resulta evidente que las pruebas que se mencionan en el párrafo 3 
son las pruebas de la existencia de dumping, daño y relación causal presentadas con la 
solicitud…23 

66. Antes de seguir con su análisis, el Panel Binacional debe considerar las reglas de interpretación con 
objeto de determinar cuál era la obligación de la Autoridad Investigadora conforme al artículo 5.3 del Acuerdo 
Antidumping. Las reglas generales de interpretación de tratados contenidas en la Convención de Viena son 
aplicables, siendo que, de acuerdo con el derecho mexicano, el Acuerdo Antidumping es un tratado 
internacional (en efecto, es parte de un tratado internacional más amplio: el Acuerdo por el que se establece la 
Organización Multilateral de Comercio). El artículo 31 de la Convención de Viena establece: 

31. Regla general de interpretación. 1. Un tratado deberá interpretarse de buena fe 
conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado en el contexto 
de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin. 

2. Para los efectos de la interpretación de un tratado, el contexto comprenderá, además 
del texto, incluidos su preámbulo y anexos: 

a) todo acuerdo que se refiera al tratado y haya sido concertado entre todas las partes 
con motivo de la celebración del tratado: 

b)  todo instrumento formulado por una o más partes con motivo de la celebración del 
tratado y aceptado por las demás como instrumento referente al tratado; 

                                                 
20 Memorial de la Autoridad Investigadora, numeral 203. 
21 Guatemala – Cemento II, Informe del Grupo Especial, párrafo 8.62.  
22 CE – Ropa de cama, Informe del Grupo Especial, párrafo 6.199. 
23 México – Tuberías de acero, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.21. 
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3. Juntamente con el contexto, habrá de tenerse en cuenta: 

a) todo acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la 
aplicación de sus disposiciones: 

b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el 
acuerdo de las partes acerca de la interpretación del tratado: 

c) toda forma pertinente de derecho internacional aplicable en las relaciones entre  las 
partes. 

4. Se dará a un término un sentido especial si consta que tal fue la intención  de las 
partes. 

67. Por lo tanto, este Panel Binacional debe analizar el sentido ordinario de los términos “exactitud” y 
“pertinencia”. El Diccionario de la Lengua Española define: 

exactitud f. Cualidad de exacto. 

exacto, ta 

[…] 

2. adj. Dicho de una cosa: Perfectamente adecuada… 

4. adj. Rigurosamente cierto o correcto… 

8. adj. Dicho de una propiedad que puede ser medida, o de las cosas o personas 
cuantificadas: Sin defecto ni exceso… 

adecuado, da 1. adj. Apropiado para alguien o algo. 

pertinencia f. Cualidad de pertinente. 

pertinente 1. adj. Perteneciente o correspondiente a algo… 

2. adj. Que viene a propósito.24 

68. Entrando al análisis de las circunstancias particulares de este caso concernientes al inicio de la 
Investigación, el Panel Binacional observa que la Autoridad Investigadora no disputa que en investigaciones 
previas determinó que el sulfato de amonio granular y estándar eran distintos productos con precios 
diferentes. En su Memorial respondió: 

…la SE no está obligada a seguir sus precedentes, entonces simple y sencillamente, las 
determinaciones que la SE emitió en la investigación anterior sobre sulfato de amonio, no 
tienen absolutamente ninguna pertinencia en este caso.25 

69. En la Audiencia Pública, el representante legal de la Autoridad Investigadora reiteró este punto: 

- Rodrigo Orozco: …[L]o que ellos [AdvanSix e Isaosa] sostienen es que ex-ante la 
Secretaría tenía que haber hecho esa diferenciación, antes de iniciar y lo que nosotros 
decimos es: eso es algo que no se puede hacer por varias razones primera: es el mismo 
producto como lo acabamos de decir, segunda: las importaciones entran por la misma 
fracción arancelaria, no hay manera de distinguirlas, se tiene un solo dato, por eso se toma 
como importación y no se hace esa distinción y tercera: legalmente existe un estándar para 
iniciar y ese estándar no es el mismo que el que se tiene que seguir para aplicar una cuota 
compensatoria preliminar o final, esto se ha reconocido ya en la jurisprudencia de la OMC, 
curiosamente hace unos momentos las reclamantes citaba en el caso de tuberías de acero, 
México Tuberías de Acero, en donde decían que no se inició porque había un tema de los 
documentos de una cotización, pero ese no es realmente el punto aplicable aquí, ahora nos 
podemos referir al tema de la cotización también si gusta, pero lo importante aquí es que el 
panel definió que en ningún momento estaba tratando de sugerir que la Autoridad 
Investigadora debe contar con las mismas pruebas con el mismo grado de certidumbre para 

                                                 
24 Real Academia Española. Diccionario de la lengua española, 23ª ed., [versión 23.2 en línea], https://dle.rae.es, consultado el 23 de junio de 
2019. 
25 Memorial de la Autoridad Investigadora, p. 270. 
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iniciar una investigación que para imponer una cuota preliminar o una final ese mismo panel 
al que se refirieron y otros desde luego. 

[…] 

En el caso de las resoluciones emitidas por la autoridad… un procedimiento administrativo 
que se lleva en forma de juicio es en sí mismo un universo de datos -autocontenido- no es 
dable acudir a otro universo de datos que está en otro expediente administrativo, primero y 
segundo ese expediente tenía más de veinte años de haber concluido. La cuestión de cómo 
opera una rama de producción o cómo opera un producto determinado en su 
comercialización después de veinte años es realmente algo que se tiene que tomar en 
cuenta, muchas cosas pueden cambiar. La última cuestión es: el panel binacional finalmente 
tiene el objetivo de revisar si la resolución emitida por la Secretaría es conforme con la 
información del expediente administrativo no de otros expedientes. 

[…] 

La práctica administrativa de la Secretaría consiste en eso y es la práctica administrativa la 
que tiene que prevalecer junto con y en la medida adecuada con la ley, con el reglamento, 
con el acuerdo antidumping, con toda la normatividad, entonces, en realidad no la hay, no 
hay una distinción. Si nosotros tuviéramos la obligación de tomar datos de otro expediente 
esto se convertiría en una cosa terrible porque el expediente en realidad se convertiría en 
algo que no tendría fin y las formalidades esenciales del procedimiento pueden ser 
vulneradas. ¿En dónde está el límite para respetar la garantía de audiencia y de seguridad 
jurídica? Pues en gran medida en las formalidades del procedimiento que implican conocer 
la litis, establecer y conocer la litis, ¿cuál era la litis? ésa, no la que está en otro expediente. 

[…] 

[R]ecordemos que en ese momento no había litis todavía, apenas iba a iniciar el 
procedimiento. Se presentan datos y la función de esos datos es crear una presunción 
suficiente para que inicie la investigación, previamente no hay litis, no se les ha notificado a 
las contrapartes. Cuando se decide iniciar empieza la litis y el conocimiento de los datos del 
expediente es lo que determina la litis, lo que se presenta ahí, ese es el primer punto. El 
segundo es, recordemos que es una investigación que tiene más de veinte años de 
antigüedad, las cosas pueden cambiar, la obligación de la autoridad es como Usted lo dice: 
vamos a abrirlo para ver cuál es el estado de las cosas, cuál es la verdad y no se sigue una 
práctica administrativa distinta, de hecho como lo mencionamos es espejo, tal cual. 

- Jorge Nacif: ¿el sulfato de amonio ha variado en los veinte años de las investigaciones? 

- Rodrigo Orozco: no, no el sulfato, bueno ya vimos que no pero no podemos prejuzgarlo, 
nosotros no lo podemos saber, no sabemos cómo funcione hoy en día la industria del 
sulfato de amonio si no investigamos de otra manera pierde sentido la investigación. Ahora 
al inicio, antes del inicio, toda esa información no se puede conocer, ese es el otro gran 
punto, al inicio lo único que se tiene es la solicitud, no más. Hay una solicitud de inicio, no se 
tiene información de cómo opera el mercado, de cómo están las partículas, de cómo hay, de 
qué diferencias hay. ¿Cuál es el estándar entonces? ¿Hay una presunción para iniciar la 
investigación o no y en dónde está definido? En la jurisprudencia de la OMC, qué nos dice: 
de ninguna manera se exige tener pruebas como esas: ya segmentado, valores, cálculos. 
De ninguna manera se exige para iniciar, como sí se exige para imponer una cuota 
preliminar o una definitiva. El estándar es distinto, el estándar rige, se respetó. 

¿Continuo la lectura? ¿Sí? 

Un poco en relación con lo que comentábamos, como lo ha determinado la jurisprudencia 
de la OMC, al inicio de una investigación lo que la autoridad debe determinar es si existen 
pruebas de un supuesto dumping y así lo señala el Acuerdo Antidumping y no pruebas 
conclusivas de la existencia de dumping. Sobre este punto, el estándar para iniciar una 
investigación es completamente diferente al estándar para sustentar una determinación 
preliminar o definitiva, pues para iniciar no es necesario que se cuente–y esto es texto 
extraído de esos precedentes–no es necesario que se cuente con pruebas de la misma 
calidad y cantidad que serían necesarias para sustentar una determinación preliminar o 
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final. De hecho si esto fuera así, la investigación perdería todo el sentido porque ya ex-ante 
se tendrían todas las pruebas.26 

70. Es cierto que el estándar probatorio para propósitos de iniciar una investigación es distinto que los 
aplicables a las resoluciones preliminar y final, como lo manifestó la Autoridad Investigadora. Según ya lo 
señaló el Panel Binacional, el estándar aplicable al inicio de una investigación es uno de suficiencia. 

71. También es cierto que antes de iniciar la investigación no hay controversia. Las partes interesadas 
que pudieran tener intereses opuestos a los de los solicitantes (e.g. los importadores o exportadores de los 
bienes objeto de la solicitud) no han sido notificadas ni llamadas a comparecer ante la autoridad investigadora 
y seguramente desconocen que una solicitud ha sido presentada. Por lo tanto, las pruebas que obran ante la 
autoridad investigadora son más limitadas. No obstante, como ya lo observó el Panel Binacional, las pruebas 
ante la autoridad investigadora no se restringen a aquellas que los solicitantes presentaron con su solicitud. La 
Autoridad Investigadora admite que no tiene un rol pasivo. Más bien, “[s]u papel consiste en evaluar la 
información que se le presenta, reunir más información por sus propios medios…”, según ella misma afirmó. 
De hecho, en este caso, antes de iniciar la investigación, la Autoridad Investigadora solicitó información 
adicional a los Solicitantes, así como a otros productores nacionales, Fertirrey, S.A. de C.V., Agrosur y Univex, 
S.A. (“Univex”), a través de la llamada “prevención”27. 

72. Más aún, éste es un caso inusual porque la Autoridad Investigadora previamente había llevado a 
cabo otra investigación y tres exámenes de vigencia subsecuentes relativos exactamente al mismo producto 
que es objeto de la Resolución Final que se revisa en este procedimiento ante el Panel Binacional: sulfato de 
amonio importado de Estados Unidos. Tanto aquellos procedimientos como la investigación que nos 
concierne involucraron a varias de las mismas partes interesadas, incluidas Agrogen, AdvanSix, Isaosa  y 
Pronamex. 

73. De tal manera, en las circunstancias particulares de este caso no es cierto que “al inicio lo único que 
se tiene es la solicitud, no más. Hay una solicitud de inicio, no se tiene información de cómo opera el mercado, 
de cómo están las partículas… de qué diferencias hay”. La Autoridad Investigadora tenía sus propias 
determinaciones previas relativas a exactamente el mismo producto de exactamente el mismo origen. 

74. El Panel Binacional está de acuerdo con la Autoridad Investigadora en que ésta no estaba obligada a 
incorporar el Expediente Administrativo de otros procedimientos en la investigación objeto de la Resolución; 
pero sus propias resoluciones es una cuestión muy distinta. Se trata de documentos oficiales que están 
disponibles públicamente, concernientes a exactamente el mismo producto del mismo origen y que involucran 
a varias de las mismas partes interesadas, incluidas un peticionario (Agrogen), un importador (Isaosa) y un 
exportador (Honeywell, hoy AdvanSix) que, además, fueron identificados en la Solicitud de Inicio. 

75. Al analizar si las pruebas presentadas con la Solicitud de Inicio eran exactas (perfectamente 
adecuadas, rigurosamente ciertas o correctas, sin defecto ni exceso, apropiadas) y pertinentes 
(correspondientes, que vienen a propósito), una autoridad investigadora objetiva e imparcial no podría haber 
simplemente ignorado, desechado como “desconocida” o considerado irrelevante por tratarse de un 
expediente distinto información oficial, pública, emitida por ella misma, relativa a una determinación de 
dumping, daño y relación causal concernientes al mismo producto, del mismo origen, que involucró a algunas 
de las mismas partes, incluidos los solicitantes originales. 

76. El Panel observa que en la resolución final de Sulfato de Amonio (1997), es decir, la de la 
investigación original, la Autoridad Investigadora: 

a. concluyó que “[e]xisten dos tipos de sulfato de amonio el “standard grade” y el “granular grade”, 
sus diferencias radican, por una parte, en el tamaño de sus partículas… [y] por otra, en el precio 
de venta, el sulfato de amonio granular es mayor al del estándar”28; 

b. aceptó la metodología para el cálculo del valor normal que los solicitantes propusieron, la cual se 
basó en un análisis estadístico de los precios de venta semanales para el sulfato de amonio 
granular publicados para siete regiones de Estados Unidos durante el periodo de investigación, y 
la selección de la región —California— que reflejó el menor error estándar en el promedio de 
precios más bajo de los registrados en las siete regiones29; y 

                                                 
26 Versión estenográfica de la Audiencia Pública, pp. 35 a 38. 
27. Oficios UPCI.416.14.0828, UPCI.416.14.0829 y UPCI.416.14.0830 de fecha 12 de mayo de 2014, documentos 9, 11 y 14 del expediente 
administrativo, Vol. 2 NCF, pp. 2NCF/130, 2NCF/134 y 2NCF/139. 
28 Resolución final de Sulfato de Amonio publicada en 1997 en el caso Sulfato de Amonio (1997), numeral 7. Memorial de AdvanSix, pp. 40 y 
41. 
29 Memorial de AdvanSix, numeral 48, por referencia a la resolución preliminar de 1996, numerales 40 y 41, en el caso Sulfato de Amonio 
(1997). 
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c. toda vez que el precio de exportación se calculó para el sulfato de amonio estándar, ajustó el 
precio de las ventas en el mercado interno para el sulfato de amonio granular con objeto de 
eliminar la diferencia de precios30. 

77. En el primer examen de vigencia, la Autoridad Investigadora aplicó una metodología similar para el 
cálculo del valor normal, basada en un análisis estadístico de los precios semanales reportados para las siete 
regiones de Estados Unidos. También resultó en la selección de la región de California que, nuevamente, tuvo 
el menor precio promedio31. En el segundo examen de vigencia, la Autoridad Investigadora nuevamente 
consideró la información de Green Markets, aunque hay menos detalle respecto de qué regiones consideró 
específicamente. No obstante, la Autoridad Investigadora nuevamente ajustó los precios para eliminar el 
diferencial entre el precio del sulfato de amonio granular y el estándar32. En cada caso la Autoridad 
Investigadora se basó en la información y metodologías que los solicitantes proporcionaron para el cálculo del 
valor normal. 

78. En la Audiencia Pública la Autoridad Investigadora sugirió que el expediente administrativo de la 
investigación tenía más de veinte años de haber concluido y muchas cosas podían haber cambiado33. Sin 
embargo, los hechos no lo sustentan pues la Autoridad Investigadora concluyó dos exámenes de vigencia 
subsecuentes en los que aplicó una metodología que consideró los precios publicados para todas las regiones 
con base en un análisis estadístico y, habiendo reconocido el diferencial de precios entre el sulfato de amonio 
granular y estándar, al calcular el valor normal ajustó los precios de venta internos para eliminar  las 
diferencias. 

79. El punto no es si la Autoridad Investigadora debía haber hecho un análisis similar en la fase anterior 
al inicio de la Investigación que aquí nos concierne, o si debió haber llegado a conclusiones distintas. La 
cuestión es, más bien, si al examinar la exactitud y pertinencia de las pruebas aportadas con la Solicitud de 
Inicio, debió haber considerado también la información oficial, pública, elaborada por ella misma concerniente 
al mismo producto del mismo origen y que involucró a algunas de las mismas partes interesadas incluido uno 
de los solicitantes originales. 

80. El Panel Binacional determina que las resoluciones previas sobre el mismo producto eran pertinentes 
al examen que tenía que realizar conforme al artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping. Es evidente en sí mismo 
que las tenía disponibles. Sin embargo, omitió considerarlas. Por consiguiente, su examen de la exactitud y 
pertinencia de las pruebas presentadas con la Solicitud de Inicio estuvo viciado. En consecuencia, el Panel 
Binacional concluye que la determinación de la Autoridad Investigadora de que tuvo pruebas suficientes que 
justificaron el inicio de la investigación es incompatible con el artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping. 

C. Análisis del alegato de que la Resolución Final es ilegal toda vez que el daño se 
limita a un solo productor, por lo que no puede considerarse representativo de la 
industria nacional en contravención a lo dispuesto por el artículo 63 del RLCE. 

1. Posición de las Partes 

a. AdvanSix e Isaosa. 

81. Las Reclamantes han alegado tanto en sus respectivos memoriales como en los argumentos que 
expusieron en la Audiencia Pública que el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping define “rama de producción 
nacional” como la totalidad de los productores nacionales del producto similar que compite con las 
importaciones investigadas o como una proporción importante de dichos productores, en términos de la 
producción total. Sostienen que, independientemente de quienes conformen la industria nacional, el artículo 
63 del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior (RLCE) obliga a la Autoridad Investigadora a verificar que 
la determinación de daño sea representativa de la situación que enfrenta la Rama de Producción Nacional. 

82. Alegan que la Resolución Final no menciona que AdvanSix hizo referencia a la investigación de 
Cepillos de Dientes de China como prueba de que en el pasado la misma Autoridad Investigadora ya había 
interpretado y aplicado el artículo 63 del RLCE en la forma como AdvanSix lo planteó durante la Investigación 
y ahora lo plantean las Reclamantes ante este Panel Binacional. 

                                                 
30 Íd., numerales 45 al 49 (de la resolución preliminar de 1996). 
31 Resolución final del primer examen de vigencia publicada en 2003, numerales 41 al 45 en el caso de Sulfato de Amonio (1997). Memorial 
de AdvanSix, pp. 40 y 41. 
32 Resolución final del segundo examen de vigencia publicada en 2008, numerales 62 al 64 en el caso de Sulfato de Amonio (1997). 
Memorial de AdvanSix. pp. 40 y 41. En el último examen de vigencia los productores nacionales informaron a la Autoridad Investigadora que 
ya no tenían interés en la aplicación de cuotas compensatorias al sulfato de amonio de Estados Unidos. En consecuencia, la Autoridad 
Investigadora concluyó la investigación y eliminó las cuotas compensatorias. Véase la Resolución final del tercer examen de vigencia 
publicada en 2013 en el caso Sulfato de Amonio (1997). Memorial de AdvanSix, pp. 40 y 41. 
33  Versión estenográfica de la Audiencia Pública de la Investigación, p. 36. 
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83. Sostienen las Reclamantes que lo que hizo la Autoridad Investigadora fue rechazar la solicitud de 
AdvanSix relacionada con la “representatividad del daño” sobre la base que el artículo 4.1 del Acuerdo 
Antidumping excluye la posibilidad de efectuar determinaciones de daño por empresa34, siendo que esta 
conclusión es incorrecta. Las Reclamantes consideran que malinterpretó por completo la posición de 
AdvanSix. Reseñan, asimismo, que la Autoridad Investigadora también determinó que, toda vez que la 
industria nacional incluía a los cuatro productores nacionales, dichos productores eran necesariamente 
representativos de la totalidad de la producción nacional35. Sostienen las Reclamantes que esta conclusión 
también es errónea en virtud de que la controversia no se centraba sobre si los cuatro productores nacionales 
eran representativos de la producción nacional, sino que versaba sobre si el daño era representativo de la 
situación de la industria nacional. 

84. Las Reclamantes alegan que el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping define “rama de producción 
nacional” en el sentido “...de abarcar el conjunto de los productores nacionales de los productos similares, o 
aquellos de entre ellos cuya producción conjunta constituyan una producción importante de la producción 
nacional total de dichos productos”. Sostienen que ésta es la misma definición de “industria nacional” que 
establece el artículo 40 de la Ley de Comercio Exterior (LCE) y que los grupos especiales de la Organización 
Mundial del Comercio (OMC) han establecido que el término “proporción importante” puede ser interpretado 
para referirse, incluso, a una proporción menor al 50% de la totalidad de la producción nacional36. 

85. De lo anterior concluyen que, de conformidad con los artículos 4.1 del Acuerdo Antidumping y 40 de 
la LCE, la industria nacional puede incluir, ya sea a todos los productores nacionales, o a aquéllos que 
representan una proporción importante del producto similar de que se trata, sin que esa proporción importante 
necesite alcanzar necesariamente el 50% de la producción total. 

86. Las Reclamantes señalan que, por el contrario, el artículo 63 del RLCE no define la rama de 
producción nacional y consideran que esta disposición tiene un propósito distinto “que es analizar si el daño 
causado a la rama de producción nacional es generalizado en contraposición a aislado, sin importar la forma 
en la que fue configurada la producción nacional en términos del artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping y el 
artículo 40 de la LCE”37. 

87. Citan el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE que establece: 

[…] 

La Secretaría deberá asegurarse de que la determinación de daño correspondiente sea 
representativa de la situación de la rama de producción nacional. 

88. Consideran que el artículo 63 del RLCE obliga a la Autoridad Investigadora a verificar que la 
determinación de daño sea “representativa de la situación de la industria nacional”, esto es, que sea ilustrativa 
de la situación generalizada de la industria nacional, independientemente de si la industria nacional incluye a 
todos los productores nacionales o está limitada a una “proporción importante” de ellos. 

89. El argumento central de las Reclamantes en este punto es: 

…el propósito del artículo 63 es prevenir la posibilidad de que las determinaciones de daño 
se basen en evidencia parcial o fragmentada que se limite a un solo productor o a pocos 
productores. Este enfoque tiene mucha lógica en virtud de que los productores nacionales 
que se ven afectados por factores distintos a las importaciones investigadas podrían 
autoelegirse como solicitantes en una investigación antidumping, y luego llevar una 
determinación de daño a que resulte positiva en caso de tener un peso suficiente 
significativo en la producción nacional, sin importar como esta última haya sido definida.38 

90. Destacan que esta interpretación del artículo 63 del RLCE es idéntica a la de la misma Autoridad 
Investigadora en la investigación sobre Cepillos de Dientes de China. Señalan que en dicha investigación la 
Autoridad Investigadora definió a la industria nacional a manera de comprender los cinco productores 

                                                 
34 Resolución Final, numeral 182: “…el análisis del efecto de las importaciones investigadas sobre los indicadores económicos y financieros 
de la rama de producción nacional fabricante de la mercancía similar corresponde al análisis de daño causado a una rama de producción 
nacional y no consiste en análisis individuales ni parciales”. 
35 Íd., numeral 183. 
36 CE – Elementos de fijación (China), Informe del Grupo Especial, párrafos 7.225 y 7.230; y Argentina – Derechos antidumping sobre los 
pollos, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.341. 
37 Memorial de AdvanSix, p. 51.  
38 Íd., p. 52. 
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nacionales39, dentro de los cuales la empresa Plásticos y Tecnología S.A. de C.V. (“Plastitec”) jugó el rol de 
Solicitante40. En línea con esta definición de la rama de producción nacional, la Autoridad Investigadora 
requirió y obtuvo información de daño por parte de los otros cuatro productores nacionales distintos de 
Plastitec, el cual ya había proporcionado información en su solicitud de inicio de la investigación41. Sostienen 
que la Autoridad Investigadora, habiéndose percatado de que el desempeño económico y financiero de los 
otros cuatro productores nacionales era muy diferente al mostrado por Plastitec, consolidó la información 
económica y financiera de esos cuatro productores y la comparó contra la información económica y financiera 
de Plastitec. Al llevar a cabo dicha comparación, determinó que: 

La situación económicamente adversa de Plastitec no podría considerase representativa del 
daño importante a la rama de producción nacional total de cepillos de dientes, puesto que 
los productores no solicitantes reflejaron un comportamiento relativamente positivo en sus 
principales indicadores económicos, tales como producción, ventas, participación de 
mercado, empleo, salarios, crecimiento, capacidad instalada y la utilización de la misma, 
ingresos, entre otros factores.42 

91. Señalan las Reclamantes que la Autoridad Investigadora demostró el contraste entre el 
comportamiento en términos de ingresos de los cuatro productores nacionales distintos a Plastitec y el de 
Plastitec al señalar que: 

…los datos disponibles permitan apreciar que a lo largo del periodo analizado los ingresos 
por ventas internas de los productores no solicitantes (Braun de México, Clinic y Cepillera 
Dental de Monterrey) aumentaron 10 por ciento, que contrasta con la caída de 28 por ciento 
de Plastitec.43 

92. Recuerdan las Reclamantes que la Autoridad Investigadora concluyó la investigación sobre Cepillos 
de Dientes de China, sin la imposición de cuotas compensatorias, en virtud de que no fue posible “determinar 
que la existencia material de daño fuera representativa de la situación de la industria nacional según lo 
dispuesto en el artículo 63 de Reglamento”44. 

93. Destacan las Reclamantes que es indiscutible que en la investigación de Cepillos de Dientes de 
China la Autoridad Investigadora hizo un análisis de daño más detallado que el correspondiente a la rama de 
producción nacional en su conjunto al interpretar el artículo 63 del RLCE. En este caso la Autoridad 
Investigadora no vio conflicto alguno entre el artículo 63 del RLCE y el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping. 
Por consiguiente, la Autoridad Investigadora debió haber determinado que el daño no era representativo 
según lo dispuesto en el artículo 63, ya que no hay diferencia sustancial en los hechos vistos en la 
investigación de Cepillos de Dientes de China y aquéllos sobre los que versó la Investigación que es objeto de 
esta revisión. 

94. Las Reclamantes alegan que la Autoridad Investigadora en este caso debió determinar que el daño 
no es “representativo” según lo dispuesto en el artículo 63 del RLCE, al no haber diferencia sustancial entre 
los hechos vistos en la investigación sobre Cepillos de Dientes de China y aquéllos sobre los que versa la 
investigación de sulfato de amonio. Destacan que durante el periodo analizado hubo cuatro productores 
nacionales de sulfato de amonio en México (en orden de importancia de acuerdo a su nivel de producción) 
Agrogen; (ii) Univex; (iii) Met-Mex y (iv) Agrosur, con distintos niveles de participación en las ventas nacionales 
del producto. 

95. Señalan que Agrogen y Met-Mex jugaron el rol de solicitantes45 pese a que en la Solicitud de Inicio no 
solo se incluía información de los Solicitantes que formalmente pidieron el inicio de la investigación, sino 

                                                 
39 Véase la Resolución preliminar en el caso Cepillos de Dientes de China. 
40 Íd., numeral 1. 
41 Íd., numerales 56, 58, 60 y 64. 
42 Íd., numeral 167.B. 
43 Íd., numeral 166. 
44 Íd.,numeral 169: “…la Secretaría concluye que no fue posible determinar la existencia de daño importante que fuera representativa de la 
situación de la rama de producción nacional total en términos del artículo 63 del RLCE”; y 168: “…los resultados descritos anteriormente 
permiten concluir que el comportamiento adverso de la solicitante no puede considerarse representativo de la situación de la rama de 
producción nacional total, en términos de lo previsto en el párrafo tercero del artículo 63 del RLCE. 
45 Resolución de Inicio, numeral 1. 
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también de Univex y Agrosur46. La Autoridad Investigadora designó a Univex y Agrosur como “productores 
nacionales no-solicitantes”47. 

96. La Autoridad Investigadora definió a la industria nacional a manera de incluir a los cuatro 
productores48 y le requirió información adicional a Univex y Agrosur tanto antes del inicio de la investigación 
antidumping, como de forma posterior49. 

97. Las Reclamantes señalaron que durante el periodo analizado hubo cuatro productores nacionales de 
sulfato de amonio. En orden de importancia de acuerdo con su nivel de producción, los productores fueron 
Agrogen, Univex, Met-Mex y Agrosur. En ese lapso, las ventas de Agrogen representaron entre el 40% y el 
45% de las ventas nacionales, las de Univex, entre el 26% y el 33%, las de Met-Mex el 18% y las de Agrosur, 
entre el 6% y el 9%. 

98. Consideran las Reclamantes que, de no haber incluido a Univex como parte de la industria nacional, 
la Autoridad Investigadora no habría tenido suficientes pruebas para alegar daño a esa industria. Las 
Reclamantes señalan que AdvanSix, en su momento, señaló que el único productor nacional que mostró 
señales de daño fue Univex y que el mal desempeño de Univex no tenía relación alguna con las 
importaciones investigadas. Sostienen que AdvanSix señaló, asimismo, que Univex era el único productor 
nacional que producía sulfato de amonio como subproducto de la caprolactama. AdvanSix explicó que la 
producción de sulfato de amonio de Univex se había contraído sustancialmente porque se encontraba ligada a 
la caída de su producción de caprolactama, la cual había disminuido significativamente debido a los bajos 
precios que se observaron a nivel mundial en este producto atribuible a la sobreproducción china. 

99. A la luz del artículo 63 del RLCE y de la propia interpretación y aplicación que hizo la Autoridad 
Investigadora de dicha disposición en Cepillos de Dientes de China, AdvanSix solicitó a la Autoridad 
Investigadora verificar la “representatividad del daño” comparando el desempeño económico y financiero de la 
industria nacional en su conjunto (incluyendo a los cuatro productores nacionales) contra el desempeño 
económico y financiero de la industria nacional, excluyendo a Univex. AdvanSix llevó a cabo esta comparación 
por cuenta propia y concluyó que, debido a que el daño sólo podía demostrarse cuando Univex se incluía 
dentro de la industria nacional, el daño se limitaba a Univex y, por tanto, dicho daño no podía considerarse 
como “representativo” de la industria nacional en términos del artículo 63 del RLCE. 

100. En la investigación, AdvanSix no solicitó a la Autoridad Investigadora que llevara a cabo una 
determinación de daño para cada productor individual dentro de la industria nacional. Las Reclamantes 
señalan que, para cerciorarse que el daño es representativo, la Autoridad Investigadora necesariamente tiene 
que recurrir a alguna desagregación de la industria nacional. Consideran que esto está implícito en el 
significado del adjetivo “representativo”, ya que es imposible analizar si el daño es representativo sobre la 
base del examen de la industria nacional en su conjunto. 

101. Insisten que su posición no es que la Autoridad Investigadora tuviera que efectuar una determinación 
sobre la existencia de daño por empresa. Aseguran que en ningún momento plantearon que, para cumplir con 
lo dispuesto en el artículo 63 del RLCE, la Autoridad Investigadora debía llevar a cabo determinaciones de 
daño por separado para Agrogen, Met-Mex, Univex y Agrosur. Lo que han argumentado es que, para cumplir 
con lo dispuesto en el artículo 63 del RLCE, la Autoridad Investigadora debía comparar el desempeño de la 
producción nacional cuando se incluye a los cuatro productores nacionales contra el desempeño de la 
producción nacional al excluir a Univex, el único productor que, aparentemente, resintió daño, según la 
información disponible en el Expediente Administrativo. De constatarse que el daño deja de existir una vez 
que se excluye a Univex, tendría que resolverse que el daño está confinado a una empresa por lo que no es 
representativo en los términos del artículo 63 del RLCE. Las Reclamantes aseguran que ésta es la manera de 
aplicar el artículo 63 que ha seguido la Autoridad Investigadora en otras investigaciones, por ejemplo, en 
Cepillos de Dientes de China. 

102. Enfatizan las Reclamantes que, en esta investigación, tal como ocurrió en Cepillos de Dientes de 
China, el daño se limita a un productor nacional. Tan es así que, como AdvanSix manifestó en la audiencia 
pública de esta investigación, en el Informe Anual de 2013 de Industrias Peñoles (la empresa controladora de 
Met-Mex) se asienta que “[el] buen ejercicio que registró el sector agrícola nacional favoreció el desempeño 

                                                 
46 En el numeral 25 de la Resolución de Inicio, la Autoridad Investigadora listó la información proporcionada por los Solicitantes en la Solicitud 
de Inicio. Dicha información incluyó los volúmenes de producción, ventas al mercado doméstico y al de exportación, importaciones y precios, 
tanto de Univex como de Agrosur, con respecto al negocio del sulfato de amonio. Tanto Univex como Agrosur presentaron información de 
forma posterior en respuesta a los cuestionarios adicionales que les emitió la Autoridad Investigadora, antes y después del inicio de la 
investigación Antidumping. Véase la nota al pie de página 55. No obstante la Autoridad Investigadora les dio un trato de “Partes No 
Solicitantes”. Resolución de Inicio, párrafos 28 y 32. 
47 Resolución de Inicio, numeral 27. 
48 Íd., numeral 71. 
49 Íd., numerales 27 y 31. 
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de este producto [el sulfato de amonio], que logró nuevos récords de producción y ventas en la mayoría de 
sus presentaciones”. 

103. Las Reclamantes llaman la atención a que, excluyendo a Univex, en 2013 la producción nacional 
incrementó sus volúmenes de ventas en 9% y sus volúmenes de producción en 8%, mientras que los 
indicadores de empleo y salarios se mantuvieron estables. Destacan que los indicadores financieros de la 
industria nacional excluyendo a Univex tampoco exhibieron un deterioro en 2013. 

104. Concluyen a este respecto que, al igual que ocurrió en el procedimiento sobre Cepillos de Dientes de 
China, en esta investigación la Autoridad Investigadora debería haber concluido que las pruebas sobre el 
daño son parciales (pues se limitaron a una sola empresa) y que, por lo tanto, el daño que pudo haber existido 
no es representativo, contrariamente a lo que requiere el artículo 63 del RLCE. 

105. Por principio de cuentas, la idea de que la Autoridad Investigadora pudo haber pensado que había un 
conflicto entre el artículo 63 del RLCE y el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping no es creíble. El tercer párrafo 
del artículo 63 del RLCE, que requiere que las determinaciones de daño sean representativas, fue reformado 
el 22 de mayo de 2014 (apenas tres meses antes del inicio de la Investigación) con la finalidad de eliminar el 
lenguaje por el cual se obligaba a la Secretaria de Economía a recopilar información de daño correspondiente 
a productores nacionales que no jugaban el rol de solicitantes50. 

106. Consideran las Reclamantes que, si la Autoridad Investigadora era de la noción de que existía un 
conflicto o contradicción entre los artículos 63 del RLCE y 4.1 del Acuerdo Antidumping que podía haber 
resuelto por sí misma, era necesario manifestar dicho conflicto o contradicción en la Resolución Preliminar y 
en la Resolución Final, según lo previsto en el artículo 12.2 del Acuerdo Antidumping, toda vez que ese 
conflicto hubiera constituido una “cuestión de hecho y de derecho” en los términos de esta disposición51. 
Señalan que la Autoridad Investigadora, no hizo mención alguna de dicho conflicto en la Resolución Preliminar 
ni en su Resolución Final. 

107. Sostienen que la Autoridad Investigadora debió haber explicado por qué en la investigación de 
Cepillos de Dientes de China no se presentó dicho conflicto. 

108. La Reclamantes admiten que la Autoridad Investigadora no está jurídicamente obligada a seguir 
todos sus precedentes en cada instancia y pudiera diferir y apartarse de lo que resolvió en otros casos que 
trataban sobre la misma cuestión, o incluso revertir su práctica, pero consideran que, para hacerlo, la 
autoridad está obligada a presentar una explicación relevante. Afirman que lo que no podía simplemente 
hacer era ignorar sus interpretaciones legales previas, como ocurrió en este caso. 

109. Las Reclamantes consideran que están fuera de contexto las referencias a las que hace mención la 
Autoridad Investigadora en el párrafo 182 de la Resolución Final y el párrafo 190 del Informe del Órgano de 
Apelación de la OMC en Estados Unidos Acero laminado en caliente, así como el párrafo 7.321 del Informe 
del Grupo Especial en México  Tuberías de acero. Lo anterior debido a que dichas referencias señalan que 
una determinación de daño debe realizarse respecto la industria nacional tal y como ha sido definida conforme 
al artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping. Sin embargo, alegan las Reclamantes, estas referencias no abordan 
la cuestión subsecuente de si, una vez que la industria nacional se ha configurado de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping, las pruebas de daño pueden examinarse con mayor 
detalle, según lo dispone el artículo 63 del RLCE. 

110. Destacan las Reclamantes que, al referirse al Informe del Órgano de Apelación en Estados Unidos-
Acero Laminado Caliente, la Autoridad Investigadora desestimó partes de este informe que apoyan el 
argumento de que las pruebas de daño pueden ser examinadas a un nivel más detallado que el de la industria 
nacional en su conjunto. Recuerdan que, en particular, en Estados Unidos-Acero Laminado Caliente, el 
Órgano de Apelación concluyó: 

…nos parece perfectamente compatible con el párrafo 4 del artículo 3 [del Acuerdo 
Antidumping] que las autoridades encargadas de la investigación realicen una evaluación de 
partes, sectores o segmentos determinados de la rama de producción nacional o que un 

                                                 
50 Véase el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior 
publicado en el DOF el 22 de mayo de 2014. El artículo segundo transitorio de dicho Decreto establece que todos los procedimientos 
administrativos que se estaban llevando a cabo a la fecha de publicación del Decreto tenían que resolverse de conformidad con las 
disposiciones generales del RLCE efectivas al momento de su inicio. Por lo tanto, dado que los Solicitantes presentaron la Solicitud de Inicio 
antes de las reformas al artículo 63 del Reglamento, la investigación de sulfato de amonio se debió seguir de acuerdo con el texto original de 
dicha disposición la cual incluía la obligación de obtener información de daño de Univex y Agrosur, aun cuando ninguna de dichas empresas 
compareció como solicitantes. 
51 El artículo 12.2 del Acuerdo Antidumping establece que: “Se dará aviso público de todas las determinaciones preliminares o definitivas, 
positivas o negativas, de toda decisión de aceptar un compromiso en la aplicación del artículo 8, de la terminación de tal compromiso y de la 
terminación de un derecho antidumping definitivo. En cada uno de esos avisos figurarán, o se harán constar de otro modo mediante un 
informe separado, con suficiente detalle las constataciones y conclusiones a que se haya llegado sobre todas las cuestiones de hecho y de 
derecho que la autoridad investigadora considere pertinentes”. 
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Miembro encomienda [sic] a sus autoridades encargadas de la investigación que lo hagan. 
Ese análisis sectorial puede ser sumamente pertinente, desde un punto de vista económico, 
para evaluar el estado de una rama de producción en su conjunto.52 

111. Asimismo, señalan las Reclamantes que el Grupo Especial en México-Jarabe de Maíz expresó un 
punto de vista similar, al observar que: 

…una conclusión de la existencia de daño o amenaza de daño a un sector determinado 
puede ser indicativo de la existencia de daño o de amenaza de daño a la rama de 
producción, siempre que el sector que se trate sea suficientemente representativo del 
conjunto de la rama de producción afectada. No obstante, si es esa la base de la 
determinación de la autoridad investigadora, deben explicarse las razones por las que la 
autoridad investigadora considera que la información y las conclusiones relativas a ese 
sector del mercado son representativas del conjunto de la rama de producción.53 

112. Concluyen de lo anterior que, de acuerdo con lo dispuesto en los informes de la OMC en Estados 
Unidos-Acero Laminado Caliente y México-Jarabe de Maíz, en un paso posterior a la configuración de la rama 
de producción nacional conforme a lo establecido en el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping, las pruebas de 
daño pueden examinarse a un nivel más detallado que el de la rama de producción nacional, siempre y 
cuando dicho examen lleve a resultados que sean representativos de la situación de la rama de producción 
nacional en su conjunto. Este es, precisamente, el tipo de análisis que el artículo 63 del el RLCE exige a la 
Autoridad Investigadora llevar a cabo. 

113. Consideran que, si el daño no es representativo de la situación de la industria nacional en su conjunto 
porque se basa en información de un solo productor, entonces la ausencia de daño es la que sería 
representativa de la situación que enfrenta la rama de la producción nacional. 

114.   En suma, las Reclamantes consideran que la Autoridad Investigadora evadió su obligación de llevar 
a cabo un análisis de daño de conformidad con lo dispuesto en el artículo 63 del RLCE, por lo que la 
Resolución Final es incompatible con la legislación aplicable. Por consiguiente, solicitan a este Panel 
Binacional que, en caso que no declare que la Resolución Final es nula o ilegal, debido a que se dio inicio a la 
Investigación contraviniendo el artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping, que ordene a la Autoridad Investigadora 
que emita una nueva determinación de daño en la que aborde específicamente si el daño es representativo 
aun cuando se limite a un solo productor —Univex—, congruente con lo dispuesto en el artículo 63 del RLCE. 

b. Autoridad Investigadora 

115. La Autoridad Investigadora sostiene que, en principio, es inoperante el alegato de las Reclamantes 
relativo a la correcta interpretación del artículo 63 del RLCE g, como lo detalló en su Memorial bajo el 
apartado “Inoperancias que afectan a la Totalidad del Memorial de Honeywell”. La decisión de este Panel 
respecto a las inoperancias planteadas por la Autoridad Investigadora se contiene en el apartado VII de la 
presente Resolución. 

116. La Autoridad Investigadora hace notar a este Panel Binacional en su Memorial que AdvanSix 
estructuró su alegato sobre la correcta interpretación del artículo 63 del RLCE como accesorio o dependiente 
de su alegato relativo a la compatibilidad de la Resolución Final con el artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping 
por lo que, si el Panel concede la razón a la Autoridad Investigadora respecto de este último, sería innecesario 
entrar al estudio de la correcta interpretación del artículo 63 del RLCE. Añade que la posición de AdvanSix en 
relación con el artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping no tiene sustento, por lo que su alegato relativo al RLCE 
es inoperante. 

117. Sin embargo, este Panel, independientemente de su decisión sobre el artículo 3.5 del Acuerdo 
Antidumping, ha determinado entrar al análisis de la reclamación relativa al artículo 63 del RLCE. 

118. La Autoridad Investigadora alega que la interpretación de las Reclamantes es contraria al texto del 
artículo 63 del RLCE, al “principio de Jerarquía normativa” y a la naturaleza de las disposiciones 
reglamentarias. Estima que el subpárrafo 1 y, en general, todo su alegato parte de una errónea y aislada 
interpretación del artículo 63 del RLCE, por lo siguiente: 

a. las Reclamantes malinterpretan el texto del artículo 63 del RLCE; 

b. lo interpretan fuera del contexto del primer y segundo párrafos del mismo artículo; y 

c. no toman en cuenta la naturaleza reglamentaria del artículo ni acuden a la disposición de la LCE 
que el artículo que se comenta reglamenta. 

                                                 
52 Estados Unidos – Acero laminado en caliente, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 195. Se omiten las notas al pie de página. 
53 México-Jarabe de Maíz, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.155. Se omiten las notas al pie de página. 
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119. La Autoridad Investigadora sostiene que las Reclamantes no llevaron a cabo un análisis sistemático 
para poder saber cuál es el propósito del artículo 63. Dichas omisiones llevaron a las Reclamantes a sostener 
conclusiones contrarias a, o no previstas por, la LCE. 

120. La Autoridad Investigadora señala que las Reclamantes sostienen que la determinación de daño 
debe “verificarse”, lo que ineludiblemente implicaría que se trata de un análisis posterior y adicional a la 
determinación misma de daño, puesto que sólo se puede verificar algo que ya existe. En consecuencia, las 
Reclamantes asumen que el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE busca evitar que las determinaciones de 
daño se basen en datos de un productor o pocos productores, para lo cual se debe realizar un análisis 
adicional y posterior a la determinación de daño a fin de impedir que productores afectados por factores 
distintos a las importaciones objeto de dumping soliciten una investigación antidumping en la que pueda 
llegarse a una determinación positiva de daño. Sin embargo, no explican en qué sustentan sus argumentos. 

121. En primer lugar, la Autoridad Investigadora sostiene que no existe nada en el texto del párrafo tercero 
del artículo 63 que sustente la interpretación que las Reclamantes proponen. El texto de ese párrafo 
claramente señala que la Autoridad Investigadora debe asegurarse que la determinación de daño sea 
representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional. Sin embargo, dicho párrafo no menciona 
nada acerca de si la determinación puede o no basarse en datos de un solo productor o de pocos 
productores, ni acerca de la realización de un examen adicional y posterior a la determinación de daño en sí 
misma. De hecho, considera que esa interpretación de las Reclamantes es totalmente incongruente, puesto 
que la situación de un solo productor (o de pocos de ellos) sí podría ser representativa de la situación de una 
rama de producción nacional y no existe ningún indicio sobre la existencia del análisis posterior  y adicional 
referido. 

122. En segundo lugar, el texto del tercer párrafo del artículo 63 del RLCE no puede interpretarse 
adecuadamente si no se toma en cuenta los párrafos primero y segundo del mismo artículo. El primer párrafo 
claramente establece el ámbito de aplicación del artículo: todos sus párrafos se refieren a la determinación de 
la existencia de daño. El primer párrafo establece que se debe realizar una evaluación del “impacto de las 
importaciones investigadas sobre la rama de producción nacional”. El segundo párrafo establece qué 
características debe tener la información que los solicitantes presenten a la autoridad en cuanto al análisis 
relativo a la determinación de daño. Ese es el contexto inmediato en el que tiene que interpretarse el tercer 
párrafo. Nada en este contexto permite interpretarlo en el sentido propuesto por las Reclamantes; es decir, 
nada en ese contexto inmediato permite inferir que su objetivo es evitar que las determinaciones de daño se 
basen en datos de un solo productor o de pocos productores, ni que deba realizarse un análisis posterior y 
adicional a la determinación de daño. Por ese solo motivo, la interpretación de las Reclamantes debe 
considerarse totalmente inapropiada. La Autoridad Investigadora también alega que, la interpretación de las 
Reclamantes tampoco tiene sustento en la LCE, por lo que debe rechazarse. 

123. En tercer lugar, la Autoridad Investigadora alega que el artículo 63 del RLCE reglamenta el artículo 
41 de la LCE que se refiere a la determinación de la existencia de daño “material” a la rama de producción 
nacional. Sin embargo, uno de los errores más graves en que incurrieron las Reclamantes fue no haber 
tomado en cuenta la disposición de la LCE que ese artículo reglamenta, ni, en general, los principios de dicha 
ley, pues, como exponen los criterios judiciales que cita la Autoridad Investigadora en su Memorial, la validez 
de la interpretación de una disposición reglamentaria se encuentra supeditada a que guarde congruencia con 
las normas legales de la materia y se sujete a los principios que emergen de la ley. La Autoridad Investigadora 
considera que debe optarse por un método hermenéutico de interpretación jurídica54 que armonice los 
preceptos relacionados (el legal y el reglamentario) y no por una interpretación puramente literal y aislada que 
soslaye la coherencia normativa e ignore la supremacía de la ley, de la cual depende, precisamente, la validez 
de la norma reglamentaria. Si la interpretación propuesta no mantiene esa congruencia, entonces simple y 
sencillamente se debe concluir que esa interpretación es totalmente errónea. 

124. La Autoridad Investigadora explica que nada en el texto del artículo 41 de la LCE indica que, en 
efecto, su objetivo sea evitar que la determinación de daño se base en datos de un solo productor o de pocos 
productores, ni que tenga que realizarse un análisis adicional y posterior a la determinación de daño. De 
hecho, la Autoridad Investigadora observa que, lejos de guardar congruencia con el artículo 41 de la LCE, esa 
interpretación llega al caso más extremo de incongruencia con la LCE, pues implica aspectos no contenidos 
en la LCE lo que haría que esta interpretación sea totalmente contraria al “principio de jerarquía normativa” y 
la naturaleza reglamentaria de la disposición, lo cual es inaceptable. 

125. En cuarto lugar, la Autoridad Investigadora considera que la lógica que las Reclamantes sostienen 
está detrás de esa interpretación del artículo 63 del RLCE, es totalmente inadecuada. Cuando las 

                                                 
54 La Autoridad Investigadora, aparentemente por error, propone utilizar un método de interpretación exegético, es decir, literal o gramatical, 
cuando de su explicación se desprende que se refiere, más bien, a un método hermenéutico o comprensivo. 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      129 

 

 

Reclamantes afirman que el artículo 63 del RLCE busca evitar que productores afectados, por factores 
distintos a las importaciones en condiciones de dumping, soliciten una investigación antidumping y puedan 
llegar a una determinación positiva de daño, en realidad le está atribuyendo a la determinación de daño la 
función de los artículos 3.5 del Acuerdo Antidumping, 47 de la LCE y 69 del RLCE, los cuales señalan que la 
Autoridad Investigadora deberá examinar otros factores de los que tenga conocimiento, distintos a las 
importaciones investigadas que, al mismo tiempo, afecten a la Rama de Producción Nacional. Sin embargo, el 
artículo 63 no reglamenta al artículo 47 de la LCE (su artículo reglamentario es el 69) y, la Autoridad 
Investigadora no encuentra nada en el texto del artículo 63 del RLCE que la pueda llevar a la conclusión que 
sostienen las Reclamantes. De hecho, trasladando su interpretación a los artículos pertinentes del Acuerdo 
Antidumping, implicaría que los artículos 3.2 y 3.4 de este Acuerdo, ya contienen las obligaciones que derivan 
del artículo 3.5, lo cual, considera la Autoridad Investigadora, es contrario al “principio de efecto útil” que 
establece que, como lo señala la sección IV del informe del Órgano de Apelación en la controversia Estados 
Unidos–Gasolina, la interpretación debe dar sentido y afectar a todos los términos del tratado, y que un 
intérprete no tiene la libertad de adoptar una lectura que haga inútiles o redundantes cláusulas o párrafos de 
un tratado. 

126. Concluye la Autoridad Investigadora que, en virtud de que la totalidad del Alegato de las Reclamantes 
descansa sobre la premisa de una supuesta obligación para la Autoridad Investigadora que no existe y que es 
una interpretación del artículo 63 del RLCE que carece totalmente de validez, entonces se debe concluir que 
todo el alegato de las Reclamantes carece de sustento jurídico y, por lo tanto, es inoperante. 

127. La Autoridad Investigadora expone su interpretación del tercer párrafo del artículo 63 del RLCE y 
estima que el primer paso para interpretar este párrafo es acudir a los dos párrafos que lo anteceden. 
Considera que el artículo 63 del RLCE es una disposición reglamentaria del artículo 41 de la LCE, pues esta 
es la disposición de la legislación que se refiere a la determinación de la existencia de daño a la rama de 
producción nacional. Por la forma en que está redactado, se puede interpretar que contiene una regla, una 
condición y otra regla. 

128. Considera la Autoridad Investigadora que el primer párrafo se refiere al análisis de daño. El segundo 
párrafo regula la información de la producción nacional total que los solicitantes están obligados a presentar55. 
Sintetizando el contenido de los dos párrafos se tiene que, para la evaluación del efecto de las importaciones 
sobre la rama de producción nacional, los solicitantes tienen la obligación de presentar la información de la 
producción nacional total en los formularios de investigación (regla) (evidentemente, acota la Autoridad 
Investigadora, la información de la producción nacional a la que este artículo se refiere es la que señala la 
fracción III del artículo 41 de la LCE que reglamenta), siempre que dicha información se encuentre 
razonablemente disponible (condición) y deberán presentar siempre una estimación confiable de las cifras de 
la producción nacional total considerada y la metodología utilizada (regla). La Autoridad Investigadora 
considera que este es el contexto en que debe interpretarse el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE. 

129. La Autoridad Investigadora considera que, cuando el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE hace 
alusión a “la determinación de daño correspondiente”, se refiere no a cualquier determinación de daño, sino a 
la relativa a la evaluación del “impacto de las importaciones investigadas sobre la rama de producción 
nacional”, la cual se realiza con base en la información que presentaron los solicitantes. La obligación que 
establece es “asegurarse de que […] sea representativa de la rama de producción nacional”. En este caso, la 
referencia a “lo representativo” es, expresamente, “la situación de la rama de producción nacional”. 

130. A juicio de la Autoridad Investigadora, el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE debe leerse de la 
siguiente manera: 

“La Secretaría deberá asegurarse de que la determinación de daño correspondiente [relativa a la 
evaluación del efecto de las importaciones sobre la rama de producción nacional] sea representativa de la 
situación de la rama de producción nacional [que fue definida conforme al artículo 40 de la LCE]”. 

131. No obstante lo anterior, asienta la Autoridad Investigadora que el tercer párrafo del artículo 63 del 
RLCE no establece metodología alguna para asegurar que la determinación en cuestión sea representativa de 
la situación de la Rama de Producción Nacional. A juicio de la Autoridad Investigadora, la representatividad a 
que se refiere dicha disposición es inherente a la información que presentan las solicitantes y al análisis que 

                                                 
55 Anota la Autoridad Investigadora que la “información de la producción nacional total” a que se refiere este segundo párrafo es también 
aplicable para la determinación de la “rama de producción nacional” que se realiza conforme el artículo 40 de la LCE y la determinación de 
representatividad de los solicitantes a que se refiere el segundo párrafo del artículo 50 de mismo ordenamiento, sin embargo, ninguna de 
éstas constituye una determinación de daño (la primera explica el sentido de un término utilizado dentro de la determinación de daño y la 
segunda un requisito procesal fuera del ámbito de la determinación de daño), por lo que no están comprendidas dentro del ámbito de 
aplicación del tercer párrafo del artículo 63 del RLCE. 
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realiza la Autoridad Investigadora a partir de dicha información, para evaluar los efectos de las importaciones 
sobre la Rama de Producción Nacional. 

132. En este sentido, continúa, si los solicitantes presentan información sobre la producción nacional total 
y la Autoridad Investigadora, con base en esa información, realiza un análisis sobre la Rama de Producción 
Nacional en su conjunto, la determinación de los efectos de las importaciones sobre la rama nacional es 
inherentemente representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional. 

133. La Autoridad Investigadora considera que hay casos en los que la representatividad del daño puede 
ser menos evidente, por ejemplo, aquellos en que los solicitantes presentan estimaciones sobre las cifras de 
la producción nacional total o la Autoridad Investigadora realiza análisis con base en información de la Rama 
de Producción Nacional. En estos casos, la Autoridad Investigadora debe asegurarse que la estimación o el 
subconjunto en el que basó su análisis sea representativo de la situación de la Rama de Producción Nacional 
y debe explicar por qué. 

134. La Autoridad Investigadora alega que el análisis de representatividad que las Reclamantes refieren 
es contrario a la legislación antidumping. Afirma que pretenden demostrar que la determinación positiva de 
daño está basada únicamente en la situación de Univex, por lo que no es representativa de la situación de la 
Rama de Producción Nacional. 

135. La Autoridad Investigadora sostiene que las Reclamantes pretenden inferir que el hecho de que la 
solicitud haya incluido información de Univex y que durante la investigación se le haya requerido información 
adicional, lleva a la conclusión de que la determinación positiva de daño está basada únicamente en la mala 
situación de Univex. La Autoridad Investigadora considera que estas situaciones, por sí mismas, no pueden 
llevar a esa conclusión, y mucho menos si se tiene en cuenta que Agrosur estuvo en una situación similar56 (y 
observa en su Memorial que las Reclamantes no hacen la misma suposición al respecto de esta empresa). El 
hecho de que la solicitud incluyera información de Univex, o que se le haya requerido información adicional, 
no tiene problema alguno, dado que se trata de un productor nacional y, como tal, es perfectamente normal 
que su información sea tomada en cuenta. De hecho, el razonamiento de las Reclamantes implicaría que 
absolutamente todas las investigaciones antidumping en las que se pueda reunir información pertinente de los 
productores nacionales serían inadecuadas, puesto que, si la autoridad no hubiese requerido esa información 
a los productores, éstos no la habrían presentado, y la Autoridad Investigadora no habría contado con pruebas 
sobre la existencia de daño. 

136. La Autoridad Investigadora considera que la Reclamante no presenta razonamiento alguno sobre 
cómo estas situaciones llevan a la conclusión de que la determinación de daño está basada únicamente en la 
mala situación de Univex, por lo que la Autoridad Investigadora estima que constituyen meras alegaciones sin 
sustento. Por ello, la Autoridad Investigadora remite a este Panel al razonamiento sobre la causal de 
inoperancia “A” (“La Reclamante no señala cuál es el perjuicio que se le causa y/o presenta meras 
afirmaciones sin sustento”) desarrollados en el aparto de “Cuestiones de Inoperancia” y solicita que dichas 
afirmaciones se desestimen por inoperantes. 

137. Considera la Autoridad Investigadora que el reclamo de las Reclamantes relativo a la supuesta caída 
de producción de caprolactama corresponde al Alegato IV de AdvanSix, por lo que está pendiente de 
resolución, al tratarse de un alegato dependiente de otro. La Autoridad Investigadora remite a la respuesta 
que brinda al Alegato IV del memorial de AdvanSix. En otras palabras, para efectos prácticos, AdvanSix 
afirma que, dado que su Alegato IV es cierto, entonces su Alegato II también tiene sustento. A contrario 
sensu, si su Alegato IV no tiene sustento, entonces automáticamente su Alegato II tampoco lo tiene, porque 
depende enteramente de aquél. 

138.   La Autoridad Investigadora afirma que no basó su determinación de daño sólo en parte de las 
pruebas ni se limitó a uno o pocos productores, sino que contó con la información de todas las empresas que 
integraron la Rama de Producción Nacional, las cuales representaban en conjunto el 100% de la producción 
nacional. Alega que, por el contrario, la metodología que propone la Reclamante para asegurar que la 
determinación de daño haya sido representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional  —
consistente en contrastar la información del total de la Rama de Producción Nacional con la situación de un 

                                                 
56 La Autoridad Investigadora aclara que requirió en diversas ocasiones información a esta empresa “no solicitante” antes y después del inicio 
de la investigación: Oficios UPCI.416.14.0829, 12 de mayo de 2014, Requerimiento de la Información, Agrosur, volúmenes 002-002 de la 
versión no confidencial y 003-003 de la versión confidencial, registro 11 del índice del expediente , UPCI 416.14.2070, 5 de noviembre de 
2014, Requerimiento de Información, Agrosur, volúmenes 014.014 de la versión no confidencial y 019-019 de la versión confidencial, registro 
299 del índice del expediente y UPCI.416.15.1838, Requerimiento de información, Agrosur, volúmenes 031-031 de la versión no confidencial, 
y 036-036 de la versión confidencial, registro 451 del expediente. 
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subconjunto que excluya a Univex depende de “evidencia parcial o fragmentada”, lo cual iría contra el 
propósito que la propia Reclamante pretende dar al artículo 63. Así, acota la Autoridad Investigadora, las 
Reclamantes por una parte afirman que se debe cumplir con el artículo 63 del RLCE, cuyo propósito es evitar 
que la determinación de daño se base en pruebas fragmentadas y, por otro, sostienen que la forma de 
implementar esa obligación es, precisamente, juzgando a la pertinencia de la determinación de daño en 
función de pruebas fragmentadas. Los argumentos de las Reclamantes son ambiguos y contradictorios, pues 
la Autoridad Investigadora estaría obligada a no hacer algo, y la forma de cumplir con ello sería, precisamente, 
haciendo lo que supuestamente no debía hacer. 

139. A juicio de la Autoridad Investigadora, nada impide que la Autoridad Investigadora evalúe de forma 
adecuada la información de daño de manera que refleje perfectamente la situación de la Rama de Producción 
Nacional en su conjunto, sin que tenga que realizar un análisis posterior. En opinión de la Autoridad 
Investigadora, no existe impedimento alguno para realizar el análisis correspondiente a la existencia de daño, 
verificando que se dé a los datos utilizados el tratamiento adecuado, de forma que la determinación refleje la 
situación de la Rama de Producción Nacional en su conjunto. Entiende la Autoridad Investigadora que hay 
situaciones en las que podría contar con información incompleta de las empresas que integran la Rama de 
Producción Nacional y basarse en ella para concluir que existe daño. En tal caso, esa determinación debe ser 
representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional, pero explica que no fue lo que sucedió en 
este caso. 

140. La Autoridad Investigadora considera que la propuesta de las Reclamantes sobre representatividad 
también es contraria al artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping. 

141. Si bien, en la diferencia EUA- Acero laminado en caliente el Órgano de Apelación ha establecido que 
el examen de un segmento determinado de la rama de producción nacional puede ser pertinente para evaluar 
el estado de la rama de producción en su conjunto57, también determinó que, cuando las autoridades realicen 
el examen de una parte de la rama de producción nacional, deben examinar, de modo similar, las demás 
partes que componen esa rama así como la rama de producción en su conjunto, “pues examinar únicamente 
determinadas partes de una rama de producción nacional no permite realizar una evaluación adecuada del 
estado de la rama de producción nacional en su conjunto y, por lo tanto, no cumple con el criterio de 
‘objetiv[idad]’ contenido en el párrafo 1 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping”. 

142. Asienta la Autoridad Investigadora que, suponiendo sin conceder que la única empresa que sufrió 
daño era Univex, entonces lo que las Reclamantes proponen equivaldría a que la determinación de daño 
dependiera de un examen “únicamente [de] las partes de una rama de producción que obtiene buenos 
resultados” y no se examinaría a “todas las demás partes que componen a esa rama de producción”. Eso lo 
haría evidentemente contrario a las determinaciones del Órgano de Apelación señaladas con anterioridad. 

143. La Autoridad Investigadora observa que las Reclamantes pretenden aplicar un método cuyos 
resultados favorezcan sus intereses, independientemente de que sea incorrecto. Su propuesta es 
tendenciosa, y busca desacreditar la determinación de daño de una manera que sería contraria a la 
normatividad. 

144. La Autoridad Investigadora sostiene que el argumento de las Reclamantes de que en el párrafo 180 
de la Resolución Final malinterpretó los alegatos que expusieron durante la Investigación es inoperante 
porque parte de una interpretación errónea del tercer párrafo del artículo 63 del RLCE. Al respecto, remite al 
párrafo 183 de la Resolución Final. 

145. En suma, la Autoridad Investigadora solicita a este Panel Binacional que determine que el análisis de 
representatividad de la determinación de daño que las Reclamantes proponen es contrario a la normatividad 
aplicable y, por lo tanto, inoperante por infundado. 

146. La Autoridad Investigadora sostiene que la Resolución Preliminar de Cepillos de Dientes, no apoya la 
interpretación de las Reclamantes del artículo 63 del RLCE. En primer lugar, advierte a este Panel Binacional 
que las propias Reclamantes reconocen que la Autoridad Investigadora no está obligada jurídicamente a 
seguir sus precedentes y que puede diferir, apartarse o, incluso, revertirlos58. En consecuencia, la Resolución 
Preliminar de Cepillos de Dientes de China es irrelevante pues no es sino una alternativa a discreción de la 
Autoridad Investigadora y, por definición, no puede sustentar que la Autoridad Investigadora debía haber 
actuado de una forma determinada. Alega que las Reclamantes no identificaron cuál es la norma que 

                                                 
57 Estados Unidos – Acero laminado en caliente, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 195. 
58 Memorial de la Autoridad Investigadora, p. 132. 
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supuestamente obliga a la Autoridad Investigadora a motivar sus resoluciones de forma tal que tenga que 
proporcionar esa explicación, lo que convierte a sus reclamos en meras afirmaciones sin sustento. 

147. Sin menoscabo de lo anterior, la Autoridad Investigadora responde ad cautelam. Afirma que las 
Reclamantes sacan de contexto sus determinaciones contenidas en la Resolución Preliminar de Cepillos de 
Dientes, y pretenden darles un sentido distinto. Precisa, sin embargo, que los hechos de ese caso son 
distintos y, por lo tanto, inaplicables a esta Investigación, por lo que no sustentan las conclusiones a las  que 
llegaron. 

148. La Autoridad Investigadora afirma que las Reclamantes en su argumentación omiten uno de los 
aspectos más importantes; la conclusión de la investigación sin la imposición de cuotas tiene su origen en la 
errónea estimación de las cifras de la producción nacional total presentada por la solicitante (Plastitec). Esa 
errónea estimación de la solicitante repercutió en el análisis de representatividad que la Autoridad 
Investigadora había realizado para efectos de la etapa inicial, conforme al segundo párrafo del artículo 50 de 
la LCE y en la evaluación de daño a la Rama de Producción Nacional. Posteriormente, durante la etapa 
preliminar, la Autoridad Investigadora recabó información de las empresas productoras no solicitantes y 
constató los errores de la estimación de la solicitante. 

149. Refiere la Autoridad Investigadora que en el numeral 153 de la Resolución Preliminar, señaló que los 
resultados económicos de los productores nacionales no solicitantes apoyan el argumento de que la situación 
económica de Plastitec no puede considerarse como representativa de la producción nacional total. No 
obstante, esta determinación tiene como antecedente que, para efectos de la etapa inicial, la Autoridad 
Investigadora consideró a Plastitec el principal productor nacional y usó su información como una estimación 
representativa de la rama de producción nacional, para el análisis de múltiples factores e índices económicos. 
Además, la situación señalada no fue la principal razón por la que la Autoridad Investigadora concluyó la 
investigación sin la imposición de cuotas, sino que la solicitante no cumplió con el artículo 50 de la LCE 
porque no representó el 25% de la producción nacional59. 

150. Explica la Autoridad Investigadora que la determinación contenida en el numeral 153 de la 
Resolución Preliminar tiene como punto de partida el hecho de que la empresa solicitante no conto con 
información sobre la rama de producción total para el inicio de la investigación, por lo que tuvo que basarse en 
una estimación. Ante esta situación, la Autoridad Investigadora, en cumplimiento a la última oración del tercer 
párrafo del artículo 6360, se vio obligada a requerir información a los productores no solicitantes para 
cerciorarse de que la determinación de daño, basada en una estimación, fuera representativa de la situación 
de la Rama de Producción Nacional total. Dicho de otra forma, en la investigación sobre cepillos de dientes, la 
Autoridad Investigadora se había basado en una estimación, por lo que, en la etapa preliminar, requirió 
información de los productores no solicitantes, para poder asegurarse de la representatividad de la 
determinación inicial. Es decir, la Autoridad Investigadora no contaba con datos de la Rama de Producción 
Nacional total. En cambio, en la Investigación sobre sulfato de amonio de Estados Unidos, sí contaba con 
datos de la totalidad de la Rama de Producción Nacional, por lo que no podía ni debía actuar como lo hizo en 
el procedimiento sobre Cepillos de Dientes de China. 

151. La Autoridad Investigadora resalta que, en la investigación sobre Cepillos de Dientes de China, la 
referencia para analizar si la determinación de daño fue representativa se conformó por los productores que 
representaban cerca del 80% de la producción nacional. Esto es, la Autoridad Investigadora buscó analizar si 
la información de Plastitec, que representaba el 20% de la producción, era representativa tomando como 
referencia la situación de los productores que representaban cerca del 80% de la producción nacional. 

152. Concluye la Autoridad Investigadora que la investigación sobre Cepillos de Dientes de China: i) no 
implica una obligación para la Autoridad Investigadora de actuar de la misma manera, según los memoriales 
de las Reclamantes; ii) no apoya el alegato de las Reclamantes; iii) es congruente con la interpretación de la 
Autoridad Investigadora del párrafo tercero del artículo 63 del RLCE; iv) presenta una situación 
completamente distinta a la que se suscitó en la investigación sobre sulfato; iv) presenta un análisis de 
representatividad distinto al que las Reclamantes proponen; y v) aun cuando fuera análogo el caso de sulfato 
de amonio de Estados Unidos, las afirmaciones de las Reclamantes relativas a que supuestamente la 
Autoridad Investigadora estaba obligada a explicar por qué no actuó de la misma manera, son inoperantes. 

153. Por lo anterior, solicita a este Panel Binacional que determine que todas las afirmaciones de las 
Reclamantes relativas a este tema carecen de sustento. 

                                                 
59 Resolución Preliminar, numerales 167 A y 168. 
60 En la investigación sobre Cepillos de Dientes de China el texto vigente del artículo 63 incluía una segunda oración que actualmente está 
derogada: “La Secretaría deberá asegurarse de que la determinación de daño correspondiente sea representativa de la situación de la 
producción nacional total. Para tal efecto, la Secretaría deberá allegarse de la información necesaria de los productores nacionales no 
solicitantes y estos últimos deberán presentar a la Secretaría la información que se les requiriere”. (énfasis añadido). 
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154. En respuesta al argumento de las Reclamantes sobre un conflicto entre los artículos 4.1 del Acuerdo 
Antidumping, 40 de la LCE, y el artículo 63 del RLCE, la Autoridad Investigadora sostiene que no hay tal 
conflicto normativo. No cabe interpretar, como lo sostienen las Reclamantes, que, cuando el tercer párrafo del 
artículo 63 señala que la Autoridad Investigadora debe asegurar que la determinación de daño sea 
representativa de la Rama de Producción Nacional, se refiere a una rama de producción nacional distinta a la 
que alude el artículo 40 de la LCE. 

155. La Autoridad Investigadora sostiene que la representatividad a que se refiere el tercer párrafo del 
artículo 63 del RLCE es inherente a la información que presentan las solicitantes y al análisis que realiza la 
Autoridad Investigadora a partir de dicha información. Cuando los solicitantes presentan información sobre la 
producción nacional total y la Autoridad Investigadora, con base en esa información, realiza un análisis sobre 
la Rama de Producción Nacional en su conjunto, la determinación de los efectos de las importaciones es 
inherentemente representativa de la situación de esa Rama de Producción Nacional. La evaluación del efecto 
de las importaciones en la industria nacional se realizó con base en información de la producción nacional 
total (no estimaciones), esto es, sobre la Rama de Producción Nacional en su conjunto (no segmentada), tal y 
como se definió conforme a los artículos 40 de la LCE y 4.1 del Acuerdo Antidumping, por lo que dicha 
determinación es representativa en términos del tercer párrafo del artículo 63 del RLCE. Considera así que no 
existe ningún conflicto entre esas disposiciones. 

156. Respecto al alegato relativo a las tesis de jurisprudencia que la Autoridad Investigadora citó en el 
numeral 182 de la Resolución Final, en el sentido de que la determinación de daño debe realizarse sobre la 
Rama de Producción Nacional, tal y como se definió conforme al artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping, la 
Autoridad Investigadora responde que no considera que la evaluación de sectores, segmentos o subconjuntos 
específicos de la Rama de Producción Nacional esté prohibida. Sin embargo, para efectos del tercer párrafo 
del artículo 63 del RLCE, cuando los solicitantes presentan información sobre la producción nacional total y la 
Autoridad Investigadora, con base en esa información, realiza un análisis sobre la Rama de Producción 
Nacional en su conjunto, la determinación de daño a la Rama de Producción Nacional es inherentemente 
representativa de la situación de esa Rama de Producción Nacional. Ante esta situación, y en este caso 
particular, la Autoridad Investigadora consideró innecesario realizar un análisis basado en segmentaciones. 

157. Adicionalmente, la Autoridad Investigadora considera que ninguno de los casos que citan las 
Reclamantes son aplicables. Sostiene que la determinación del Órgano de Apelación en el caso Estados 
Unidos Acero laminado en caliente lleva a concluir que el enfoque de las Reclamantes es totalmente 
contrario al artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping. El Órgano de Apelación determinó que el examen de un 
sector o un segmento determinado de la rama de producción nacional puede ser pertinente para evaluar el 
estado de la rama de producción nacional en su conjunto. Sin embargo, “cuando las autoridades encargadas 
de la investigación realizan un examen de una parte de una rama de producción nacional, deben examinar, en 
principio de modo similar, todas las demás partes que componen esa rama de producción y examinar también 
la rama de producción en su conjunto”61. 

158. Explica que el análisis de representatividad que proponen las Reclamantes implica comparar el 
resultado del análisis de daño basado en la Rama de Producción Nacional en su conjunto con un segmento 
de esa Rama de Producción Nacional que resulta de excluir a Univex. Su análisis de representatividad no 
excluye de modo similar a otros productores, de manera que no analiza de la misma forma las demás partes 
que componen la Rama de Producción Nacional. Por esa razón, no cumple con las determinaciones del 
Órgano de Apelación en el propio caso que cita. 

159. Respecto de la determinación del Grupo Especial de la OMC en el caso MéxicoJarabe de maíz, la 
Autoridad Investigadora no basó su determinación de daño en un subconjunto de la rama de producción 
nacional, sino en la totalidad de esa rama de producción nacional, por lo que no había motivo para realiza un 
análisis posterior. El Grupo Especial en México  Jarabe de maíz determinó que, si los datos de un sector o 
segmento son “la base de la determinación de la autoridad investigadora, deben explicarse las razones por las 
que la autoridad investigadora considera que la información y las conclusiones relativas a ese sector del 
mercado son representativas del conjunto de la rama de producción”62. A contrario sensu, sostiene la 
Autoridad Investigadora, eso significa que, si la determinación de la autoridad no se base en un subconjunto 
de los productores nacionales como sucedió en la Investigación de sulfato de amonio de Estados Unidos, 
entonces no está obligada a realizar ese análisis de representatividad, ni a dar tales explicaciones. Por tal 
motivo, los casos citados no son aplicables. 

                                                 
61 Estados UnidosAcero laminado en caliente, Informe del Órgano de Apelación, párrafos 204 y 206. 
62 México  Jarabe de maíz, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.155. 
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160. La Autoridad Investigadora observa que, en contraste, AdvanSix sí propuso extrapolar los resultados 
de un segmento de la Rama de Producción Nacional (que excluye a Univex), al conjunto de la Rama de 
Producción Nacional y no explicó las razones por las que considera que la información y las conclusiones de 
ese segmento es representativo de la Rama de Producción Nacional. Solamente suponen que durante el 
periodo analizado el daño se centró en Univex, mientras que el resto de los productores tuvieron una situación 
favorable lo que, en opinión de la Autoridad Investigadora, no soporta la conclusión de que el daño a dicho 
segmento no es representativo de la Rama de Producción Nacional. 

161. Por otra parte, la Autoridad Investigadora declara que no puede pronunciarse sobre la Resolución 
Preliminar de Manzanas de EUA. El que la investigación esté en la etapa preliminar impide a la Autoridad 
Investigadora pronunciarse sobre el fondo pues está sub iudice y pudiera afectar a las partes interesadas en 
esa investigación en la defensa de sus intereses. En consecuencia, solicita a este Panel que desestime el 
alegato respectivo de las Reclamantes, para no quedar en estado de indefensión sobre este punto. 

162. Añade que, aun si el Panel Binacional considerare que la Autoridad Investigadora no enfrenta tal 
impedimento, una determinación preliminar de ninguna manera puede establecer un precedente ni constituir 
un elemento de convicción para un panel binacional, pues no es susceptible modificarse. En consecuencia, la 
Autoridad Investigadora solicita al Panel Binacional que declare este alegato inoperante. 

163. Durante la Audiencia Pública la Autoridad Investigadora en esencia reiteró su posición. 

c. Agrogen y Met-Mex 

164. Agrogen y Met-Mex sostienen en su memorial que la Resolución Final es legal en cuanto a la 
determinación por parte de la Autoridad Investigadora en materia de daño a la Rama de Producción Nacional. 
Solicitan que el Panel Binacional desestime los alegatos de las Reclamantes y confirme la Resolución Final. 

i. La determinación de daño de la Autoridad Investigadora fue 
realizada conforme a lo dispuesto en los artículos 3.1 y 3.4 del 
Acuerdo Antidumping y 41 de la LCE. 

165. Agrogen y Met-Mex sostienen que las Reclamantes soslayan que la determinación de la existencia 
daño en la Investigación debe sujetarse, en primer término, a lo dispuesto en los artículos 3.1 y 3.4 del 
Acuerdo Antidumping y 41 de la LCE. Dichos artículos requieren que esa determinación se base en pruebas 
positivas y resulte de una evaluación objetiva de todos los indicadores que influyen en el estado de la Rama 
de Producción Nacional, lo cual sucedió en la Investigación. 

166. La Autoridad Investigadora, de acuerdo con la información que obra en el Expediente Administrativo, 
y haciendo un análisis del efecto de las importaciones investigadas sobre los indicadores de la Rama de 
Producción Nacional en su conjunto (como fue definida en la Investigación), y no de manera desagregada o 
parcial, determinó que hubo daño de acuerdo a lo que exigen los artículos 3.1 y 3.4 del Acuerdo Antidumping 
y 40 de la LCE. 

167. Destaca que diversos informes de grupos especiales y el Órgano de Apelación de la OMC sustentan 
la legalidad del análisis de la Autoridad Investigadora, incluidos el informe del Órgano de Apelación en 
Estados Unidos– Acero laminado en caliente y el informe del Grupo Especial en México–Tuberías de acero. 
Dichos casos confirman de manera por demás clara que las determinaciones de daño de la Autoridad 
Investigadora deben realizarse respecto de la Rama de Producción Nacional tal como fue definida conforme al 
artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping. Así definió la Autoridad Investigadora a la Rama de Producción 
Nacional en la Investigación objeto de esta revisión63. En específico, la rama producción nacional está 
conformada por las empresas solicitantes (Agrogen y Met-Mex) y las empresas Univex y Agrosur, que en 
conjunto representaron el 100% de la producción nacional, como lo demuestra el Expediente Administrativo y 
lo asienta la Resolución Final. 

168. La Autoridad Investigadora contó con información completa y confiable de los indicadores de la Rama 
de Producción Nacional que se aportó con la Solicitud de Inicio y se complementó a través de requerimientos 
de información a productores nacionales no solicitantes, y realizó su determinación de daño tras evaluar el 
impacto de las importaciones investigadas sobre los indicadores de la Rama de Producción Nacional en su 
conjunto, acorde con la determinación del Órgano de Apelación de la OMC en Estados Unidos–Productos de 
acero laminado en caliente. Esto es, el examen de daño se centró en la totalidad de la Rama de Producción 

                                                 
63 “El artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping establece: “la expresión “rama de producción nacional” se entenderá en el sentido de abarcar el 
conjunto de los productores nacionales de los productos similares, o aquéllos de entre ellos cuya producción constituya una proporción 
importante de la producción nacional total de dichos productos” (énfasis añadido). 
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Nacional y no simplemente en una parte, sector o segmento de ésta. Haberlo hecho de otra manera, conforme 
a lo que propusieron las Reclamantes, no habría asegurado una evaluación apropiada del estado de la 
totalidad de la industria nacional, y la Autoridad Investigadora no habría cumplido con el requisito de 
“objetividad” que exige el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping. 

169. Desagregar la Rama de Producción Nacional conforme lo proponen las Reclamantes, según su 
interpretación del tercer párrafo del artículo 63 del RLCE, sería equivalente a examinar únicamente una parte 
o segmento de la Rama de Producción Nacional y no permitiría realizar una evaluación adecuada del estado 
del conjunto de la Rama de Producción Nacional. Esto sería contrario al alegato de las propias Reclamantes 
en el sentido de que el propósito del artículo 63 del RLCE es evitar que las determinaciones de daño se basen 
en pruebas parciales o fragmentadas que se limiten a un productor o a pocos productores. 

ii. El artículo 63 del RLCE no obliga a la Autoridad Investigadora a 
examinar con mayor detalle las pruebas de daño ni a recurrir a una 
desagregación de la industria nacional. 

170. Agrogen y Met-Mex consideran que la Autoridad Investigadora, al realizar su examen o análisis de 
daño para llegar a una determinación final, debe basarse en pruebas positivas y realizar una evaluación 
objetiva de todos los indicadores que influyen en el estado de la Rama de Producción Nacional, tal y como fue 
definida en la Investigación. 

171. Sostiene que, al haberse definido la Rama de Producción Nacional como la totalidad de los 
productores nacionales, y al haberse evaluado el impacto de las importaciones investigadas en ésta, la 
Autoridad Investigadora realizó una evaluación objetiva y no tenía por qué desagregar a la industria nacional y 
hacer un análisis segmentado como lo sugieren las Reclamantes64. 

172. Destaca que en ninguna parte de los artículos 3.1 y 3.4 del Acuerdo Antidumping, 41 de la LCE, ni 63 
del RLCE se establece una obligación de la Autoridad Investigadora de examinar “a un nivel más detallado 
que el de la rama de producción nacional” la información de daño65. Si bien el tercer párrafo del artículo 63 del 
RLCE requiere que la determinación de daño sea representativa de la situación de la Rama de Producción 
Nacional, no establece una metodología para que la Autoridad Investigadora se cerciore de ello y ciertamente 
no establece la obligación que alegan las Reclamantes de desagregar la Rama de Producción Nacional, lo 
que iría en contra de los precedentes referidos con anterioridad. 

173. Los Solicitantes sostienen que, en virtud de que la obligación de la Autoridad Investigadora conforme 
a los artículos 3.1 y 3.4 del Acuerdo Antidumping y la jurisprudencia de la OMC, es realizar una determinación 
de daño sobre la totalidad de la Rama de Producción Nacional y no sobre un segmento de ésta, el tercer 
párrafo del artículo 63 del RLCE sería aplicable a los casos en los que la Autoridad Investigadora hubiese 
definido la Rama de Producción Nacional, no como el conjunto de los productores, sino como una parte 
representativa de éstos, y la Autoridad sólo contara para su análisis de daño con información de dicha parte 
representativa. En ese caso, la Autoridad tendría que cerciorarse que el daño sufrido por esa parte de la 
industria nacional es representativo de la situación de la producción nacional total. 

174. Sin embargo, cuando la Autoridad Investigadora cuenta con la información sobre la producción 
nacional total, como en este caso, y realiza el análisis de daño sobre la Rama de Producción Nacional en su 
conjunto, con base en esa información, la determinación de daño es necesariamente representativa de la 
situación de esa Rama de Producción Nacional. 

175. Consecuentemente, y en virtud de que la Autoridad Investigadora realizó una evaluación de daño de 
manera objetiva y conforme a lo que se dispone en los artículos 3.1 y 3.4 del Acuerdo Antidumping y 41 de la 
LCE, la determinación de daño contenida en la Resolución Final que se revisa es legal y, por lo tanto, el Panel 
Binacional debe confirmarla. 

176. En la Audiencia Pública, Agrogen y Met-Mex, en esencia, también reiteraron sus argumentos. 

2. Decisión del Panel Binacional 

177. El artículo 40 párrafo primero de la LCE define “rama de producción nacional” como sigue: 

                                                 
64 Memorial de Contestación de AdvanSix, pp. 49, 64. AdvanSix interpreta de manera errónea que, una vez determinada la existencia de 
daño sobre la totalidad de la industria nacional, el artículo 63 del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior requiere que la Autoridad 
Investigadora recurra a una desagregación de la rama de producción nacional para cerciorarse si el daño es “ilustrativo” de la situación 
general de la industria nacional, independientemente de si la industria nacional incluye a todos los productores nacionales o solo a una 
proporción importante de los mismos. 
65 Íd., p. 61. 
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Para la determinación de la existencia de daño, se entenderá por rama de producción 
nacional el total de los productores nacionales de las mercancías idénticas o similares, o 
aquéllos cuya producción conjunta constituya una proporción importante de la producción 
nacional total. 

178. Esta disposición replica el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping: 

A los efectos del presente Acuerdo, la expresión "rama de producción nacional" se 
entenderá en el sentido de abarcar el conjunto de los productores nacionales de los 
productos similares, o aquellos de entre ellos cuya producción conjunta constituya una 
proporción importante de la producción nacional total de dichos productos. 

179. Los artículos 3.1 y 3.4 del Acuerdo Antidumping y 40 de la LCE exigen que el examen o análisis que 
la Autoridad Investigadora realice a fin de determinar la existencia de daño a la rama de producción nacional 
se base en pruebas positivas y comprenda un examen objetivo del volumen de las importaciones objeto de 
dumping y del efecto de éstas en los precios de productos similares en el mercado interno y de la consiguiente 
repercusión de esas importaciones sobre los productores nacionales de tales productos, con base en una 
evaluación de todos los factores e índices económicos pertinentes que influyan en el estado de la rama de 
producción nacional según se haya definido conforme al artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping. 

180. De manera similar, el artículo 41, fracción III de la LCE requiere que la Autoridad Investigadora tome 
en cuenta para la determinación de la existencia de daño material a la rama de producción nacional: 

[…] 

El efecto causado o que puedan causar tales importaciones sobre la rama de la producción 
nacional de que se trate, considerando los factores e índices económicos pertinentes que 
influyan en el estado de esa rama de producción nacional, tales como la disminución real o 
potencial de las ventas, los beneficios, el volumen de producción, la participación en el 
mercado, la productividad, el rendimiento de las inversiones o la utilización de la capacidad 
instalada; los factores que repercuten en los precios internos; en su caso, la magnitud del 
margen de discriminación de precios; los efectos negativos reales o potenciales en el flujo 
de caja, las existencias, el empleo, los salarios, el crecimiento, la capacidad de reunir capital 
o la inversión. Esta enumeración no es exhaustiva y ninguno de estos factores aisladamente 
bastarán necesariamente para obtener una orientación decisiva; y 

[…] 

181. A nivel reglamentario, el artículo 63 del RLCE señala que, para la determinación de la existencia de 
daño, la Autoridad Investigadora deberá evaluar el impacto de las importaciones investigadas sobre la rama 
de producción nacional. En su tercer párrafo, establece que la Autoridad Investigadora deberá asegurarse de 
que la determinación de daño correspondiente sea representativa de la situación de la rama de producción 
nacional. 

182. El punto a resolver estriba en determinar si, una vez que la Autoridad Investigadora ha determinado 
la existencia de daño a la Rama de Producción Nacional el artículo 63 del RLCE la obliga a realizar un análisis 
ulterior para asegurarse que el daño es representativo de la situación de esa Rama de Producción Nacional; o 
bien, si la representatividad es inherente a la determinación de la existencia de daño que realizó la Autoridad 
Investigadora a partir de la información de los productores nacionales. La consecuencia en el primer caso es 
que, no obstante haber determinado la existencia de daño a la Rama de Producción Nacional, el daño pudiera 
no ser representativo de la situación de esa Rama de Producción Nacional. En el segundo caso no cabe esa 
posibilidad: si la autoridad determina la existencia de daño a la Rama de Producción Nacional, el daño 
necesariamente será representativo de la situación de esa Rama de Producción Nacional. 

183. La Autoridad Investigadora sostiene que contó con los datos de la producción nacional total, de modo 
que definido la Rama de Producción Nacional como el conjunto de los productores nacionales de las 
mercancías objeto de la investigación y, con base en esa información, realizó el análisis de existencia de 
daño. Argumenta que, como contó con la información del 100% de los productores nacionales, su 
determinación de daño es inherentemente representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional y 
nada en el artículo 63 del RLCE la obliga a hacer un examen ulterior. 

184. La Autoridad Investigadora sostiene que su posición es congruente con el caso MéxicoJarabe de 
Maíz en el cual el Grupo Especial estableció que la determinación de daño debe realizarse sobre la Rama de 
Producción Nacional tal como fue definida conforme el artículo 4.1 del Acuerdo Antidumping. Explica que el 
artículo 63 del RLCE reglamenta el artículo 41 de la LCE y nada en el texto de dicho artículo indica que su 
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objetivo sea evitar que la determinación de daño se base en datos de un solo productor o de pocos 
productores, ni que tenga que realizarse un análisis adicional y posterior a la determinación de daño. 

185. Sin embargo, este Panel Binacional observa que la disposición contenida en el primer y tercer párrafo 
del artículo 63 es absolutamente clara en su redacción y no da lugar a interpretaciones: 

Para la determinación de la existencia de daño, la Secretaría deberá evaluar el impacto de 
las importaciones investigadas sobre la rama de producción nacional. 

[...] 

La Secretaría deberá asegurarse de que la determinación de daño correspondiente sea 
representativa de la situación de la rama de producción nacional. 

186. Hay una diferencia temporal evidente entre el primer párrafo del artículo 63 del RLCE y el tercero, 
respecto del análisis de daño. 

a. El primero es prospectivo: mira hacia adelante a una evaluación que la Autoridad Investigadora 
tiene que hacer (pero que no ha hecho aún). Contempla una evaluación futura que la Autoridad 
Investigadora debe realizar y ordena que, cuando haga el análisis de daño, evalúe el impacto de 
las importaciones investigadas sobre la Rama de Producción Nacional, (como la haya definido 
conforme al artículo 40 de la LCE). 

b. En contraste, el tercer párrafo es retrospectivo: mira hacia atrás a un examen que ya hizo y que 
resultó en una determinación de la existencia de daño. Supone que la Autoridad Investigadora 
ya hizo el análisis de todos los factores de daño previstos en el artículo 41 de la LCE, evaluó el 
impacto de las importaciones investigadas sobre la Rama de Producción Nacional y determinó la 
existencia de daño. Lo que ordena, entonces, es muy distinto: habiendo ya determinado que 
existe un daño a la Rama de Producción Nacional, tiene que asegurarse que ese daño es 
representativo de la situación de la Rama de Producción Nacional. 

187. Si, como sostiene la Autoridad Investigadora, la representatividad es inherente a la determinación de 
la existencia de daño a la Rama de Producción Nacional, el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE sería 
superfluo, contrario a la interpretación hermenéutica que propone —conforme a la cual deben considerarse los 
preceptos relacionados y de manera armónica— y el “principio de efecto útil” al que alude —que establece 
que la interpretación debe dar sentido a todos los términos de las disposiciones normativas y, conforme al cual 
el intérprete no tiene la libertad de adoptar una lectura que haga determinados preceptos inútiles  o 
redundantes. 

188. De acuerdo con los principios de interpretación jurídica que la propia Autoridad Investigadora 
propone, debe darse sentido y efecto al tercer párrafo del artículo 63 del RLCE. De la lectura armónica de las 
disposiciones legales y reglamentarias que se analizan, el tercer párrafo del artículo que se comenta requiere, 
en efecto, un examen que versa sobre algo distinto del examen que contempla el primer párrafo. El que exige 
éste es sobre el impacto de las importaciones para determinar si hubo o no daño; mientras que el tercer 
párrafo supone que la Autoridad Investigadora ya determinó que hubo daño y entonces exige un examen de la 
representatividad de la determinación de daño. Evidentemente, en ninguno de los dos casos el resultado está 
predeterminado. Del examen del impacto de las importaciones conforme al primer párrafo del artículo que se 
analiza podría o no determinarse que hubo daño; y del examen de representatividad previsto en el tercer 
párrafo podría o no determinarse que el daño es representativo de la situación de la Rama de Producción 
Nacional. Conforme a la interpretación que la Autoridad Investigadora propone, la representatividad estaría 
predeterminada si fuera inherente a la determinación de daño. Podría ignorarse por completo el tercer párrafo 
del artículo 63 del RLCE. Pero las reglas de interpretación jurídica no lo permiten. 

189. Es claro para este Panel Binacional que el tercer párrafo del artículo 63 del RLCE no establece 
condicionantes ni excepciones a su aplicación. Requiere que la Autoridad Investigadora se asegure de que la 
determinación de daño correspondiente sea representativa de la situación de la Rama de Producción 
Nacional, independientemente de cómo la haya definido. Se trata de una aplicación general de la regla, sin 
excepciones. Es aplicable el principio general del derecho que señala Quum lex loquitur generaliter, 
generaliter est intelligenda (Cuando la ley habla generalmente, generalmente ha de ser entendida)66. 

190. Este Panel Binacional considera que el que los productores nacionales sean representativos de la 
producción nacional, no implica necesariamente y en automático que el daño sea representativo de la 
situación de la Rama de Producción Nacional, eliminando con ello la obligación de la Autoridad Investigadora 

                                                 
66 La función de los principios generales del derecho en el orden jurídico mexicano no se agota en la tarea de integración de los vacíos 
legales; alcanza sobre todo a la labor de interpretación de la ley y aplicación del derecho, de allí que los tribunales estén facultados y, en 
muchos casos, obligados a dictar sus determinaciones teniendo presente, además de la expresión de la ley siempre limitada por su propia 
generalidad y abstracción, los postulados de los principios generales del derecho, pues‚ éstos son la manifestación auténtica, prístina, de las 
aspiraciones de la justicia de una comunidad. 
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de asegurarse de la representatividad de la situación de la Rama de Producción Nacional. En todo caso la 
Autoridad Investigadora debe cerciorarse de cumplir a cabalidad con lo señalado por el tercer párrafo del 
artículo 63 del RLCE. Obviamente, la palabra “representativa” es clave, porque ya no mira a la Rama de 
Producción Nacional en su conjunto (como la Autoridad Investigadora la haya definido), sino a los productores 
nacionales que la integran. Una situación es representativa cuando refleja la situación, circunstancias, 
posiciones, intereses particulares, etc. de los sujetos involucrados. 

191. Ahora bien, el artículo referido no contempla una metodología específica para asegurar que la 
determinación en cuestión sea representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional; pero ello no 
implica que pueda hacerlo de manera arbitraria y, menos aún, ignorarlo o presumir que, si su análisis de daño 
fue sobre la totalidad de la Rama de Producción Nacional, es inherente que el daño es representativo de la 
situación de la Rama de Producción Nacional. 

192. Es decir, se puede hacer un análisis de la Rama de Producción Nacional total que refleje daño, pero 
eso no implica necesariamente que ese daño: 

 esté focalizado, o 

 sea representativo de la situación de la Rama de Producción Nacional. 

193. A mayor abundamiento, cabe hacer énfasis en que el artículo 63 del RLCE no hace distinción alguna 
y es aplicable el principio general del derecho que reza ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus 
(cuando la ley no distingue, tampoco debemos distinguir). El tercer párrafo del Artículo 63 del RLCE no hace 
distinciones en su aplicación y obliga a la Autoridad Investigadora a asegurarse de su cumplimiento. Si 
hubiere dudas, es aplicable también el principio que establece in re dubio, melius est verbis edicti servire  (en 
caso de duda es mejor atenerse a las palabras de la ley) en este caso, al texto del tercer párrafo del artículo 
63 del RLCE. 

194. La Autoridad Investigadora no hizo este examen de representatividad. En el numeral 183 de su 
Resolución Final manifestó: 

Asimismo, atendiendo al señalamiento de Honeywell respecto a que, con base en el artículo 
63 del RLCE, la Secretaría debe asegurarse de que la determinación de daño debe ser 
"representativa" de la situación de la producción nacional, la Secretaría reitera que la 
determinación de la existencia de daño, de conformidad con el Acuerdo Antidumping, 
corresponde a un daño importante causado a la rama de producción nacional en su 
conjunto; la cual fue definida por la Secretaría en los apartados correspondientes a la 
Resolución de Inicio y a la Resolución Preliminar, la cual incluye a las cuatro empresas 
productoras que fabricaron el 100% de la mercancía similar durante el periodo analizado y 
que, por lo tanto , son representativas de la totalidad de la producción nacional de sulfato de 
amonio.[Énfasis añadido.] 

195. Por lo anterior, este Panel Binacional determina que la Autoridad Investigadora no cumplió con lo 
dispuesto en el párrafo tercero del artículo 63 del RLCE que la obliga a asegurarse que la determinación de 
daño sea representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional, de manera general, sin 
excepciones. 

D. Análisis del alegato sobre el cumplimiento de la Autoridad Investigadora con el 
artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping 

196. Ambos reclamantes han impugnado la Resolución Final de la Autoridad Investigadora con base en 
que ésta no cumplió con el requisito de objetividad plasmado en el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping. 

1. Posición de las Partes 

a. AdvanSix 

197. AdvanSix alega que la Resolución Final no cumplió con el requisito de objetividad establecido en el 
artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, toda vez que, al examinar los supuestos efectos perjudiciales de los 
precios del producto investigado, incluida la subvaloración de precios, la Autoridad Investigadora no diferenció 
el sulfato de amonio granular del sulfato de amonio estándar. 

198. Según la Resolución Final, el margen de subvaloración de precios fue de -10% en 2011, y de 13%  
en 2012 y 2013, respectivamente67. Al calcular este margen, la Autoridad Investigadora comparó los precios 
promedio ponderados de las importaciones investigadas con el precio promedio ponderado del producto 
similar mexicano. Sin embargo, la Autoridad Investigadora no diferenció el sulfato de amonio estándar del 

                                                 
67 Resolución Final, numeral 177. 
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granular. No obstante que los precios de importación y los del mercado interno refleja ventas de ambos tipos 
de producto, aunque en diferentes proporciones. 

199. Debido a que durante el período investigado el precio del sulfato de amonio estándar fue más bajo 
que el del sulfato de amonio granular y el primero representó una mayor proporción de las importaciones en 
comparación con el granular; y que, a su vez, el granular tuvo una mayor participación en las ventas del 
producto nacional, el precio promedio ponderado de las importaciones fue necesariamente más bajo que el 
precio promedio ponderado de venta al mercado interno, lo que dio lugar a un margen injustamente alto de 
subvaloración de precios. 

200. AdvanSix alegó que, durante el curso de la investigación antidumping, el sulfato de amonio granular 
era diferente del sulfato de amonio estándar en términos del tamaño de las partículas, su uso y precio. Por lo 
tanto, la Autoridad Investigadora debió haber analizado ambas presentaciones por separado para determinar 
sus efectos en los precios, incluida la subvaloración de precios, y así cumplir con el requisito del artículo 3.1 
que establece que la determinación de la existencia de daño tiene que realizarse de una manera objetiva. 

201. En sus respuestas y comentarios sobre la Resolución Preliminar, AdvanSix explicó con detalle que la 
diferencia entre los dos productos se reflejaba, a su vez, en diferencias en su uso y precio, y que presentó 
abundantes pruebas de esas diferencias. En resumen, alegó que el sulfato de amonio granular se puede 
utilizar en mezclas de fertilizantes diseñadas para proporcionar a los terrenos una combinación óptima de 
nutrientes, y se le puede agregar a fosfatos, urea y potasio ya que las partículas más grandes se mantienen 
estables cuando se mezclan con otros fertilizantes durante su transporte, almacenamiento y aplicación 
mecánica. Por su parte, las partículas más pequeñas del sulfato de amonio estándar no tienen las mismas 
propiedades y, por lo tanto, tiende a utilizarse en procesos de aplicación manual. El mercado reconoce estas 
diferencias y considera que el sulfato de amonio granular es un producto de mayor calidad que se ofrece a un 
precio más alto. 

202. En su respuesta y comentarios sobre la Resolución Preliminar, AdvanSix se refirió a varias 
decisiones de la OMC para explicar que, a la luz del principio de objetividad plasmado en el artículo 3.1 del 
Acuerdo Antidumping, cuando el producto investigado y los productos nacionales similares abarcan diferentes 
clases o variedades de productos a diferentes precios, la comparación de precios entre el producto 
investigado y el producto nacional similar, incluido el margen de subvaloración de precios, debe realizarse por 
separado para cada tipo de producto. 

203. En la Resolución Final, la Autoridad Investigadora rechazó los argumentos de AdvanSix de que los 
efectos de los precios del producto investigado, incluida la subvaloración de precios, deberían calcularse por 
separado para los diferentes productos. AdvanSix afirmó que, al tomar su decisión, la Autoridad Investigadora 
ignoró completamente sus argumentos sobre las diferencias que existen entre los dos productos con respecto 
a su tamaño, uso y precio. 

204. Adicionalmente AdvanSix afirmó que la Autoridad Investigadora no tuvo en cuenta las pruebas que 
obran en el Expediente Administrativo que corroboran que los productos no son comparables en términos de 
precio, incluido un testimonio clave dado por el representante legal de las empresas reclamantes durante la 
audiencia pública. AdvanSix también esgrime que la Autoridad Investigadora utilizó justificaciones irrelevantes 
e incompatibles con la jurisprudencia de la OMC al igual que información incorrecta sobre los fundamentos de 
hecho y derecho de la solicitud para rechazar sus argumentos. 

205. Según AdvanSix, la Autoridad Investigadora violó el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, que exige 
que las determinaciones de daño se basen en un examen objetivo de las pruebas positivas que obran en  el 
expediente. El artículo 3.1 se refiere a las obligaciones de los Miembros de la OMC para determinar la 
existencia de daño. También señala las obligaciones más detalladas contenidas en los párrafos que le siguen. 
La expresión “pruebas positivas” se relaciona directamente con la calidad de las pruebas en que pueden 
basarse esas autoridades investigadoras para efectuar una determinación. La palabra “positivas” significa que 
“las pruebas deben ser de carácter afirmativo, objetivo y verificable y deben ser creíbles”68. De la misma 
manera “un “examen objetivo” requiere que la rama de producción nacional y los efectos de las importaciones 
objeto de dumping se investiguen en forma imparcial, sin favorecer los intereses de cualquier parte interesada 
o grupo de partes interesadas en la investigación”69. 

206. En apoyo de su argumento y para ilustrar la aplicación de los estándares aludidos, AdvanSix se refirió 
a dos casos de la OMC que involucran a México: México–Medidas antidumping sobre el arroz y México–
Tuberías de acero. En ambos casos se impugnaron resoluciones antidumping emitidas por México. El 

                                                 
68 Estados Unidos – Acero laminado en caliente, Informe del Órgano de Apelación, párrafo192.  
69 íd., párrafo 193. 
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Acuerdo Antidumping no establece cómo debe la Autoridad Investigadora seleccionar el periodo de 
investigación. En México–Medidas antidumping sobre el arroz, la Autoridad Investigadora definió el periodo de 
investigación de tal manera que concluyó 15 meses antes de la fecha de inicio de la investigación y, por lo 
tanto, sus resoluciones finales se basaron en información considerablemente vieja. No obstante la ausencia 
de cualquier requisito específico en el Acuerdo Antidumping, el Grupo Especial concluyó que la selección de 
ese periodo de 15 meses no estuvo conforme con el requisito establecido en el artículo 3.1 del Acuerdo 
Antidumping de que el daño y su relación causal deben basarse en un análisis objetivo y en pruebas positivas. 

207. De igual manera, el artículo 3.4 del Acuerdo Antidumping enumera 15 indicadores económicos y 
financieros que deben tenerse en cuenta para examinar la situación de la Rama de Producción Nacional y 
evaluar la existencia del daño que se alega. Según la jurisprudencia de la OMC, esta lista de indicadores es 
obligatoria y la autoridad investigadora debe recopilar y analizar la información y datos de cada uno de esos 
factores. En la investigación antidumping en México–Tuberías de acero, la autoridad investigadora interpretó 
los indicadores como si se refirieran a empresas distintas de la industria nacional e incluyó diferentes tipos de 
información sobre cada una. Específicamente, al examinar el desempeño de la Rama de Producción Nacional 
en términos de ventas nacionales, inventarios, capacidad instalada y empleo, la Autoridad Investigadora 
consideró la información de tres compañías. En contraste, al examinar el desempeño financiero de la totalidad 
de la Rama de Producción Nacional, la Autoridad Investigadora solo consideró la información de una 
compañía que proporcionó la información específica de la misma empresa o de una de sus divisiones, en 
función del indicador específico. El Grupo Especial concluyó en ese caso que la metodología que la Autoridad 
Investigadora utilizó violó la obligación del artículo 3.1 de hacer un examen objetivo sobre la base de pruebas 
positivas a pesar de que el artículo 3.4 no proporciona instrucciones específicas sobre cómo interpretar los 
indicadores, pues esa metodología no permitió la recopilación y análisis de información representativa y 
coherente de la industria nacional. 

208. En resumen, AdvanSix sostiene que el artículo 3.1 es una disposición general que prohíbe el uso de 
metodologías que no conducen a resultados objetivos, incluso cuando el Acuerdo Antidumping no establece 
una metodología a seguir. 

209. AdvanSix también sostiene que la jurisprudencia de la OMC es clara en que una comparación de 
precios, como parte de la determinación del daño, debe distinguir entre diferentes tipos de productos en los 
casos en que los precios varían según el tipo de producto. Aunque el artículo 3.2 del Acuerdo Antidumping no 
indica cómo realizar las tres comparaciones de precios a las que se refiere para evaluar el impacto de las 
importaciones objeto de dumping sobre los precios, la OMC ha establecido de manera consistente en sus 
decisiones que, a la luz del artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, estas comparaciones deben realizarse de 
manera objetiva y deben garantizar la comparabilidad entre los precios de los productos de importación y los 
de los productos nacionales similares. Según AdvanSix, cuando el producto investigado y el producto nacional 
similar comprenden diferentes tipos de productos con precios diferentes, la autoridad investigadora debe tener 
estas diferencias en cuenta al calcular el margen de subvaloración de precios. En el caso China–Aparatos de 
Rayos X70, las autoridades chinas calcularon un margen de subvaloración de precios para los productos 
importados en conjunto y también trataron el producto nacional similar como un todo que tenía un precio 
único. En vista del hecho que los productos investigados y el producto nacional similar comprendían una 
variedad de productos con diferentes características físicas, usos y precios, el Órgano de Apelación de la 
OMC resolvió que las autoridades chinas debieron haber considerado estas diferencias al realizar la 
comparación de precios. El hecho de que China no tomara medida alguna para garantizar la comparabilidad 
de los precios violó el requisito de objetividad previsto en el artículo 3.1 de la Acuerdo Antidumping. Otros 
informes de la OMC coinciden con esta conclusión (e.g. China–Automóviles (Estados Unidos) y China–
Productos de pollo de engorde). 

210. La negativa de la Autoridad Investigadora de aceptar el argumento de AdvanSix sobre que el margen 
de subvaloración de precios debería haberse calculado por tipo de producto es desconcertante, toda vez que 
la Autoridad Investigadora ya había adoptado, sin vacilar, esa metodología en otras investigaciones71. 

211. En la Resolución Final, la Autoridad Investigadora ignoró las pruebas de AdvanSix con respecto a las 
diferencias entre el sulfato de amonio granular y el sulfato de amonio estándar. AdvanSix exhibió 
documentación abundante que explicaba las diferencias en tamaño, uso y precio de los dos tipos de sulfato de 
amonio. Sin embargo, la Resolución Final no contiene referencia alguna a esos argumentos y pruebas. En la 
Resolución Final, la Autoridad Investigadora concluyó que los cálculos para establecer el margen de 

                                                 
70 China – Aparatos de rayos X, Informe del Grupo Especial. 
71 Véase la resolución final del examen de vigencia en el caso Cables Coaxiales de China y la resolución final en el caso de Carne de Bovino 
de Estados Unidos.  
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subvaloración de precios cumplían con los requisitos del artículo 3.1 porque la información se obtuvo de 
estadísticas oficiales y de los productores nacionales. Esta justificación fue insuficiente para contestar la 
pregunta planteada por AdvanSix sobre la necesidad de garantizar la comparabilidad de los precios 
individuales al calcular el margen de subvaloración de precios. El hecho de que la información que se usa 
para este cálculo provenga de estadísticas oficiales y de los productores nacionales no responde a esta 
pregunta. 

212. AdvanSix cuestionó la conclusión de la Autoridad Investigadora de que no sería posible calcular los 
márgenes de subvaloración de precios por tipo de producto porque, como había concluido en su Resolución 
Preliminar, el sulfato de amonio granular y estándar eran simplemente dos presentaciones diferentes del 
mismo producto. La Autoridad Investigadora justifica esta decisión en que no hay diferencias físicas entre los 
dos tipos de producto: los dos tienen la misma composición química, el mismo Número de registro en el 
Chemical Abstract Service de la American Chemical Society (Número CAS), y ni la literatura ni las 
instituciones especializadas distinguen entre los dos tipos de sulfato de amonio en función de su presentación. 
Además, la Autoridad Investigadora sugirió que, dado que había identificado el sulfato de amonio importado 
de los Estados Unidos y China como las mercancías investigadas y el sulfato de amonio de origen mexicano 
como la mercancía nacional similar, era necesario calcular el margen de subvaloración de precios a este nivel 
de agregación. 

213. AdvanSix sostiene que la Autoridad Investigadora ignoró completamente los argumentos y pruebas 
sobre las diferencias de los productos sujetos a investigación que incluyó en su respuesta a la Resolución 
Preliminar. La Autoridad Investigadora falló en su deber de tener que reexaminar la conclusión a la que llegó 
en su Resolución Preliminar sobre que las diferencias entre los productos son simplemente de presentación. 
La Autoridad Investigadora tampoco tuvo en cuenta los argumentos que las Reclamantes presentaron en la 
Audiencia Pública. 

214. La determinación de la Autoridad Investigadora malinterpreta el fondo de la cuestión, que no es si los 
dos productos son similares, sino si existen diferencias entre ellos que pudieran afectar la comparabilidad de 
los precios y, por lo mismo, el cálculo del margen de subvaloración de precios. Independientemente de la 
información que AdvanSix presentó, la Autoridad Investigadora sabía, a partir de los alegatos de las 
Solicitantes como de la publicación Green Markets, que los dos tipos de productos son diferentes en términos 
del tamaño de sus partículas y que esta diferencia tiene un impacto en los precios. 

215. AdvanSix sostiene que la afirmación de la Autoridad Investigadora de que ni la literatura ni las 
instituciones especializadas distinguen entre los diferentes tipos de sulfato de amonio en términos de su 
presentación es objetivamente incorrecta. Green Markets, la publicación de Estados Unidos que fue clave en 
la decisión de iniciar la Investigación, distingue los precios de los dos tipos de productos. 

216. AdvanSix refirió a los informes de Grupos Especiales y el Órgano de Apelación en de la OMC los 
casos China–GOES, China–Automóviles (Estados Unidos), China–Aparatos de Rayos X y China–Productos 
de Pollo de engorde), conforme a los cuales, argumentó, la pregunta que debe hacerse es si existe alguna 
diferencia entre el sulfato de amonio granular y el estándar que afecte los precios de tal manera que genere 
un problema de comparabilidad. AdvanSix también citó los casos mexicanos de Cables Coaxiales de China y 
Carne de Bovino de Estados Unidos para argumentar que la propia Autoridad Investigadora ha reconocido 
previamente la necesidad de segmentar el mercado para realizar una evaluación precisa de la subvaloración 
de precios. 

217. En consecuencia, alega, la decisión de la Autoridad Investigadora de calcular el margen de 
subvaloración de precios sin haber considerado las diferencias entre los dos tipos de producto es injustificada, 
objetivamente incorrecta e incompatible con la jurisprudencia pertinente de la OMC. 

b. Isaosa 

218. Isaosa está de acuerdo con AdvanSix en que la Determinación final es incompatible con el requisito 
de objetividad previsto en el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping porque la Autoridad Investigadora analizó 
incorrectamente los efectos de las importaciones sobre los precios nacionales en el mismo nivel comercial. 

219. Isaosa argumenta que, para calcular el margen de subvaloración de precios en la Resolución 
Preliminar, la Autoridad Investigadora no especificó el nivel comercial al que comparó los precios nacionales y 
los de las importaciones del producto objeto de la investigación para determinar el margen de subvaloración 
de precios. No está claro si realizó la comparación sobre la base de los precios nacionales FOB (libre a bordo, 
por sus siglas en inglés) planta de producción hasta las instalaciones de los clientes, o si eran FOB, CIF 
(costo, seguro y flete, por sus siglas en inglés) o en aduana, o bien si incluían otros gastos de procesamiento, 
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por ejemplo, derechos de trámite aduanero o el flete a las bodegas de las empresas importadoras. La 
Autoridad Investigadora simplemente afirmó que había analizado los precios de las importaciones al mismo 
nivel de comercio, pero no especificó cuál fue. Solamente afirmó “a la luz de los principios de importancia 
relativa y divulgación suficiente” que los precios que los productores nacionales proporcionaron estaban en el 
mismo nivel comercial que los de las importaciones. Según Isaosa, esos principios no se desprenden del 
ordenamiento jurídico, ni la Autoridad Investigadora explicó cómo es que se llevaron los precios nacionales al 
mismo nivel comercial. 

220. Para la Resolución Preliminar, Isaosa propuso una comparación equitativa para el cálculo del margen 
de subvaloración de precios sobre la base de los precios nacionales y los de las importaciones en bodega del 
cliente. Para la Resolución Final, Isaosa solicitó a la Autoridad Investigadora que calculara el margen de 
subvaloración de precios considerando el precio de los productos investigados y los de la producción nacional 
al nivel de ventas en bodega, que incluiría los costos de procesamiento y de almacenamiento de las empresas 
importadoras. Estos costos son particularmente relevantes en virtud de las peculiaridades del mercado 
mexicano que los productores nacionales han segmentado en diferentes zonas de influencia a través de sus 
prácticas comerciales. En primer lugar, según Isaosa, los productores nacionales no tienen la capacidad de 
satisfacer la demanda en el mercado de sulfato de amonio lo cual, a su vez, afecta la disponibilidad del 
producto. En segundo lugar, cuando la industria nacional trata de abastecer áreas del país que están lejos de 
sus respectivas zonas de influencia, los precios aumentan considerablemente por efecto del flete que es muy 
elevado en ciertas áreas. En tercer lugar, la Rama de Producción Nacional tiene una red de distribución que, 
por lo general, está integrada verticalmente y compite directamente con distribuidores independientes como 
Isaosa, de tal forma que puede aprovechar su posición en detrimento de la competencia. En términos 
concretos, las empresas nacionales adoptan una política de precios que les permite establecer un precio 
único gracias a su red de distribución y dar prioridad en la entrega de productos. Además, la Rama de 
Producción Nacional no tiene una infraestructura de almacenamiento como la de los distribuidores 
independientes. Por lo tanto, al establecer el mismo precio en fábrica y en bodega, la Rama de Producción 
Nacional puede desplazar a los distribuidores independientes de, o impedirles el acceso a, sus zonas de 
influencia, ya que la Rama de Producción Nacional absorbe el costo del flete al no distinguir entre el precio de 
venta en planta en bodega, a diferencia de los distribuidores. 

221. Por tales motivos, la preocupación de Isaosa es que la metodología para calcular el margen de 
subvaloración de precios a nivel bodega del cliente no fue una solicitud frívola, sino más bien una necesidad a 
la luz de las particularidades del mercado mexicano y resultaría en una comparación equitativa, válida y 
razonable para medir si el precio de las importaciones objeto de investigación tuvo un efecto sobre los precios 
internos. Existe una lógica económica en la metodología que Isaosa propuso, ya que el nivel bodega del 
cliente es donde la autoridad puede verificar un precio más confiable. De no hacerlo así y utilizar un precio de 
importación comparando con un precio a nivel de bodega del cliente llevaría a una subvaloración artificial que 
no es confiable. 

222. Isaosa presentó pruebas del costo de transporte desde las plantas de producción en el país a 
diferentes destinos, así como la lista de precios de Agrogen, las cuales permitían a la Autoridad Investigadora 
realizar una comparación equitativa entre los precios nacionales y los precios de importación en bodega de  
los clientes. 

223. De acuerdo con Isaosa, en su Resolución Final la Autoridad Investigadora básicamente repitió el 
defectuoso análisis que ya había hecho en la Resolución Preliminar. Utilizó información de fuentes oficiales y 
de los productores nacionales del producto similar, y afirmó que hizo sus cálculos al mismo nivel comercial 
que describió como el precio de venta del sulfato de amonio colocado en el mercado mexicano. Esta 
explicación es extremadamente vaga y ambigua porque no está claro qué quiere decir la Autoridad 
Investigadora con “puesto en el mercado mexicano”. El “mercado” no es un nivel comercial. Una mercancía en 
la frontera, el puerto, la aduana, la bodega o la planta de producción podría caracterizarse como “puesta en el 
mercado mexicano” mientras esté en el territorio nacional, de modo que los bienes estarían en el mismo nivel 
comercial sólo porque están en territorio mexicano. Según Isaosa, estas explicaciones y el pobre 
razonamiento de la Autoridad Investigadora en la Resolución Final demuestran opacidad en la forma como se 
realizó la investigación, suscitan dudas, y conducen a inferencias absurdas. Evidencian la comparación 
inequitativa que la Autoridad Investigadora realizó e ignoró las particularidades del mercado mexicano que 
justificaban una metodología diferente. Alega que, en la Resolución Final, la Autoridad Investigadora 
simplemente confirmó la decisión que tomó en la Resolución Preliminar e ignoró todos los argumentos y 
pruebas que Isaosa presentó, así como los cálculos y la metodología que propuso. La Autoridad Investigadora 
sostuvo que llevó a cabo su análisis del efecto en los precios al mismo nivel comercial porque sumó los 
derechos de trámite aduanero al precio de las importaciones y porque los precios nacionales, que obtuvo a 
partir de la información de la Rama de Producción Nacional, ya contemplaban descuentos, rebajas derivadas 
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de negociaciones, devoluciones y otros factores “a la luz de los principios de importancia relativa y revelación 
suficiente”. Añadió que ello claramente demuestra que no incluían el transporte doméstico. 

224. Isaosa coincide que el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping establece que las determinaciones de 
daño deben basarse en un examen objetivo de las pruebas positivas. Ofreció como referencia varias 
decisiones de la OMC que indican que las pruebas positivas deben ser “de carácter afirmativo, objetivo y 
verificable, y deben ser creíbles”72. 

225. Isaosa sostiene que la jurisprudencia de la OMC es clara al establecer que, al realizar una 
comparación de precios para determinar el daño, es necesario distinguir los diferentes tipos de productos 
cuando sus precios varían. Alega que si bien el artículo 3.2 del Acuerdo Antidumping no establece una guía 
para realizar comparaciones de precios para determinar el impacto de las importaciones objeto de la 
investigación, los diferentes informes de los órganos de resolución de disputas de la OMC han establecido de 
manera uniforme que, a la luz del Artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, estas comparaciones de precios 
deben realizarse de manera objetiva73. 

226. Los grupos especiales de la OMC han establecido que, cuando las importaciones investigadas y el 
producto similar nacional incluyen diferentes tipos de productos con precios diferentes, estas diferencias 
deben tenerse en cuenta al calcular el margen de subvaloración de precios. En particular, en la investigación 
antidumping del caso China–Aparatos de Rayos X, las autoridades chinas calcularon el margen de 
subvaloración de precios comparando el precio unitario de las importaciones en cuestión con el precio unitario 
del producto interno considerado en conjunto. El Grupo Especial no estuvo de acuerdo con esta 
metodología74. Concluyó que, dado que el producto importado y el producto nacional similar incluían una 
variedad de productos con diferentes características físicas, usos y precios, las autoridades chinas tenían que 
haberlas considerado al comparar los precios del producto importado y el producto nacional similar como 
parte del examen de los efectos en los precios de las importaciones investigadas75. El Grupo Especial 
concluyó que el cálculo del margen de subvaloración de precios en estas circunstancias, sin garantizar la 
comparabilidad de los precios de los productos de importación con los precios nacionales, violaba el requisito 
de objetividad establecido en el artículo. 3.1 del Acuerdo Antidumping, lo que, a su vez, implicaba que el 
análisis de subvaloración de precios también contravenía el artículo 3.2 del Acuerdo Antidumping76. 

227. En virtud de la obligación que tiene la Autoridad Investigadora de realizar un examen objetivo 
conforme al artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, ésta no puede ignorar las pruebas y los alegatos de una de 
las partes que demuestran que existe un problema en la comparación pues se trata de cuestiones de hecho y 
de derecho pertinentes a la determinación del daño. La autoridad investigadora también tiene que investigar y 
resolver las cuestiones que le son planteadas en buena fe y sobre una base de equidad, es decir, sin 
favorecer a cualquiera de las partes interesadas en la investigación. 

Isaosa alega que la Autoridad Investigadora incumplió con el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping al no 
haber considerado los argumentos, pruebas, cálculos y metodologías que presentó con el fin de garantizar la 
comparabilidad de los precios en su análisis de subvaloración. 

228. Isaosa sostiene que la Autoridad Investigadora tenía información suficiente para realizar los cálculos, 
y estaba obligada a dejar en claro en la Resolución Final los detalles de su comparación de precios, incluido el 
nivel comercial al que realizó la comparación. Isaosa afirma que no tuvo acceso a la información que la 
Autoridad Investigadora usó en su determinación porque era información gubernamental no disponible para 
Isaosa y reitera su alegato de que la Autoridad Investigadora ignoró los argumentos y pruebas que ofreció 
durante el procedimiento, y que, si la Autoridad Investigadora hubiera tenido en cuenta dichos argumentos, 
habría determinado un margen menor de subvaloración de precios, o incluso un margen negativo o inexistente 
dadas las particularidades del mercado mexicano. 

229. Isaosa acusa la falta de claridad e imprecisión de la respuesta de la Autoridad Investigadora, de la 
misma forma que su Resolución Final. Isaosa citó la referencia de la Autoridad Investigadora al numeral 173 
de dicha resolución. La Autoridad Investigadora afirmó haberse basado en información de fuentes oficiales y 
en la información proporcionada por los productores nacionales, pero no especificó qué fuentes oficiales 

                                                 
72 Estados Unidos – Acero laminado en caliente, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 192; México – Medidas antidumping sobre el 
arroz; México – Tuberías de acero, Informe del Grupo Especial. 
73 China – GOES, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 200 y China – Automóviles (Estados Unidos), Informe del Grupo Especial, 
párrafo 7.255. 
74 China – Aparatos de rayos X, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.62. 
75 Íd., párrafo 7.68.  
76 China – Automóviles (Estados Unidos), Informe del Grupo Especial, párrafo 7.256 y China – Productos de pollo de engorde, Informe del 
Grupo Especial, párrafo 7.483. 
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utilizó, ni a qué información de los productores nacionales se refería. Isaosa tampoco está de acuerdo con que 
la Autoridad Investigadora estableciera que el nivel comercial era lo suficientemente específico para realizar 
su análisis. 

c. Autoridad Investigadora 

230. La Autoridad Investigadora reiteró su argumento general de que todo el Memorial de AdvanSix es 
inoperante porque AdvanSix solicita que este Panel Binacional declare la nulidad absoluta de la Resolución 
Final, para lo cual no tiene facultades. Adicionalmente, la Autoridad Investigadora sostiene que AdvanSix no 
incluyó en la sección de “Cuestiones en Litigio” de su memorial los argumentos específicos que tratan de las 
supuestas ambigüedades y contradicciones que incurrió la Autoridad Investigadora y que incluye en otras 
partes de su memorial. Según la Autoridad Investigadora, los alegatos incluidos en la Sección A del memorial 
titulada “Relación de Hechos”, no pueden considerarse como el fundamento del remedio que solicita. 
AdvanSix los debió haber incluido en la Sección B–“Alegatos” de su memorial, por lo que la Autoridad 
Investigadora pide al Panel Binacional que solo considere los alegatos incluidos en esta última sección. 

231. Según la Autoridad Investigadora, los argumentos de AdvanSix deben ser desestimados porque no 
identifican la causa petendi, ni cómo las supuestas infracciones a la ley la afectan directamente. Argumentar 
que existe una violación al artículo 3.2 del Acuerdo Antidumping y de la “legislación actual” es insuficiente para 
sustentar su reclamación. AdvanSix sugiere que existe una interrelación entre los artículos 3.1 y 3.2 del 
Acuerdo Antidumping y que, por lo tanto, una violación al artículo 3.1 implica una violación correlativa del 
artículo 3.2. La Autoridad Investigadora sostiene que la extensión lógica del argumento de AdvanSix es que 
cualquier violación del artículo 3.1, que es de aplicación general, automáticamente resultaría en violaciones a 
los otros artículos operativos del Acuerdo Antidumping (artículos 3.2 al 3.8), lo cual es inaceptable. Además, la 
falta de claridad con respecto a qué se entiende por “legislación actual” tampoco presta merito a la 
reclamación de AdvanSix. La Autoridad Investigadora también argumenta que el artículo 51 de la LFPCA no 
es aplicable en este caso y que todas las pretensiones de AdvanSix que se basaron en él deben ser 
desestimadas. Por otro lado, y en consonancia con su respuesta, la Autoridad Investigadora sostiene que la 
sección del memorial de AdvanSix que versa sobre “Cuestiones en Litigio” es ambigua y contradictoria. 
Finalmente, la Autoridad Investigadora no aceptó los argumentos de AdvanSix de que la Resolución Final no 
cumplió con las disposiciones reglamentarias relevantes toda vez que, según ésta, los argumentos de 
AdvanSix no son explícitos y no están debidamente fundamentados. 

232.  La Autoridad Investigadora caracteriza la premisa básica del alegato de AdvanSix como que las 
mercancías investigadas debieron haber sido tratadas como productos diferentes. La Autoridad Investigadora 
las considera presentaciones diferentes del mismo producto debido a sus características físicas y químicas, 
especificaciones técnicas, aplicaciones, funciones, materiales, procesos de producción, canales de 
comercialización, clientes e intercambiabilidad comercial. Según la Autoridad Investigadora, el Chemical 
Economics Handbook no los diferencia ya que comparten la misma fórmula química, peso molecular, Número 
CAS y se clasifican en una misma fracción arancelaria. Según la Autoridad Investigadora, éstos son puntos de 
referencia obligatorios que deben tenerse en cuenta para determinar la naturaleza de los productos. 

233. Ambas presentaciones parten de las mismas materias primas o como un subproducto de otros 
procesos industriales. En términos generales, cada uno se hace mezclando amoníaco y ácido sulfúrico. El 
sulfato de amonio se utiliza principalmente como fertilizante. Si bien se comercializa en diferentes 
presentaciones relacionadas con el tamaño de su partícula, no son productos diferenciados en virtud de sus 
usos, características físicas o precios. Los alegatos de AdvanSix de que las diferencias en el tamaño de las 
partículas entre el sulfato de amonio granular y el estándar conllevan diferencias en el precio y uso fracasan 
porque ignoran que el tamaño de un compuesto químico no afecta su naturaleza. La Autoridad Investigadora 
indica que el argumento de AdvanSix deviene en un cálculo de segmentación parecido al que se haría entre la 
tela de algodón en rollos y un paño de algodón ya cortado. Es claro que ambos productos son idénticos en 
cuanto a sus características lo cual haría un cálculo segmentado innecesario. 

234. La Autoridad Investigadora también sostiene que AdvanSix no sustentó adecuadamente sus 
argumentos. AdvanSix argumentó que el sulfato de amonio estándar tiene una mayor participación en el 
mercado mexicano que el sulfato granular, mientras que en el mercado estadounidense es a la inversa, lo cual 
resultó en un incremento del margen de subvaloración. La Autoridad Investigadora afirma que, sin embargo, 
no hay prueba de ello en el Expediente Administrativo. Debido a que el artículo 1904.2 del TLCAN limita la 
jurisdicción del Panel Binacional a la revisión del Expediente Administrativo, éste debe desestimar el alegato. 

235. En caso de que el Panel Binacional no declarare inoperantes los argumentos de AdvanSix, la 
Autoridad Investigadora alega que AdvanSix tampoco explicó por qué los precedentes de la OMC que cita en 
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su memorial son aplicables a la Investigación en este caso. Por consiguiente, de acuerdo con la normatividad 
mexicana y la decisión del Panel Binacional en el caso de Éter Monobutílico, el Panel Binacional no tiene que 
decidir sobre la aplicabilidad a este caso de esa jurisprudencia. En efecto, los casos a los que AdvanSix se 
refirió, que requirieron que los exámenes de subvaloración de precios se realicen por separado para 
productos individuales, son específicos a los hechos de cada uno de esos casos. AdvanSix no explicó cómo 
es que las circunstancias de esos casos son análogas a las del presente caso. AdvanSix simplemente supuso 
que esas decisiones eran directamente aplicables, no obstante que sus circunstancias eran objetivamente 
distintas de las de la Investigación en este caso. 

236. En los casos a los que AdvanSix se refirió, los productos investigados y los productos similares 
justificaban una investigación separada porque, de hecho, eran muy distintos, en contraste con las 
presentaciones de sulfato de amonio en este caso. La Autoridad Investigadora explicó que entendía que 
AdvanSix había citado determinados párrafos de los informes de los grupos especiales y el Órgano de 
Apelación de la OMC en los casos China–GOES, China–Automóviles (Estados Unidos) y China–Productos de 
pollo de engorde para demostrar que el artículo 3.1 de la Acuerdo Antidumping es aplicable a las 
comparaciones de precios para determinar si hay subvaloración, ya que ninguno de esos párrafos establece 
una obligación de realizar un estudio segmentado de los productos objeto de la investigación. Por lo tanto, 
solo habría una violación del artículo 3.1 si la Autoridad Investigadora no hubiera actuado de manera 
adecuada al realizar el cálculo de subvaloración. 

237. La Autoridad Investigadora también se refirió a los párrafos 7.62, 7.68 y 7.85 del informe del Grupo 
Especial en el caso China–Aparatos de Rayos X, incluidas las partes de esos párrafos que AdvanSix omitió. 
La Autoridad Investigadora subrayó que el Grupo Especial prestó mucha atención a asuntos tales como el 
diferente nivel de energía de los escáneres involucrados, así como el hecho de que los usos variaban 
enormemente (desde escáneres pequeños para la inspección de equipaje de mano hasta escáneres más 
grandes para la inspección de vagones de ferrocarril y contenedores). Estas diferencias fueron muy 
importantes para la decisión del Grupo Especial de que era necesario que la autoridad investigadora 
garantizara la comparabilidad. Primero, la definición del producto investigado era muy amplia e incluía 
productos radicalmente diferentes. Segundo, las características técnicas de esos productores eran muy 
diferentes. En tercer lugar, sus características físicas eran radicalmente diferentes, ya que podían pesar desde 
100 kilogramos hasta más de 7500 kilogramos. Las importaciones consistían solo en escáneres de baja 
potencia, mientras que los productos nacionales estaban compuestos de escáneres de baja y alta potencia, 
cuyos precios variaban enormemente. 

238. Las conclusiones del Grupo Especial no son aplicables a este caso porque su análisis versó sobre las 
circunstancias de hecho específicas de los escáneres objeto de la investigación. Las diferencias entre los 
escáneres eran muy grandes, mientras que en el caso del sulfato de amonio la única diferencia radica en  sus 
presentaciones. 

239. La Autoridad Investigadora también cito con el mismo propósito el caso de China–Productos de pollo 
de engorde. La Autoridad Investigadora advirtió que lo que puede desprenderse de ese informe es que debe 
cuestionarse si los productos no son homogéneos y si los diferentes modelos tienen precios significativamente 
diferentes; a contrario sensu hay casos en que es suficiente que los productos sean similares. AdvanSix tenía 
que haber demostrado que la similitud entre el sulfato de amonio granular y el estándar no era suficiente para 
justificar una comparación porque no eran productos homogéneos y tenían diferencias significativas de precio. 
No lo hizo. Los productos de pollo en cuestión eran muy distintos, con características diferentes en contraste 
con las presentaciones de sulfato de amonio, que tienen el mismo uso y Número CAS, la misma fórmula 
química, los mismos canales de distribución y compradores (que los compran indiscriminadamente). La 
Autoridad Investigadora también distinguió las “canastas” en las cuales la autoridad investigadora en el caso 
China–Productos de pollo de engorde clasificó las diferentes partes del pollo; el Grupo Especial concluyó que 
las diferentes canastas (que podrían contener piernas, pechugas, crestas, carne fresca o congelada, etc.) 
debían tener una composición similar. En este caso, según la Autoridad Investigadora, las dos “canastas” 
(granular y estándar) son idénticas porque sólo contienen sulfato de amonio. 

240. De acuerdo con la Autoridad Investigadora, aun suponiendo que exista una obligación de realizar un 
análisis diferenciado cuando el producto investigado está compuesto de productos diferentes, en este caso no 
hay tal obligación porque sólo hay un producto. La única diferencia entre los productos que AdvanSix alegó 
durante la investigación fue el tamaño de las partículas que permiten aplicar el granular de una manera 
adicional. Requerir un análisis diferenciado de esta forma sería absurdo: Los paraguas de colores claros 
tendrían que tratarse distinto de los paraguas de colores oscuros, lo que sería inaceptable. En resumen, no 
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existen pruebas que justifiquen considerar el sulfato de amonio granular como un producto diferente del 
sulfato de amonio estándar. 

241. La Autoridad Investigadora también objetó el alegato de AdvanSix de que debía haber calculado el 
margen de dumping por tipo de producto toda vez que había realizado cálculos segmentados de 
subvaloración de precios en investigaciones anteriores. Primero, negó que el alegato de AdvanSix se refiriera 
a una medida como tal. Segundo, sugiere que AdvanSix no ha explicado si la Autoridad Investigadora está 
obligada a actuar de la misma manera en investigaciones subsecuentes. Además, incluso si esas 
explicaciones fueran válidas (y sin admitir que pudieran constituir una práctica administrativa), AdvanSix no 
explicó por qué las resoluciones de esas investigaciones constituyen una práctica administrativa que la 
Autoridad Administradora debe observar en este tipo de investigaciones o, más aún, por qué esa práctica 
tendría que aplicarse en este caso particular. Los alegatos de AdvanSix son insuficientes para poder 
considéralos como argumentos jurídicos y, por lo tanto, son inoperantes. 

242. La Autoridad Investigadora respondió que aun suponiendo que los alegatos de AdvanSix fueran 
válidos, no prosperarían. Al igual que con los casos de la OMC, el contexto de la investigación en los casos 
mexicanos a los que AdvanSix se refirió fue diferente. En el caso de Cables Coaxiales de China, las 
categorías de productos fueron muy diferentes, lo que resultó en variaciones de sus usos y especificaciones 
técnicas, además de diferentes clasificaciones arancelarias. En contraste con este caso, había grandes 
diferencias entre los cables coaxiales investigados. Sucedió algo similar en la investigación de Carne de 
Bovino. 

243. La Autoridad Investigadora afirmo que consideró todos los argumentos que AdvanSix presentó en el 
curso de la Investigación. Primero, advierte una contradicción o, por lo menos, una ambigüedad en el 
argumento de AdvanSix pues, por un lado, afirma que la Autoridad Investigadora ignoró sus argumentos y, por 
el otro, alega que los rechazó por motivos que contravienen la jurisprudencia de la OMC. Según la Autoridad 
Investigadora, no se estableció la causa petendi. 

244. Suponiendo, no obstante, que Panel Binacional admitiera sus argumentos, la Autoridad Investigadora 
refiere a los párrafos 33A y M, y 172 de la Resolución Final que tratan de las pretensiones de AdvanSix. En 
adición a la parte de la Resolución Final a la que AdvanSix se refirió, en la cual la Autoridad Investigadora 
determinó que se basaría en información obtenida de estadísticas oficiales y de los productores nacionales, la 
Autoridad Investigadora explicó que había rechazado los argumentos de AdvanSix porque, cualesquiera que 
sean las diferencias físicas entre uno y otro tipo de productos, se trata simplemente de diferentes 
presentaciones de un mismo producto. La Autoridad Investigadora rechazó especialmente el argumento de 
AdvanSix de que “tenía que calcular el margen de la subvaloración de precios necesariamente a este nivel de 
agregación”. La Autoridad Investigadora nunca dijo que tuviera que hacerlo así, pero explicó por qué no era 
necesario calcular el margen de subvaloración de precios de forma desagregada. 

245. La Autoridad Investigadora reiteró que no había ignorado los alegatos y pruebas que AdvanSix 
presentó, sino que simplemente los encontró poco convincentes. La Autoridad Investigadora disputó el 
argumento de AdvanSix de que la admisión del representante legal de las solicitantes en la Investigación de 
los dos tipos de sulfato de amonio eran productos diferentes, de alguna manera desacreditaba la decisión a la 
que la Autoridad Investigadora arribó sobre la base de las pruebas positivas integradas en el Expediente 
Administrativo. La Autoridad Investigadora sostiene, además, que, si las declaraciones del representante legal 
de una parte durante el curso de una investigación tuvieran un carácter determinante, entonces la Autoridad 
Investigadora no podría cumplir con su responsabilidad de analizar el caso adecuadamente. 

246. La Autoridad Investigadora también rechazo el argumento de AdvanSix de que el foco de la 
investigación no debió haber sido la similitud de los productos, sino que existían diferencias significativas que 
justificaban un cálculo segmentado de la subvaloración de precios. En opinión de la Autoridad Investigadora, 
el problema de la comparabilidad no existía. La Autoridad Investigadora reconoce que existe un cierto 
diferencial de precios entre las dos presentaciones del producto, pero no está de acuerdo con que la 
diferencia de precios sea suficiente para suponer que se debe realizar un análisis segmentado del margen de 
subvaloración de precios. Más aún, la Autoridad Investigadora no considera que la diferencia de precios por sí 
sola justifique hacer un cálculo segmentado de la subvaloración de precios. En los casos de la OMC, a los que 
AdvanSix se refirió, existían otras diferencias significativas aparte de los precios. 

247. La Autoridad Investigadora se opone a las pretensiones de Isaosa sobre la base de que los 
argumentos incluidos en la Sección A deben considerarse argumentos fácticos más no jurídicos. También 
afirma que Isaosa no explicó por qué la subvaloración fue artificial, o por qué las comparaciones que la 
Autoridad Investigadora hizo fueron injustas. La Autoridad Investigadora sostiene que la reclamación no debe 
prosperar porque no establece los elementos que demuestren una infracción. 
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248. Según la Autoridad Investigadora, si la reclamación fuera a ser analizada seriamente, también 
debería rechazarse porque ésta no comparte el argumento de Isaosa de que la comparación de precios no se 
realizó en el mismo nivel comercial. La Autoridad Investigadora cita el numeral 173 (b) de la Resolución Final 
(que a su vez se refiere a los numerales 149 y 151 de la Resolución Preliminar), para insistir en que la 
comparación se realizó al mismo nivel de comercial. Específicamente, el precio de las importaciones de 
sulfato de amonio incluía el pago de los aranceles aduaneros y los derechos de trámite aduanero; Los precios 
sobre el valor y el volumen de ventas en el mercado nacional fueron allegados por las empresas que 
componen la Rama de Producción Nacional. Estos revelan los efectos de los descuentos a clientes, las 
rebajas derivadas de negociaciones, devoluciones e información similar. Según la Autoridad Investigadora, 
esta explicación muestra que los precios nacionales no incluyen los costos de transporte nacional como 
alegan AdvanSix y las empresas importadoras, por lo que no es necesario realizar un análisis de precios a 
nivel de bodega. La Autoridad Investigadora resaltó además su argumento de que el precio de las 
importaciones usadas para hacer la comparación equitativa era el precio de las importaciones más el arancel 
de procesamiento de aduanas. El precio del producto nacional fue el precio de colocación en las plantas de 
producción de los productores nacionales (el precio en fábrica). La Autoridad Investigadora señaló además 
que, para efectos prácticos, ésta basó su análisis en los precios a los que el primer comprador en México 
podría decidir si importaba directamente o si compraba directamente a los productores nacionales. Debido a 
que la Autoridad Investigadora utilizó el precio de importación más el derecho de trámite aduanero, consideró 
el precio al cual el importador podía acceder al producto investigado; al considerar el precio del producto 
nacional en fábrica, la Autoridad Investigadora utilizó el precio al que el mismo importador (u otro cliente) 
podía acceder al producto nacional. Esto constituye evidentemente una comparación de precios en el mismo 
nivel comercial. 

249. La Autoridad Investigadora cita el informe del Grupo Especial en China–Productos de pollo de 
engorde para la aprobación de la comparación de precios al nivel de fábrica. El Grupo Especial sostuvo que 
no era necesario que el Ministerio (la autoridad investigadora china) agregara un margen representativo de los 
costos y beneficios de la importación al valor unitario promedio de las importaciones en cuestión para que así 
el valor fuera comparable al valor unitario promedio del producto nacional: 

El Grupo Especial considera que en igualdad de todas las demás condiciones un precio CIF 
en el que se hayan hecho los ajustes apropiados para que refleje el precio pagado por el 
primer comprador en el país de importación (el importador) es comparable a un precio 
franco fábrica para el primer comprador en el país importador. Ambos precios se sitúan en 
el primer punto en que un comprador puede aceptar la entrega del producto en el país de 
importación y ambos incluyen elementos de precio que corresponden al primer punto de la 
cadena de distribución en el que los productos importados y los productos nacionales 
similares entran en competencia. Dicho de otro modo, son los precios en los que el “primer” 
comprador en el país de importación basará su decisión de importar directamente o de 
comprar directamente a los productores nacionales”77. 

250. Según la Autoridad Investigadora, el caso China–Productos de pollo de engorde confirma de manera 
concluyente que los precios que consideró para realizar el cálculo de la subvaloración de precios se 
encontraban en el mismo nivel comercial. Por lo tanto, los alegatos de Isaosa carecen de mérito. La Autoridad 
Investigadora también se refirió al argumento de Isaosa de que el uso de la información obtenida de las 
fuentes oficiales y de los productores nacionales no cumplía con el Artículo 3.1 y que el uso de Autoridad 
Investigadora de los principios de “importancia relativa y divulgación suficiente” (según Isaosa estos principios 
no eran conocidos por ella) no explican cómo los precios se encontraban en el mismo nivel comercial. 

251. La Autoridad Investigadora argumenta que el numeral 173 de la Resolución Final explica que el 
enfoque adoptado por ésta cumple claramente con el artículo 3.1 ya que las fuentes de información provienen 
tanto de fuentes oficiales como de los productores nacionales y por lo tanto la información corresponde a un 
mismo nivel de competencia en el mercado. Así, la Autoridad Investigadora no se basó únicamente en el 
hecho de que la información provino de fuentes oficiales y de productores nacionales, sino que la información 
se basaba en precios en el mismo nivel comercial. Por lo tanto, los alegatos de Isaosa nuevamente  no 
prosperan. 

252. El argumento de Isaosa sobre el hecho de que la Autoridad Investigadora basó su decisión en 
principios desconocidos para la reclamante tampoco debe prosperar. Según la Autoridad Investigadora, el 
problema no son los principios legales sino las normas que regulan el reporte de información financiera los 
cuales son instrumentos técnicos que son útiles para la gestión, presentación e interpretación de las 

                                                 
77 China – Productos de Pollo de engorde, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.486.  
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operaciones financieras que realiza una empresa. Las normas constituyen un marco de referencia aplicable a 
la evaluación de los registros contables de una empresa. La Autoridad Investigadora consideró que la 
información era adecuada para inferir que los registros contables coincidían con los estándares de declaración 
de información financiera. La falta de conocimiento de Isaosa sobre estos principios no es relevante para 
determinar si la información financiera era confiable. En consecuencia, la Autoridad Investigadora solicita a 
este Panel Binacional que resuelva que las conclusiones de la misma con respecto a los precios utilizados 
para calcular el margen de subvaloración y para determinar que se encontraban en el mismo nivel comercial 
son totalmente compatibles con el Acuerdo Antidumping. 

253. La Autoridad Investigadora también se opone a la manera en que se presentaron los argumentos del 
artículo 3.2 del Acuerdo Antidumping de Isaosa (vinculados a las alegaciones del artículo 3.1), al ser difícil de 
entender el alcance y la naturaleza de la reclamación, y que las alegaciones con respecto al artículo 3.2 no se 
encuentran en la queja inicial presentada por Isaosa, incluso si está en su memorial. Además, incluso 
asumiendo que la reclamación puede ser considerada, siendo que la Autoridad Investigadora no violó el 3.1, 
no se puede considerar que haya violado el 3.2. 

254. Además, las afirmaciones de que la Autoridad Investigadora no tenía fundamentos para el inicio de la 
investigación y que la Resolución Preliminar era insuficiente no pueden servir como la base para hacer una 
reclamación ante este Panel, ya que el artículo 1904.2 del TLCAN (y el Anexo 1911) sólo permiten hacer la 
revisión de una resolución definitiva emitida por una autoridad investigadora la cual en este caso es la 
Resolución Final. Por lo tanto, cualquier reclamación sobre las supuestas deficiencias en la Resolución de 
Inicio y la Resolución Preliminar deben ser rechazadas. 

255. La Autoridad Investigadora consideró los argumentos de Isaosa con respecto al análisis de la 
subvaloración, y afirmó que éstos no tenían fundamento alguno toda vez que la Autoridad Investigadora sí 
consideró “de manera concreta el nivel comercial y los términos con los que comparaba los precios nacionales 
y las importaciones”. De igual manera, la Autoridad Investigadora rechaza la conclusión de Isaosa de que la 
Resolución Final no establece si los precios de los productores nacionales incluyeron o no los costos de los 
fletes. La Autoridad Investigadora resaltó que Isaosa declaró, por una parte, que la Autoridad Investigadora no 
especificó el nivel al que llevó a cabo su análisis y, por otra parte, que la comparación no era equitativa, por lo 
que el margen de subvaloración es artificial. 

256. Para la Autoridad Investigadora los argumentos de Isaosa son contradictorios. Si no se conocían los 
niveles comerciales (como lo sugirió Isaosa), entonces Isaosa no podría saber si la comparación no era 
equitativa. Si Isaosa puede argumentar que la comparación es inequitativa, entonces los niveles comerciales 
son conocidos. Debido a que son contradictorios, estos argumentos son inoperantes al no plantear un alegato 
jurídico adecuado. De acuerdo a la tesis jurisprudencial 1.46A. J / 48 del Poder Judicial de la Federación, para 
declarar ilegal un acto administrativo las bases jurídicas de la reclamación no pueden ser superficiales o 
ambiguas. La causa petendi no está bien establecida porque los argumentos de Isaosa son ambiguos, 
superficiales o contradictorios, y por lo tanto no pueden constituirse como fundamento jurídico de la 
reclamación. El Panel Binacional en Éter Monobutílico estableció que las partes que impugnan la resolución 
tienen la carga procesal de explicar cuáles son las bases legales que fundamentan su reclamación. 

257. La Autoridad Investigadora alega que las pretensiones contradictorias también son inoperativas 
porque resultan infundadas. De la misma manera reitera, una vez más, su afirmación de que el análisis de 
precios se llevó a cabo en el mismo nivel de competencia, y que por lo tanto no hay razón para asumir que la 
comparación es inequitativa. Las acusaciones de Isaosa de que las conclusiones de la Autoridad 
Investigadora no fueron transparentes y de que sus inferencias son absurdas deben ser declaradas 
ineficaces. Según la Autoridad Investigadora estas acusaciones no tienen fundamento alguno. Sobre este 
punto la Autoridad Investigadora reiteró su confianza en lo establecido en el numeral 173 (b) de la Resolución 
Final. El análisis del efecto sobre los precios se llevó a cabo al mismo nivel de competencia, y la comparación 
muestra claramente que los precios internos no incluían los costos de transporte, por lo que no era necesario 
realizar una comparación de precios entre los precios de importación y la mercancía puesta en las bodegas de 
los clientes. 

258. En relación con la supuesta omisión de la Autoridad Investigadora de indicar el nivel al que se 
comparaban los precios, se refirió al caso Egipto–Barras de refuerzo de acero, el cual involucraba la solicitud 
de reconocimiento de Turquía de que la autoridad egipcia no había especificado en qué punto tuvo lugar la 
comparación de precios. Sin embargo, había suficiente información en el expediente administrativo para dar a 
entender que la autoridad egipcia había brindado suficientes explicaciones sobre la elección del nivel de 
comercio utilizado. Según la Autoridad Investigadora, dado que en el presente caso ella explicó de manera 
más detallada la forma como seleccionó el nivel de comercio, en comparación con la autoridad investigadora 
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egipcia, se puede concluir que la Autoridad Investigadora en este caso cumplió con las disposiciones 
establecidas en el Acuerdo Antidumping. 

259. De igual manera, según la Autoridad Investigadora, ésta no tenía la obligación de utilizar la 
metodología sugerida por Isaosa, ni ignoró sus pruebas, argumentos o declaraciones. Suponiendo que los 
argumentos ya vertidos sobre la inoperabilidad no prosperen, los alegatos de Isaosa seguirían siendo 
ineficaces de plano. Si estos llegasen a prosperar o son aceptados por este Panel, la Autoridad Investigadora 
describe las características del mercado mexicano como es concebido por Isaosa: (1) los productores 
nacionales carecen de la capacidad para abastecer el mercado, lo cual afecta la disponibilidad del producto; 
(2) los precios del mercado nacional son muy altos fuera del área de influencia de un productor debido a los 
elevados costos de flete; (3) la red de distribución de los productores nacionales establece un precio de venta 
único para esa red, incluso cuando tiene una infraestructura de almacenamiento inadecuada; y 4) al 
establecer el mismo precio puesto en fábrica y bodega, los productores nacionales desplazan a los 
distribuidores independientes porque los productores absorben los costos de transporte. Por lo tanto, según 
Isaosa, a nivel de bodega del cliente es donde se puede obtener el precio de venta más confiable. 

260. La Autoridad Investigadora considera que esta caracterización del mercado mexicano no tiene 
sustento alguno y cuestiona la relevancia de los supuestos de esa descripción del mercado mexicano, incluso 
si llegasen a ser verdaderas. Por lo tanto, la Autoridad Investigadora defiende su posición de que estos 
alegatos no deben prosperar por razones procedimentales. Aun si hipotéticamente estos alegatos 
sobrevivieran el escrutinio procesal, la Autoridad Investigadora invoca nuevamente el caso Egipto–Barras de 
refuerzo de acero para recordar a Isaosa que en principio el artículo 3.2 de Acuerdo Antidumping no establece 
la obligación de que una autoridad investigadora realice un análisis de subvaloración de precios a un 
determinado nivel comercial. No existiendo el requisito de que una autoridad investigadora realice el análisis a 
un determinado nivel comercial, los argumentos de Isaosa sobre que la Autoridad Investigadora debió haber 
utilizado los precios en bodega del cliente para su cálculo carecen de fundamento. 

261. De igual manera, el argumento de Isaosa sobre como el productor Met-Mex reconoció expresamente 
que sus costos fueron elevados porque éste suministró sulfato de amonio a lugares lejanos de su zona de 
influencia tampoco debe ser tomado en cuenta ya que Isaosa no explica cómo ese hecho, incluso si fuera 
cierto, tiene alguna relevancia para el cálculo del margen de subvaloración de precios. Por lo tanto, según la 
Autoridad Investigadora no hay causa de acción sobre la que se pueda basar un argumento jurídico. La 
Autoridad Investigadora señala que Isaosa parece argumentar que la declaración de Met-Mex fue un 
reconocimiento expreso de que el precio de los productos vendidos por los productores nacionales incluye los 
costos de flete, sin embargo, la Autoridad Investigadora afirma que esta conclusión interpreta erróneamente lo 
que realmente tuvo lugar en la audiencia pública. Tomando un fragmento de la declaración del representante 
de Met-Mex en la audiencia pública, la Autoridad Investigadora argumenta que lo único que se puede inferir 
de esa declaración es que cuanto más lejos esté el mercado de su esfera de influencia, menos competitivo 
será su precio. En ninguna parte se confirma que sus precios incluyan flete. La Autoridad Investigadora 
destacó que Isaosa no presentó prueba alguna de que los precios de las ventas internas incluyeron los costos 
de flete. Sólo proporcionó un cálculo del costo de transporte a las plantas de producción de los productores de 
sulfato de amonio en la región, así como una lista de precios de Agrogen. Debido a la falta de pruebas, la 
Autoridad Investigadora no pudo localizar los costos de flete en las ventas de sulfato de amonio y los precios 
de venta puestos en bodega del cliente, ni pudo deducir como los costos de flete se integraron en el análisis. 

262. La Autoridad Investigadora presentó nuevamente su posición respecto a que las cuestiones no 
planteadas por una parte interesada durante una investigación antidumping no pueden ser objeto de análisis 
en una instancia posterior, ya que no se puede esperar que la autoridad investigadora considere información o 
argumentos que no le fueron presentados originalmente. La autoridad del Panel conforme al Artículo 1904.2 
no se extiende a la revisión de asuntos que no forman parte del Expediente Administrativo. 

263. Finalmente, la Autoridad Investigadora adujo que la jurisprudencia de la OMC citada por Isaosa no 
respalda sus alegatos o simplemente no son aplicables al caso. Los casos citados proporcionan, si mucho, 
algo de contexto sobre cómo opera el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping. Los casos citados por Isaosa son 
más relevantes para las reclamaciones hechas por AdvanSix (las cuales Isaosa respalda), pero esas 
reclamaciones no se presentaron junto con los supuestos problemas que surgen de las diferencias de los 
niveles comerciales. Argumenta que o se puede identificar la causa petendi en los alegatos de Isaosa. Los 
artículos 6.1 y 1.2 de Acuerdo Antidumping se refieren, respectivamente, a la oportunidad procesal que las 
partes tienen para defender sus intereses y presentar pruebas, y la obligación de la autoridad investigadora de 
dar aviso público de sus resoluciones finales las cuales también deben contener los argumentos y 
conclusiones de hecho y de derecho que considere pertinente para sus decisiones. Sin embargo, esto no 
tiene relevancia si se ha realizado un examen objetivo como lo establece el artículo 3.1 y, por lo tanto, los 
argumentos de Isaosa como fueron expuestos anteriormente deben ser declarados inoperativos. 

d. Agrogen 
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264. Agrogen se sumó a los argumentos de la Autoridad Investigadora sobre el artículo 3.1 del Acuerdo 
Antidumping. 

2. Decisión del Panel Binacional 

265. Este Panel Binacional determina que la Resolución Final no cumple con el artículo 3.1 de la Acuerdo 
Antidumping porque la Autoridad Investigadora no motivó adecuadamente su decisión de calcular el margen 
de subvaloración de precios del sulfato de amonio de forma agregada, en lugar de diferenciar en su cálculo 
entre el sulfato de amonio estándar y el granular. 

266. Todas las partes interesadas en este caso están de acuerdo en que el artículo 3.1 del Acuerdo 
Antidumping exige que las autoridades investigadoras realicen determinaciones de daño “basadas en pruebas 
positivas” lo cual implica un “examen objetivo” del “volumen de las importaciones objeto de dumping y del 
efecto de éstas en los precios de productos similares en el mercado interno” y el “de la consiguiente 
repercusión de esas importaciones sobre los productores nacionales de tales productos”. Contrario a la 
afirmación de la Autoridad Investigadora, ésta es una obligación general, aplicable a todos los aspectos de 
una investigación antidumping. 

267. Los artículos 3.1 y 3.2 del Acuerdo Antidumping no prescriben una metodología particular que las 
autoridades investigadoras deban usar para examinar los efectos en los precios de las importaciones objeto 
de dumping. El Grupo Especial en el caso China–Aparatos de rayos X determinó: 

El Órgano de Apelación ha observado que, aunque los párrafos 1 y 2 del artículo 3 del 
Acuerdo Antidumping no prescriben un método determinado para el examen de los efectos 
de las importaciones objeto de dumping sobre los precios, las autoridades investigadoras no 
tienen facultades ilimitadas a ese respecto. En lugar de ello, con independencia del método 
elegido para examinar los efectos sobre los precios, la autoridad investigadora debe realizar 
un examen objetivo de pruebas positivas.78 

268. De tal manera, si bien la Autoridad Investigadora tiene flexibilidad para elegir la metodología para 
examinar los efectos de los precios, ésta debe resultar en una evaluación objetiva basada en las pruebas 
positivas. Su discreción no es ilimitada. Como también lo señaló el Grupo Especial de la OMC en el caso 
China–Automóviles (Estados Unidos): 

…[N]i el párrafo 2 del artículo 3 ni el párrafo 2 del artículo 15 imponen a la autoridad 
investigadora un método específico para analizar los efectos de las importaciones 
investigadas en los precios de la rama de producción nacional. Grupos especiales y el 
Órgano de Apelación han reconocido previamente el margen de discrecionalidad que tiene 
una autoridad investigadora para elegir el método de ese análisis. Sin embargo, esos 
informes subrayan que esta discrecionalidad no es ilimitada. El párrafo 2 del artículo 3 y el 
párrafo 2 del artículo 15 están informados por la obligación general del párrafo 1 del artículo 
3 y el párrafo 1 del artículo 15 de que la autoridad investigadora lleve a cabo un “examen 
objetivo” basado en “pruebas positivas.79 

269. La Autoridad Investigadora sostiene que la jurisprudencia pertinente de la OMC no sugiere que una 
simple diferencia en la fijación de precios de los productos requeriría que analizara de forma segmentada la 
mercancía investigada, y afirma que existen diferencias significativas entre el producto objeto de la 
Investigación con las mercancías objeto de los casos pertinentes de la OMC. Este argumento, sin embargo, 
no es convincente. Si bien la Autoridad Investigadora tiene razón en el sentido de que las diferencias de los 
productos en varios de los casos fueron demostrablemente mayores que las diferencias entre el sulfato de 
amonio granular y el estándar, esas diferencias, por sí solas, no son suficientes para justificar el enfoque de la 
Autoridad Investigadora. Por el contrario, según lo establecido por el Órgano de Apelación en China–GOES, la 
Autoridad Investigadora tiene la obligación de garantizar la comparabilidad de los precios tan pronto  como la 
aborde: 

En efecto, aunque no hay una prescripción explícita en el párrafo 2 del artículo 3 y el párrafo 
2 del artículo 15, no vemos cómo el hecho de no garantizar la comparabilidad de los precios 
podría ser compatible con la prescripción del párrafo 1 del artículo 3 y el párrafo 1 del 
artículo 15 de que la determinación de la existencia de daño se base en “pruebas positivas” 
y comprenda un “examen objetivo” del efecto de las importaciones objeto de investigación 
en los precios de los productos nacionales similares, entre otras cosas. De hecho, si los 
precios de las importaciones objeto de investigación y los precios internos no fueran 

                                                 
78 China – Aparatos de rayos X, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.41. 
79 China – Automóviles (Estados Unidos), Informe del Grupo Especial, párrafo 7. 255. 
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comparables, se anularía la fuerza explicativa que los precios de las importaciones objeto 
de investigación pudieran tener en relación con la reducción de los precios internos o la 
contención de su subida. Por lo tanto, no vemos ninguna razón para discrepar del Grupo 
Especial cuando declara que “[s]iempre que se hacen comparaciones entre los precios, la 
cuestión de su comparabilidad se plantea necesariamente.80 

270. Como lo demuestran numerosas publicaciones de la revista Green Markets, existe una diferencia 
constante entre el precio del sulfato de amonio estándar y el granular. Este último casi siempre ha tenido un 
precio más alto. No obstante las similitudes que apuntó entre un tipo y otro de sulfato de amonio (misma 
fórmula química, mismo Número CAS, su uso como fertilizante y la posibilidad de que uno pueda sustituir al 
otro en ciertas circunstancias), la Autoridad Investigadora no justificó en la Resolución Final ni ante este Panel 
Binacional las razones por las que ignoró la diferencia de precios entre los dos tipos de sulfato de amonio y 
los diferentes usos específicos y apropiados de cada producto en la generalidad de los casos. 

271. En primer lugar, el argumento de la Autoridad Investigadora de que el sulfato de amonio tiene la 
misma fórmula química, cualquiera que sea su presentación, dista de ser determinante. Por ejemplo, un trozo 
de hierro tiene la misma fórmula química que un portón de hierro forjado; el primero no sería de ninguna 
utilidad para el propietario de una casa que desea proteger su propiedad contra intrusos. El mero hecho de 
que tanto el sulfato de amonio granulado como el estándar tengan la misma fórmula química no es una razón 
para ignorar las diferencias en precio y uso. Para dar otro ejemplo: el agua y el hielo tienen la misma fórmula 
química pero diferentes “presentaciones”. Con un poco de paciencia ambos pueden ser utilizados 
indistintamente. Además, el agua en diferentes envases tendría la misma fórmula química, pero las distintas 
presentaciones bien podrían tener precios diferentes. ¿Un productor de agua embotellada que la vende al por 
mayor en un mercado extranjero está inevitablemente incurriendo en dumping si la vende como agua premium 
en el mercado doméstico? ¿Está ese productor subvalorando el precio de un productor local que se concentra 
exclusivamente en el mercado de agua premium? El comportamiento del consumidor, incluida la disposición 
del consumidor a pagar diferentes precios por productos aparentemente idénticos, juega un papel importante 
en el establecimiento de los precios en un mercado y la respuesta del productor a la demanda de los 
consumidores. 

272. Esta observación es relevante por el hecho de que el mercado ha establecido precios diferentes para 
el sulfato de amonio granular y el estándar. Esa diferencia de precio proviene de tiempo atrás y ha sido 
estable. La decisión de la Autoridad Investigadora no consideró ese hecho. Como lo estableció el Órgano de 
Apelación de la OMC en China–GOES “[s]iempre que se hacen comparaciones entre los precios, la cuestión 
de su comparabilidad se plantea necesariamente”81. Si no hubiera diferencias entre los productos que 
justificaran la diferencia en precio, uno tendría que suponer que los productores de sulfato de amonio granular 
saldrían del mercado porque nadie compraría de forma constante el mismo producto a un mayor precio; o 
comenzarían a producir sulfato de amonio estándar; o bien que los precios entre los dos productos se 
igualarían. Ninguna de esas cosas ha sucedido. 

273.  La Autoridad Investigadora tampoco demostró que tuvo en cuenta las diferencias en el uso del 
producto. Señaló que cada uno se utiliza como fertilizante y que los consumidores pueden reemplazar uno 
con el otro en ciertas circunstancias, por ejemplo, en casos de una escasez. Sin embargo, no consideró las 
diferencias en su uso específico. AdvanSix, explicó que el sulfato de amonio granular tiene un precio más 
elevado porque es adecuado para usarse en mezclas de fertilizantes ya que tiene partículas más grandes que 
permiten que la proporción de este fertilizante se mantenga estable “durante su manejo, almacenaje y 
aplicación mecánica” y son apropiadas para usarse en grandes extensiones, mientras que “las partículas más 
pequeñas del sulfato de amonio estándar no tienen dichas propiedades y, por lo tanto, tienden a ser utilizadas 
para aplicarse de forma manual”. Los precios de un tipo y otro de sulfato de amonio demuestran que el 
mercado reconoce estas diferencias. Contrariamente a lo que la Autoridad Investigadora ha sostenido, se trata 
de usos diferentes, incluso si su objetivo general (fertilización) es el mismo. El hecho de que, en ciertas 
situaciones, por ejemplo cuando hay escasez, los consumidores puedan sustituir uno con otro no desvirtúa 
que habitualmente tengan diferentes usos. 

274. La jurisprudencia de la OMC ha señalado de manera constante que una evaluación objetiva de las 
reclamaciones formuladas consta de dos elementos: “primero, [determinar] si las autoridades competentes 
han evaluado todos los factores pertinentes, y, segundo, si las autoridades han facilitado una explicación 
razonada y adecuada del modo en que los factores corroboran su determinación”82. Según explicó el Órgano 
de Apelación en el caso Estados Unidos–Carne de cordero, involucra dos aspectos, uno formal y uno 

                                                 
80 China – GOES, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 200. 
81 Íd.  
82 Estados Unidos – Carne de cordero, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 103. 
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sustantivo: “El aspecto formal consiste en determinar si las autoridades competentes han evaluado "todos los 
factores pertinentes"; el sustantivo, en establecer si las autoridades competentes han facilitado una 
explicación razonada y adecuada de su determinación”83. El Panel Binacional está consciente de que no 
puede simplemente sustituir las conclusiones de la Autoridad Investigadora con su propio criterio, sin 
embargo, acepta la pauta del Órgano de Apelación de permanecer abierto a la posibilidad de que la 
explicación de la Autoridad Investigadora no sea razonada o adecuada: 

Deseamos poner de relieve que, aunque los grupos especiales no están autorizados a 
realizar un examen de novo de las pruebas ni a sustituir las conclusiones de las autoridades 
competentes por las suyas propias, esto no significa que los grupos deban simplemente 
aceptar las conclusiones de las autoridades competentes. Por el contrario, a nuestro juicio, 
al examinar una alegación en el marco del párrafo 2 a) del artículo 4, un grupo especial sólo 
podrá apreciar si la explicación que ofrezcan las autoridades competentes para su 
determinación es razonada y adecuada examinando críticamente dicha explicación, en 
profundidad y a la luz de los hechos de que haya tenido conocimiento. Por lo tanto, los 
grupos especiales deben considerar si la explicación de las autoridades competentes tiene 
plenamente en cuenta la naturaleza y, en especial, la complejidad de los datos, y responde 
a otras interpretaciones plausibles de éstos. Un grupo especial debe determinar, en 
particular, si la explicación no es razonada o adecuada, si hay otra explicación plausible de 
los hechos, y si la explicación de las autoridades competentes no parece adecuada teniendo 
en cuenta la otra explicación. Así pues, cuando hagan una "evaluación objetiva" de una 
reclamación de conformidad con el párrafo 2 a) del artículo 4, los grupos especiales deberán 
permanecer abiertos a la posibilidad de que la explicación dada por las autoridades 
competentes no sea razonada o adecuada.84 

275. En relación con la evaluación objetiva que el Panel Binacional debe realizar de la determinación de la 
Autoridad Investigadora, observamos que en el caso Estados Unidos–Investigación en materia de derechos 
compensatorios sobre los DRAM, el Órgano de Apelación precisó: 

En vista de lo anterior, estimamos que la "evaluación objetiva" que ha de realizar un grupo 
especial que examine la determinación de una autoridad investigadora sobre la existencia 
de subvención ha de basarse en un examen de si el organismo presentó una explicación 
razonada y adecuada: i) del modo en que las pruebas que obran en el expediente 
corroboran sus constataciones sobre los hechos; y ii) del modo en que esas constataciones 
sobre los hechos sirven de apoyo a la determinación general sobre la existencia de 
subvención. Esa explicación tiene que poder extraerse de la determinación publicada en sí 
misma. La explicación facilitada por la autoridad investigadora acerca de sus constataciones 
respecto de los hechos, así como sobre su determinación final sobre la existencia de 
subvención, debe referirse también a las otras explicaciones distintas que puedan extraerse 
razonablemente de las pruebas, así como a los motivos por los que el organismo optó por 
descartarlas al formular sus conclusiones.85 

276. En este caso, el Panel Binacional determina que la Autoridad Investigadora desestimó los 
argumentos de las Reclamantes relativos a las diferencias en los usos y, específicamente, en cuanto al 
diferencial de precios entre el sulfato de amonio granular y estándar, e ignoró las pruebas al respecto que 
obran en el Expediente Administrativo, sin proporcionar una explicación razonada y adecuada. El foco de 
atención de la Autoridad Investigadora en las similitudes entre ambos tipos de sulfato de amonio (la fórmula 
química, Número CAS, su uso como fertilizante y la posibilidad de que puedan ser sustitutos uno del otro en 
ciertas circunstancias) es insuficiente y no ofrece una explicación razonada ni adecuada de cómo las pruebas 
que obran en el Expediente Administrativo corroboran sus constataciones sobre los hechos y cómo esas 
constataciones sirven de apoyo a su determinación, particularmente cuando, tratándose de una comparación 
de precios para efectos de determinar el margen de subvaloración de precios, la Autoridad Investigadora no 
consideró el diferencial de precios que existe —y ha existido de forma constante— entre un tipo y otro de 
sulfato de amonio e ignoró las pruebas pertinentes que las Reclamantes ofrecieron y otras que obran en el 
Expediente Administrativo. 

                                                 
83 Íd. 
84 Íd., párrafo 106. 
85 Estados Unidos – Investigación en materia de derechos compensatorios sobre los DRAM, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 186. 
Se omiten las notas al pie de página. 
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277. En cuanto a los alegatos adicionales de Isaosa, este Panel Binacional también está consciente de las 
limitaciones de su mandato. Como señala la Autoridad Investigadora, sólo puede decidir sobre reclamaciones 
relativas a la Resolución Final. No obstante, observamos que la Resolución Final incorpora ciertos párrafos de 
la Resolución Preliminar. La propia Autoridad Investigadora se refirió explícitamente a ellos en su Memorial. 
En la medida en que partes de la Resolución Preliminar se incorporen a la Resolución Final, entran a nuestra 
esfera de revisión. 

278. Las reclamaciones de Isaosa se pueden dividir en dos (en la medida en que Isaosa hizo suyos los 
alegatos de AdvanSix, el Panel Binacional ya los ha abordado). En primer lugar, sostiene que la Resolución 
Final no aclara si la Autoridad Investigadora comparó los precios en el mismo nivel comercial. Por lo tanto, 
cuestiona la metodología que la Autoridad Investigadora utilizó para determinar si existió una subvaloración de 
precios. Para determinar el precio de la Rama de Producción Nacional, la Autoridad Investigadora utilizó el 
precio en bodega del cliente más el costo del flete; mientras que para las importaciones utilizó el precio en 
bodega del importador, sin incluir el flete. Por lo tanto, era mucho más probable que encontrara subvaloración 
de precios, lo cual genera un conflicto con la obligación establecida en el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping 
de que la Autoridad Investigadora produzca una determinación objetiva. El segundo argumento de Isaosa se 
relaciona con las pruebas que utilizó la Autoridad Investigadora para sustentar su determinación. Isaosa 
cuestiona lo que describe como una opacidad de la Resolución Final con respecto a las pruebas empleadas y 
la confiabilidad de las que fueron suministradas por la industria nacional. Isaosa también cuestiona la 
naturaleza de la información oficial que la Autoridad Investigadora utilizó. 

279. La Autoridad Investigadora afirma que no tenía obligación de usar la metodología propuesta por 
Isaosa. Es cierto que el Acuerdo Antidumping no impone a la Autoridad Investigadora una obligación de 
utilizar una metodología en particular, pero su determinación debe ser objetiva, debe estar basada en pruebas 
positivas. La jurisprudencia que la Autoridad Investigadora citó es clara al respecto86. Sin embargo, la 
Autoridad Investigadora sobredimensiona la libertad que tiene en ausencia de una directriz específica en el 
Acuerdo Antidumping. La Autoridad Investigadora puede escoger la metodología, siempre y cuando cumpla 
con su obligación de realizar un análisis objetivo. La Autoridad Investigadora ignoró que el Grupo Especial en 
el caso China–Productos de pollo de engorde manifestó que “en igualdad de todas las demás condiciones un 
precio CIF en el que se hayan hecho los ajustes apropiados para que refleje el precio pagado por el primer 
comprador en el país de importación (el importador) es comparable a un precio franco fábrica para el primer 
comprador en el país importador”87. Esta determinación del Grupo Especial es congruente con otros casos de 
la OMC que confirman la libertad que tiene la autoridad investigadora para emplear una metodología 
apropiada, siempre que garantice que el margen de subvaloración de precios se calcule sobre una base 
objetiva y asegure la comparabilidad de los precios entre los productos nacionales e importados88. 

280. Isaosa argumentó que no hay igualdad de condiciones debido a las particularidades del mercado 
mexicano, toda vez que el precio en fábrica de algunos productores nacionales incluye costos de flete. Por 
consiguiente, la comparación de precios resultó inequitativa. 

281.  La Autoridad Investigadora también afirma que realizó una comparación en el nivel comercial 
equivalente, y cita la descripción que dio en la Resolución Final sobre la manera como calculó el precio ex-
fábrica de los productores nacionales y lo que se incluyó en ese cálculo (los precios obtenidos a partir de la 
información del valor y volumen de las ventas al mercado interno presentada por las empresas que conforman 
la Rama de Producción Nacional y que contemplan los efectos de los datos de descuentos a clientes, rebajas 
derivadas de negociaciones, devoluciones y otra información semejante)89. La Resolución Final enseguida 
afirma que los precios nacionales no incluyen el costo del flete doméstico. 

282. La razón asiste a Isaosa pues, a partir del texto de la Resolución Final, no es posible asegurar que el 
precio utilizado no incluye ese flete. Hay una oración concluyente en la Resolución Final a este respecto: “Lo 
anterior, claramente muestra que los precios nacionales no incluyen la transportación doméstica alegada por 
las empresas importadoras y Honeywell [hoy AdvanSix], por lo que no habría necesidad de realizar el análisis 
de precios al nivel de la mercancía puesta en la bodega de los clientes”90. Sin embargo, la lista de elementos 
que se contemplaron en el cálculo del precio no demuestra que se haya excluido la transportación doméstica. 

                                                 
86 China – Productos de pollo de engorde, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.486. 
87 Íd.  
88 China – Aparatos de rayos X, Informe del Grupo Especial, párrafo 7.62; China – GOES, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 200; 
China – Automóviles (Estados Unidos), Informe del Grupo Especial, párrafo 7.255.  
89 Resolución Final, numeral 173(b). 
90 Íd. 
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Esa lista termina con las palabras “y otra información semejante”. La Autoridad Investigadora no precisa qué 
otra información consideró y las pruebas que obran en el Expediente Administrativo no permiten establecer si 
se consideró el costo del flete o no. La información que Met-Mex presentó en la Audiencia Pública tampoco es 
concluyente. La inferencia, en efecto, es que los precios que presentaron los productores nacionales incluyen 
los costos del flete. La explicación de la Autoridad Investigadora simplemente reitera lo que dijo Met-Mex, pero 
no ofreció una explicación de su decisión. 

283. En resumen, este Panel Binacional concluye que la Autoridad Investigadora tiene discreción para 
adoptar una metodología para el cálculo del margen de subvaloración, pero no para ignorar o desestimar las 
características del mercado particular. Dada la estructura del mercado mexicano del sulfato de amonio, no es 
claro, a partir de la Resolución Final, que la Autoridad Investigadora haya comparado los precios al mismo 
nivel de comercio. 

284. El segundo elemento central de los alegatos de Isaosa es que no se puede apreciar en la Resolución 
Final qué pruebas utilizó la Autoridad Investigadora. En su respuesta a la Autoridad Investigadora, Isaosa 
alega que ésta no examinó las pruebas adecuadamente para determinar con precisión qué se incluyó o 
excluyó de los precios internos que la industria nacional suministró. En consonancia con nuestra conclusión 
sobre la metodología empleada por la Autoridad Investigadora, este Panel Binacional coincide en que no es 
claro en qué pruebas suministradas por la industria nacional y en qué información proveniente de fuentes 
oficiales se basó la Autoridad Investigadora. 

285. Por las razones expuestas, el Panel Binacional determina que la Resolución Final contraviene lo 
dispuesto en el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, pues, como se detalla en este apartado, la Autoridad 
Investigadora no realizó un examen objetivo del efecto de las importaciones sobre los precios de productos 
similares en el mercado mexicano de sulfato de amonio, y su determinación no se basa en pruebas positivas 
que lo sustenten. 

E. Análisis del alegato sobre la presunta violación del artículo 3.5 del Acuerdo 
Antidumping  

1. Posición de las Partes 

a. AdvanSix 

286. AdvanSix alega que la Resolución Final violó los requisitos del artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping 
porque la Autoridad Investigadora no distinguió los efectos de las importaciones objeto de dumping de los de 
otros factores. AdvanSix aludió principalmente a dos factores, en particular, que causaron un daño distinto de 
cualquier daño causado por las importaciones en cuestión: la caída de los precios mundiales del sulfato de 
amonio y la disminución de la producción de caprolactama por parte de Univex. AdvanSix, sin embargo, 
también se refirió a otros factores de daño distintos de las importaciones objeto de dumping. 

287. AdvanSix argumentó que la disminución de los precios internos en 2013 —la Resolución Final 
determinó que cayeron un 8 por ciento en el periodo investigado, aunque aumentaron un 7 por ciento durante 
el período analizado— fue atribuible a las condiciones del mercado mundial, y en particular a un aumento en 
la producción y las exportaciones de China. La disminución de los precios mundiales también se produjo 
debido a una caída en el precio de los granos en Estados Unidos y la subsecuente disminución de los precios 
de los fertilizantes a base de nitrógeno de la competencia, incluida la urea. 

288. En la Resolución Preliminar, la Autoridad Investigadora rechazó los alegatos de AdvanSix por 
considerarlos inadecuados para probar la causalidad. Con respecto a la disminución de los precios internos en 
2013, la Autoridad Investigadora llegó a la conclusión de que no pudo haber una caída general en los precios 
mundiales del sulfato de amonio porque el precio de las importaciones no investigadas aumentó en 2013 y 
durante todo el período investigado. En consecuencia, en su escrito de respuesta y comentarios a la 
Resolución Preliminar que presentó en el curso de la Investigación, AdvanSix exhibió un estudio elaborado 
por la consultora Profercy que confirmó los alegatos iniciales de AdvanSix y el efecto en los precios 
mexicanos de otros factores, toda vez que la economía abierta de México es sensible a los cambios en los 
precios del mercado internacional. Argumentó durante la Investigación que el ajuste a la baja en el precio 
internacional tenía que haber afectado los precios de la Rama de Producción Nacional como un principio 
básico de economía, toda vez que México es una economía abierta. Sostuvo que la Autoridad Investigadora 
no consideró que las importaciones no investigadas sólo tenían una participación del 5 por ciento en el 
mercado mexicano en 2013, por lo que no tiene sustento su inferencia de que, si las importaciones 
investigadas no hubieran estado presentes en el mercado, el aumento del precio de las importaciones no 
investigadas habría provocado que los precios internos aumentaran en lugar de disminuir. AdvanSix también 
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ofreció una posible explicación de la resiliencia del precio de las importaciones no investigadas: los contratos 
de suministro a largo plazo podrían haber blindado algunas importaciones. 

289. AdvanSix también argumentó que el daño a la industria nacional también se debió, en parte, a la 
disminución de la producción de sulfato de amonio por parte de Univex, que había sido el segundo mayor 
productor a nivel nacional. Siendo el sulfato de amonio para Univex un subproducto de la fabricación de 
caprolactama, al disminuir la producción de ésta, necesariamente disminuyó la producción de aquél. La 
Autoridad Investigadora rechazó este alegato porque determinó que no reflejaba la información que tenía 
sobre Univex en el marco de la Investigación, particularmente el hecho de que la producción de sulfato de 
amonio de Univex había disminuido muy poco, de modo que la caída en las ventas internas de Univex no 
podía atribuirse a una disminución en la producción. 

290. Según AdvanSix, la resolución de la Autoridad Investigadora se basó en datos que tenían 
incongruencias internas. La caída en las ventas nacionales de Univex, de hecho, fue cinco veces mayor que la 
caída de la producción en 2013. Si Univex disminuyó su producción de sulfato de amonio, pero sus ventas 
cayeron drásticamente, entonces los inventarios tendrían que haber aumentado significativamente, lo cual no 
ocurrió. AdvanSix sugiere que, si las ventas de Univex disminuyeron cinco veces más que su producción, 
entonces los inventarios tendrían que haber crecido cuatro veces. 

291. AdvanSix identificó otros dos factores que causaron daño a la Rama de Producción Nacional y alega 
que la Autoridad Investigadora concluyó erróneamente que no la perjudicaron. Los hallazgos contradictorios 
de la Autoridad Investigadora con respecto a la caída en los precios mundiales del sulfato de amonio 
demuestran que reconoció que, al menos una parte del daño a la Rama de Producción Nacional se debió a la 
caída del precio mundial del sulfato de amonio. Sin embargo, la Autoridad Investigadora no separó ni 
distinguió los efectos de la caída de los precios mundiales de los efectos de las importaciones investigadas. 

292. La Autoridad Investigadora también erró al concluir que los argumentos de AdvanSix no estaban 
soportados en datos de Univex. La Autoridad Investigadora tampoco consideró las incongruencias internas en 
la información que Univex presentó y que la hacen poco confiable. 

293. Durante la investigación, AdvanSix se refirió a estándares legales establecidos por el Grupo Especial 
de la OMC en CE–Accesorios de tubería para dar contenido a la obligación de la autoridad investigadora de 
distinguir entre el daño causado por las importaciones en cuestión y el daño causado por otros factores. 
AdvanSix solicitó que los productores nacionales cumplieran con su obligación de presentar un examen de no 
atribución, pero no lo hicieron porque, aparentemente, supusieron que la Autoridad Investigadora lo haría. 
AdvanSix argumentó que la Autoridad Investigadora no debió haber eximido a los productores nacionales de 
cumplir con esta carga procesal. 

294. AdvanSix hizo énfasis en que una investigación antidumping es un proceso contencioso en el cual la 
Autoridad Investigadora debe actuar objetivamente, como lo haría un juez, con respecto a cada una de las 
cuestiones controvertidas, incluido el examen de no atribución. Si la Autoridad Investigadora realizara el 
análisis de no atribución por sí misma, tendría que ser a través de un proceso público que permitiera a las 
partes interesadas, incluida AdvanSix, participar y realizar comentarios antes de emitir su resolución. Sin 
embargo, afirma que la Autoridad Investigadora ni siquiera respondió a la solicitud de AdvanSix de realizar 
comentarios sobre el examen de no atribución. 

295. Adicionalmente, este hallazgo contradice la decisión de la Autoridad Investigadora de no aplicar una 
cuota compensatoria inferior al margen de dumping sobre la base de que los precios mundiales del sulfato de 
amonio no serían suficientes para remediar el daño. AdvanSix sostiene que esta determinación demuestra 
que parte del daño sufrido por la industria nacional, si no es que todo el daño, se puede atribuir a los bajos 
precios mundiales del sulfato de amonio. 

296. El artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping requiere demostrar una relación causal entre las 
importaciones objeto de la Investigación y el daño a la Rama de Producción Nacional, así como que el daño 
no puede atribuirse a factores distintos. AdvanSix cita el caso de Estados Unidos–Acero laminado en caliente 
para resaltar la importancia de distinguir los efectos perjudiciales causados por otros factores generadores de 
daño de los efectos perjudiciales causados por las importaciones objeto de dumping: “[s]i los efectos 
perjudiciales de las importaciones objeto de dumping no se separan y distinguen adecuadamente de los 
efectos perjudiciales de los otros factores, las autoridades no podrán llegar a la conclusión de que el daño que 
atribuyen a las importaciones objeto de dumping es causado en realidad por esas importaciones y no por los 
otros factores”91. 

297. AdvanSix también refirió a la jurisprudencia de la OMC que requiere que la Autoridad Investigadora 
examine cualesquier otros factores “de que tenga conocimiento”, que sean “distintos de las importaciones 

                                                 
91 Estados Unidos – Acero laminado en caliente, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 223. 
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objeto de dumping” y que “al mismo tiempo perjudiquen a la rama de producción nacional”, y no atribuya a las 
importaciones objeto de dumping los daños causados por esos otros factores92. 

b. Autoridad Investigadora  

298. La Autoridad Investigadora afirma que los alegatos de no atribución de AdvanSix deben desecharse 
porque un examen de no atribución sólo debe realizarse si existen “otros factores” de daño, en adición a las 
importaciones investigadas. Si no existen, entonces la lógica dicta que el análisis de no atribución no tiene por 
qué llevarse a cabo. Sobre la base de este supuesto, el análisis de la Autoridad Investigadora en la 
Resolución Final no contiene defecto estructural alguno, porque determinó que no hubo una caída 
generalizada en los precios mundiales del sulfato de amonio, tal como lo evidenció el comportamiento de los 
precios de las importaciones no investigadas. La Autoridad Investigadora determinó que el precio de las 
importaciones no investigadas aumentó, contrario a lo que tendría que haber ocurrido si hubiese habido una 
caída generalizada de los precios internacionales. Alega que, por lo tanto, el argumento de que los precios 
internacionales cayeron de manera generalizada no se sostiene. 

299. La Autoridad Investigadora manifestó que AdvanSix alegó que su conclusión es incorrecta, pero no 
explicó “por qué motivo la factibilidad de que los precios internos subieran o no, como consecuencia de los 
precios de las importaciones no investigadas, se relaciona con el hecho de que no se pueda afirmar que los 
precios internacionales cayeron, de forma generalizada, porque hubo precios que subieron” y añade que “[e]l 
impacto que las importaciones no investigadas podrían haber tenido en los precios internos, en ausencia de 
las importaciones investigadas, no tiene ninguna relación con que los precios de esas importaciones 
demuestren que no hubo una caída generalizada de los precios internacionales”. 

300. Suponiendo sin conceder que AdvanSix tuviera razón de que tuvo lugar una caída en los precios 
internacionales y que posiblemente era otro factor de riesgo además de las importaciones objeto de dumping, 
sólo si los otros factores causan daño a los productores nacionales concomitantemente con las importaciones 
investigadas es necesario realizar un examen de no atribución. Según la Autoridad Investigadora, nada en el 
argumento de AdvanSix demuestra que la disminución de los precios del mercado mundial perjudicó de 
alguna manera a la industria nacional. Debido a que no hay un vínculo causal demostrado en el argumento de 
AdvanSix, esta conclusión también debe ser rechazada. 

301. Además, incluso suponiendo que la caída de los precios internacionales hubiese perjudicado a los 
productores nacionales, la Autoridad Investigadora cuestiona el argumento de AdvanSix de que el simple 
hecho de que México sea una economía abierta automáticamente habría resultado en un daño a la Rama de 
Producción Nacional motivado por la caída de los precios mundiales del sulfato de amonio. La Autoridad 
Investigadora afirma que AdvanSix no demostró que los precios del mercado mundial tuvieran efecto alguno 
en el mercado mexicano. Esos precios sólo podían “ingresar” al mercado mexicano por dos vías: las 
importaciones investigadas (de China y Estados Unidos) y las importaciones no investigadas. Evidentemente, 
las importaciones investigadas no son “otro factor”, y las importaciones no investigadas, como AdvanSix lo 
reconoce, no reflejaron la tendencia a la baja de los precios internacionales. 

302. La Autoridad Investigadora también cuestiona la conclusión de AdvanSix sobre una aparente 
contradicción en la Resolución Final en cuanto a que el precio mundial del sulfato de amonio no podía usarse 
como un precio lesivo porque no era suficiente para remediar el daño causado a la Rama de Producción 
Nacional. La Autoridad Investigadora explica que no hay conexión entre la premisa de que la caída de los 
precios internacionales no causó daño y la conclusión de que no podían tomarse como precio no lesivo. El 
hecho de que el precio sea demasiado bajo para utilizarse como precio no lesivo no implica automáticamente 
que el precio sea otro factor que cause daño. Señala la Autoridad Investigadora que para que la caída en los 
precios internacionales cause un daño a los productores mexicanos, esos precios internacionales deben 
“ingresar” al mercado mexicano, por lo que, si no lo hacen, no pueden afectar a los productores nacionales. 

303. En cuanto al argumento de que el daño a Univex se debió a la disminución de su producción de 
caprolactama, la Autoridad Investigadora sostiene que los alegatos y las pruebas que las partes interesadas 
no presentan en el curso de la Investigación no forman parte del Expediente Administrativo, no pudieron ser 
analizados oportunamente y, por tanto, son inadmisibles en esta instancia posterior. Tal es el caso de los 
alegatos de AdvanSix sobre las contradicciones internas en la información de Univex y sus inventarios de 
sulfato de amonio. 

304. En cualquier caso, el análisis de la Autoridad Investigadora tuvo por objetivo determinar si la 
disminución en la producción de caprolactama había causado una caída en la producción de sulfato de 
amonio, por lo que lo más lógico fue examinar el impacto de la caída en la producción de sulfato de amonio en 

                                                 
92 CE – Accesorios de tubería, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 175. 
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las ventas de éste en la compañía. La Autoridad Investigadora determinó que la caída en las ventas fue cinco 
veces mayor que la caída en la producción. Dada esta abrumadora diferencia, no consideró que la caída en la 
producción en relación con la disminución en la producción de caprolactama fuera una causa del daño. Para 
la Autoridad Investigadora, los alegatos de AdvanSix son inadecuados. Según la Autoridad Investigadora, la 
caída en la producción de caprolactama no explica la enorme caída de las ventas de sulfato de amonio. 

305. Añade que AdvanSix no proporcionó información que soporte su conclusión de que los inventarios de 
sulfato de amonio de Univex debieron haber crecido cuatro veces más que el incremento real. En cualquier 
caso, sí hubo un aumento significativo de sus inventarios. La caída en de las ventas se reflejó en el aumento 
de más del 50% en sus inventarios. Durante 2013 ese aumento fue mayor que el volumen de la caída en sus 
ventas. La Autoridad Investigadora adjuntó una tabla con proyecciones que demuestran cómo podría haber 
funcionado el aumento de los inventarios. 

c. Agrogen 

306. Agrogen se sumó a todos los alegatos de la Autoridad Investigadora sobre el artículo 3.5 del Acuerdo 
Antidumping. 

2. Decisión del Panel Binacional 

307. El artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping dispone en la parte pertinente: 

…La demostración de una relación causal entre las importaciones objeto de dumping y el 
daño a la rama de producción nacional se basará en un examen de todas las pruebas 
pertinentes de que dispongan las autoridades. Éstas examinarán también cualesquiera otros 
factores de que tengan conocimiento, distintos de las importaciones objeto de dumping, que 
al mismo tiempo perjudiquen a la rama de producción nacional, y los daños causados por 
esos otros factores no se habrán de atribuir a las importaciones objeto de dumping… 

308. El Órgano de Apelación de la OMC ha establecido: 

Para que se active esta obligación, el párrafo 5 del artículo 3 exige que los factores de que se trate: 

a) sean del "conocimiento" de la autoridad investigadora; 

b) sean factores "distintos de las importaciones objeto de dumping"; y 

c) perjudiquen a la rama de producción nacional al mismo tiempo que las importaciones objeto 
de dumping.93 

a. ¿Conocía la Autoridad Investigadora de los “otros factores… distintos de 
las importaciones objeto de dumping”? 

309. AdvanSix y la Autoridad Investigadora no estaban de acuerdo sobre si hubo una disminución 
“generalizada” en los precios mundiales del sulfato de amonio durante el período investigado que debía haber 
activado la obligación de la Autoridad Investigadora de realizar un examen de no atribución. AdvanSix ofreció 
pruebas de una caída en los precios mundiales del sulfato de amonio. La Autoridad Investigadora analizó en 
la etapa final de la Investigación la información que presentaron las partes interesadas, incluido el estudio de 
la consultora Profercy, Ltd. que exhibió AdvanSix, la información sobre precios internacionales de sulfato de 
amonio de Green Markets y los precios de las exportaciones globales realizadas a través de la subpartida 
3102.21 reportados por UN-Comtrade. En la Resolución Final expresó que “observó un movimiento a la baja 
de algunos precios internacionales de sulfato de amonio”. Sin embargo, concluyó que “el precio de las 
importaciones [en México] de orígenes distintos a los investigados mantuvieron [sic] una tendencia creciente 
durante todo el periodo analizado, sin reflejar el comportamiento de los precios internacionales ocurrido en el 
periodo investigado, por lo que no se podría considerar como una caída generalizada en los precios del 
sulfato de amonio”94. 

310. De tal manera, no hay disputa entre las partes en que los precios internacionales del sulfato de 
amonio cayeron. La diferencia se centra en si la disminución fue “generalizada” y qué significa que lo hubiese 
sido. 

311. El Panel Binacional volverá sobre este punto. Sin embargo, no hay duda que la Autoridad 
Investigadora tuvo conocimiento de estos hechos. No sólo analizo la información y pruebas que AdvanSix 
presentó, sino que la contrastó con información proveniente de otras fuentes cuya confiabilidad tampoco está 
en disputa: Green Markets y las estadísticas de UN-Comtrade. De acuerdo con la Resolución Final, todas las 

                                                 
93 CE – Accesorios de tubería, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 175. 
94 Resolución Final, numeral 210(a). 
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fuentes analizadas coinciden y la Autoridad Investigadora concluyó que “se observó un movimiento a la baja 
de algunos precios internacionales de sulfato de amonio”. Aun cuando señaló que el incremento fue de 
“algunos” precios internacionales, no ofreció más detalles. Como se aprecia del numeral 210(a) de la 
Resolución Final, el reparo de la Autoridad Investigadora tiene que ver con que los precios en México de las 
importaciones no investigadas aumentaron. En suma, el Panel Binacional constata que la Autoridad 
Investigadora tuvo conocimiento de este “otro factor”. 

312. En cuanto a la caprolactama, la Resolución Final también señala: “con base en las pruebas 
presentadas en esta etapa [final] de la investigación y con la información existente en el expediente 
administrativo, la Secretaría analizó la influencia del mercado de caprolactama como posible factor de daño 
adicional a las importaciones investigadas”95. Por consiguiente, el Panel Binacional constata que la Autoridad 
Investigadora también tuvo conocimiento de este otro factor. 

b. ¿Se pueden distinguir los otros factores de los que la Autoridad 
Investigadora tuvo conocimiento de las importaciones objeto de 
dumping? 

313. La Autoridad Investigadora ha argumentado que no había forma de que la disminución en los precios 
del mercado mundial afectara al mercado mexicano. Empero, el impacto que los precios internacionales 
hayan podido tener o no en el mercado mexicano no significa que no se trate de un factor distinto de las 
importaciones investigadas. Evidentemente lo es porque el análisis de dumping considera el precio de 
exportación de las mercancías investigadas al exportarse de Estados Unidos a México y el precio comparable, 
en el curso de operaciones comerciales normales, de la mercancía similar destinada al consumo en Estados 
Unidos (i.e. el valor normal). El argumento de la Autoridad Investigadora se refiere a una cuestión distinta —la 
causalidad— que el Panel Binacional aborda más adelante. 

314. La caída de la producción de sulfato de amonio como subproducto de la caprolactama también 
satisface el segundo requisito identificado por el Órgano de Apelación. La Resolución Final identificó la 
producción de caprolactama como uno de los métodos de fabricación de sulfato de amonio y constató que 
Univex fue el “único productor en México que obtiene el sulfato de amonio como subproducto de la 
caprolactama96. También es evidente que la producción de sulfato de amonio en México a partir de la 
caprolactama es un factor distinto de la importación del sulfato de amonio. 

315. En consecuencia, el Panel Binacional constata que los factores aludidos son otros factores distintos 
de las importaciones investigadas. 

c. ¿Hubo otros factores que causaron daño al mismo tiempo que las 
importaciones objeto de dumping? 

316. El quid del asunto está en la causalidad. Para evaluar si existe causalidad, la Autoridad Investigadora 
tiene la obligación de investigar si el daño sufrido por la Rama de Producción Nacional puede atribuirse 
propiamente a las importaciones objeto de dumping, y no a otros factores distintos. Dicho de otra manera, la 
Autoridad Investigadora tiene que garantizar que el daño atribuido a las importaciones objeto de dumping no 
sea simplemente una cuestión de correlación, sino de causalidad real. La Autoridad Investigadora argumentó 
que no tenía la obligación de realizar el análisis de no atribución pues concluyó que no había otros factores 
generadores de daño. Alegó que AdvanSix no demostró que esos otros factores generaron daño alguno y, por 
lo tanto, el tercer requisito nunca se materializó. 

317. El artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping impone a las autoridades investigadoras la obligación de 
examinar otros factores que pudieran causar daño: “Éstas (i.e. las autoridades investigadoras) examinarán 
también cualesquiera otros factores de que tengan conocimiento, distintos de las importaciones objeto de 
dumping, que al mismo tiempo perjudiquen a la Rama de Producción Nacional, y los daños causados por esos 
otros factores no se habrán de atribuir a las importaciones objeto de dumping”. Según lo establece la oración 
que precede inmediatamente a la que se ha citado del artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping, el examen debe 
basarse “en todas las pruebas pertinentes de que dispongan las autoridades” investigadoras. El uso del 
adverbio “también” lo pone en claro. 

i. La caída de los precios mundiales de sulfato de amonio 

318. En el curso de la Investigación, AdvanSix argumentó: 

[E]l debilitamiento de los precios nacionales observado durante 2013 era atribuible a la 
evolución del mercado mundial del Sulfato de Amonio. En particular, la tendencia a la baja 
de los precios internos se debió a un ajuste a la baja de los precios mundiales causada por 
una enorme de la oferta mundial como consecuencia del significativo incremento en la 
producción y exportación de China. Honeywell [hoy AdvanSix] también señaló que tal ajuste 

                                                 
95 Íd., numeral 210(c). 
96 Íd., numerales 9, 11 y 205(b). 
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a la baja en los precios mundiales del Sulfato de Amonio estaba relacionado también con 
factores de demanda (una caída en los precios de los cereales, el mayor grupo de cultivos 
agrícolas que depende fuertemente del Sulfato de Amonio como fertilizante) y 
adicionalmente, a un descenso paralelo de los precios mundiales de otros fertilizantes a 
base de nitrógeno, incluyendo la urea.97 

319. Precisó que la Autoridad Investigadora desestimó sus argumentos por considerar que no había 
presentado pruebas suficientes para soportarlos. Por consiguiente, tras la Resolución Preliminar, AdvanSix 
aportó un estudio realizado por la firma de consultoría Profercy, Ltd. como prueba de que hubo una expansión 
en la oferta mundial de fertilizantes nitrogenados, incluida la urea que desplazó al sulfato de amonio, pero 
también del sulfato de amonio mismo, lo cual se tradujo en mayores exportaciones a los mercados de América 
Latina. El estudio elaborado por Profercy establece que los precios mundiales del sulfato de amonio y otros 
fertilizantes nitrogenados cayeron, y concluye que ello fue “muy perjudicial para los productores de fertilizantes 
de nitrógeno en todo el mundo”98. 

320. AdvanSix subrayó que los Solicitantes no presentaron un estudio de no atribución en el curso de la 
Investigación99. De tal manera, las pruebas que obran en el Expediente Administrativo son principalmente las 
que AdvanSix aportó, aunque la Autoridad Investigadora sí tuvo información de otras fuentes sobre los precios 
mundiales del sulfato de amonio, como ya lo observó el Panel Binacional. 

321. No está en disputa que durante el periodo analizado los precios mundiales cayeron y que los precios 
nacionales de la mercancía similar a la investigada también cayeron. AdvanSix argumentó durante la 
Investigación que la economía mexicana, en general, y el mercado del sulfato de amonio, en particular, están 
abiertos al comercio exterior, por lo que “la debilidad de los precios mundiales del Sulfato de Amonio 
necesariamente tiene que reflejarse en los precios internos”100. Para AdvanSix hubo una disminución global 
en los precios del sulfato de amonio. Lo sustentó en el estudio de Profercy que así lo establece y explica que 
China expandió su producción y exportaciones de urea, lo cual impactó negativamente tanto en los precios de 
urea como en los de otros fertilizantes nitrogenados (incluido el sulfato de amonio) que fueron desplazados 
por aquélla. De acuerdo con el estudio de Profercy, China, a la vez, incrementó su producción y exportaciones 
de sulfato de amonio. Esta expansión se tradujo en mayores exportaciones a los mercados de América Latina 
y fue “muy perjudicial para los productores de fertilizantes de nitrógeno en todo el mundo”. 

322. El Panel Binacional constata que la Autoridad Investigadora dispuso de pruebas suficientes del 
impacto negativo que la disminución de los precios internacionales tuvo sobre los precios nacionales del 
sulfato de amonio. Sin embargo, declinó “atribuirle en su totalidad a este factor la disminución de los precios 
nacionales [porque] excluiría el efecto claramente identificable que tuvo la concurrencia al mercado mexicano 
de las importaciones investigadas en condiciones de dumping…”101. Argumentó que “el precio de las 
importaciones de orígenes distintos a los investigados mantuvieron [sic] una tendencia creciente durante todo 
el periodo analizado, sin reflejar el comportamiento de los precios internacionales ocurrido en el periodo 
investigado”. Éste fue el alcance del análisis que hizo de los argumentos y pruebas que la Reclamante 
presentó durante la Investigación102. En consecuencia, como las importaciones no investigadas (que 
representaron un 5% del consumo nacional aparente de sulfato de amonio en México a lo largo del periodo 
analizado103) no reflejaron esa caída en precios, no consideró que la disminución de los precios mundiales 
hubiese sido “generalizada” y, sobre esta base, decidió no llevar a cabo el examen de no atribución. La 
Autoridad investigadora no proporcionó una explicación razonada y adecuada del modo como, el que un 
volumen relativamente pequeño de sulfato de amonio en segmento también limitado del mercado no haya 

                                                 
97 Escrito de AdvanSix mediante el cual presenta argumentos y pruebas adicionales después de la Resolución Preliminar, 14 de abril de 
2015, p. 38, Vol. 24 NCF/38. Véase también la Resolución Final, numeral 205(a). 
98 Íd., Anexo B, pp. 6-8, Vol. 24 NCF/185-187. 
99 Véase, por ejemplo, el Acta de la audiencia pública relativa a la investigación antidumping sobre las importaciones de sulfato de amonio, 
originarias de los Estados Unidos de América y de la República Popular China, independientemente del país de procedencia, 17 de junio de 
2015, p. 9, Vol. 31 NCF/328. 
100 Escrito de AdvanSix mediante el cual presenta argumentos y pruebas adicionales después de la Resolución Preliminar,  p. 39 (Vol. 24 
NCF/39). Véase también el Acta de la Audiencia Pública de la Investigación. 
101 Resolución Final, numeral 210(a). 
102 La explicación de la Autoridad Investigadora en este procedimiento ante el Panel Binacional de por qué las importaciones no investigadas 
no causaron daño fue que éstas no tenían forma de afectar el precio interno, dado que esas importaciones no entraron al mercado mexicano. 
AdvanSix señaló que ello pudo haberse explicado porque las importaciones no investigadas tuvieron una participación muy limitada en el 
mercado mexicano durante el periodo analizado (este dato consta en la Resolución Final en el numeral 204(a)) y porque pudieron haber 
estado sujetas a contratos de largo plazo con precios fijos. Ni la Autoridad Investigadora ni la Reclamante hicieron estos argumentos en el 
curso de la Investigación. En ambos casos se trata de una racionalización ex post facto.  
103 Resolución Final, numeral 204(a). 
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reflejado la misma tendencia, demuestra que la caída de los precios internacionales no influyó en la caída de 
los precios nacionales del sulfato de amonio y, por lo tanto, el tercero de los requisitos identificado por la 
jurisprudencia de la OMC no se materializó. 

323. El Panel Binacional determina que la Autoridad Investigadora tenía la obligación de realizar el 
examen de no atribución. El artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping establece que “[l]a demostración de una 
relación causal entre las importaciones objeto de dumping y el daño a la Rama de Producción Nacional se 
basará en un examen de todas las pruebas pertinentes de que dispongan las autoridades” investigadoras y 
añade que “[é]stas [es decir, las autoridades investigadoras] examinarán también cualesquiera otros factores 
de que tengan conocimiento, distintos de las importaciones objeto de dumping, que al mismo tiempo 
perjudiquen a la rama de producción nacional” (énfasis añadido). El uso del adverbio “también” indica que el 
examen de no atribución debe basarse, igualmente, en “todas las pruebas pertinentes de que dispongan las 
autoridades”. 

324. En este caso, los primeros dos requisitos que establece el artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping, 
según los ha precisado la jurisprudencia pertinente de la OMC —la existencia de los otros factores distintos de 
las importaciones investigadas, en particular la caída de los precios mundiales del sulfato de amonio (el Panel 
Binacional abordará el tema de la caprolactama más adelante)— quedaron establecidos a satisfacción de la 
Autoridad Investigadora, como lo demuestra la Resolución Final y el Panel Binacional lo ha constatado. 
AdvanSix puso a disposición de la Autoridad Investigadora argumentos y pruebas pertinentes a la caída de los 
precios mundiales del sulfato de amonio, los factores que la motivaron y su impacto. En efecto, Profercy 
concluyó que esa situación del mercado mundial fue muy perjudicial para los productores en todo el mundo, lo 
cual, desde luego, incluye a los productores mexicanos. Sin embargo, la Autoridad Investigadora declinó 
analizar esos argumentos y pruebas y, en consecuencia, incumplió con su obligación de examinar otros 
factores de los que tuvo conocimiento, distintos de las importaciones objeto de dumping —en específico la 
caída de los precios mundiales del sulfato de amonio—, sobre la base de todas las pruebas pertinentes que 
tuvo a su disposición, para determinar si también perjudicaron al mismo tiempo a la Rama de Producción 
Nacional. El Panel Binacional aclara que el punto no es si la caída de los precios internacionales del sulfato de 
amonio fue “generalizada” o no; sino que la Autoridad Investigadora debió haber examinado todos los 
argumentos y pruebas presentados para determinar si dicha caída de los precios perjudicó a la Rama de 
Producción Nacional. El Panel Binacional también precisa que difícilmente sería una cuestión binaria, como lo 
sugirió la Autoridad Investigadora en el numeral 210 de la Resolución Final: o el perjuicio es total, o no lo hay 
del todo. La Autoridad Investigadora tiene la obligación de determinar en qué medida los otros factores 
perjudican a la Rama de Producción Nacional para no atribuir a las importaciones objeto de dumping los 
daños causados por esos otros factores. 

ii. Disminución de la producción de caprolactama de Univex. 

325. El segundo alegato de AdvanSix es que el daño que sufrió Univex, uno de los mayores productores 
mexicanos de sulfato de amonio, no se debió a la competencia de las importaciones investigadas, sino a que 
su producción de caprolactama disminuyó, lo cual ocasionó que su producción y ventas de sulfato de amonio 
también cayeran. Univex solamente produce el sulfato de amonio como un subproducto de la caprolactama. 
Este alegato resalta una de las características inusuales de este caso: Univex, uno de los principales 
productores nacionales de la mercancía similar a la investigada, no fue Solicitante ni parte interesada en la 
investigación. Su participación se limitó a responder los requerimientos de información que le hizo la Autoridad 
Investigadora. 

326. En el curso de la Investigación, AdvanSix argumentó: 

[E]l daño sufrido por Univex es atribuible al hecho de que, como productor que elabora 
Sulfato de Amonio como un subproducto de la producción de caprolactama, Univex ha sido 
particularmente afectado de forma adversa por el colapso del precio mundial de 
caprolactama. Esta caída de cerca del 75 por ciento durante los pasados tres años ha sido 
transmitida al mercado mexicano debido a que México es una economía abierta inclusive en 
relación con el mercado de la caprolactama. Debido a la caída en el precio de la 
caprolactama, Univex ha reducido su producción de caprolactama, lo que obviamente 
reduce su producción residual de Sulfato de Amonio, afectando negativamente su 
utilización, estructura de costos, rentabilidad y ventas de Sulfato de Amonio.104 

327. Ofreció como prueba un documento elaborado por Tecnon OrbiChem sobre la caída de los precios 
de la caprolactama que afectaron el margen variable de Univex. El documento también señala que las ventas 

                                                 
104 Escrito de AdvanSix mediante el cual presenta argumentos y pruebas adicionales después de la Resolución Preliminar,  p. 39 (Vol. 24 
NCF/39). Véase también la Resolución Final, numeral 205(b). 
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de sulfato de amonio asimismo impactaron el margen variable de Univex, lo cual también coincide con la 
disminución del precio mundial de este producto105. 

328. La Autoridad Investigadora manifestó en la Resolución Final que “analizó la influencia del mercado de 
la caprolactama como posible factor de daño adicional a las importaciones investigadas”. Planteó que la 
disminución del precio internacional de la caprolactama debió haberse traducido en una disminución de la 
producción de este producto, así como en la del sulfato de amonio, lo cual, a su vez, habría motivado una 
disminución de las ventas de sulfato de amonio en la misma proporción. Sin embargo, observó que las ventas 
de sulfato de amonio cayeron cinco veces más que la producción y, por lo tanto, lo descartó como un  factor 
de daño. 

329. Nuevamente, éste fue el alcance del análisis de los argumentos y pruebas que AdvanSix (al igual que 
Isaosa) presentó en el curso de la Investigación. A todas luces, también fue un análisis muy limitado. La 
Autoridad Investigadora no proporcionó una explicación razonada y adecuada de por qué la relación 
producción/ventas de Univex demuestra que el daño alegado, atribuible a otros factores distintos de las 
importaciones objeto de dumping, no se materializó. 

330. En este procedimiento ante el Panel Binacional, AdvanSix argumentó que, si las ventas de Univex 
cayeron más de lo que disminuyó su producción, entonces sus inventarios tenían que haber aumentado 
significativamente. La Autoridad Investigadora respondió que estos alegatos y las pruebas de soporte son 
inadmisibles porque la Reclamante no los presentó en el curso de la investigación. Sin embargo, el Panel 
Binacional observa varias cosas al respecto: primero, la Autoridad Investigadora sí disponía de los datos de 
inventarios (entre otros factores económicos y financieros) de Univex durante el periodo analizado y éstos 
obran en el Expediente Administrativo. Univex los presentó en respuesta a requerimientos de información de 
la Autoridad Investigadora106 y ésta los tuvo por presentados, los integró al Expediente Administrativo y los 
turnó a las áreas competentes para su análisis107. Segundo, el artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping obliga a 
la Autoridad Investigadora a realizar un examen con base en todas las pruebas pertinentes de que disponga, 
no solamente aquellas que ofrece la parte interesada que presenta un argumento. El Tribunal constata que, 
en el curso de la Investigación, AdvanSix e Isaosa presentaron argumentos y pruebas suficientes del impacto 
de la disminución de los precios internacionales de la caprolactama en la producción de sulfato de amonio de 
Univex y el consecuente impacto en sus márgenes. La Autoridad Investigadora tenía la obligación de llevar a 
cabo un examen integral para determinar si hubo daño atribuible a otros factores distintos de las 
importaciones objeto de dumping. Tercero, en este caso en particular, dadas sus peculiaridades, en la medida 
en que los datos o pruebas de Univex fueran deficientes o estuvieran incompletos, la responsabilidad es de la 
Autoridad Investigadora pues fue ésta la que determinó considerarla como parte de la Rama de Producción 
Nacional para los efectos del análisis de daño, no obstante que Univex decidió no ser parte interesada. La 
responsabilidad de requerirle la información y datos completos de todos sus indicadores económicos y 
financieros, de integrarlos debidamente al Expediente Administrativo y de verificar su integridad (es decir, que 
no tuvieran incongruencias internas) y su confiabilidad era de la Autoridad Investigadora, en la medida en que 
los aceptó como prueba del daño. 

331. Por las razones expresadas, el Panel Binacional determina que la Autoridad Investigadora violó su 
obligación de realizar el examen de no atribución previsto en el artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping. 

F. Análisis del Alegato de que la Resolución Final es incompatible con el artículo 3.3 del 
Acuerdo Antidumping dado que la Autoridad Investigadora procedió a acumular las 
importaciones de los Estados Unidos de América y las importaciones de China, no 
obstante que la acumulación no era apropiada a la luz de las condiciones de 
competencia entre dichas importaciones 

1. Posición de las Partes 

a. Alegato de las Reclamantes 

332. AdvanSix sostiene en su memorial (adoptado por Isaosa) que la determinación de la Autoridad 
Investigadora de acumular las importaciones de sulfato de amonio originarias de los Estados Unidos y China, 
para efectos de analizar el daño causado a la Rama de Producción Nacional, no fue apropiada a la luz de las 
condiciones de competencia entre ambas importaciones. 

                                                 
105 Íd., Anexo C (Vol. 27 NCF/213-222). 
106 Véase, por ejemplo, el Escrito de Univex del 15 de mayo de 2015 en respuesta al requerimiento de información UPCI.416.15.1837, Vol. 
31 NCF/9 y 36. 
107 Acuerdo del 20 de mayo de 2015 de la Autoridad Investigadora, Vol. 31 NCF/37. 
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333. De acuerdo con AdvanSix, la determinación es incompatible con el artículo 3.3 del Acuerdo 
Antidumping y 43 de la LCE en virtud de que se basó en una interpretación errónea del artículo 3.3, cuyo 
efecto fue el de eliminar el requisito, contenido en esa disposición, de determinar si la acumulación era 
apropiada a la luz de las “condiciones de competencia”. De acuerdo con AdvanSix, la Autoridad Investigadora, 
al determinar las “condiciones de competencia”, simplemente recurrió al mismo examen que usó para 
determinar si eran “productos similares” conforme al artículo 2.6. Por lo tanto, de acuerdo con AdvanSix, la 
Autoridad Investigadora cometió un error al decidir acumular las importaciones de los Estados Unidos y China, 
ya que nunca determinó si la acumulación era apropiada dadas las condiciones de competencia entre las 
importaciones como lo exige el artículo 3.3. 

334. AdvanSix reconoce que el artículo 3.3 del Acuerdo Antidumping faculta a la Autoridad Investigadora 
para acumular las importaciones procedentes de distintos países, con el propósito de determinar el daño y la 
relación causal, siempre y cuando se cumpla con las condiciones enunciadas en dicha disposición108. 

335. Sin embargo, añade que, en el presente caso, dado que las condiciones de competencia entre 
ambas importaciones eran diferentes en términos de volúmenes, precios y subvaloración, la acumulación no 
era apropiada a la luz del tercer requisito del artículo 3.3, el cual consiste en que la Autoridad Investigadora 
determine que la “evaluación acumulativa de los efectos de las importaciones sea apropiad[a] a la luz de las 
condiciones de competencia entre las importaciones investigadas”109. 

336. En apoyo a este argumento, AdvanSix proporcionó una definición del término “condiciones de 
competencia” con base en la jurisprudencia de la OMC, término entendido por el Grupo Especial en  CE–
Accesorios de Tubería como “la relación dinámica entre productos en el mercado”, y una definición alternativa 
que presuntamente se desprende del significado ordinario del término “condiciones” (entendiendo por 
condiciones de competencia “las circunstancias bajo las cuales se lleva a cabo la competencia… y no a si 
hubo competencia entre las importaciones investigadas”)110. 

337. AdvanSix sostiene que la Autoridad Investigadora incorrectamente adoptó la definición del término 
“condiciones de competencia” propuesto por las Solicitantes, la cual es equiparable a la definición de 
“producto similar”, dado que “el análisis elaborado por la Autoridad Investigadora sobre condiciones de 
competencia es exactamente el mismo que se utilizó para determinar el ‘producto similar’”111. Al adoptar esta 
interpretación, la Autoridad Investigadora “eliminó prácticamente la tercera condición para acumular”, lo que 
es contrario al principio hermenéutico, effet utile, que el Órgano de Apelación reconoció en su informe en el 
caso Estados Unidos–Gasolina112. 

338. AdvanSix articuló que el error de la Autoridad Investigadora se puede constatar al comparar (a) los 
criterios utilizados por la Autoridad Investigadora para la determinación de “producto similar” en el numeral 
126 de la Resolución Preliminar y los criterios utilizados para evaluar las “condiciones de competencia” en los 
numerales 136 y 139 de la Resolución Preliminar (i.e., que ambas importaciones tienen características 
similares y atienden los mismos mercados y consumidores)113; y (b) la definición de “producto similar” en el 
artículo 37, fracción IV del RLCE y el argumento esgrimido por los Solicitantes en la página 18 de su escrito 
del 14 de abril de 2005 en apoyo a su solicitud de acumulación114. 

339. Este error resultó en que la Autoridad Investigadora “termin[ara] investigando si las importaciones de 
los Estados Unidos y China competían entre sí y... con la producción nacional, a pesar de [que] esto era un 
hecho del cual ya se tenía conocimiento, pues ya había llevado a cabo el análisis de ‘producto similar’…”, 
siendo que la Autoridad Investigadora debería haber investigado y determinado “las condiciones bajo las 
cuales las importaciones de los Estados Unidos y China habían competido entre sí y con la producción 
nacional, que era la pregunta necesaria para satisfacer la tercera condición para acumular…”. Explicó que “la 
prueba para determinar si la acumulación es ‘apropiada’ no se detiene en establecer la existencia de una 

                                                 
108 Memorial de AdvanSix, pp. 98-99. 
109 Íd., p. 99. 
110 Íd., pp. 99-100. 
111 Íd., p. 102. 
112 Íd., pp. 103-104. 
113 Íd., p. 101. 
114 Íd., p. 102. 
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‘competencia’ sino, por el contrario, requiere de un examen donde se evalúen las ‘condiciones’ bajo las cuales 
toma lugar esa competencia”115. 

340. AdvanSix añade que, para efectos de aplicar la definición del Grupo Especial en CE-Accesorios de 
tubería (v.g. la relación dinámica entre los productos en el mercado), la Autoridad Investigadora “tenía que 
examinar las tendencias exhibidas por los productos en cuestión, debido a que tales tendencias denotarían 
cómo la relación entre estos productos evolucionó dinámicamente (es decir, a través del tiempo), y que las 
tendencias en cuestión tenían que ser cuantificadas mediante indicadores tales como volúmenes, 
participación de mercado y precios, en virtud de que estos indicadores son manifestaciones clave de los 
productos de que se trata”116. 

341. Asimismo, AdvanSix señala que, aun empleando la definición alternativa sugerida por AdvanSix, que 
presuntamente se desprende del sentido ordinario del término (v.g. las circunstancias bajo las cuales se lleva 
a cabo la competencia), es necesario “considerar indicadores tales como el margen de subvaloración, 
volúmenes y precios porque… reflejan la medida en que un producto compite contra otro”117. 

342. AdvanSix asevera que la Autoridad Investigadora caracterizó erróneamente sus argumentos y, en 
consecuencia, los desechó indebidamente, con base en que ni la legislación ordenaba que se consideraran 
dichos indicadores referentes a volúmenes, precios y participación de mercado, ni era la práctica de la 
Autoridad Investigadora, o de otras autoridades investigadoras, considerar dichos elementos118. 

343. AdvanSix observa que, al contrario del argumento de Brasil en CE–Accesorios de Tubería, el 
argumento de AdvanSix no fue “que la legislación explícita o expresamente requiriera considerar [dichos 
criterios… sino que] como resultado de una interpretación jurídica, la legislación requiere que se consideren 
[dichos criterios] como ‘condiciones de competencia’… [ya que] es la forma más lógica de hacer una u otra 
definición…operacional”119. Además, AdvanSix señala que, aun suponiendo que la Autoridad Investigadora no 
hubiera considerado en el pasado estos factores en su análisis de condiciones de competencia, estaba 
“obligada a reevaluar su práctica a la luz de los argumentos planteados por Honeywell”, y que otras 
autoridades, tales como la Comisión Europea, consideran los volúmenes como “condiciones de competencia”, 
como se desprende del informe del Grupo Especial en CE–Accesorios de Tubería120. 

344. Adicionalmente, AdvanSix sostiene que la Autoridad Investigadora invocó, en apoyo a su 
determinación, pasajes de la jurisprudencia de la OMC que no guardan relación con la cuestión planteada o 
que fueron interpretados erróneamente. Por ejemplo, sus referencias a los párrafos 111 a 113 del informe del 
Órgano de Apelación en CE–Accesorios de Tubería no versan sobre el artículo 3.3, sino sobre los artículos 
3.1 y 3.2 del Acuerdo Antidumping, y la referencia al párrafo 7.255 del informe del Grupo Especial en  CE–
Accesorios de Tubería no guarda relación con el argumento planteado por AdvanSix. 

345. Asimismo, AdvanSix añade que nunca alegó, como lo hizo Brasil en CE–Accesorios de Tubería, que 
sea necesario demostrar un crecimiento sustancial país por país antes de proceder a acumular. Tampoco 
alegó que una condición previa para la acumulación fuera la similitud en las tendencias de los volúmenes de 
importación, sino que la acumulación no puede ser procedente cuando las tendencias en cuanto a volúmenes, 
participación de mercado y precios de las importaciones de cada país son diametralmente opuestas121. 

346. En este orden de ideas, AdvanSix argumentó que, a la luz de los hechos del presente caso, la 
acumulación fue indebida. En el 2013, el último año dentro del periodo analizado y el año que debería 
considerarse el más importante para efecto de valorar las pruebas relacionadas al daño y causalidad (por ser 
la información más reciente)122, las condiciones de competencia entre las importaciones de los Estados 
Unidos y China fueron “substancialmente diferentes en términos de subvaloración (mayor margen de 
subvaloración entre el producto [Chino y el similar nacional, que el margen entre el producto estadounidense y 
el similar nacional]), tendencias de precios y en cuanto al volumen de las importaciones a México (las 
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importaciones originarias de China se fueron incrementando durante el periodo de análisis de daño mientras 
que las… de [los Estados Unidos] fueron cayendo año con año durante el mismo periodo)”123. 

347. Finalmente, AdvanSix concluyó que la Autoridad Investigadora no podía basarse en el hecho de que, 
conforme a su práctica anterior, nunca había analizado los volúmenes, precios y participación de mercado de 
los productos originarios de diferentes países antes de decidir acumular. AdvanSix sostiene haber demostrado 
que esta práctica anterior es incorrecta y la Autoridad Investigadora está obligada a cambiarla. 

b. Alegatos de la Autoridad Investigadora 

348. De forma preliminar, la Autoridad Investigadora reitera que, como lo detalló en el apartado de 
“Inoperancias que afectan a la Totalidad del Memorial de Honeywell” de su Memorial, los argumentos de 
AdvanSix son inoperantes. 

349. En concreto, la Autoridad Investigadora hace mención a las causales de inoperancia: A 
(presuntamente AdvanSix no señaló cuál es el perjuicio que se le causa y/o presenta meras afirmaciones sin 
sustento), B (AdvanSix sólo citó artículos o precedentes sin explicar por qué son aplicables y de qué manera 
se violaron), E (el alegato de AdvanSix era ambiguo o contradictorio) y G (AdvanSix solicitó al Panel 
determinar la nulidad de la resolución)124. 

350. Respecto de la sustancia de la disputa, la Autoridad Investigadora argumenta que la única regla 
aplicable al análisis de “condiciones de competencia” es el requisito impuesto por el artículo 3.1 de que la 
Autoridad Investigadora conduzca un examen objetivo basado en pruebas positivas. AdvanSix no alega que la 
Autoridad Investigadora haya violado este requisito. 

351. La Autoridad Investigadora señala que en el texto del artículo 3.3 del Acuerdo Antidumping no hay 
“ninguna referencia en relación con la forma en la que se tiene que llevar a cabo la evaluación de las 
‘condiciones de competencia’… [no hay] ningún factor, índice, nivel, indicador, ni porcentaje que 
necesariamente se tenga que tomar en cuenta”. Por ende, la Autoridad Investigadora goza de cierto grado de 
libertad para hacer su determinación sobre las “condiciones de competencia”. 

352. De lo anterior, la Autoridad Investigadora concluye que las reclamaciones de AdvanSix son 
inoperantes dado que el único requisito referente al análisis de las “condiciones de competencia” (v.g. realizar 
un examen objetivo basado en pruebas positivas) no está en disputa125. 

353. En respuesta al alegato de que la interpretación de la Autoridad Investigadora de las “condiciones de 
competencia” deja sin efecto al inciso (b) del artículo 3.3 del Acuerdo Antidumping, la Autoridad Investigadora 
niega que su análisis sobre las “condiciones de competencia” haya sido el mismo análisis que realizó al 
determinar “producto similar”126. 

354. La Autoridad Investigadora subraya que el objeto de análisis de “producto similar” bajo el artículo 2.6 
y el objeto de análisis de las “condiciones de competencia” bajo el artículo 3.3 son diferentes. En su análisis 
de similitud, la Autoridad Investigadora sólo consideró la relación entre los productos importados en su 
conjunto vis-à-vis el producto nacional (numeral 126 de la Resolución Preliminar y 146 de la Resolución Final). 
No existe ningún requisito en virtud del artículo 2.6 de que la Autoridad Investigadora examine la relación 
entre los productos originarios de diferentes países. En efecto, la ausencia de tal requisito se confirma en las 
decisiones de CE–Salmon (Noruega) y Corea–Determinado papel. En cambio, la Autoridad Investigadora, en 
su análisis de “condiciones de competencia” conforme al artículo 3.3, consideró tanto la relación entre los 
productos importados vis-à-vis el producto nacional, como la relación entre los productos importados 
(numerales 136 y 139 de la Resolución Preliminar, y 156 y 161 de la Resolución Final)127. 

355. Dado que el examen bajo el artículo 2.6 y el examen bajo el artículo 3.3 tienen distintos objetivos, la 
Autoridad Investigadora señala que, como se desprende del cuadro proporcionado por AdvanSix, para el 
análisis de similitud la Autoridad Investigadora consideró cinco factores adicionales a los que consideró en su 
análisis de “condiciones de competencia”. Por lo tanto, al considerar el “producto similar”, la Autoridad 
Investigadora examinó las “especificaciones técnicas”, los “canales de distribución”, los “insumos utilizados”, 
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los “procesos de producción” y las “funciones” del producto128. No consideró estos factores para determinar 
las “condiciones de competencia”. 

356. La Autoridad Investigadora concluye que, dado que el objeto de examen bajo el artículo 2.6 es 
diferente al objeto de examen bajo el artículo 3.3 (b), y dado que la Autoridad Investigadora utilizó criterios 
distintos para la determinación de producto similar (v.g. características físicas, composición química, 
especificaciones técnicas, insumos utilizados en su fabricación, procesos de producción, usos y funciones, 
canales de distribución, mercados y consumidores) y para el análisis de “condiciones de competencia” (v.g. 
características físicas, composición química, mercados y consumidores), no se puede concluir que ambos 
análisis sean iguales o, en consecuencia, que se infringió el principio effet utile129. 

357. La Autoridad Investigadora reitera que, en virtud de que su evaluación de “producto similar” y su 
evaluación de “condiciones de competencia” no fue redundante, no estaba obligada a adoptar alguna de las 
dos definiciones alternativas de “condiciones de competencia” propuestas por AdvanSix, dado que goza de 
discrecionalidad para adoptar la metodología que estime conveniente130. 

358. Además, la Autoridad Investigadora recalca que el argumento de AdvanSix es ambiguo o 
contradictorio. AdvanSix alega “la existencia de dos supuestos excluyentes”. AdvanSix afirmó (que la 
Autoridad Investigadora ignoró las dos interpretaciones del término “condiciones de competencia” propuestas 
por AdvanSix131. Sin embargo, al mismo tiempo, AdvanSix también afirmó132 que la Autoridad Investigadora 
caracterizó las propuestas de AdvanSix erróneamente y las rechazó sobre bases equivocadas133. De acuerdo 
con la Autoridad Investigadora, estas contradicciones llevan a la conclusión de que AdvanSix no estableció 
adecuadamente la causa petendi, ya que no “detalla el porqué de la pretensión, ni las razones en que se 
sustenta” (inoperancia E), lo que hace que el argumento sea inoperante134. 

359. De cualquier modo, la Autoridad Investigadora también alega que AdvanSix no estableció claramente 
cuáles son los razonamientos, fundamentos y hechos en los que se apoya (i.e. la causa petendi) (inoperancia 
B) para sostener que la Autoridad Investigadora violó el artículo 3.3 del Acuerdo Antidumping al haber 
rechazado los dos enfoques alternativos sobre “condiciones de competencia” propuestos por AdvanSix. 
AdvanSix meramente afirma que una de sus dos definiciones debería haber sido utilizada y meramente afirma 
que esas definiciones requerían que la Autoridad Investigadora considerara volúmenes, precios y participación 
de mercado. Dado que AdvanSix no proporciona ningún razonamiento para sus dos afirmaciones, estas 
alegaciones son inoperantes135. 

360. La Autoridad Investigadora rechaza haber malinterpretado los argumentos de AdvanSix en el sentido 
de que la Autoridad Investigadora estaba obligada a considerar los volúmenes, la participación de mercado y 
los precios. AdvanSix sostiene que la Autoridad Investigadora malinterpretó su argumento porque ésta alegó 
que AdvanSix ofreció volúmenes, participación de mercado y precio como una definición de “condiciones de 
competencia”. De hecho, de acuerdo con AdvanSix, AdvanSix no argumentó que estos factores constituyeran 
una definición, sino que los factores debían ser considerados por la Autoridad Investigadora conforme a 
cualquiera de las definiciones propuestas por AdvanSix. La Autoridad Investigadora manifiesta que, 
independientemente de cómo haya caracterizado la Autoridad Investigadora los argumentos de AdvanSix, el 
resultado es el mismo, puesto que “desde el punto de vista de Honeywell [i.e. AdvanSix], [la Autoridad 
Investigadora] tenía la obligación de evaluar [esos factores] independientemente de la definición que la 
[Autoridad Investigadora] utilizara, entre las que [AdvanSix] propuso”. En consecuencia, en realidad “no hay 
ninguna diferencia... [en] si la [Autoridad Investigadora] interpretó que esos factores eran una definición de las 
‘condiciones de competencia’ o factores para evaluar esas condiciones, [pues] el punto radica en si la 
[Autoridad Investigadora] tenía o no la obligación de evaluar esos factores”136. 

361. Con respecto al argumento de que la Autoridad Investigadora estaba obligada a considerar el precio, 
el volumen y la participación de mercado, porque esos factores definen a las “condiciones de competencia” o 
porque así lo estipulan las definiciones de “condiciones de competencia” propuestas por AdvanSix, la 
Autoridad Investigadora reitera que no estaba obligada a analizar volúmenes, ni precios, al evaluar las 
condiciones de competencia, puesto que tiene “libertad para conducir su evaluación de las ‘condiciones de 
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competencia’,… [de nuevo] la única regla aplicable a [esta evaluación] es que se lleve a cabo a través de un 
examen objetivo basado en pruebas positivas… y la jurisprudencia de la OMC ha señalado que no es 
obligatorio analizar volúmenes ni precios al evaluar las ‘condiciones de competencia’”137. Además, reafirmó 
que, en todo caso, este argumento es inoperante dado que AdvanSix no señaló las consecuencias o perjuicio 
que le habría causado dicha interpretación (Inoperancia A)138. 

362. Adicionalmente, la Autoridad Investigadora sostiene que su interpretación de los informes en el caso 
CE–Accesorios de Tubería fue correcta, ya que tanto los alegatos de Brasil en ese caso, como los de 
AdvanSix en el presente caso, “se refirieron a la obligación de evaluar volúmenes, participación de mercado y 
precios, en el contexto del análisis de ‘condiciones de competencia’...[y que] las diferencias [entre el presente 
caso y aquel caso] radican en la forma en la que se tenían que analizar los factores”139. La Autoridad 
Investigadora añade que el Órgano de Apelación determinó, en el párrafo 100 de su informe, que el artículo 
3.3 establece las condiciones que deben cumplirse para acumular y que “ahí no hay ninguna referencia a los 
análisis de volumen y precios que Brasil alegaba como condiciones previas a la acumulación”140. 

363. Abonando a lo anterior, la Autoridad Investigadora afirma que la Resolución Final se sustenta 
también en los párrafos 109, 110 y 116 del informe del Órgano de Apelación en CE–Accesorios de Tubería, y 
no sólo en los párrafos 111 a 113 que AdvanSix impugna. Por ende, la “determinación seguiría 
sosteniéndose” sobre esa base, aun cuando fueran correctas las objeciones de AdvanSix respecto de que la 
Autoridad Investigadora se basó en los párrafos 111 a 113 del informe del Órgano de Apelación y en el 
párrafo 7.255 del informe del Grupo Especial en CE–Accesorios de Tubería. La Autoridad Investigadora 
enfatizó que, de acuerdo con la teoría de las ilegalidades no invalidantes, “si una ilegalidad presente en un 
acto de autoridad no tiene la suficiente trascendencia para dejar sin efectos a ese acto de autoridad, entonces 
su validez y eficacia no se ven afectadas”141. 

364. Con respecto al argumento sobre la relación de causalidad entre las importaciones investigadas y el 
daño, y la inexistencia de una correlación temporal entre el incremento del volumen de las importaciones de 
los Estados Unidos y el deterioro de la Rama de Producción Nacional, la Autoridad Investigadora señala que 
estas afirmaciones no constituyen un argumento jurídico, sino que sólo tienen el propósito de proporcionar 
datos acerca de lo sucedido142. 

365. La Autoridad Investigadora añadió que, aun asumiendo que éste fuera un argumento, éste sería 
inoperante debido a que no señala qué disposición jurídica fue transgredida (i.e. causa petendi), ni identifica 
cuál fue el prejuicio derivado de dicha violación143. 

366.  Además, según la Autoridad Investigadora, no hay sustento para requerir que se produzca un 
incremento de las importaciones simultáneamente con el deterioro de los indicadores de la Rama de 
Producción Nacional respecto de cada importación originaria de diferentes países. Además, este argumento 
fue específicamente rechazado en el párrafo 116 del informe del Órgano de Apelación en CE–Accesorios de 
Tubería. 

367. La Autoridad Investigadora también argumenta que, el hecho de que la Autoridad Investigadora deba 
considerar un factor tal como la correspondencia entre el aumento de las importaciones y una disminución de 
los factores de la producción nacional, a los efectos de realizar el análisis de causalidad, no significa que la 
Autoridad Investigadora deba realizar ese tipo de investigación para determinar la pertinencia de acumular. En 
efecto, como se señaló, el Órgano de Apelación en CE–Accesorios de Tubería sostuvo específicamente que 
una autoridad no está obligada a examinar los volúmenes y el efecto en la industria nacional de cada uno de 
los productos de los países importadores para determinar si deben acumularse. 

368. Finalmente, la Autoridad Investigadora recalca que, contrario a lo que sugiere AdvanSix, no tenía la 
obligación de reevaluar su práctica dado que sus determinaciones fueron correctas144. 

c. Alegato de Agrogen y Met-Mex 
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369. Agrogen y Met-Mex alegan que no existe una obligación, en virtud del artículo 3.3, de analizar por 
separado los efectos de las importaciones originarias de los países bajo investigación antes de determinar si 
la acumulación es apropiada, como parece sugerir AdvanSix; para acumular, es suficiente con que la 
Autoridad Investigadora se asegure de que se cumplan las tres condiciones establecidas en el artículo 3.3145. 

370. A este respecto, opinan que el expediente demuestra que la Autoridad Investigadora cumplió con el 
estándar previsto en el artículo 3.3, dado que (a) el margen de dumping de ambas importaciones era cercano 
al 100%; (b) los volúmenes no fueron insignificantes (32% de los Estados Unidos y 45% de China); y (c) 
ambas importaciones compiten con el producto nacional146. 

371. Sobre el último punto, agregaron que la Autoridad Investigadora determinó correctamente que los 
productos importados de los Estados Unidos y China eran similares y competían entre sí, dado que varias 
empresas que comparecieron durante la investigación aceptaron expresamente que adquirieron 
indistintamente el producto nacional y el importado. Además, siete de los clientes de las empresas que 
integran la Rama de Producción Nacional importaron sulfato de amonio147. 

372. Finalmente, reiteraron que, de acuerdo con el artículo 3.3, la Autoridad Investigadora no tenía la 
obligación de seguir la metodología propuesta por AdvanSix al evaluar las condiciones de competencia, ya 
que cuenta con libertad para conducir su análisis, y la lectura de AdvanSix de dicha disposición no es 
consonante con la jurisprudencia de la OMC. 

2. Decisión del Panel Binacional. 

373. El Panel Binacional debe determinar si la Autoridad Investigadora realizó correctamente el análisis 
requerido por el artículo 3.3 del Acuerdo Antidumping, al decidir acumular las importaciones provenientes de 
los Estados Unidos y China. 

374. El artículo 3.3 del Acuerdo Antidumping dispone: 

Cuando las importaciones de un producto procedentes de más de un país sean objeto 
simultáneamente de investigaciones antidumping, la autoridad investigadora sólo podrá 
evaluar acumulativamente los efectos de esas importaciones si determina que a) el margen 
de dumping establecido en relación con las importaciones de cada país proveedor es más 
que de minimis, según la definición que de ese término figura en el párrafo 8 del artículo 5, y 
el volumen de las importaciones procedentes de cada país no es insignificante y b) procede 
la evaluación acumulativa de los efectos de las importaciones a la luz de las condiciones de 
competencia entre los productos importados y el producto nacional similar. 

375. AdvanSix no impugna la determinación de la Autoridad Investigadora de que el margen de dumping 
establecido en relación con las importaciones de cada país es más que de minimis ni que el volumen de las 
importaciones de cada país no es insignificante (artículo 3.3 (a)). La única cuestión en disputa es si la 
Autoridad Investigadora decidió correctamente que una evaluación acumulativa de los efectos de las 
importaciones era apropiada, a la luz de las condiciones de competencia entre los productos importados y de 
las condiciones de competencia entre los productos importados y el producto nacional similar, en el sentido 
del artículo 3.3 (b). 

376. AdvanSix sostiene que la Autoridad Investigadora no consideró correctamente las “condiciones de 
competencia”, como lo exige el artículo 3.3(b), porque al analizar las “condiciones de competencia”, la 
Autoridad Investigadora no hizo más que repetir el análisis que utilizó para determinar el “producto similar” 
conforme al artículo 2.6. 

377. El argumento de AdvanSix es incorrecto. La Autoridad Investigadora demostró que empleó diferentes 
factores en su análisis de “producto similar” y en su análisis de “condiciones de competencia”. Además, al 
considerar las “condiciones de competencia”, la Autoridad Investigadora determinó que las importaciones 
compiten entre sí, una determinación que no realizó al determinar la “similitud” de los productos. 

378. Ante esta circunstancia, el Panel resuelve que la Autoridad Investigadora no duplicó su análisis 
conforme al artículo 2.6 cuando analizó las “condiciones de competencia” conforme al artículo 3.3 (b). 

379. AdvanSix también sostiene que la Autoridad Investigadora cometió un error al no seguir alguna de las 
dos definiciones alternativas de “condiciones de competencia” ofrecidas por AdvanSix. La primera definición 
presuntamente deriva de la decisión en CE–Accesorios de Tubería, en donde se define este término como “la 
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relación dinámica entre productos en el mercado”. La segunda definición presuntamente deriva del Diccionario 
de la Real Academia Española y establece que “condiciones de competencia” significa las “circunstancias bajo 
las cuales se lleva a cabo la competencia”. 

380. AdvanSix simplemente asevera que éstas son las definiciones correctas y no proporciona ninguna 
justificación adicional al afirmar que la Autoridad Investigadora estaba obligada a aplicar una u otra definición 
en el presente caso. 

381. AdvanSix sostiene que, conforme a cualquiera de las dos definiciones, la Autoridad Investigadora 
debía considerar el volumen de las importaciones de cada país, el precio de las importaciones de cada país y 
la participación de mercado de cada país. 

382. Los términos de las dos definiciones propuestas por AdvanSix son tan vagos y ambiguos como el 
término “condiciones de competencia” utilizado en el artículo 3.3 (b). AdvanSix no explica por qué se deben 
interpretar las dos definiciones de forma que se requiera considerar el volumen, el precio y la participación  de 
mercado. 

383. Además, el argumento de AdvanSix fue rechazado por el Órgano de Apelación en CE–Accesorios de 
Tubería. En dicho caso, Brasil argumentó que la autoridad investigadora, en aquel caso, estaba obligada a 
analizar el volumen y los precios de las importaciones objeto de dumping de Brasil en lo individual, de 
conformidad con el artículo 3.3, antes de evaluar de forma acumulativa los efectos de las importaciones objeto 
de dumping de varios países, incluido Brasil. 

384. El Órgano de Apelación confirmó la decisión del Grupo Especial de rechazar este argumento. A lo 
largo de su decisión, el Órgano de Apelación explicó la ratio que subyace en el artículo 3.3 del Acuerdo 
Antidumping: 

No encontramos en el texto del párrafo 3 del artículo 3 ningún fundamento para la 
afirmación del Brasil de que un análisis específico por países de los posibles efectos 
negativos de los volúmenes y los precios de las importaciones objeto de dumping es 
condición previa a una evaluación acumulativa de los efectos de todas las importaciones 
objeto de dumping. El párrafo 3 del artículo 3 establece expresamente las condiciones que 
deben cumplirse antes de que las autoridades investigadoras puedan evaluar 
acumulativamente los efectos de las importaciones objeto de dumping procedentes de más 
de un país. No hay ninguna referencia a los análisis del volumen y de los precios que el 
Brasil sostiene que son condiciones previas a la acumulación. De hecho, el párrafo 3 del 
artículo 3 exige expresamente a la autoridad investigadora que examine los volúmenes 
específicos por países, no de la manera sugerida por el Brasil, sino a los efectos de 
determinar si el “volumen de las importaciones procedentes de cada país no es 
insignificante”.148 

385. Coincidimos con el Órgano de Apelación en CE–Accesorios de Tubería en que el texto del artículo 
3.3 no requiere que una Autoridad Investigadora considere el volumen, el precio y la participación de mercado 
de cada país investigado antes de decidir acumular. 

386. AdvanSix sostiene que la decisión en CE–Accesorios de Tubería no es aplicable en este caso debido 
a que, en CE–Accesorios de Tubería, la cuestión era si la autoridad investigadora tenía que tomar en cuenta 
el volumen, los precios y la participación de mercado, cuando el volumen, la participación de mercado y los 
precios de las importaciones de cada país eran virtualmente idénticos o al menos muy similares. Aquí, en 
contraste, los volúmenes, los precios y la participación de mercado de importaciones de los Estados Unidos y 
China son opuestos. 

387. El argumento de AdvanSix es incorrecto. Si aceptáramos el argumento de AdvanSix, se requeriría 
que la Autoridad Investigadora examine el precio, el volumen y la participación de mercado de cada país 
investigado para determinar si estos factores avanzan en la misma dirección o si divergen. En efecto, 
AdvanSix requeriría que la Autoridad Investigadora condujera este tipo de investigación en cada caso. Por lo 
tanto, esta aseveración no es diferente de la aseveración de AdvanSix, en general, de que el artículo 3.3 exige 
a la Autoridad Investigadora realizar este tipo de investigación en cada caso, y por la misma razón debe 
rechazarse. 

388. Además, la discusión del Órgano de Apelación en torno al artículo 3.3 deja claro que éste tenía la 
intención de que su resolución aplicara incluso cuando los factores en los que se basa AdvanSix son 
divergentes. A tal efecto, el Órgano de Apelación declaró: 

                                                 
148 CE- Accesorios de Tubería, Informe del Órgano de Apelación, párrafo 110. 
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Un análisis acumulativo está basado lógicamente en el reconocimiento de que la rama de 
producción nacional afronta la repercusión de las “importaciones objeto de dumping” en su 
conjunto y puede resultar perjudicada por la repercusión total de las importaciones objeto de 
dumping, aun cuando esas importaciones sean originarias de varios países. Si, por ejemplo, 
las importaciones objeto de dumping procedentes de algunos países son de bajo volumen o 
están disminuyendo, un análisis exclusivamente específico por países puede no identificar 
la relación causal entre las importaciones objeto de dumping procedentes de esos países y 
el daño sufrido por la rama de producción nacional. El resultado puede ser entonces que, 
como las importaciones procedentes de tales países no pudieron ser identificadas 
individualmente como causantes de daño, las importaciones objeto de dumping procedentes 
de estos países no estarían sujetas a derechos antidumping, a pesar de que están 
efectivamente causando daño. A nuestro juicio, por lo tanto, al prever expresamente la 
acumulación en el párrafo 3 del artículo 3 del Acuerdo Antidumping, los negociadores 
parecen haber reconocido que una rama de producción nacional enfrentada a importaciones 
objeto de dumping originarias de varios países puede resultar perjudicada por los efectos 
acumulados de esas importaciones, y que esos efectos pueden no ser tenidos en cuenta de 
manera adecuada en un análisis específico por países de los efectos perjudiciales de las 
importaciones objeto de dumping. De acuerdo con la razón de ser de la acumulación, 
consideramos que los cambios en los volúmenes de importación procedentes de cada país, 
y los efectos de esos volúmenes específicos por países sobre los precios en el mercado del 
país importador, son de poca importancia al determinar si el daño a la rama de producción 
nacional está siendo causado por las importaciones objeto de dumping en su conjunto. 

Al tratar de atribuir a las autoridades investigadoras obligaciones adicionales que 
sobrepasan las especificadas en el párrafo 3 del artículo 3, a saber, que las autoridades 
investigadoras en primer lugar determinen específicamente por países la existencia de 
aumentos significativos de las importaciones objeto de dumping y su posibilidad de causar 
daño a la rama de producción nacional, el Brasil ignora la función de la acumulación de 
asegurar que cada una de las múltiples fuentes de “importaciones objeto de dumping” que 
contribuyen acumulativamente a un daño importante sufrido por la rama de producción 
nacional esté sujeta a derechos antidumping.149 

389. El Panel coincide con el razonamiento del Órgano de Apelación. El artículo 3.3 obviamente se 
basaba en el hecho de que la industria nacional experimenta el efecto de las importaciones objeto de dumping 
en su conjunto, y ésta puede resultar dañada aun cuando el volumen, el precio o la participación de mercado 
de las importaciones objeto de dumping de un país en particular estén disminuyendo. 

390. Como se señaló, el texto del artículo 3.3 no requiere que la Autoridad Investigadora realice un 
análisis, país por país, de los volúmenes, precios y participación de mercado antes de decidir acumular las 
importaciones objeto de dumping de los países sujetos a investigación. De hecho, dado que el texto no define 
“condiciones de competencia”, la Autoridad Investigadora posee cierta discreción para determinar qué factores 
debe tomar en cuenta antes de realizar su determinación. De hecho, en la nota 122 de su informe, el Órgano 
de Apelación reconoció que, de conformidad con el término “condiciones de competencia” como se emplea en 
el artículo 3.3, la Autoridad Investigadora podría realizar un análisis país por país si determinara que es 
deseable hacerlo en un caso en particular. 

391. En el presente caso, ambas partes han asumido que la Autoridad Investigadora decidió que no 
estaba obligada a realizar un análisis, país por país, de las tendencias de los precios, volúmenes y 
participación de mercado antes de decidir acumular. En efecto, en el numeral 162 de su Resolución Final, la 
Autoridad Investigadora declaró: 

Asimismo, en relación al concepto “condiciones de competencia” interpretado por Honeywell 
como tendencias en cuanto a volúmenes, participación de mercado y precios de las 
importaciones de cada país (según lo señalado en informes de Órganos de Apelación y 
Grupos Especiales), la Secretaría reitera que no existe en la legislación aplicable a la 
materia, la obligación de analizar dichos elementos como “condiciones de competencia”, 
aunado a que la práctica administrativa de la Secretaría, así como de otras autoridades 
investigadoras (especialmente, de los Estados Unidos y Brasil), ha sido evaluar si las 
mercancías compiten entre sí, es decir, si tienen presencia simultánea en los mismos 
mercados, si llegan a clientes comunes y si tienen características y composición muy 
parecidas, a fin de ser comercialmente intercambiables. 

                                                 
149 Íd., párrafos 116 y 117. Se omiten las notas al pie de página. 
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392. En el procedimiento de revisión, AdvanSix y la Autoridad Investigadora decidieron centrar sus 
argumentos en el numeral 162 de la Resolución Final. Ambas partes enmarcaron la cuestión sobre la base de 
si la Autoridad Investigadora debía, jurídicamente, considerar el volumen, los precios y la participación de 
mercado al evaluar las “condiciones de competencia”. 

393. Aunque ninguna de las partes lo mencionó en sus escritos, la Autoridad Investigadora sí consideró 
las tendencias de los precios y volúmenes de las importaciones provenientes de China y de los Estados 
Unidos. En el numeral 139 de la Resolución Preliminar, la Autoridad Investigadora declaró: 

Al respecto, la Secretaría analizó la información presentada por Honeywell y observó que si 
bien en el periodo investigado las importaciones originarias de Estados Unidos 
disminuyeron y las importaciones originarias de China aumentaron, en el periodo analizado 
las importaciones de ambos orígenes muestran un crecimiento importante, y en cuanto a los 
precios de las importaciones de origen estadounidense solamente se ubicaron por encima 
de los precios de las importaciones de otros orígenes en 2011, pero al igual que las 
importaciones de origen chino mostraron una tendencia decreciente en el periodo analizado 
y en 2013 se ubicaron en niveles similares de precios respecto a las originarias de países 
no investigados. Lo anterior apoya la determinación preliminar de la Secretaría respecto a la 
existencia de elementos que permiten acumular las importaciones de sulfato de amonio, 
originarias de los Estados Unidos y de China para el análisis de daño a la rama de 
producción nacional, ya que en esta etapa de la investigación se confirmó que las 
importaciones de ambos orígenes: i) se realizaron con márgenes de discriminación de 
precios superiores al de minimis, tal como se señaló en el punto 108 de la presente 
Resolución; ii) no son insignificantes, y iii) compiten en los mismos mercados, llegan a 
clientes comunes y tienen características y composición muy parecidas, por lo que se colige 
que compiten entre sí, y con el sulfato de amonio nacional. 

394. En su Resolución Final, la Autoridad Investigadora hizo referencia a esta parte de la Resolución 
Preliminar al indicar: 

Al respecto, la Secretaría analizó la información presentada por las partes en esta etapa del 
procedimiento y observó, como señaló Honeywell, que en el periodo investigado se 
presentó un incremento de las importaciones chinas y una disminución de las importaciones 
estadounidenses y de las ventas internas de la rama de producción nacional, además de 
que los precios de las importaciones estadounidenses se ubicaron por encima de los 
precios de las importaciones de otros orígenes sólo en 2011. No obstante lo anterior, la 
Secretaría confirma lo señalado en la Resolución Preliminar, así como lo argumentado por 
las productoras nacionales respecto a que lo anterior no contraviene el hecho de que se 
cuenta con los elementos que permiten acumular las importaciones de sulfato de amonio, 
originarias de los Estados Unidos y de China para el análisis de daño a la rama de 
producción nacional; ya que, en esta etapa de la investigación, se reiteró que ambas 
importaciones i) se realizaron con márgenes de discriminación de precios superiores al de 
minimis, tal como se señaló en el punto 136 de la presente Resolución; ii) los volúmenes de 
las importaciones procedentes de cada país no son insignificantes, tal como se indicó en el 
punto 153 de la presente Resolución, y iii) los productos importados compiten en los mismos 
mercados, llegan a clientes comunes y tienen características y composición muy parecidas, 
por lo que se colige que compiten entre sí, y con el sulfato de amonio nacional… 

395. De tal modo que la Autoridad Investigadora sí consideró la información presentada por AdvanSix. Por 
ejemplo, señaló que los precios de las importaciones de los Estados Unidos eran superiores a los precios de 
las importaciones de otros lugares, pero sólo en 2011150. 

396. También señaló que, en el periodo de investigación, hubo un aumento en las importaciones chinas y 
una disminución tanto en las importaciones de los Estados Unidos, como en las ventas de la industria nacional 
(Id.). Sin embargo, la Autoridad Investigadora determinó que estos hechos no eran suficientes para rehusarse 
a acumular, con base en que se cumplían los tres criterios contenidos en el artículo 3.3. AdvanSix no impugna 
esta conclusión de la Autoridad Investigadora. 

397. En conclusión, la aseveración de AdvanSix de que la Autoridad Investigadora erró, dado que el 
término “condiciones de competencia”, como se emplea en el artículo 3.3, obliga a la Autoridad Investigadora 
a considerar los volúmenes, el precio y la participación de mercado, país por país, antes de decidir acumular 

                                                 
150 Resolución Final, numeral 161. 
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las importaciones provenientes de los Estados Unidos y de China, es incorrecta por las razones establecidas 
por el Órgano de Apelación en CE–Accesorios de Tubería. Así mismo, la Autoridad Investigadora consideró 
los datos relacionados con los precios y el volumen, país por país, antes de tomar la decisión de acumular en 
este caso y AdvanSix no impugna este análisis. En consecuencia, se confirma la decisión de la Autoridad 
Investigadora. 

G. Análisis de la reclamación relativa a que la Resolución Final es ilegal, toda vez se 
negó el derecho a interrogar durante la Audiencia Pública de la Investigación a una de 
las empresas productoras en la que se sustenta el mal desempeño de la industria 
nacional. 

1. Posición de las Partes 

a. Isaosa 

398. Isaosa alega que haberle negado la Autoridad Investigadora el derecho a interrogar durante la 
Audiencia Pública de la Investigación a una de las empresas productoras es incompatible con los artículos 81 
de la LCE, 165 del RLCE y 6.2. del Acuerdo Antidumping. Observa que, en la Resolución de Inicio, la 
Autoridad Investigadora identificó a Univex como “productor nacional no solicitante”. Sin embargo, consideró 
sus indicadores económicos y financieros, junto con los de las Solicitantes (y los de otro productor nacional no 
solicitante, Agrosur), en su análisis de daño y casualidad. Determinó que los indicadores económicos 
relevantes de la rama de la producción nacional (en la que incluyó a UNIVEX) registraron un deterioro tanto en 
el periodo investigado como en el periodo analizado. 

399. A partir de la Resolución Preliminar, la Autoridad Investigadora consideró a Univex como “producción 
nacional no parte”, aunque continuó requiriéndole información, la cual igualmente utilizó para el análisis de 
daño tanto en la Resolución Preliminar como en la Resolución Final. Isaosa advierte que, inclusive, en el 
Expediente Administrativo existen, por lo menos, 13 interacciones entre Univex y la Autoridad Investigadora. 

400. La Reclamante se queja de que en la Audiencia Pública de la Investigación Isaosa pretendió 
interrogar a Univex al percatarse que el representante legal de dicha productora estaba presente. Afirma que 
su propósito era tener un mayor entendimiento de la situación de daño de la producción nacional. Sin 
embargo, alega que la Autoridad Investigadora no solamente se abstuvo de cerciorarse si el representante 
legal de Univex estaba presente, sino que reiteró que Univex no era parte interesada en el procedimiento. 

401. Isaosa reclama que, en consecuencia, se le negó el derecho a cuestionar a Univex, lo que implicó 
que la Autoridad Investigadora le limitara su capacidad de entender a mayor profundidad y detalle si el daño a 
la industria nacional era representativo de la Rama de Producción Nacional o no. 

402. La Reclamante argumenta que los términos “parte interesada” o “partes interesadas” están definidos 
en diversos preceptos del Acuerdo Antidumping, incluido el artículo 6.11 que dispone: 

A los efectos del presente Acuerdo, se considerarán “partes interesadas: 

I. Los exportadores, los productores extranjeros o los importadores de un producto 
objeto de investigación, o las asociaciones mercantiles gremiales o empresariales en 
las que la mayoría de los miembros sean productores, exportadores o importadores 
de ese producto; 

II. El gobierno del Miembro exportador; y 

III. Los productores del producto similar en el Miembro importador o las asociaciones 
mercantiles, gremiales o empresariales en las que la mayoría de los miembros sean 
productores del producto similar en el territorio del Miembro importador. 

Esta enumeración no impedirá que los Miembros permitan la inclusión como partes 
interesadas de partes nacionales o extranjeras distintas de las indicadas supra. 

403. Añade que, en el caso CE–Elementos de Fijación, el Órgano de Apelación resaltó que el citado 
artículo se divide en dos secciones: contiene, por un lado, una lista enunciativa de entidades que 
automáticamente considera "partes interesadas" y, por otro, una cláusula residual que permite incluir a otros 
como partes interesadas. En el caso referido, el Órgano de Apelación adoptó una definición funcional del 
concepto “parte interesada” considerando i) si la entidad en cuestión intervino en la investigación; ii) si la 
autoridad investigadora utilizó sus datos; y iii) si se le otorgó trato confidencial a la información que presentó. 

404. En este orden de ideas, la Reclamante alega que el artículo 6.11 del Acuerdo Antidumping establece 
que los productores del producto similar en el Miembro importador son partes interesadas, por lo que en este 
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caso resulta lógico que, al ser un productor nacional de sulfato de amonio, Univex sea considerada como 
parte interesada durante toda la investigación. Reitera que la Autoridad Investigadora inicialmente reconoció 
que Univex era parte interesada (específicamente “productor nacional no solicitante”) y que forma parte de la 
Rama de Producción Nacional del producto similar al investigado. Por tanto, considera que es indiscutible que 
Univex calificó como parte interesada de acuerdo con el citado artículo 6.11 del Acuerdo Antidumping. 

405. Añade la Reclamante que el Acuerdo Antidumping no otorga a la autoridad investigadora la 
capacidad de excluir a un productor nacional del producto similar como “parte interesada”. Por el contrario, de 
acuerdo con la regla general de interpretación de tratados y el principio de efecto útil, el artículo 6.11 obliga a 
considerar en todo momento a un productor nacional como una parte interesada en virtud de que la frase “se 
consideran” no está calificada ni la disposición que se comenta contempla excepciones a las entidades 
enumeradas. 

406. Isaosa añade que Univex siempre tuvo un interés en el resultado de la investigación, ya que i) 
intervino en la investigación como empresa productora, aun si no fue solicitante; ii) la Autoridad Investigadora 
le requirió información en cuatro ocasiones, y en todos los casos atendió esos requerimientos; iii) la Autoridad 
Investigadora utilizó sus datos para el análisis de daño; iv) se dio a la información que presentó trato 
confidencial; y v) su representante legal asistió a la audiencia pública. En consecuencia, la Autoridad 
Investigadora se condujo de una manera notoriamente arbitraria e incoherente al considerar a Univex como 
una “parte no interesada”, pues negó injustamente a las demás partes interesadas la posibilidad de 
interrogarla sobre la información que presentó. Isaosa alega que el propósito de impedir a otras partes 
interesadas cuestionar a Univex fue evitar que se evidenciara que el daño está concentrado únicamente en 
esa empresa por la situación del mercado de la caprolactama. 

407. La Reclamante afirma que Univex también es parte interesada de conformidad con la LCE y el RLCE. 
Argumenta que se debe realizar una interpretación armónica entre el artículo 6.11 del Acuerdo Antidumping y 
el artículo 51 de la LCE. Explica que la palabra “considerar” significa, entre otras acepciones, “pensar o creer, 
basándose en algún dato, que alguien o algo es como se expresa”; es decir, implica la parte de un todo, por lo 
que existen otras variantes o posibilidades. Por tanto, señala Isaosa, ni la LCE ni el RLCE excluyen la 
posibilidad de que existan “otras partes interesadas”, tal como lo contempla el Acuerdo Antidumping. Alega 
que, en consecuencia, de conformidad con los artículos 6.2 del Acuerdo Antidumping, 81 de la LCE y 165 del 
RLCE, la Autoridad Investigadora debió permitir a Isaosa interrogar a Univex en la Audiencia Pública de la 
Investigación. 

408. Según afirma Isaosa, el artículo 6.2 del Acuerdo Antidumping establece una norma fundamental del 
debido proceso, consistente en que “[d]urante toda la investigación antidumping, todas las partes interesadas 
tendrán plena oportunidad de defender sus intereses”. Explica que la jurisprudencia de la OMC sostiene que 
el primer enunciado de dicho precepto tiene que ser interpretado como una disposición fundamental que 
establece el procedimiento a seguir (o debido proceso) conforme al cual deben otorgarse plenas 
oportunidades a las partes interesadas para presentar pruebas y defender sus intereses de manera amplia y 
plena. El incumplimiento con este requisito del debido proceso contraviene la obligación de proveer a las 
partes interesadas una “plena oportunidad de defender sus intereses”. 

409. Como soporte de esta proposición, Isaosa alude a la decisión del Grupo Especial en el caso 
Guatemala–Cemento II. En dicho caso, México reclamó que las autoridades de Guatemala extendieron el 
periodo de investigación durante el procedimiento, sin dar respuesta a la solicitud de información del productor 
mexicano respecto a dicha extensión. México argumentó que la autoridad investigadora de Guatemala 
transgredió el artículo 6.2 del Acuerdo Antidumping porque no le otorgaron al productor mexicano una 
oportunidad para comentar y defender sus intereses sobre la extensión referida. El Grupo Especial determinó 
que “está claro que una parte interesada no podrá defender sus intereses si se le impide hacer observaciones 
sobre las solicitudes presentadas por otras partes interesadas en defensa de sus intereses”. 

410. Isaosa precisa que las autoridades investigadoras tienen una obligación positiva de proporcionar 
amplias oportunidades a las partes interesadas para que defiendan sus intereses. Explica que, de acuerdo 
con el artículo 31.1 de la Convención de Viena, un tratado debe interpretarse conforme al sentido corriente 
que haya de atribuirse a sus términos. El sentido corriente de la palabra “proporcionar” es “disponer y ordenar 
algo con la debida correspondencia en sus partes”, “poner aptitud o disposición las cosas, a fin de conseguir 
lo que se desea” y “poner a disposición de alguien lo que necesita o le conviene”. Entonces, una autoridad 
investigadora tiene la obligación de “disponer y ordenar la debida correspondencia en sus partes”, “poner en 
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aptitud o disposición”, “poner a disposición” abundantes oportunidades a las partes interesadas para defender 
sus intereses. 

411. Alega la Reclamante que la Autoridad Investigadora debió haber garantizado a Isaosa la oportunidad 
de interrogar a Univex, toda vez que interrogar a una parte interesada es un requisito esencial y básico del 
debido proceso. Al haberle denegado la posibilidad de hacerlo, la Autoridad Investigadora no le concedió las 
amplias y plenas oportunidades de defender sus intereses como lo requiere el artículo 6.2 del Acuerdo 
Antidumping. 

412. La Reclamante también argumenta que los artículos 81 de la LCE y 165 del RLCE disponen, en 
esencia, que el objeto y fin de la audiencia pública es que las partes interesadas puedan interrogar a las 
contrapartes y refutar sus posiciones. Por consiguiente, la Autoridad Investigadora también violó los artículos 
81 de la LCE y 165 del RLCE y las formalidades esenciales del procedimiento, particularmente el derecho de 
audiencia previsto en los artículos 14 y 16 de la CPEUM. La Reclamante alega que, por lo tanto, la Resolución 
Final es ilegal porque existieron vicios serios en el procedimiento. Las acciones y omisiones de la Autoridad 
Investigadora actualizan la causal de nulidad prevista en la fracción III del artículo 51 de la LFPCA. 

b. Autoridad Investigadora 

413. La Autoridad Investigadora responde, en primer término, que la función del Panel Binacional es 
revisar si la Resolución Final se dictó de conformidad con la legislación sobre cuotas antidumping o 
compensatorias de la Parte importadora y que dicha revisión debe limitarse a los alegatos de hecho o de 
derecho comprendidos en las Reclamaciones. Argumenta que el reclamo de Isaosa no tiene antecedente en 
su Reclamación, por lo que no forma parte de la presente Revisión. Por consiguiente, los supuestos errores 
de hecho y de derecho que plantea están fuera de la litis de esta Revisión, de modo que el Panel Binacional 
estaría impedido para pronunciarse al respecto. 

414. La Autoridad Investigadora advierte que el procedimiento ante un Panel Binacional reemplaza la 
revisión judicial interna tramitada ante el TFJA. En tal virtud, el objeto del Panel Binacional es revisar si la 
Resolución Final se dictó de conformidad con la legislación sobre cuotas compensatorias o antidumping de la 
Parte Importadora. Para ello, de conformidad con lo establecido por los artículos 1904.1, 1904.2, 1904.3 y 
1911 del TLCAN y el numeral 2 de las Reglas de Procedimiento, el Panel Binacional debe aplicar las leyes, 
precedentes judiciales y principios generales de derecho (que incluyen el principio del debido proceso), en la 
medida que un tribunal interno podría basarse en ellos al realizar la revisión judicial que le compete. En 
específico, el Panel Binacional está facultado para acudir a las fuentes de derecho a las que el TFJA acudiría 
y está igualmente constreñido, como dicho tribunal, a observar las formalidades esenciales del procedimiento 
previstas en la CPEUM para la sustanciación del juicio contencioso administrativo. Lo anterior, señala, resulta 
por demás relevante debido a que el cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento depende, 
en gran medida, de la fijación de la litis y el respeto a sus límites durante el procedimiento. Esto es, si no se 
respetan los límites de la litis, es evidente que no pueden respetarse las formalidades esenciales del 
procedimiento durante un juicio o una revisión ante un panel binacional. Esa es la razón por la que las 
formalidades esenciales del procedimiento obligan a los tribunales a emitir una resolución congruente con las 
pretensiones de las partes. 

415. Abunda en que las garantías de audiencia y seguridad jurídica previstas en la CPEUM constituyen 
dos de los pilares en que se sustenta el sistema jurídico mexicano, por lo que toda actividad del Estado, 
incluida la función jurisdiccional, debe cumplir cabalmente con dichas garantías. En cualquier juicio o 
procedimiento administrativo, la observancia de las formalidades esenciales de procedimiento materializa el 
cumplimiento de las garantías de audiencia y seguridad jurídicas, asegurando la adecuada defensa de las 
partes frente a una determinación que puede afectar su esfera jurídica. 

416. En todo procedimiento hay dos requisitos indispensables: a) que las partes establezcan y conozcan 
los puntos en litigio; y b) que el juzgador emita una determinación exhaustiva en cuanto a lo solicitado, es 
decir que sea congruente con las pretensiones de las partes. 

417. Así, para cumplir con las garantías de audiencia y seguridad jurídicas, es necesario observar las 
formalidades esenciales del procedimiento conforme a las cuales la controversia debe circunscribirse a las 
cuestiones en litigio. Señala que la garantía de audiencia establecida en el artículo 14 constitucional expresa, 
a contrario sensu, que los actos privativos que afecten la libertad, propiedades, posesiones o derechos deben 
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proceder de un juicio en que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Sostiene que las 
formalidades esenciales del procedimiento, a que se refiere el artículo constitucional referido, son aquellos 
requisitos para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación, los cuales tienen como objetivo 
evitar la indefensión del afectado. Dentro de dichos requisitos se encuentran los siguientes: 

a. la notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 

b. la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 

c. la oportunidad de alegar; y 

d. el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. 

418. Sostiene la Autoridad Investigadora que todos los requisitos para garantizar la defensa adecuada a 
que se refiere la jurisprudencia151 tienen como punto de partida la litis del caso. En consecuencia, la fijación de 
la litis constituye la formalidad más importante de la garantía de audiencia en razón de que su incumplimiento 
acarrea la violación de las demás formalidades esenciales del procedimiento. 

419. De acuerdo con la Autoridad Investigadora, la fijación de la litis juega un papel fundamental en el 
cumplimiento de las formalidades esenciales del procedimiento pues la adecuada defensa depende de ello. La 
litis consiste en el conflicto de intereses entre dos o más partes que se materializa en la pretensión de uno y la 
resistencia de otro. Por consiguiente, la litis se fija a partir de los escritos de demanda y contestación (o los 
escritos que cumplan dicha función) ya que en ellos se materializan tanto la pretensión como la resistencia de 
las partes. Esto es, la litis es la razón de ser de un juicio, ya que en su ausencia el juicio carecería de sentido. 

420. Por ello, insiste que, para poder tramitar un procedimiento contencioso, es indispensable que exista 
la mayor claridad acerca de cuáles son los aspectos que componen la litis. Es fundamental que la litis se fije 
de forma clara para que las partes y el juzgador conozcan perfectamente cuál es la materia sobre la que 
versará el procedimiento en cuestión. 

421. La Autoridad Investigadora observa que la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que la litis se fija en la demanda y la contestación (y, en el caso de cierto tipo de procedimientos, 
también en la reconvención y la contestación a la reconvención), y que los argumentos ahí planteados son los 
que el juez tomará en cuenta para resolver el litigio. En consecuencia, los tribunales están obligados a dictar 
una resolución que dirima únicamente las cuestiones en litigio, esto es, la litis. Conforme a la jurisprudencia 
referida previamente152, “el dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas” es una formalidad 
esencial del procedimiento necesaria para la adecuada defensa. Por ello, cuando un tribunal no resuelve las 
cuestiones en litigio, ya sea por no pronunciarse sobre todas las cuestiones alegadas o por haber resuelto 
más allá de lo solicitado por las partes, comete una violación a las formalidades esenciales del procedimiento. 

422. La Autoridad Investigadora añade que el artículo 17 constitucional da origen a dos principios 
fundamentales de las sentencias que guardan estrecha relación con lo anterior: 1) el principio de congruencia; 
y 2) el principio de exhaustividad. El principio de “congruencia” de las sentencias consta de una parte interna y 
otra externa. La congruencia interna implica que la sentencia no debe contener resoluciones o afirmaciones 
que se contradigan entre sí. De acuerdo con la jurisprudencia153, la parte externa exige concordancia con la 
demanda y la contestación. Las sentencias del TFJA deben corresponder y ser congruentes con la pretensión 
de las partes, por lo que no pueden rebasar el límite que la acción ejercitada le determina. 
Consecuentemente, el principio de congruencia externa se viola si la sentencia concede algo que no fue 
solicitado. 

423. La Autoridad Investigadora explica que, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento, una vez 
solicitado el establecimiento de un panel binacional, las personas interesadas en participar en la revisión 
pueden presentar una Reclamación o un Aviso de Comparecencia. Las personas interesadas que deseen 
invocar errores de hecho o de derecho en relación con la resolución definitiva emitida por la autoridad 
investigadora deben presentar una Reclamación y es en ésta donde establecen, precisamente, los errores de 

                                                 
151 “Formalidades Esenciales del Procedimiento. Son las que Garantizan una Adecuada y Oportuna Defensa Previa al Acto Privativo. Novena 
Época, Núm. de Registro: 200234, Pleno, Jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo II, diciembre de 1995, 
Tesis: P./J. 47/95, p. 133. 
152 Íd. 
153 Congruencia, Principio de. Sus Aspectos. El Artículo 229 del Código Fiscal de la Federación es el que lo Contiene. Novena Época, Núm. 
de Registro: 194838, Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IX, enero de 
1999, Tesis: I.3o.A J/30, p. 638. 
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hecho o de derecho de la resolución final que habrán de invocar en el curso del procedimiento. Las Reglas  de 
Procedimiento disponen que la revisión ante el panel binacional se limitará a los alegatos de hecho o de 
derecho comprendidos en las Reclamaciones, lo que significa que, precisamente, es en las Reclamaciones 
donde se establecen las cuestiones del litigio: 

La revisión ante un Panel se limitará: 

A los alegatos de error de hecho o de derecho, incluyendo la declinatoria de competencia de 
la autoridad investigadora, comprendidos en las Reclamaciones presentadas ante el 
panel…154 

424. En los Memoriales únicamente se permite a las partes reclamantes desarrollar los puntos en litigio 
que han establecido previamente en sus respectivas reclamaciones. Las reclamantes no pueden ampliar la 
litis en sus memoriales. 

425. La Autoridad Investigadora resalta que los órganos arbitrales (como este Panel Binacional) no 
cuentan con facultades para revisar de oficio las causales de ilegalidad que se establecen en el artículo 51 de 
la LFPCA. De tal suerte, la decisión del Panel debe limitarse a las cuestiones controvertidas expresamente 
identificadas en la Reclamación. 

426. La Autoridad argumenta que Isaosa ha presentado dos reclamos, pero sólo incluyó uno de ellos en 
su Reclamación, por lo que el otro está fuera de la litis de esta revisión ante el Panel Binacional. Explica que 
Isaosa no señaló expresamente en su Reclamación que Univex, uno de los productores nacionales de sulfato 
de amonio, debió haber sido considerada “parte interesada” —el primer reclamo—, aunque sí reclamó que, al 
no permitirle interrogar durante la Audiencia Pública de la Investigación a Univex, la Autoridad violentó las 
formalidades esenciales del procedimiento —el segundo reclamo—, por lo que el Panel Binacional está 
imposibilitado para pronunciarse sobre este último. La Autoridad Investigadora argumenta que la cuestión de 
si Univex era “parte interesada” constituye un reclamo independiente, ya que presenta una base fáctica155 y 
jurídica156 distinta. Además, solicita una determinación diversa, esto es, que el Panel Binacional determine que 
Univex fue “parte interesada” conforme a la legislación antidumping. 

427. La Autoridad Investigadora señala que el Panel Binacional está impedido para resolver ambas 
reclamaciones, porque la segunda, relativa al derecho a interrogar a Univex, depende de que el Panel 
Binacional determine si dicha empresa era parte interesada, lo cual no es parte de la litis. Esto es, si el Panel 
Binacional no puede analizar el primer reclamo de Isaosa, y el segundo reclamo depende de aquél, entonces, 
por simple lógica, el Panel está impedido a analizar ambos reclamos. Es precisamente por esta razón que la 
Reclamante debió haber planteado ambos alegatos en su Reclamación. Es decir, si un reclamo depende de la 
determinación del otro, es inherente que tenía que haber planteado ambas cuestiones en su Reclamación. 
Isaosa eligió libremente la forma como estructurar sus reclamaciones; pero, habiéndolas hecho, era su 
responsabilidad plantear ambas cuestiones en su Reclamación. 

428. La Autoridad Investigadora señala que es improcedente la reserva que hizo Isaosa del derecho de 
“impugnar cualquier otra cuestión o error de hecho o de derecho” que derive de i) un examen de la 
información confidencial del Expediente Administrativo y ii) un examen completo del expediente, incluido el 
examen de la documentación referida en el índice del Expediente Administrativo que presenta la Autoridad 
Investigadora. Como primer punto, la Autoridad Investigadora señala que no existe la figura de “reserva de 
derechos” en la legislación aplicable y supone que es por ello que Isaosa omitió citar el fundamento legal 
correspondiente, de modo que el Panel Binacional no debe tomarlo en cuenta. Adicionalmente, manifiesta que 
la “reserva de derechos” que alega la Reclamante es improcedente ya que va en contra del sentido del 
numeral 7 de las Reglas de Procedimiento, el cual prescribe que la Revisión debe limitarse a “los alegatos de 
error o de hecho o de derecho” […] comprendidos en las Reclamaciones presentadas ante el panel”, lo cual 
impide presentar alegatos nuevos en una etapa posterior. 

Según la Autoridad Investigadora, la reserva que hizo Isaosa para invocar nuevos alegatos derivado de  i) 
un examen de la información confidencial del Expediente Administrativo, y ii) un examen completo del 
expediente incluido el examen de la documentación referida en el índice del Expediente Administrativo que 

                                                 
154 Regla 7 de las Reglas de Procedimiento. 
155 La base fáctica es la supuesta participación de Univex en el procedimiento y el supuesto trato que la Autoridad Investigadora le dio en el 
mismo. 
156 La base jurídica de este alegato son los artículos 6.11 del Acuerdo Antidumping y 51 de la LCE. 
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presentó la Autoridad Investigadora también es improcedente porque desde el inicio del procedimiento (9 de 
septiembre de 2014) y durante su curso tuvo acceso conforme a las disposiciones legales aplicables al 
Expediente Administrativo, incluida la información confidencial. El reclamo que omitió plantear no deriva de 
algo nuevo que no haya estado incorporado al Expediente Administrativo con anterioridad al inicio del 
procedimiento de revisión ante este Panel Binacional y tampoco se desprende del examen de la información 
confidencial, pues las resoluciones son suficientemente claras en relación con dicha cuestión. 

429. Sin perjuicio de lo anterior, la Autoridad Investigadora dio respuesta al segundo reclamo de Isaosa, 
consistente en que la Autoridad Investigadora le negó la oportunidad de interrogar a Univex y, en 
consecuencia, le negó la oportunidad de defender sus intereses como lo prescribe el artículo 6.2 del Acuerdo 
Antidumping, con lo cual violó también los artículos 81 de la LCE y 165 del RLCE, en relación con los artículos 
14 y 16 constitucionales. Al respecto, la Autoridad señala que la Reclamante presenta esta alegación desde 
dos perspectivas distintas; desde el ámbito de la primera oración del artículo 6.2. del Acuerdo Antidumping y 
desde el ámbito de los artículos 81 de la LCE, 165 del RLCE, así como de los artículos 14 y 16 de la CPEUM. 

430. En primer término, la Autoridad Investigadora señaló que la Reclamante alega un vicio del 
procedimiento que no puede cambiar el sentido de la Resolución Final, por lo que procede declararlo 
inoperante. La Reclamante sostiene expresamente que “las acciones y omisiones de la Autoridad 
Investigadora actualizan la causal de nulidad prevista en la fracción III del artículo 51 de la LFPCA”. Por ende, 
considera necesario analizar si cumplió con los requisitos procesales para considerarse un argumento 
susceptible de ser analizado por el Panel. 

431. Al respecto, señala la Autoridad Investigadora que es necesario establecer primeramente que, 
cuando se alega una infracción al amparo de la fracción III del artículo 51 de la LFPCA, la Reclamante tendría 
que demostrar que: a) hay un vicio de procedimiento; b) que el vicio causa una afectación en sus defensas; y 
c) que esa omisión trasciende al sentido de la resolución. Sobre el particular, la Autoridad Investigadora cita la 
controversia que resolvió el Panel Binacional sobre Éter Monobutílico considerando que las violaciones a los 
derechos de naturaleza adjetiva no afectan al particular por su sola existencia, sino que es necesario que 
trasciendan al resultado de la resolución para que la afectación pueda consumarse. En este sentido, señala 
que la Reclamante tiene la carga procesal de acreditar que la violación le afectó en su esfera jurídica y cómo 
ello trascendió al sentido de la resolución, pues de lo contrario se deberá considerar a estos actos como 
violaciones insuficientes. 

432. Igualmente señala la Autoridad Investigadora que la Reclamante alega que no se le otorgó “plena 
oportunidad de defender sus intereses” en la Audiencia Pública de la Investigación, por lo que cuestiona si la 
empresa Isaosa consideró que la Audiencia es el único momento en que podría ejercer ese derecho. Más 
aún, señala que el tema específico en relación con el cual supuestamente deseaba defender sus intereses y 
no pudo versaba sobre la representatividad en la determinación de daño. La Reclamante alegó que la 
Autoridad Investigadora no le otorgó amplias oportunidades de defensa para desvirtuar que el daño  a la 
industria nacional era representativo. 

433. Sin embargo, la Reclamante no cuestionó los datos que se utilizaron para determinar la existencia de 
daño, sino sólo la metodología que la Autoridad Investigadora utilizó para determinar que el daño era 
representativo de toda la Rama de Producción Nacional. La Reclamante sustenta su alegato relativo a que la 
determinación de daño no fue representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional en el alegato 
de AdvanSix, al cual Isaosa se adhiere. AdvanSix sostiene que la metodología que la Autoridad Investigadora 
utilizó para determinar la representatividad del daño es contraria al tercer párrafo del artículo 63 del RLCE y 
que debió utilizar una metodología distinta, consistente en comparar el desempeño de la Rama de Producción 
Nacional cuando se incluye a los cuatro productores con su desempeño excluyendo a Univex. El alegato de 
AdvanSix se basa en una interpretación jurídica del artículo 63 del RLCE y se enfoca en la evaluación de los 
datos recogidos por la Autoridad Investigadora y no en la base fáctica per se. La Autoridad Investigadora 
argumenta que, aun si hubiera limitado el derecho de Isaosa a interrogar a Univex durante la Audiencia 
Pública de la Investigación —lo cual no concede—, ese vicio no pudo trascender al sentido de la Resolución 
Final, ya que la información de la que hubiera podido allegarse Isaosa correspondía a la situación particular de 
Univex (es decir, se trata de información fáctica), pero no habría cambiado la metodología con la que la 
Autoridad Investigadora concluyó que la determinación sobre daño era representativa de la Rama de 
Producción Nacional en su conjunto. Por tanto, la Autoridad Investigadora reiteró su postura de que contó con 
información de la Rama de Producción Nacional total, por lo que su determinación de daño es inherentemente 
representativa de la situación de la Rama de Producción Nacional en su conjunto. Por consiguiente, asevera 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      177 

 

 

que ninguna pregunta que Isaosa hubiera podido realizar a Univex en la Audiencia Pública de la Investigación 
habría modificado el sentido de la Resolución Final y concluye que dicho alegato de Isaosa es inoperante. 

434. La Autoridad Investigadora también afirma haber actuado de conformidad con lo establecido en el 
artículo 6.2 del Acuerdo Antidumping. En sus argumentos, Isaosa establece, medularmente, las siguientes  
dos premisas: 

a. Durante la Audiencia Pública de la Investigación, en defensa de sus intereses; Isaosa intentó 
interrogar a Univex “para tener un mejor entendimiento sobre si el daño alegado a la 
producción nacional era representativo o no”. A pesar de ello, la Autoridad Investigadora: i) no 
verificó si se encontraban presentes representantes legales de Univex y ii) le negó su derecho 
de interrogar a Univex. 

b. La Autoridad Investigadora le impidió defender sus intereses durante la Audiencia Pública de 
la Investigación, por lo que no le otorgó amplias oportunidades de defensa, no respetó el 
principio de debido proceso, en violación al artículo 6.2. de Acuerdo Antidumping. 

435. Primeramente, la Autoridad Investigadora argumenta que es incorrecta la premisa de la Reclamante 
de que la posibilidad de interrogar a una parte interesada cae dentro de las amplias oportunidades de que 
gozan las partes interesadas para defender sus intereses y constituye un requisito esencial del debido 
proceso. Conforme a la interpretación que la Reclamante hace de dicho artículo, ella infiere una obligación 
concreta que no existe en la primera oración del artículo 6.2. De acuerdo con la Autoridad Investigadora, el 
único fundamento del Acuerdo Antidumping al que la Reclamante alude para sostener su alegación lo 
constituye la frase “plena oportunidad de defender sus intereses” contenida en el artículo 6.2 del Acuerdo 
Antidumping, a partir de la cual la Reclamante alega que ésta incluye el derecho de interrogar a otra parte 
interesada y una obligación de la Autoridad de garantizar ese derecho de modo que le permitiera “tener un 
mejor entendimiento sobre si el daño alegado a la producción nacional era representativo o no” y “una 
adecuada defensa la cual hubiera podido desvirtuar que el alegado daño a la industria nacional, era 
representativo”. Sin embargo, esto se habría tornado en una obligación de imposible cumplimiento porque  la 
Autoridad Investigadora tenía que haber exigido a Univex que i) asistiera a la Audiencia Pública de la 
Investigación; ii) contestara las preguntas de Univex en relación con la representatividad del daño y iii) que lo 
hiciera de tal forma que el representante de Isaosa tuviera “un mejor entendimiento” de la situación de daño 
de la producción nacional. 

436. La Autoridad Investigadora añade que Isaosa no presentó una explicación detallada de por qué 
considera que la primera oración es aplicable al caso concreto y de qué forma la Autoridad Investigadora 
habría violado sus obligaciones. En consecuencia, sus alegatos son inoperantes porque no establecen la 
causa petendi, es decir no establecen cuáles son los fundamentos, razones y hechos en los que se basa para 
pedir lo que pide, y por qué considera que lo que reclama lesiona su esfera jurídica. Así, reitera la Autoridad 
Investigadora que en caso de que un alegato de la Reclamante no cumpla con esos requisitos (que no señale 
adecuadamente cuál es la causa petendi, de manera que sólo mencione los artículos o precedentes que 
considera se violaron, sin decir por qué son aplicables y por qué se violaron) entonces no habría causa 
petendi y la consecuencia sería que su alegato se declare inoperante. Añade que el Panel Binacional no tiene 
obligación de pronunciarse acerca de la aplicabilidad al caso concreto de los artículos o precedentes que 
invoca, tal y como lo establece la jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación y como lo decidió el Panel 
Binacional que resolvió la controversia sobre Éter Monobutílico. 

437. La Autoridad Investigadora señala que, en cualquier caso, nada en el artículo 6.2 del Acuerdo 
Antidumping permite concluir que existe la obligación específica que la Reclamante alega, lo cual se evidencia 
a partir de la segunda oración de ese mismo precepto, que es la que se refiere puntualmente al derecho de 
las partes interesadas de reunirse con sus contrapartes para exponer sus tesis y argumentos157. El resto del 
artículo regula aspectos específicos de tales reuniones. Más aún, la cuarta oración otorga completa 
discrecionalidad a las partes interesadas para asistir a dichas reuniones, sin que su ausencia vaya en 
detrimento de su causa: “Ninguna parte estará obligada a asistir a una reunión y su ausencia no irá en 
detrimento de su causa”. De tal manera, no puede interpretarse que la obligación de otorgar a todas las partes 

                                                 
157 “A este fin, las autoridades darán a todas las partes interesadas previa solicitud la oportunidad de reunirse con aquellas partes que tengan 
intereses contrarios para que puedan exponerse tesis opuestas y argumentos refutatorios”. 
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interesadas plena oportunidad de defender sus intereses llega al extremo de asegurarse que Univex asistiera 
a la Audiencia Pública de la Investigación y, mucho menos, a obligarla a responder las preguntas de Isaosa. 

438. Señala que, en efecto, el Grupo Especial en Guatemala–Cemento II determinó que, por su naturaleza 
tan general, la primera oración del artículo 6.2. del Acuerdo Antidumping no puede establecer obligaciones 
concretas de la Autoridad Investigadora que vayan más allá de aquellas que dicho precepto regulada 
expresamente. En consecuencia, alega la Autoridad Investigadora, el argumento de la Reclamante carece de 
sustento y deviene inoperante. 

439. En otro orden de ideas, la Autoridad Investigadora señala que la oportunidad de una parte de 
defender sus intereses está limitada por el derecho de otra parte, de defender sus intereses. La “plena 
oportunidad de [cada parte interesada de] defender sus intereses” necesariamente tiene un límite: el derecho 
de otras partes de defender los suyos. 

440. En este caso, Univex no manifestó apoyo a la investigación y decidió no participar en ella. Su 
intervención en el procedimiento se limitó a responder los requerimientos que la Autoridad Investigadora le 
formuló158. No es que la Autoridad Investigadora no hubiese verificado si habían asistido a la Audiencia 
Pública de la Investigación los representantes legales de Univex y hubiese negado a Isaosa la oportunidad de 
interrogar a dicha productora, sino que Univex renunció a su derecho de participar en el procedimiento. La 
Autoridad Investigadora no podía obligarla a asistir a la Audiencia Pública de la Investigación para contestar 
preguntas de otras partes interesadas. 

441.  El que, por una coincidencia, la misma persona fuera el representante legal de Univex, por una 
parte, y de las Solicitantes, por otra, de manera alguna implica que en cada foro que comparezca lo haga en 
representación de todos sus clientes. Tal y como consta en el Acta de Audiencia, dicha persona sólo 
compareció como representante legal de las Solicitantes. 

442. No obstante, contrario a lo que la Reclamante alega, la Autoridad Investigadora expresamente 
permitió que Isaosa formulara preguntas a Univex como lo demuestra la transcripción de la Audiencia Pública 
de la Investigación: 

ADRIÁN VÁZQUEZ BENITEZ, REPRESENTANTE DE CAISA, ISAOSA, PLANTAGRO Y 
PRONAMEX Y AUTORIZADO PACIFEX. 

Tengo otras preguntas, prácticamente idénticas al productor UNIVEX señor presidente, no 
sé si gusta que más o menos las vaya repitiendo o pudiera hacer formularios unas 
respuestas con base en todas estas preguntas de esa empresa. 

JUAN CARLOS PARTIDA POBLADOR, REPRESENTANTE DE AGROGEN Y MET-MEX. 

UNIVEX no es una parte solicitante en esta investigación y no fue convocado a esta 
audiencia, por lo tanto, no hay ningún problema si las preguntas se pueden responder en el 
momento en que así lo decida la Secretaría. 

VÍCTOR MANUEL AGUILAR PÉREZ, JEFE DE LA UPCI. 

Por una parte, tiene razón el licenciado Partida, la empresa UNIVEX ni siquiera fue 
convocada a esta audiencia y entiendo que no hay nadie de la empresa, quizá en beneficio 
del análisis valdría la pena formular las preguntas, las dejamos ahí, si es posible que los 
representantes de la industria con obviamente reservas del caso, las contesten, si no, 
analizaremos la posibilidad y la conveniencia de hacer esas preguntas a UNIVEX en su 
momento.159 

443. Contrario a lo que Isaosa argumenta, durante toda la investigación, la Autoridad Investigadora le 
otorgó plena oportunidad para defender sus intereses: con la notificación de la Resolución de Inicio, la 
Autoridad Investigadora entregó a Isaosa copia de la solicitud y la respuesta a la prevención y le hizo saber 
que tenía oportunidad de presentar los argumentos y pruebas que a su derecho convinieran. Isaosa acreditó 
su derecho a comparecer como parte interesada en el procedimiento, y se le otorgó acceso al Expediente 
Administrativo. Desde el inicio del procedimiento, la Reclamante solicitó acceso a la información confidencial 

                                                 
158 Véase la Resolución Final, numeral 29: “La Secretaría no se constituyó como una autoridad investigadora objetiva e ignoró el argumento 
de que el supuesto daño a la rama de producción nacional obedece únicamente al desempeño de UNIVEX la cual no manifestó su apoyo a la 
investigación y únicamente se limitó a presentar la información que le fue requerida”. 
159 Memorial de la Autoridad Investigadora, p. 86 donde cita el Acta de Audiencia Pública de la Investigación,  Vol. 31 NCF/031, p.49. 
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del Expediente Administrativo, incluida la información de Univex. El 9 de septiembre de 2014, la Autoridad 
Investigadora le otorgó acceso a la información confidencial. 

444. En la Resolución de Inicio, la Autoridad Investigadora determinó que la Rama de Producción Nacional 
estaba conformada por las cuatro empresas productoras nacionales (incluidas Univex y Agrosur) y que el 
análisis de daño se haría con base en los indicadores económicos y financieros de dichas empresas.160 La 
Autoridad Investigadora confirmó la conformación de la Rama de Producción Nacional)161. Tras la publicación 
de la Resolución Preliminar, Isaosa solicitó la realización de una reunión técnica para conocer las 
metodologías empleadas en las determinaciones de dumping y daño. Sin embargo, en dicha reunión Isaosa 
no formuló preguntas sobre el tema del que ahora se queja, la representatividad del daño. Si bien en el 
segundo periodo probatorio Isaosa aludió a este tema, se limitó adherirse a los argumentos y pruebas que 
AdvanSix presentó. En la Audiencia Pública de la investigación, Isaosa tuvo plena oportunidad para presentar 
argumentos en defensa de sus intereses, incluidos sobre la representatividad de la determinación de daño, 
oportunidad que Isaosa hizo valer162. La Autoridad Investigadora también permitió a Isaosa plantear diversas 
preguntas a Univex y quedó constancia de éstas. Sin embargo, ninguna de sus preguntas se refirió al tema de 
la representatividad del daño. Finalmente, tras la Audiencia Pública de la investigación, Isaosa presentó su 
escrito de alegatos finales. 

445. En otro orden de ideas, sobre las violaciones que la Reclamante alega a los artículos 14 y 16 
constitucionales, la Autoridad Investigadora señala, en primer término, que su alegato es inoperante porque el 
Panel Binacional no tiene de facultades para hacer un examen de constitucionalidad. Sólo los tribunales del 
Poder Judicial de la Federación tienen la facultad de revisar y pronunciarse sobre la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de un acto de autoridad. El TFJA únicamente realiza una revisión de legalidad y éstos son 
los límites de la revisión ante un Panel Binacional. El criterio de revisión que debe aplicar el Panel Binacional 
está definido en el artículo 1911 del TLCAN, tal como lo constató el Panel Binacional en el caso de Jarabe de 
Maíz163. En consecuencia, este alegato de Isaosa también es inoperante. 

446. La Autoridad Investigadora también argumenta que Isaosa no incluyó en su Reclamación las 
violaciones que alega a los artículos 81 de la LCE, 165 del RLCE y 14 y 16 constitucionales. Por lo mismo, 
también son inoperantes. No obstante, la Autoridad Investigadora afirma que actuó de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 81 de la LCE y 165 del RLCE, los cuales deben interpretarse armónicamente a la 
luz del artículo 6.2 del Acuerdo Antidumping por un elemental principio de congruencia del orden jurídico 
aplicable y porque la LCE en su artículo 2 reconoce la importancia de los tratados internacionales como 
normas aplicables: “las disposiciones de esta Ley son de orden público y de aplicación en toda la República 
sin perjuicio de lo dispuesto por los Tratados o convenios internacionales de los que México sea parte”. 

447. Concluye la Autoridad Investigadora que nada en el texto de los artículos 81 de la LCE y 165 del 
RLCE obliga a determinadas personas a asistir a una audiencia pública, ni establece consecuencias en caso 
de que no lo hagan y el artículo 6.2. del Acuerdo Antidumping establece específicamente que “ninguna parte 
estará obligada a asistir a una reunión, y su ausencia no irá en detrimento de su causa”. En consecuencia, el 
alegato de Isaosa carece de soporte. 

c. Agrogen y Met-Mex 

448. La Industria Nacional sostiene en su Memorial que la determinación de la Autoridad Investigadora de 
considerar a Univex como un “productor no solicitante” en el curso de la investigación, y por ende no 
considerarlo como Parte Interesada no es violatorio de los artículos 6.11 del Acuerdo Antidumping, 81 de la 
LCE y 165 del RLCE. De conformidad con la Regla 57(5) de las Reglas de Procedimiento, adoptó por 
referencia la contestación de la Autoridad Investigadora a los alegatos de Isaosa sobre la supuesta violación 
de tales preceptos. 

2. Decisión del Panel Binacional 

449. El artículo 81 de la LCE dispone: 

En la notificación a que se refiere el artículo 53, la Secretaría comunicará a las partes 
interesadas la realización de una audiencia pública en la cual podrán comparecer y 

                                                 
160 Resolución de Inicio, numerales 71, 86 y 122 a 144. 
161 Resolución Preliminar, numeral 128.  
162 La Autoridad Investigadora cita el Acta de Audiencia Pública de la Investigación. 
163 MEX-USA-98-1904-01, p. 265: “El procedimiento ante el panel binacional es un procedimiento de revisión de legalidad, en ningún caso un 
proceso de revisión de constitucionalidad, como las Reclamantes afirman en sus memoriales. Su alcance está limitado a lo que el artículo 
1904.8 del TLCAN dispone.” 
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presentar argumentos en defensa de sus intereses así como, en el caso de medidas de 
salvaguarda, presentar las pruebas pertinentes. En dicha audiencia las partes interesadas 
podrán interrogar a las otras partes interesadas. En el caso de investigaciones contra 
prácticas desleales de comercio internacional, las audiencias se llevarán a cabo después de 
la publicación de la resolución preliminar y antes de la publicación de la resolución final. 

450. El artículo 165 del RLCE establece: 

La audiencia pública tendrá como finalidad que las partes interesadas y, en su caso, sus 
coadyuvantes interroguen o refuten a sus contrapartes respecto de la información, datos y 
pruebas que se hubieren presentado. 

La audiencia pública se celebrará en aquellos procedimientos en que se prevea 
expresamente en este Reglamento. 

451. El artículo 6.2 del Acuerdo Antidumping prevé: 

Durante toda la investigación antidumping, todas las partes interesadas tendrán plena 
oportunidad de defender sus intereses. A este fin, las autoridades darán a todas las partes 
interesadas, previa solicitud, la oportunidad de reunirse con aquellas partes que tengan 
intereses contrarios para que puedan exponerse tesis opuestas y argumentos refutatorios. 
Al proporcionar esa oportunidad, se habrán de tener en cuenta la necesidad de 
salvaguardar el carácter confidencial de la información y la conveniencia de las partes. 
Ninguna parte estará obligada a asistir a una reunión, y su ausencia no irá en detrimento de 
su causa. Las partes interesadas tendrán también derecho, previa justificación, a presentar 
otras informaciones oralmente. 

452. El punto a resolver estriba en determinar si la Autoridad Investigadora ha dejado en estado de 
indefensión a la Reclamante, o bien si le ha permitido defender plenamente sus intereses. En particular, la 
Reclamante se queja que en la Audiencia Pública de la Investigación, con el fin de “tener un mayor 
entendimiento de la situación de daño de la producción nacional”, Isaosa pretendió interrogar a Univex al 
percatarse que el representante legal de las Solicitantes también lo era de Univex; pero la Autoridad 
Investigadora le negó el derecho de interrogarla, limitando así su capacidad de entender con mayor 
profundidad y detalle si el daño a la Rama de Producción Nacional era representativo o no. 

453. Cabe mencionar, en primer término, que la oportunidad de defensa de los intereses de las partes 
interesadas no se circunscribe a su participación en la audiencia pública, sino que se desarrolla a lo largo del 
procedimiento, en sus diferentes etapas. Las Resoluciones de Inicio, Preliminar y Final demuestran que, 
desde la etapa inicial del procedimiento, Isaosa tuvo acceso al Expediente Administrativo en sus versiones 
pública y confidencial, incluida la información que Univex aportó en respuesta a los requerimientos de la 
Autoridad Investigadora, y tuvo múltiples oportunidades para presentar manifestaciones, alegatos y prueba así 
como para formular preguntas, incluido sobre la representatividad del daño a la Rama de Producción Nacional 
(por ejemplo, en el primer y segundo periodos probatorios, la reunión técnica posterior a la Resolución 
Preliminar, durante la Audiencia Pública de la Investigación y, posteriormente, en la etapa de alegatos). En 
específico, se le dio a conocer la conformación de la Rama de Producción Nacional, que incluyó a Univex, así 
como la metodología para la evaluación del impacto de las importaciones sobre la Rama de Producción 
Nacional y los resultados a los que llegó la Autoridad Investigadora con base en los indicadores económicos y 
financieros de las empresas que la conformaron, incluida Univex. La Reclamante no alega que se le hubiese 
negado el acceso a toda esa información. 

454. Su alegato se limita a que no pudo interrogar a Univex durante la Audiencia Pública de la 
Investigación. No obstante que la Reclamante alegó que Univex debió haber sido considerada como parte 
interesada, no se queja de que la Autoridad Investigadora no la haya convocado a la Audiencia Pública de la 
Investigación (tal como ésta lo admite164) y que ello haya contravenido las disposiciones legales aplicables. En 
cualquier caso, las pruebas demuestran que dicha empresa no compareció a la Audiencia Pública de la 
Investigación, tal como lo señaló la Autoridad Investigadora165. 

455. Evidentemente, el hecho de que la misma persona represente a distintas empresas, de manera 
alguna implica que en cada foro que comparezca lo haga en representación de todas sus representadas. El 

                                                 
164 Memorial de la Autoridad Investigadora, p. 10, primer punto. Véase también el Acta de la Audiencia Pública de la Investigación,  Vol. 31, 
pp.95-97, NCF/414-416. 
165 Íd. segundo punto. 



Jueves 19 de diciembre  de 2019 DIARIO OFICIAL      181 

 

 

Panel Binacional coincide con la Autoridad Investigadora en que varias personas pueden otorgar facultades 
de representación a una misma persona, pero eso no significa que en cada lugar en donde esa persona 
actúe, lo haga en nombre y representación de todas aquéllas. 

456. Es más, el hecho de que Univex no haya comparecido a la Audiencia Pública de la Investigación se 
infiere que su representante legal no tenía facultades para representarla en dicho acto, no obstante que 
estuvo presente en representación de otras personas. En consecuencia, la Autoridad Investigadora no podía 
obligarlo a responder preguntas a nombre de Univex. 

457. No obstante, si bien el representante legal de Univex (y de las Solicitantes) manifestó en la Audiencia 
Pública de la Investigación que “Univex no es una parte solicitante en esta investigación y no fue convocado a 
esta audiencia”, ofreció responder las preguntas de Isaosa en otro momento. Al respecto manifestó: “no hay 
ningún problema si las preguntas se pueden responder en el momento en el que así lo decida la Secretaría”. 
La Autoridad Investigadora permitió a Isaosa formular sus preguntas a Univex al señalar expresamente: 
“Univex no es una parte, pero si la industria nacional presentó algún argumento, alguna prueba que se refiera 
de alguna manera a Univex y sus preguntas van relacionadas con ello, adelante”, a lo que el representante 
legal de Univex contestó: “con todo el gusto del mundo yo puedo solicitarle la información a estas respuestas 
y que en su momento, si la autoridad las considera relevantes, con todo gusto se presentarán”166. No hay 
constancia ante este Panel Binacional de que la Reclamante haya dado seguimiento al ofrecimiento del 
representante legal de Univex y la Reclamante no alega que, el que no se haya dado una respuesta hubiese 
afectado de alguna forma la “plena oportunidad de defender sus intereses”. 

458. Por lo anterior, este Panel Binacional determina que la Reclamante no estableció que la Autoridad 
Investigadora hubiese actuado de manera contraria a lo dispuesto en los artículos 81 de la LCE, 165 del 
RLCE, 6.2 y 6.11 del Acuerdo Antidumping, por lo que se refiere a la posibilidad de interrogar a Univex 
durante la Audiencia Pública de la Investigación. 

459. De conformidad con el procedimiento de revisión previsto en el Artículo 1904 del Capítulo XIX del 
TLCAN y por todos los razonamientos señalados con anterioridad, este Panel determina que Isaosa no 
estableció que la Autoridad Investigadora hubiese actuado de manera incompatible con lo dispuesto en los 
artículos 81 de la LCE, 165 del RLCE y 6.2 y 6.11 del AAD al no haber podido la Reclamante interrogar a 
UNIVEX durante el desarrollo de la Audiencia Pública de la Investigación al no haber ésta comparecido. En 
consecuencia, el Panel Binacional desecha esta reclamación y confirma la decisión a este respecto de la 
Autoridad Investigadora. 

II. RESOLUTIVO 

460. En razón de todo lo expuesto, el Panel Binacional: 

a. confirma que sus facultades se limitan al criterio de revisión previsto en la fracción IV del 
artículo 51 de la LFPCA, que es el único que la Reclamante invocó, según los razonamientos 
vertidos en el apartado V.I.A de esta Decisión; 

b. decide que el examen de la Autoridad Investigadora sobre la exactitud y pertinencia de las 
pruebas presentadas con la Solicitud de Inicio estuvo viciado, por lo que la determinación  de 
la Autoridad Investigadora de que tuvo pruebas suficientes que justificaron el inicio de la 
investigación es incompatible con el artículo 5.3 del Acuerdo Antidumping, según los 
razonamientos vertidos en el apartado V.I.B de esta Decisión; 

c. la Autoridad Investigadora no llevó a cabo el examen de representatividad, por lo que 
incumplió con lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 63 del RLCE que la obliga a 
asegurarse que la determinación de daño sea representativa de la situación de la Rama de 
Producción Nacional, de manera general, sin excepciones, de acuerdo con los razonamientos 
vertidos en el apartado V.I.C de esta Decisión; 

d. la Resolución Final contraviene lo dispuesto en el artículo 3.1 del Acuerdo Antidumping, pues 
la Autoridad Investigadora no realizó un examen objetivo del efecto de las importaciones sobre 
los precios de productos similares en el mercado mexicano de sulfato de amonio, y su 
determinación no se basa en pruebas positivas que lo sustenten, según los razonamientos 
vertidos en el apartado V.I.D de esta Decisión; 

                                                 
166 Acta de la Audiencia Pública de la Investigación,  pp.49-50. 
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e. determina que la Autoridad Investigadora violó su obligación de realizar el examen de no 
atribución previsto en el artículo 3.5 del Acuerdo Antidumping según los razonamientos 
vertidos en el apartado V.I.E de esta Decisión; 

f. confirma la decisión de la Autoridad Investigadora sobre la acumulación de las importaciones 
de sulfato de amonio originarias de los Estados Unidos y China, para efectos de analizar el 
daño causado a la Rama de Producción Nacional, de acuerdo con los razonamientos vertidos 
en el apartado V.I.F de esta Decisión; y 

g. determina que no se estableció que la Autoridad Investigadora hubiese actuado de manera 
incompatible con lo dispuesto en los artículos 81 de la LCE, 165 del RLCE y 6.2 y 6.11 del 
AAD al no haber podido Isaosa interrogar a UNIVEX durante el desarrollo de la Audiencia 
Pública de la Investigación, por lo que confirma la decisión de la Autoridad Investigadora a 
este respecto, según los razonamientos vertidos en el apartado V.I.G de esta Decisión. 

461. El Panel Binacional desecha las demás reclamaciones y excepciones. 

VI. ORDEN DEL PANEL BINACIONAL 

462. Por las razones expuestas anteriormente y con fundamento el párrafo 8 del artículo 1904 del TLCAN 
y la regla 72 de las Reglas de Procedimiento, el Panel Binacional devuelve la Resolución Final para que la 
Autoridad Investigadora adopte medidas que no sean incompatibles con su Decisión y le concede, para tal 
efecto, un plazo de 90 días hábiles contados a partir de la notificación de la presente Decisión. 

Expedida el 29 de noviembre de 2019 

Firmada en original por: 

Andrea Bjorklund 

Rúbrica 

Óscar Cruz Barney 

Rúbrica 

David Cohen 

Rúbrica 

Jorge Salvador Nacif Íñigo 

Rúbrica 

Hugo Perezcano Díaz, Presidente 

Rúbrica. 


